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La salud de las democracias, cualquiera que sea 
su tipo y grado, depende de un mínimo detalle 
técnico, el procedimiento electoral.

José Ortega y Gasset
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Introducción

Estamos en el mejor momento del intenso proceso de democratiza-
ción latinoamericano iniciado hace ya más de 30 años; etapa que 
se ha caracterizado, entre otras cosas, por la constante y periódica 
realización de procesos electorales en la región. Salvo en Cuba, se 
vota en todos los países y los organismos electorales han sido y son 
actores principales de esta realidad. Precisamente de eso se trata 
esta publicación que hemos querido compartir con ustedes. 

A pesar de lo señalado en el párrafo anterior, la administra-
ción electoral ha sido un tema generalmente abandonado por los 
teóricos de la democracia y los constitucionalistas, quienes han 
dedicado la mayor parte de su tiempo y esfuerzo a analizar otras 
cuestiones que han considerado más importantes, como las refor-
mas al sistema político, la regulación de los poderes públicos, las 
relaciones entre estos poderes, las diferentes formas de gobierno, 
los derechos fundamentales, el Estado de derecho, la soberanía 
nacional, entre las principales. 

Esta situación está comenzando a cambiar lentamente, 
puesto que, si bien todavía no abunda material de investigación 
sobre los temas vinculados a la administración electoral, la pro-
ducción académica ha aumentado de manera progresiva, aunque 
en la mayoría de estas investigaciones se suelen abordar los casos 
más emblemáticos relativos a la integridad electoral (que se expli-
cará más adelante) y a las malas prácticas electorales vinculadas a 
los países asiáticos y africanos. 

Resulta inquietante, por decir lo menos, que esta corriente 
de análisis e investigación llegue a cuentagotas a América Latina, 
considerando que los organismos electorales han tenido y tienen 
una enorme importancia en la vida democrática de los países 
que conforman esta región, no solamente por el modelo de ad-
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ministración electoral que han elegido, basado en instituciones 
autónomas e independientes del Ejecutivo, sino también por su 
impacto en la evolución de las democracias en estos países. Pese a 
que la mayoría de estas instituciones ejercen una gran influencia 
en la vida política latinoamericana, esta situación no se ha visto 
reflejada en la elaboración de material académico o analítico que 
aborde de manera integral, orgánica y sistematizada cada uno de 
los temas que componen la materia electoral en Latinoamérica; 
existen, por tanto, artículos dispersos sobre determinada temática 
de relevancia usualmente coyuntural. Además, los textos más ana-
líticos y detallados acerca de estas cuestiones han sido elaborados 
en inglés, y no necesariamente desarrollan la problemática lati-
noamericana, sino que combinan experiencias aisladas con otros 
casos ocurridos en el mundo, como aquéllos referidos a países 
africanos, asiáticos o de Europa del Este.

Ésa ha sido, sin duda, la principal limitación pero, a la vez, 
una de las razones que nos impulsaron y motivaron a realizar 
la presente investigación, con la cual se pretende poner a dis-
posición de la comunidad académica y de expertos en el tema 
electoral, fundamentalmente latinoamericanos, un instrumento 
de carácter descriptivo-explicativo que sirva de guía o consul-
ta teórico-conceptual, pero también que ilustre la práctica en 
cuestiones vinculadas al efecto que ha tenido la administración 
electoral en la democracia latinoamericana. 

Otra de las cuestiones que se podría considerar como una de-
bilidad en este tipo de investigaciones es que, por la naturaleza y las 
características principales de esta temática, mucha de la informa-
ción existente puede desactualizarse rápidamente. Como ejemplo 
puede comentarse la existencia de un calendario electoral con elec-
ciones que se realizan periódicamente o la constante modificación 
y modernización de las actividades y normas que elaboran e imple-
mentan los organismos electorales. La materia electoral constituye, 
pues, un ámbito muy dinámico y en reforma continua.

En ese sentido, hemos creído conveniente dividir esta inves-
tigación en tres capítulos claramente definidos y con alcances di-
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ferentes. En el primero se realiza un análisis teórico-metodológico 
cuya finalidad es conocer cuál ha sido el impacto de la administra-
ción electoral en la democracia de la región, para lo cual se pre-
senta una elaboración conceptual de la democracia a partir de la 
revisión de las definiciones y de la discusión que sobre el término 
ofrecen distintos autores, con lo que se determinaron los concep-
tos más adecuados para utilizar. Dentro de este marco se presenta 
también un recuento del proceso evolutivo de la democracia en 
América Latina, en el que ha resultado fundamental la actuación 
de los organismos de la administración electoral de esta región, y 
de cuál ha sido la participación de la comunidad internacional en 
la defensa del procedimiento en la democracia. Así mismo, se pre-
sentan tres criterios que pueden utilizarse para evaluar las demo-
cracias latinoamericanas actuales, que son los de representación, 
participación y accountability; como parte de ello se detalla el me-
canismo de revocatoria de autoridades en la región, que significa 
una importante herramienta de rendición de cuentas a cargo de los 
organismos electorales. En este primer capítulo, se plantea nuestra 
hipótesis central: a mayor gobernanza (electoral) de la administra-
ción electoral, mayor fortaleza de la democracia (procedimental) 
en América Latina, definiéndose las variables dependiente e inde-
pendiente y sus respectivos indicadores. 

Es relevante señalar y reconocer que la relación entre la ad-
ministración electoral y la democracia ha sido recíproca; es decir, 
la primera ha tenido y tiene efectos sobre la segunda y viceversa, 
puesto que el desarrollo democrático en los países latinoamerica-
nos ha influido en el accionar de los organismos electorales de la 
región, ya que, a medida que la democratización iba avanzando, 
la administración electoral se iba adaptando a esa evolución, por 
lo que se configuró un proceso constante de retroalimentación. 
Así pues, en América Latina la administración electoral y la demo-
cracia están íntimamente ligadas; no obstante, en la presente in-
vestigación se considerará únicamente una parte de esa relación; 
esto es, aquí se abordará la cuestión referida a los efectos de la 
administración electoral en la democracia.
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En el segundo capítulo se aborda el tema vinculado al proce-
dimiento en América Latina a través del análisis de los principales 
elementos que hacen que los aspectos administrativo y procedi-
mental de la democracia, representados fundamentalmente por 
los organismos que conforman la administración electoral de un 
país, signifiquen la base sobre la cual se puedan ir construyendo 
procesos democráticos verdaderamente sólidos. De esta forma, se 
analizan las figuras referidas a la democracia electoral (mostrando 
algunos índices interesantes), la administración electoral propia-
mente dicha (aclarando conceptos y procedimientos, analizando 
sus diferentes clasificaciones) y, fundamentalmente, se desarrolla 
detalladamente el mundo de los organismos electorales latinoa-
mericanos, incluyendo sus aspectos más trascendentales, como su 
composición, diseño, principales funciones y problemática. 

En el tercer y último capítulo se ofrecen elementos que ex-
plican los temas más relevantes analizados y descritos en los dos 
capítulos anteriores, resaltando y comprobando la importancia 
que han tenido los organismos electorales latinoamericanos en el 
desarrollo y la defensa de la democracia. Además, a fin de com-
probar la hipótesis planteada en el primer capítulo, se explica 
cada una de las variables propuestas a través del análisis de los 
indicadores que se consideraron más apropiados. Se demuestra 
también que el modelo de administración electoral, basado prin-
cipalmente en la actuación de organismos electorales autónomos, 
independientes y especializados, se ha constituido en una tenden-
cia a nivel mundial, principalmente en América Latina; éste ha 
demostrado ser el camino más adecuado para forjar democracias 
allí donde no las había o para consolidar procesos democráticos 
ya iniciados, pues ha tenido un impacto importante y fundamen-
tal en este proceso de consolidación de la democracia procedi-
mental en la región y sin su rol protagónico no se podría hablar 
hoy de las características democráticas que poseen la mayoría de 
nuestros países. 

Queremos agregar que con el presente documento se pre-
tende cerrar un ciclo de más de 10 años de experiencia laboral 
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que tuvimos en uno de los órganos electorales del Perú, el Ju-
rado Nacional de Elecciones (JNE), el cual nos dejó enseñanzas 
que aquí deseamos compartir. En este periodo aprendimos a do-
minar la técnica procedimental de la democracia y los procesos 
electorales, pero nos quedaron muchas interrogantes en lo que 
respecta a los aspectos teóricos y conceptuales que son la razón de 
ser de esos procedimientos. Por ello, decidimos realizar un largo 
proceso de reflexión y análisis sobre los principales conceptos y 
contenidos que se manejan en el ámbito de la democracia, espe-
cíficamente de la democracia procedimental y más puntualmente 
de los procesos electorales latinoamericanos.

Cabe precisar que este documento constituye la versión fi-
nal de un proceso de actualización de nuestra tesis doctoral em-
prendido luego de la sustentación formal de la misma (realiza-
da en Madrid, en abril de 2013), debido a que los miembros del 
tribunal calificador realizaron algunas recomendaciones para la 
publicación de esta investigación (se han incorporado la mayoría 
de sus sugerencias).

Finalmente, queremos agradecer a todas aquellas personas, 
amigos e instituciones del mundo electoral latinoamericano que 
con su información y consejos nos ayudaron a ir diseñando la ver-
sión final de este texto, de manera muy especial al Instituto Elec-
toral del Estado de México (IEEM) por haberse interesado en 
publicar esta investigación, al vicepresidente de la Corte Electoral 
de Uruguay, doctor Wilfredo Penco, por representar el ánimo y 
la inspiración que resultaron imprescindibles durante el proce-
so, y, por acompañarnos en este camino tan solitario, duro y de 
largo aliento que es el de la elaboración de una tesis doctoral, a 
David García Villalobos, investigador de la Escuela Electoral y de 
Gobernabilidad del JNE del Perú, quien con su trabajo, aporte y 
colaboración contribuyó de manera decisiva a que saliéramos de 
las diversas dificultades que se nos presentaron, e Ismael Crespo 
Martínez, nuestro director de tesis, quien con su constante apoyo, 
motivación y paciencia logró infundirnos la fuerza necesaria para 
lograr el objetivo. Así mismo, para la etapa de actualización que se 
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mencionó en el párrafo precedente, se incluyeron nuevas entrevis-
tas con diversas autoridades, profesionales y expertos en la materia 
democrático-electoral, lo que ha contribuido notablemente a en-
riquecer el texto, así como a sustentar y completar algunas de las 
conclusiones que se habían presentado en la versión anterior. Por 
ello, agradecemos especialmente a aquellas personas que hicieron 
esto posible, como Francisco Távara Córdova (presidente del JNE 
del Perú, periodo 2012-2016), a quien nos gustaría reconocer de 
manera especial por sus consejos permanentes y su confianza al 
brindarnos la oportunidad de acompañarlo durante su gestión a 
cargo del JNE; Joseph Thompson (director ejecutivo del Institu-
to Interamericano de Derechos Humanos [IIDH]), Rebeca Arias 
(coordinadora residente y representante de las Naciones Unidas 
en el Perú), Lenin Housse (director de relaciones internaciona-
les del Consejo Nacional Electoral [CNE] de Ecuador), Fernan-
do Tuesta (experto peruano en temas electorales y exjefe de la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales [ONPE]), Percy Medina 
(representante de International Institute for Democracy and Elec-
toral Assistance [IDEA Internacional] en Perú), Gerardo Távara 
(secretario general de la asociación civil Transparencia-Perú), 
Manuel Sánchez-Palacios (presidente del JNE del Perú, periodo 
2000-2004), Luis Nunes (experto del National Democratic Institu-
te [NDI] Perú), Leonor Suárez (oficial de programa del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD] de Perú), Luis 
Benavente (analista político peruano) y Carlos Hakansson (cons-
titucionalista peruano). Un agradecimiento final a la politóloga 
Beatriz Córdova, quien nos apoyó para mejorar nuestras variables 
de investigación con información valiosa y decisiva. 
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En el presente capítulo se desarrolla el aspecto teórico-metodo-
lógico que sustenta este trabajo. Por ello, y con el fin de conocer 
cuál ha sido el impacto de la administración electoral en la democra-
cia latinoamericana, se determinan los conceptos más adecuados a 
utilizar; motivo por el cual se presenta una elaboración concep-
tual de la democracia a partir de la revisión de las definiciones y 
de la discusión que sobre el término ofrecen distintos autores. 

Se ha considerado oportuno también ofrecer un recuento 
de cuál ha sido el proceso evolutivo de la democracia en América 
Latina. Este análisis contribuirá a un mejor entendimiento acerca 
de cómo ha resultado fundamental la actuación de los organis-
mos de la administración electoral latinoamericana, de manera 
paralela al debilitamiento y al fin de los regímenes autoritarios y 
al posterior resurgimiento de las democracias en la región. 

Dentro de ese esquema de trabajo, se plantea la hipótesis 
referida a que, a mayor gobernanza (electoral) de la administra-
ción electoral, mayor fortaleza de la democracia (procedimental) 
en América Latina. 

Se demuestra que los organismos electorales latinoamerica-
nos han tenido un impacto positivo y fundamental en este proce-
so de consolidación de la democracia procedimental en la región, 
sin cuyo rol protagónico no se podría hablar hoy de las caracterís-
ticas democráticas que poseen la mayoría de nuestros países. 
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Para estos fines, se entiende por gobernanza electoral todo 
aquello que está referido a la dimensión interna de la administra-
ción electoral y a las cuestiones administrativa y procedimental, 
es decir, al rendimiento electoral en términos de eficiencia, trans-
parencia, independencia y profesionalización de los organismos 
electorales en el marco de unas elecciones. Bajo este enfoque se 
analiza, por tanto, la denominada gestión electoral en el sentido 
amplio del término, puesto que abarca tanto los temas vinculados 
con la organización del proceso electoral como aquéllos referidos 
a la justicia electoral.

En ese sentido, se considera como la variable indepen-
diente de este trabajo la gobernanza electoral, la cual es ana-
lizada desde dos dimensiones: la institucional (que se mide a 
través de dos indicadores, que son el reconocimiento constitu-
cional de los órganos electorales y la normativa institucional 
de carácter interno de los respectivos países latinoamericanos) 
y la gerencial (que se mide a través de cuatro indicadores, que 
son la independencia, la profesionalización, la educación para 
la democracia y la celeridad de los organismos electorales de 
América Latina). 

Por su parte, se considera como variable dependiente de 
este estudio la fortaleza de la democracia procedimental a partir 
de su construcción por medio de tres índices. El primero de és-
tos es su resistencia, que tiene que ver con su notable capacidad 
de perdurar en el tiempo; hay que tomar en cuenta las diver-
sas amenazas ocurridas en la región que se relacionan con un 
regreso al autoritarismo y que precisamente la administración 
electoral ha servido de muro de contención para no volver hacia 
ese pasado lamentable, por lo que se ha constituido en el primer 
paso que había que dar para superar los periodos autoritarios. 
Esto ha sido medido a través de dos indicadores: la realización 
de elecciones continuas y periódicas, y la participación de la co-
munidad internacional en la defensa de la democracia. El segun-
do índice tomado en cuenta es el de la legitimidad del sistema 
de administración electoral que brinda soporte a la democracia, 
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que se mide a través de la aceptación social y organizativa y de 
una valoración positiva de la gente. 

El tercer y último índice es el de la participación en el sis-
tema democrático representativo, que ha sido contemplado por 
medio del porcentaje de electores que ejercieron su derecho al 
voto en los procesos electorales latinoamericanos y del porcentaje 
de ciudadanos que consideran que votar hace la diferencia en sus 
respectivos países.

Dentro de este esquema de trabajo, se utilizan como unida-
des de análisis los órganos electorales que conforman la adminis-
tración electoral de los países latinoamericanos. 

Cabe señalar que la democracia procedimental lograda por 
los países de la región latinoamericana se refleja en los niveles 
básicos o mínimos obtenidos, lo cual se sustenta en el desenvolvi-
miento de un elemento clave: la celebración de elecciones libres, 
justas, transparentes y competitivas, la que a su vez nos dio las 
libertades básicas y el derecho a decidir por nosotros mismos. A 
lo largo de todo este primer capítulo y en la parte inicial del se-
gundo se explica en qué consiste este aspecto procedimental de 
la democracia.

Así pues, la intención en este documento es presentar una 
propuesta que constituye una tendencia sobre todo regional 
(aunque indirectamente se podrá apreciar que ésta se produce 
también a nivel mundial), así como una realidad que es, con 
muy pocas excepciones, compartida prácticamente por todos los 
países de América Latina. Esta realidad, por cierto, tiene varios 
matices y algunas diferencias en el diseño propiamente dicho, 
hecho que se presenta a través de un análisis comparado vincula-
do al funcionamiento procedimental de las democracias latinoa-
mericanas, sustentado principalmente en el rol que cumplen los 
organismos de la administración electoral. 

Tendrá sentido, entonces, observar cómo el funcionamien-
to de los organismos que conforman la administración electoral 
latinoamericana (variable independiente) impacta de una forma 
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directa y notable sobre la democracia procedimental en América 
Latina (variable dependiente).1

En la presente investigación se tienen, en consecuencia, tres 
objetivos. El primero es el de comprobar la importancia que han 
tenido las cuestiones procedimentales en el desarrollo de la de-
mocracia en América Latina. El segundo consiste en explorar por 
qué en Latinoamérica se han consolidado democracias electora-
les sustentadas en el funcionamiento de procedimientos y reglas 
provenientes, en la mayoría de los casos, de organismos autóno-
mos e independientes que conforman la administración electoral 
de los países de la región. Finalmente, el tercer objetivo consiste 
en analizar y explicar el papel e impacto que ha tenido la admi-
nistración electoral, a través de los órganos independientes que 
la conforman, en la democracia de los países de América Latina; 
se comprobará que este diseño institucional se ha constituido en 
una tendencia regional y mundial. 

Para cumplir tales objetivos y comprobar la hipótesis plan-
teada, se responde a la siguiente pregunta: ¿cuál ha sido el impac-
to e importancia que ha tenido la actuación de la administración 
electoral en la democracia latinoamericana?

Con la finalidad de responder esta cuestión y demostrar la 
hipótesis planteada, metodológicamente se utiliza el mecanismo 

1	 No se trata de decir que la democracia en América Latina se debe exclusiva-
mente a la administración electoral, pero ésta ha sido y es un factor fundamental que 
contribuye a lograr una democracia más consolidada y una mejor calidad de la misma. 
Efectivamente, el punto de partida para hablar de democracia es la correcta realiza-
ción de elecciones libres y competitivas, lo que según el modelo latinoamericano por 
excelencia (como se detallará en el segundo capítulo) está reflejado en la actuación 
y el desempeño del o los organismos del Estado que conforman la administración 
electoral de cada país. Sin embargo, se reconocerá también aquí que el hecho de 
alcanzar elecciones regulares y genuinas no confiere legitimidad democrática a los 
nuevos gobiernos. Las elecciones por sí mismas no pueden superar viejos “males” lati-
noamericanos como la desigualdad económica y social, así como algunas tradiciones 
socioculturales. A su vez, la competencia electoral no hace mucho para estimular la 
renovación, el desarrollo o el fortalecimiento de los partidos políticos en varios países. 
Pero este tipo de situaciones no significa que las elecciones sean inútiles o que no se 
deba continuar presionando para lograr elecciones libres y justas. En ese sentido, se 
intentará demostrar que si la administración electoral comienza a fallar en los países 
latinoamericanos, la democracia se tambaleará desde sus cimientos: todo lo que se 
construya después no tendrá bases sólidas.
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de descripción-explicación, por medio del cual se desarrollan 
los temas vinculados a lo que significa el procedimiento en la de-
mocracia, así como la administración electoral y sus principales 
características. 

En ese sentido, como se ha expresado anteriormente, nues-
tra variable dependiente está constituida por la fortaleza de la de-
mocracia procedimental en América Latina, y se ha considerado 
oportuno proponer su análisis no solamente contemplando las 
cuestiones que tienen que ver con sus aspectos básicos o mínimos, 
sino también a través de la presentación de los principales con-
ceptos vinculados al tema del proceso de evolución de la demo-
cracia, que son los de autoritarismo, transición y consolidación, lo 
cual se estudia en este primer capítulo. 

Se plantea que el procedimiento en la democracia lati-
noamericana (tan minimizado hoy en día), sustentado princi-
palmente en el trabajo de los organismos electorales, ha sido 
fundamental para el desarrollo y la evolución de la democracia 
en la región, y que, en algunos casos, el procedimiento contri-
buye también a la obtención o mejora de otras dimensiones de 
la democracia a través de los programas de educación ciudadana 
desarrollados por la administración electoral en un gran núme-
ro de países de la región. 

Una de las principales cuestiones que se afirma a lo largo 
de la presente investigación es que el diseño institucional de los 
órganos electorales latinoamericanos incide en la calidad de las 
elecciones, tanto así que el esquema de organismo electoral au-
tónomo e independiente es en la actualidad una tendencia en 
la región. 

A partir de este enfoque se podrá comprobar la relación con 
la transparencia en los procesos electorales, ya que en América 
Latina la misma se encuentra en proceso de construcción y en ese 
vínculo los organismos electorales de la región forman parte prin-
cipal de un conjunto de instituciones y de reglas que determinan 
conjuntamente la probidad de los procesos electorales. El papel 
protagónico que desempeñan estas instituciones tiende a ser más 
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visible en las democracias emergentes, en las que son débiles los 
procesos administrativos y altos los niveles de desconfianza entre 
los actores políticos, características que comparten la mayoría de 
los países latinoamericanos.

Aclarando conceptos: la noción de democracia a utilizar

En lo que respecta a la explicación de nuestra variable depen-
diente, se considera adecuado dar inicio a la misma señalando 
que tanto el difundido estudio de la tercera ola democratizadora, 
elaborado por Samuel Huntington (1993), como el trabajo deno-
minado La poliarquía, realizado por Robert Dahl (1990), marcan 
el punto de partida del periodo de estudio que interesa analizar 
para los fines del presente documento. Ambos enfoques ofrecen 
algunas herramientas útiles como punto de inicio de los procesos 
de democratización latinoamericanos, lo que resulta de gran ayu-
da al momento de delimitar las nociones que sobre el particular 
nos interesa manejar.2 

Con el ánimo de enmarcar claramente esta cuestión, resulta 
prioritario precisar que uno de los conceptos de la ciencia política 
sobre el que existen mayores controversias con relación a lo que 
significa o no significa es el de democracia. Por esta razón, se de-
dican algunas páginas a la elaboración de un análisis conceptual 
sobre este término a partir de la revisión de diferentes textos de 
autores que abordan su aspecto procedimental. 

En ese sentido, en la línea de lo que sostiene Giovanni Sar-
tori (2007): 

si se opta por definir la democracia de forma “irreal”, nunca se 
encontrarán “realidades democráticas”. Y cada vez que se afirma 
“esto es democracia” o “esto no lo es”, está claro que el juicio 
depende de la definición o de nuestra idea acerca de qué es, qué 
puede ser o qué debe ser la democracia. Si el hecho de definir la 

2	 El análisis que se plasma en esta investigación se centrará a partir de los inicios 
de la tercera ola democratizadora: fines de la década de los 70 en adelante.
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democracia consiste en explicar lo que significa el vocablo, el pro-
blema se resuelve rápidamente; basta con saber un poco de grie-
go. La palabra significa, literalmente, poder (kratos) del pueblo 
(demos). Pero así sólo se ha resuelto un problema de etimología: 
únicamente se ha explicado un nombre. El problema de definir 
la democracia es mucho más complejo. Que la palabra democra-
cia tenga un significado literal o etimológico preciso no sirve de 
ayuda para entender qué realidad se corresponde con ella ni de 
qué modo están construidas y funcionan las democracias posibles. 
No sirve de ayuda porque entre la palabra y su referente, entre el 
nombre y el objeto, hay un trecho muy largo. (p. 17)

Por su parte, si bien el análisis de Huntington (1993) al que 
se hizo referencia en párrafos anteriores será también un impor-
tante punto de partida, queremos ir más allá en la interpretación 
analizando la realidad de las democracias latinoamericanas hasta 
nuestros días.3

Contrariamente a lo que ocurre con el tema vinculado a la 
administración electoral, sobre el que no existen análisis académi-
cos profundos y rigurosos (salvo los casos excepcionales que serán 
detallados en la presente investigación), se cuenta con una gran 
cantidad de información y datos sobre la democracia en América 
Latina, pese a lo cual resulta por lo menos inquietante el hecho de 
que no exista un consenso alrededor del significado del término. 

En vista de ello, como se precisó líneas arriba, se considera 
como matriz para el desarrollo de nuestro planteamiento La po-
liarquía, de Robert Dahl (1990).4 Sirven también para estos fines 

3	 Cabe indicar que se recurre de manera obligada a la obra de Huntington 
(1993) por la importancia que tuvo y la utilidad de su análisis para los fines que persi-
gue este trabajo, pero es necesario señalar que la etapa de la tercera ola de democrati-
zación ya ha sido superada, por lo que se plantea aquí complementar ese estudio con 
análisis y textos más actuales que tratan la cuestión, como se podrá apreciar a lo largo 
del desarrollo de este primer capítulo.

4	 Para fines de la presente investigación la postura que mejor contribuye a de-
finir la noción de democracia es la de Robert Dahl (1990), plasmada en su libro La 
poliarquía. Según esta concepción (procedimental), la democracia requiere no sólo 
elecciones libres, justas y competitivas, sino también las libertades que la hacen verda-
deramente significativa (como la libertad de organización y la libertad de expresión), 
fuentes alternativas de información e instituciones que aseguren que las políticas del 
gobierno dependan de los votos y preferencias de los ciudadanos.
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las ideas que propone Joseph Schumpeter (1983, p. 269), quien 
señala que la democracia es un sistema político en el que las po-
siciones principales de poder son llenadas a través de una compe-
tencia por los votos del pueblo y que el método democrático es 
ese expediente institucional para llegar a decisiones políticas en 
virtud del cual algunas personas adquieren el poder de decidir 
mediante elección popular plasmada a través del voto. Más deta-
lladamente, las organizaciones están en competencia entre sí; la 
competencia política, como todas las competencias, se dirige a un 
consumidor, que es el elector, a quien se le prometen ventajas y 
beneficios. Ese mecanismo activa el poder del pueblo y también la 
recompensa del pueblo. Aunque los partidos prometan demasia-
do, en cualquier caso, siempre le llega algo al demos.

Al respecto, Sartori (2009) señala: “Esta definición se ha 
convertido en la definición clásica de democracia. Pero adviértase 
que la definición de Schumpeter es procedimental, por tanto, es 
una definición necesaria pero no suficiente, o de cualquier forma 
no exhaustiva” (p. 52).

En efecto, Schumpeter (1983) cuestionó la efectividad de 
la democracia como sistema que tiene por finalidad la búsqueda 
del bien común; afirmó que ese propósito no era exclusivo de los 
regímenes democráticos y que no podía ser un criterio diferen-
ciador respecto de otros sistemas de gobierno. De hecho, la teoría 
schumpeteriana es también conocida como teoría minimalista.

Están también las conceptualizaciones que ofrece Samuel 
Huntington (1993) vinculadas a la democracia, cuando sostiene 
que “un sistema es democrático cuando el mayor poder colectivo 
de los que toman las decisiones es seleccionado a través de elec-
ciones justas, honestas y periódicas en las que los candidatos com-
piten libremente por los votos” (p. 7).

Sin embargo, la precisión sobre el concepto de democracia 
se complica con la conformación de otras estructuras, como las 
socioeconómicas, y sus efectos electorales. La garantía legal de la 
participación política universal no basta para que vastos sectores 
marginales se integren a los procesos electorales. Por otra parte, 
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cuando esa integración se produce, está amenazada por la ma-
nipulación, la corrupción, el clientelismo y otras deformaciones 
político-culturales (Huntington, 1993, p. 8).

Muestra de ello es el enfoque que ofrecen Collier y Levitsky 
(1998, pp. 145-155), quienes realizan una separación de los di-
ferentes aspectos que contienen las democracias, planteando las 
concepciones procedimentales mínimas, expandidas y maximalis-
tas, como puede apreciarse a continuación:

 

Cuadro1

Definiciones sobre democracia

Fuente: elaboración propia con base en Collier y Levitsky (1998).

Definición
con base en un

mínimo
procedimental

1. Elecciones libres.
2. Sufragio universal.
3. Participación plena.
4. Libertades civiles.

Definición
con base en un

mínimo procedi-
mental expandido

1. Elecciones libres.
2. Sufragio universal.
3. Participación plena.
4. Libertades civiles.
5.	Los gobernantes 

electos tienen poder 
efectivo para gobernar.

1. Elecciones libres.
2. Sufragio universal.
3. Participación plena.
4. Libertades civiles.
5.	Los gobernantes 

electos tienen poder 
efectivo para gobernar.

6.	Igualdad socioeconó-
mica o altos niveles de 
participación popular 
en las instituciones 
económicas, sociales y 
políticas; control en los 
procesos de toma de 
decisiones y todos los 
niveles de políticas.

Definición o
concepción
maximalista

 Los autores señalan que las tres primeras características se 
consideran como requisitos básicos de una democracia. Es decir, si 
falta alguna de éstas se estaría hablando de regímenes no democrá-
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ticos. Ahora bien, si un régimen posee las cuatro primeras caracte-
rísticas, se estaría ante democracias con mínimos procedimentales; 
si posee las cinco primeras características, se trataría de democra-
cias con un mínimo procedimental expandido. En último término, 
las concepciones maximalistas o multinivel de democracia deben 
cumplir con las seis características contempladas en el último de los 
recuadros presentados en la tabla anterior. En este caso se estaría 
ante lo que se denomina como definiciones multidimensionales, 
propias de las democracias estables de los países industrializados 
(Collier y Levitsky, 1998, pp. 145-155). 

Collier y Levitsky (1998, pp. 146-160) señalan que si la ca-
racterística faltante es alguna de las tres primeras, se estaría ante 
regímenes no democráticos; si la característica ausente es la de las 
libertades civiles, se podría estar ante algún subtipo de democra-
cia (democracia limitada o formal), y si la característica que falta 
es que los gobernantes electos no tienen un poder efectivo para 
gobernar, se trataría de una democracia tutelada o militarizada. 

El caso latinoamericano no escapa a esta complejidad, ya 
que su historia y realidad política han tenido que hacer frente 
a diversas situaciones que han generado una serie de atributos 
en sus respectivos procesos democratizadores,  que pueden ser, 
según la época de la que se trate, incluidos o no en el cuadro que 
se acaba de presentar. 

Sin embargo, si bien es cierto que las condiciones de cons-
trucción de la democracia en América Latina son precarias, no 
menos lo es que hay intentos más serios y consistentes que en el 
pasado por construir regímenes políticos genuinamente demo-
cráticos, con lo que se genera la posibilidad de pasar de una ilu-
sión o sueño a una esperanza sustentada en bases sólidas. 

Si se realiza un breve repaso sobre cuál ha sido la evolu-
ción histórica de esta cuestión en la región, se puede concluir 
que se han intercalado periodos alentadores en cuanto a progre-
sos en el desarrollo democrático con periodos de una profunda 
crisis democrática. 
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En efecto, se puede señalar que en el siglo XX América La-
tina se vio ante la alternativa de adoptar regímenes dictatoriales 
o democráticos. Argentina, Chile y Uruguay fueron los precurso-
res del establecimiento de formas democráticas de gobierno en la 
región; luego otros Estados siguieron su ejemplo, como se podrá 
apreciar a continuación.

Uruguay volvió a un proceso democratizador durante la Se-
gunda Guerra Mundial; por su parte, Brasil y Costa Rica lo hi-
cieron a finales de la década de los 40. En Argentina, Colombia, 
Perú y Venezuela con las elecciones de la década de los 40 se ins-
tauraron gobiernos democráticos. Efectivamente, a partir de la 
Segunda Guerra Mundial, el número de países latinoamericanos 
que se movió en una dirección democrática fue mucho mayor. 
Este sistema de gobierno fue presentado como la mejor fórmula 
política para contrarrestar los efectos de las dictaduras militares y 
el socialismo extremo; fue impulsado, fundamentalmente, por la 
política del “buen vecino” de Franklin Delano Roosevelt (Ramos, 
2002, pp. 69-71).

Pero esta democratización sólo logró perdurar durante dé-
cadas en Chile, Costa Rica, Uruguay y Colombia a partir de 1958. 
En Argentina y Brasil, así como en los países andinos, Bolivia, 
Ecuador y Perú, se alternaban formas autoritarias y democráticas 
de gobierno. En América Central, el Caribe y Paraguay, los proce-
sos democráticos ni siquiera llegaron a instaurarse. El grado más 
bajo de democratización se alcanzó entre 1960 y 1970. Entonces, a 
las dictaduras de la región se sumaron los regímenes militares en 
casi todos los Estados sudamericanos (a Brasil en 1964, a Argenti-
na en 1966, a Perú en 1968, a Ecuador en 1972, a Chile y Uruguay 
en 1973); de manera que únicamente Costa Rica, Venezuela y Co-
lombia siguieron contando con formas de gobierno democráticas 
(Krennerich y Zilla, 2007, pp. 40-43).

De acuerdo con lo que puede apreciarse, a inicios de la 
década de los 70, el panorama político fue también tremenda-
mente adverso para la democratización latinoamericana, lo cual 
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se refleja en el hecho de que las instituciones democráticas fun-
cionaban apenas en tres países de la región. 

Como bien señalan Carlos H. Filgueira, Fernando Filgueira, 
Sergio Lijtenstein y Juan Andrés Moraes (2005): 

Entre 1975 y 1980 tan sólo tres países de América Latina presen-
taron regímenes democráticos a lo largo de todo el período. De 
hecho, la gran mayoría de los países atravesaron todo el quinque-
nio con sistemas autoritarios de diversas características. Entre los 
factores responsables de los quiebres democráticos, la ingoberna-
bilidad de la democracia fue esgrimida y discutida como la causal 
más importante por parte de las elites políticas y académicas de 
la región. El informe de la Comisión Trilateral de 1975 argumen-
taba que en la sobrecarga de demandas y en la incapacidad insti-
tucional de procesar las mismas se encontraba buena parte de la 
explicación de las crisis de gobernabilidad de los países desarro-
llados y la erosión y quiebre de las democracias jóvenes. (p. 88) 

Al respecto, a partir de 1980 se pudo observar, a través de 
su actuación, que los gobiernos se mostraban incapaces de ma-
nipular un excedente inexistente para apoyar, entre otras cosas, 
las actividades económicas tradicionales. El gobierno exhibía una 
baja capacidad para extraer recursos de la sociedad mediante una 
política fiscal moderna (Alcántara, 1995, p. 31). 

En esa misma línea, se puede sostener que la profunda crisis 
política, económica y administrativa y la ingobernabilidad que se 
produjeron en esa época fueron responsabilidad directa de los 
respectivos gobiernos a causa de su incapacidad de gobernar. Por 
sus resultados desastrosos, se exhibió al gobierno como factor de 
desgobierno, daño, desorden, costos, decadencia, lo que desenca-
denó en conflictos, delincuencia, empobrecimiento y, finalmen-
te, en una profunda sensación de desencanto y desafección con 
respecto a todo lo que la forma de gobernar de esos años repre-
sentaba (en muchos casos significó el comienzo de la ruptura de 
gobiernos autoritarios; en otros fue el quiebre o estancamiento de 
nacientes democracias) (Aguilar, 2006, pp. 57-62).
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Posteriormente, junto con la implantación de políticas de 
ajuste fiscal y liberalización económica, pudo apreciarse que los 
países latinoamericanos experimentaron un proceso de expan-
sión de la democracia. Al igual que otras áreas del mundo, nues-
tra región asistió a lo que algunos analistas políticos y académicos, 
pero muy especialmente Samuel Huntington (1993), denomina-
ron la tercera ola democrática,5 la cual se inició de manera ge-
neral con el triunfo de la Revolución de los Claveles en Portugal 
(1974); momento a partir del cual se fueron sucediendo procesos 
democratizadores en varios países del mundo. 

Esto va de la mano con el hecho referido a que, dentro de los 
estudios sobre los procesos de consolidación de la democracia en 
América Latina, la atención se ha centrado sobre los partidos, los 
sistemas electorales y el funcionamiento del sistema presidencial, así 
como, en general, sobre los problemas entre las “promesas” de la 
democracia y la persistente desigualdad social y económica en la re-
gión. Aún existe, pues, poca atención sobre el desempeño de las ins-
tituciones en la construcción y el anclaje de la democracia. El diseño 
y el desempeño de las instituciones políticas son, en cierta medida, 
el espejo de la cultura política y democrática de una sociedad, y se 
convierten, por tanto, en indicadores de la calidad de la democracia 
en términos de resultados (Barrientos, 2010, p. 7).

Sin embargo, en las últimas décadas se ha asistido a un no-
torio avance a nivel global de las instituciones democráticas. La 
recuperación del rumbo democrático y sus posteriores procesos 
de consolidación en varios países de América del Sur durante los 
años 80 (Argentina, Brasil, Chile y Uruguay) y 90 (Paraguay), y los 
procesos de pacificación en América Central abrieron un nuevo 

5	  Samuel Huntington (1993) elaboró un enfoque sustentado en lo que él de-
nominó “olas” y “contraolas” de democratización, con la finalidad de realizar un 
análisis histórico de la democracia en el mundo. El autor identificó la existencia 
de tres olas, la primera de las cuales se inició con las revoluciones norteamericana 
y francesa, impulsadas por el desarrollo económico, la industrialización, el ascenso 
de la burguesía y de una clase media, la organización de una clase obrera, princi-
palmente. La segunda ola de democratización ocurrió en el contexto de la Segunda 
Guerra Mundial y estuvo determinada más por factores políticos y militares que por 
cuestiones económicas y sociales.
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cauce en la expansión universal de las ideas y las prácticas demo-
cráticas en la región.

En América Latina, la tercera ola de democratización quedó 
configurada de la siguiente manera:

Cuadro 2

La tercera ola democratizadora

País

Argentina

Bolivia

Brasil

Chile

República Dominicana

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Uruguay

Autoritarismo

1976

1964

1964

1973

1974

1970

1945

1954

1963

1945

1945

1968

1945

1968

1973

Fecha clave de transición hacia...

Democracia

1983

1982

1985

1990

1978

1979

1992

1986*

1982*

1988*

1984*

1990*

1990*

1980

1985

* Comienzan regímenes “semidemocráticos”.
Fuente: Hagopian y Mainwaring (2005).
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En la región, según un estudio presentado por IDEA Inter-
nacional (2009): 

la tercera ola de la democracia se inició en 1978 en República Do-
minicana. En 1979 se democratizó el Ecuador, en 1980 el Perú; en 
1982 Bolivia y Honduras; en 1983 luego de la Guerra de las Malvi-
nas llegó a su fin la dictadura militar en Argentina; en 1985 fina-
lizaron las dictaduras militares en el Brasil y el Uruguay; en 1986 
Guatemala avanzó hacia la democracia; México comenzó su lenta 
transición hacia la democracia en 1988; Chile, Nicaragua, Panamá 
y Paraguay se democratizaron en 1990; en El Salvador el giro a la 
democracia comenzó lentamente con la reforma constitucional de 
1983 y se reafirmó con los acuerdos de Paz en 1992. (p. 27) 

De modo tal que entre 1978 y 1991 todos los países latinoa-
mericanos, con excepción de Cuba y de Haití, el segundo debido 
al golpe militar que recibió en ese último año, retuvieron o retor-
naron al camino de la democracia. 

El cuadro antes presentado muestra, por un lado, el notable 
avance de la democratización durante las últimas décadas. Sin em-
bargo, permite visualizar la gravedad de los problemas históricos 
de la democracia en América Latina, ya que cuatro de las dicta-
duras que concluyeron en el marco de la tercera ola democratiza-
dora iniciada en 1978 se habían instalado en 1975; otra, en 1954; 
cuatro, durante la década de los 60, y las cuatro restantes, durante 
los años 70. El promedio de duración de los regímenes autorita-
rios en estos 15 países fue de 23 años. Hay que considerar, ade-
más, que no todas las transiciones desembocaron en regímenes 
plenamente democráticos (IDEA Internacional, 2009b, p. 27). 

Luego, como agregan Carlos Filgueira, Fernando Filguei-
ra, Sergio Lijtenstein y Juan Moraes (2005), en el quinquenio 
1995-2000 “se pasó de aquel continente plagado por autoritaris-
mos de diverso tipo y color, hacia un marcado predominio de la 
democracia (procedimental) en América Latina hasta cubrir la 
casi totalidad de la región a excepción de Cuba” (p. 89). Podrían 
excluirse también los casos de México, con una regularización 
de sus procedimientos electorales y, por ende, en pleno proceso 
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de reforma de sus instituciones electorales, lo cual significó la 
estabilización de su administración electoral, con el Tribunal Fe-
deral Electoral (Trife) y el Instituto Federal Electoral (IFE) a la 
cabeza, y Perú, en donde gobernaba Alberto Fujimori como pre-
sidente y los órganos electorales eran “tomados” poco a poco, 
llegándose a dividir la administración electoral (aprovechando 
el cambio a la Constitución de 1993), la cual pasó a estar confor-
mada ya no por un solo órgano electoral (el JNE), sino por tres 
organismos electorales (se crearon además del JNE, la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales [ONPE] y el Registro Nacional 
de Identificación y Estado Civil [Reniec]).

En efecto, después de aproximadamente tres décadas de 
diversas formas de transición, los regímenes democráticos están 
ampliamente extendidos en América Latina. El PNUD consigna 
en su informe sobre la democracia en esta región6 que, luego de 
más o menos 25 años de idas y retornos, todos nuestros países 
cumplen con los criterios básicos del régimen democrático en sus 
dimensiones electoral y política. 

Desde los procesos de transición hasta la fecha, en el con-
texto de la democracia en América Latina, la construcción de 
instituciones democráticas ha significado una cuestión esencial, 
ya que ha sido el resultado de reformas que han tenido como 
objetivo consolidar esta forma de gobierno, las cuales en mu-
chos casos no han logrado tener el éxito esperado o continúan 
intentando plasmarse. 

El contexto de los organismos electorales en el marco del 
proceso de evolución de la democracia latinoamericana 

Después de enmarcar desde el punto de vista teórico las princi-
pales posiciones sobre democracia que para los fines de este es-
tudio interesan, conviene aclarar que en este apartado la inten-

6	 Este documento será analizado con mayor detalle en el segundo capítulo de este trabajo.
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ción es ofrecer herramientas teórico-conceptuales que permitan 
responder a la pregunta que sustenta la hipótesis de investiga-
ción del presente. 

Por ello, para poder analizar nuestra variable independiente 
a partir del segundo capítulo de esta investigación, se necesita pri-
mero saber en qué consistió el proceso de evolución de la demo-
cracia en la región. Para tales fines, y con el objetivo de identificar 
cuál es la relación entre los procesos de transición y consolidación 
de la democracia con las elecciones y los organismos electorales, 
se desarrolla el contexto en cuyo marco comienzan a adquirir re-
levancia este tipo de instituciones que constituyen la administra-
ción electoral, teniendo como referencia aquellas ideas, autores y 
datos de organizaciones internacionales que, en nuestra opinión, 
enfocan de una manera más adecuada cuál ha sido el camino en 
la construcción de la democracia latinoamericana. 

Por tal motivo, se presenta a continuación una descripción 
teórica y evolutiva en el tiempo de aquellos conceptos y procesos 
sobre los cuales resulta relevante profundizar para un mejor en-
tendimiento acerca de los orígenes de la participación y la impor-
tancia de la administración electoral en América Latina.

En este orden de ideas, es necesario remarcar que, en el 
contexto de la tercera ola de democratización, se produjo el pro-
ceso por medio del cual un gran número de países latinoame-
ricanos que se encontraban bajo el mando de regímenes auto-
ritarios adoptaron gobiernos democráticos. Y la administración 
electoral ha sido, en la mayoría de los casos, una gran protago-
nista de estos hechos.

En primer lugar, es importante afirmar que los procesos de 
transición y consolidación de la democracia están, en América La-
tina, íntimamente ligados con el funcionamiento de organismos 
electorales especializados, puesto que la instauración formal de 
unos mínimos procedimentales que definen el orden de los re-
gímenes democráticos no es otra cosa que el inicio del proceso 
de consolidación democrática. Por tanto, las nuevas reglas, meca-
nismos y procedimientos necesitaron para su realización efectiva 
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de un complejo proceso de institucionalización, cuyo principal 
componente fue el aprendizaje político que se desarrolló durante 
el periodo de transición (Crespo, 1995, p. 20). 

En efecto, el proceso de transición por el cual transcurrió 
América Latina estuvo guiado por transformaciones instituciona-
les que buscaron impactar tanto sobre la estabilidad de las nuevas 
democracias como sobre el rendimiento de los nuevos regímenes, 
lo cual, sin duda, ha incluido las reformas de los organismos elec-
torales que conforman la administración electoral latinoamerica-
na (Crespo y Martínez, 2005, p. 408).  

De hecho, este tipo de organizaciones ha formado parte de 
lo que se conoce como el “factor de esperanza”, pues la política 
de la región después de las transiciones a la democracia ha estado 
marcada por un ciclo característico: el surgimiento de grandes 
expectativas sobre el desempeño de los gobiernos democráticos, 
el subsiguiente desencanto con los líderes en el poder, el fortaleci-
miento de la oposición en la que se depositan grandes esperanzas, 
etc., por lo que las elecciones periódicas, con el inevitable cambio 
en el partido en el gobierno y las cámaras, han permitido la pos-
posición de las expectativas de un orden social más justo (Velasco, 
2008, p. 142). 

En la línea de lo que señalan expertos y funcionarios del IIDH: 

en los primeros años de la transición, los ojos de todos los actores 
políticos estuvieron sobre la administración electoral de los paí-
ses, pues de su efectivo desempeño y su imparcialidad dependía 
la ruptura con las prácticas dictatoriales del pasado y el estableci-
miento de un nuevo régimen de libertades. (Cuéllar y Thompson, 
2006, p. 1)

En ese sentido, la unidad de análisis más lógica para las ne-
gociaciones previas a la transición son las instituciones electora-
les, que se cuentan entre las más transparentes de los regímenes 
electorales autoritarios, considerando, por ejemplo, que por de-
finición la información sobre su desarrollo debe estar a disposi-
ción de los partidos de la oposición. Así mismo, las instituciones 
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electorales son a menudo el principal ámbito legal donde ocurre 
el conflicto de poderes durante la apertura de tales regímenes 
y los logros que la oposición consigue antes de la liberalización 
pueden conducir a cambios susceptibles de derribar al sistema 
autoritario (Eisenstadt, 1999, p. 301).

Más aún, se afirma aquí que, una vez implantados los pro-
cesos de transición a la democracia, los organismos electorales 
fueron justamente los que garantizaron que la democracia (pro-
cedimental) lograda no se viera apañada por actos de carácter 
irregular o autoritario.

Autoritarismo en América Latina

En América Latina, entonces, fue precisamente en el intervalo 
entre el fin de los autoritarismos y el inicio de la democracia 
cuando la organización de las elecciones adquirió gran impor-
tancia. En la etapa de consolidación de la democracia la eficien-
te gestión de los procesos electorales es la que mínimamente 
sirvió de dique de contención para no regresar hacia el autorita-
rismo u otra forma no democrática de gobierno. 

Por ello, si bien es cierto que el surgimiento de los regí-
menes autoritarios en América Latina se realizó principalmente 
entre las décadas de los 60 y 70 (por tanto, fuera del periodo de 
análisis que en este trabajo se pretende abarcar), resulta conve-
niente abordar este tipo de antecedente para entender de dón-
de, cómo y por qué se produjo este proceso de evolución de la 
democracia latinoamericana. 

Se afirma, así, que es justamente el autoritarismo ocurrido 
en la región el que sustenta el gran protagonismo que tuvieron 
las instituciones electorales de la mayoría de los países (sobre 
todo a partir de finales de los 70, pero con mucha mayor fuerza 
a comienzos del siglo XXI), ya que, como se ha precisado, la 
correcta actuación, eficiencia e independencia de estas organi-
zaciones, en la mayoría de los casos, hizo frente a los constantes 
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abusos de gobiernos de este tipo, con lo que se constituyó como 
el primer paso que había que dar para superar los periodos au-
toritarios; etapa que terminó significando el inicio del largo ca-
mino que fue necesario recorrer con la finalidad de construir 
procesos democráticos.

En ese sentido, la primera noción a abordar de manera 
breve es precisamente la de autoritarismo; Juan Linz (1974) es 
uno de los autores que más ha contribuido a desarrollar este 
término en los sistemas políticos contemporáneos planteando 
esta definición:

Los regímenes autoritarios son sistemas políticos con un pluralis-
mo político limitado y no responsable; sin una ideología elaborada 
y propulsiva (sino con las mentalidades características); sin una mo-
vilización política intensa o vasta (excepto en algunos momentos 
de su desarrollo), y en los que un jefe (o tal vez un pequeño grupo) 
ejerce el poder dentro de límites que formalmente están mal defi-
nidos pero que de hecho son fácilmente previsibles. (p. 1474) 

Puede entenderse en general como una autoridad opresiva 
que aplasta la libertad e impide la crítica (IIDH-Capel, s. f.).

Desde el punto de vista de los valores democráticos, el au-
toritarismo es una manifestación degenerativa de la autoridad y 
constituye uno de los conceptos que, como el de dictadura y el 
de totalitarismo, se han utilizado en oposición al de democracia. 
Sin embargo, los límites entre dichos conceptos son poco claros 
y a menudo inestables en relación con los diversos contextos. Es 
necesario, en ese sentido, establecer marcadas distinciones con 
algunos casos de dictaduras genocidas y otras situaciones más ra-
dicales (IIDH-Capel, s. f.a).

Efectivamente, en un sentido muy general se habla de regíme-
nes autoritarios para indicar toda clase de regímenes antidemocrá-
ticos, pero en la clasificación de los regímenes políticos contempo-
ráneos el concepto de autoritarismo se reserva a un tipo particular 
de sistema antidemocrático, por lo que se distingue, por ejemplo, 
entre autoritarismo y totalitarismo (IIDH-Capel, s. f.a).
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Se considera bastante ilustrativa la detallada tipología de 
los regímenes autoritarios que propone Linz (1975, pp. 214-
258), quien distingue cinco formas principales y dos secunda-
rias. La primera tipología la constituyen los  regímenes autori-
tarios burocrático-militares, caracterizados por una coalición 
guiada por oficiales y burócratas y por un bajo nivel de partici-
pación política. Frecuentemente este régimen se apoya en un 
partido único, tolerando en algunas ocasiones cierto pluralismo 
partidista pero sin competencias libres. Según Linz, se trata del 
tipo de autoritarismo más difundido en el siglo XX, particular-
mente en América Latina. La segunda tipología se trata de los 
regímenes autoritarios de estatalismo orgánico, caracterizados 
por el ordenamiento jerárquico de una diversidad de grupos 
que representan diferentes intereses y categorías económicas y 
sociales de carácter corporativo. El mejor ejemplo de esta forma 
de autoritarismo es el Estado Nuevo portugués. La tercera tipo-
logía es el régimen autoritario de movilización en países pos-
democráticos, el cual se distingue por un grado relativamente 
alto de movilización política basada en un partido único y un 
grado relativamente bajo de pluralismo político consentido. Se 
encuentran dentro de esta forma de autoritarismo la mayor par-
te de los regímenes fascistas. En cuarto lugar se encuentran los 
regímenes autoritarios de movilización posindependencia, que 
son el resultado de la lucha anticolonial, como es el caso de mu-
chos de los países africanos. La quinta forma corresponde a los 
regímenes autoritarios postotalitarios representados por los paí-
ses comunistas, sobre todo después del proceso de desestalini-
zación. A esta tipología el autor agrega dos formas secundarias: 
el  totalitarismo  imperfecto, que constituye una fase transitoria 
de un sistema político detenido y que tiende a transformarse en 
algún otro tipo de régimen autoritario, y el régimen de lo que 
él denomina democracia racial, en la que un grupo racial que 
se gobierna en su seno con un sistema democrático ejerce, no 
obstante, un dominio autoritario sobre otro grupo racial que 
representa la mayoría de la población.
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 Sin embargo, el autoritarismo puede ser tanto el resultado 
de gobiernos arbitrarios que gobiernan por la fuerza, sin restric-
ciones institucionales o legales, como el de gobiernos débiles, in-
capaces de mantener el orden y la ley, y de desempeñar las funcio-
nes reguladoras que exige la economía. 

En muchos países, particularmente en los latinoamericanos, 
la gran heterogeneidad de sus estructuras sociales y la no corres-
pondencia entre sus diferentes requisitos de reproducción ocasio-
naron, en algunos casos, un déficit de hegemonía; en otros, una 
ausencia de objetivos nacionales suficientemente integradores, lo 
que fue cubierto o compensado por tendencias autoritarias. De 
hecho, la centralidad del Estado suele ocasionar regímenes más 
autoritarios y menos hegemónicos, lo que le confiere a la forma 
de poder del Estado marcadas peculiaridades, como el clientelis-
mo, el nepotismo y la corrupción. En países en desarrollo se da a 
menudo una combinación explosiva: una enorme capacidad de 
ejercer presión desde los más diversos sectores, escasez relativa de 
recursos y pocos criterios de legitimidad acerca de las formas de 
realizar la repartición de los ingresos. Esto conduce a situaciones 
de ingobernabilidad democrática y a un incremento de tenden-
cias autoritarias que en algunas oportunidades, como sucede en 
América Latina, hacen eco a una historia marcada por la existen-
cia de caudillos regionales y militares, destructores de la unidad 
nacional. Estas formas de autoritarismo han estado asociadas en 
esta región a sociedades en las que predomina la hacienda y la 
economía de exportación minera o agraria (IIDH-Capel, s. f.a).

En efecto, como señala Ismael Crespo (1995), en Améri-
ca Latina:

La democracia, como orden político, se mostró incapaz de ate-
nuar la polarización ideológica, de responder a los conflictos 
planteados y de atender a las demandas solicitadas. De esta ma-
nera, actores e instituciones comenzaron a situarse al margen del 
sistema, en una clara actitud de menosprecio hacia los procedi-
mientos democráticos. (p. 14) 
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Así pues, durante la década de los 60, el papel de los milita-
res en la región adquirió un tono internacional, en el marco de 
la hegemonía de los Estados Unidos y bajo el efecto de la guerra 
fría.7 Esta última etapa puede, a su vez, dividirse en secuencias 
breves y contrastadas, cuyos factores determinantes eran la situa-
ción mundial y la política de Washington. En la década de los 
70 irrumpieron una serie de dictaduras militares, las que deja-
ron una secuela de víctimas producto de la aplicación de políti-
cas extremadamente represivas, con violentos actos que incluso 
sobrepasaron gravemente los propios reglamentos internos de las 
instituciones involucradas (Montesinos, 2008).

El académico mexicano Carlos Figueroa (2001) resume esta 
época de dictaduras latinoamericanas, que comenzaron en la dé-
cada de los 60 y que se prolongaron, en algunos casos, hasta más 
allá de los años 80:

Como es sabido, desde los años sesenta una moderna dictadura 
emergió en Brasil y allí se quedaría hasta mediados de los años 
ochenta. La “Revolución Argentina”, iniciada en 1966 —así llama-
ron los militares argentinos a la instauración de su dictadura—, 
buscó frenar el auge popular y la crisis política que se desencade-
nó después del derrocamiento de Perón en 1955. El retorno de 
éste no sería sino un breve interregno que llegó a su fin cuando 
las Fuerzas Armadas derrocaron a Isabel Perón en 1976, y lleva-
ron a niveles nunca antes vistos, el terror como gestión estatal. 
La fiesta popular del campeonato mundial de 1978, no fue sino 
el festejo estruendoso que acallaba los alaridos que provocaba la 
tortura en la Escuela Mecánica de la Armada, en la Perla, en el 
Campo de Mayo, en El Atlético, en la Mansión Seré y en aproxi-
madamente otros 340 campos de concentración y exterminio que 
se construyeron en todo el país. El informe Sábato nos habla de 

7	 Se denomina “guerra fría” al conjunto de relaciones de tensión política y militar entre 
los Estados Unidos y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS) entre 1946 y 1989. 
Fue un enfrentamiento no directo ni armado ni declarado, que se caracterizó por iniciativas, 
acciones y discursos orientados al desprestigio o desgaste del adversario en interés propio. En 
sentido estricto, puede afirmarse que es un simple concepto de referencia que no constituye 
ninguna figura reconocida en el derecho internacional ni es un término oficialmente recono-
cido por la diplomacia mundial. Fue popularizado por el periodista Walter Lippman cuando 
tituló gráficamente The Cold War a una serie de artículos que publicó sobre el tema.  
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8,960 casos documentados de desaparición forzada entre 1976 y 
1982, aun cuando otras estimaciones elevan la cifra de víctimas a 
unas 15-20 mil personas.

En los años setenta, dos sociedades con una arraigada cultura de-
mocrática, Chile y Uruguay, vivieron una situación que antaño 
era inconcebible: las Fuerzas Armadas se convirtieron en eje sus-
tancial del poder político, los sectores civiles más derechistas se 
unieron a la paranoia anticomunista, el terror se convirtió en la 
mediación esencial entre el Estado y la sociedad. Diversas infor-
maciones periodísticas (difundidas con motivo de la detención 
en Londres del general Augusto Pinochet), nos indican una cifra 
que oscila entre dos [mil] y tres mil desaparecidos en el periodo 
más cruento de la dictadura pinochetista. Un mes después del 
derrocamiento de Salvador Allende, las fuerzas represivas orga-
nizaron la llamada “Caravana de la Muerte”, una horrorosa gira 
por todo el país que sirvió para ejecutar a aproximadamente 73 
partidarios del gobierno depuesto. Y las dictaduras del cono sur se 
confabularon para realizar la famosa “Operación Cóndor”, tene-
brosa conjura que articuló los esfuerzos represivos de las mismas 
y que tuvo entre sus dividendos la desaparición de 141 uruguayos, 
98 de los cuales fueron apresados y desaparecidos en Argentina, 
35 en Uruguay, seis en Chile y dos en Paraguay. En el Perú, la gue-
rra contrainsurgente, desencadenada para desarticular a Sendero 
Luminoso, dejó un saldo aproximado de ocho mil desaparecidos, 
la mayor parte de los cuales son debidos a los gobiernos de Alber-
to Fujimori. (pp. 54-55)
	

El proceso de evolución de la democracia latinoamericana

Puede decirse que el fin de los autoritarismos latinoamericanos 
coincide con la finalización de la guerra fría, que implicó el térmi-
no del enfrentamiento Este-Oeste entre los dos grandes bloques 
ideológicos que dividieron al mundo, encabezados por la ex Unión 
Soviética y los Estados Unidos de Norteamérica, respectivamente. 

Corresponde continuar con el detalle del proceso que siguió 
inmediatamente después, en lo que conviene a la evolución de las 
democracias latinoamericanas. En ese sentido, aunque los países de 
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esta región presentan historias disímiles que transcurren en años 
distintos (lo cual complica la exposición de cualquier análisis), se 
comenzarán a desarrollar aquellos aspectos que tienen mayor in-
terés para los fines de esta investigación. Por ello, es conveniente 
señalar que existen varios planteamientos sobre este particular. 

El primero es aquel que sostiene que durante los años 80 se 
produjo en América Latina lo que se denominó “ciclo de procesos 
de democratización política”, el cual ocurrió de tres maneras dife-
rentes según los países de los que se hable: las transiciones hacia 
la democracia como una restauración en países que antes tenían 
importantes experiencias en este rubro (como Chile o Uruguay), 
procesos fundacionales en países con poca historia democrática 
(como en muchos países de Centroamérica) o como procesos len-
tos de cambio en los que finalmente se realizó un salto democrá-
tico (como en México) (Garretón, 1995, p. 54).

Otro planteamiento importante desde el punto de vista polito-
lógico es el referido a la existencia de tres periodos en la evolución 
democrática en la región: el periodo de la transición de regímenes 
militares a regímenes democráticos, el de la consolidación que siguió 
a la transición y, finalmente, el de la posconsolidación, referido a los 
estudios de mediados de los 90 hasta la fecha (Ellner, 2002, p. 141). 

Un tercer enfoque que describe esta cuestión hace referen-
cia a la ocurrencia de cuatro procesos: transición, instauración, 
consolidación y crisis (en cuanto a cambio político de autoritaris-
mo a democracia). Dentro de este esquema, se entiende la tran-
sición democrática como el periodo ambiguo e intermedio en el 
que el régimen ha abandonado algunos caracteres determinan-
tes del ordenamiento institucional anterior sin haber adquirido 
todos los caracteres del nuevo régimen democrático que se ha 
instaurado. La transición se inicia cuando comienzan a ser reco-
nocidos los derechos civiles y políticos con base en cualquier or-
denamiento territorial, realidad que se consagra en unas primeras 
elecciones libres y competitivas (Morlino, 2005, pp. 146-147).

Dentro de este marco de referencia, el proceso de democra-
tización empieza a ganar terreno nuevamente a partir del periodo 
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1976-1977, en el que, aparentemente, había llegado la hora para 
cierta liberalización de los regímenes militares y del retorno de los 
civiles al poder, puesto que, sobre la base de las cifras disponibles, 
se podía comprobar la realización de 12 procesos electorales en 
1978. Esta intensa actividad electoral pareció augurar una vuelta 
a los procedimientos representativos, con algunos casos ambiguos 
intermedios, ya que, por ejemplo, el referendo chileno y la quinta 
reelección del presidente Stroessner en Paraguay no fueron una 
señal del fin de sus sistemas despóticos; en Venezuela y Colombia 
se produjeron elecciones de manera regular, lo cual no ameritaba 
considerarlas sucesos notables o importantes; en Brasil las eleccio-
nes legislativas tuvieron lugar dentro de un marco de condiciones 
y restricciones destinadas a asegurar la continuidad del régimen, 
aunque de todas maneras fueron desfavorables para el gobierno; 
por su parte, en Perú, Ecuador y Bolivia las compulsas electorales 
tuvieron como principal objetivo preparar el retorno de civiles al 
poder, el libre juego de las instituciones democráticas y un replie-
gue ordenado de los militares a los cuarteles (O’Donnell, Schmit-
ter y Whitehead, 1988, p. 172). 

La adaptación del Estado militar a la vida civil, por am-
plia que sea, en modo alguno equivalía a un retorno a la nor-
malidad democrática. De hecho, una transición de una regla 
autoritaria puede producir una democracia o terminar con un 
régimen democrático liberalizado (dictablanda) o una demo-
cracia restrictiva e iliberal (democradura) (O’Donnel, Schmit-
ter y Whitehead, 1988, p. 173).

Es necesario precisar también que la democratización no 
fue un proceso sencillo, ya que significó siempre un riesgo, pues-
to que implicó un movimiento encaminado a un sistema político 
caracterizado por elecciones libres, libertades cívicas y la toleran-
cia de una oposición significativa pero a la vez constructiva y leal. 
De hecho, el conjunto de teorías disponibles ha servido de poco 
para explicar la secuencia temporal, la incidencia geopolítica o la 
duración de ciertas experiencias de democratización, pues, por 
ejemplo, es bastante llamativo que dos de las más arraigadas de-
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mocracias latinoamericanas (Uruguay y Chile) fueran suprimidas 
a mediados de los 70 y que el principal intento de restaurar la de-
mocracia en el país que, por diversos motivos, parecía presentar 
las condiciones para ello (Argentina) terminó en un gran fracaso. 
Pocos años más tarde, cuando la restauración democrática vol-
vió a ser un proceso significativo en la región latinoamericana, 
la transición se produjo en primer lugar en aquellos países cuyas 
estructuras socioeconómicas y tradiciones políticas parecían com-
parativamente poco promisorias (Perú, Ecuador y, con un sentido 
especial, República Dominicana). No existen, pues, bases sólidas 
a partir de las cuales un observador podría haber predicho con ra-
zonable grado de exactitud, a comienzos de los 70, esta particular 
pauta de democratización en los países referidos. Ni siquiera con 
el beneficio que otorga la mirada retrospectiva es posible asignar 
un alto grado de probabilidad a los desenlaces que se produjeron 
luego (O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1988, p. 92).

Sobre esta cuestión, se estima de utilidad considerar que la 
transición de un régimen autoritario a un sistema democrático 
consistió en dos procesos simultáneos, aunque en cierta medida 
autónomos: un proceso de desintegración del régimen autorita-
rio, que a menudo debía asumir la forma de una liberalización, 
y un proceso de instauración de las instituciones democráticas. 
Aunque estas dos transformaciones fueron plasmadas por los 
rasgos particulares del antiguo régimen, en algún momento de-
bieron establecerse instituciones específicamente democráticas 
(O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1988, p. 92). 

Si se quiere establecer una definición simple, corta, clara 
y precisa, puede señalarse también que una transición consiste 
en el intervalo entre dos regímenes, en este caso, entre el auto-
ritarismo y la democracia (O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 
1988, p. 20). 

En efecto, durante los 80 y los 90, los países de América La-
tina llevaron a cabo un doble proceso de transición. Por un lado, 
se recorrió el camino desde regímenes autoritarios hacia regíme-
nes democráticos y, por otro, se incluyeron los procesos de ajuste 
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y reformas estructurales. Ambas transiciones estuvieron pautadas 
por transformaciones institucionales que buscaron impactar sobre 
la estabilidad de las nuevas democracias, así como sobre el rendi-
miento de los nuevos regímenes (Crespo y Martínez, 2005, p. 408).

Lo ocurrido en estos años puede puntualizarse indicando 
que durante la década de los 80 las transformaciones operadas en 
el contexto internacional, tanto en el orden político como econó-
mico, y los factores de carácter doméstico, como la pérdida de la 
eficacia y de la legitimidad de estos regímenes, desembocaron en 
la quiebra de los regímenes autoritarios. Los excesos represivos 
cometidos por éstos produjeron una revalorización en la memoria 
histórica de la democracia como un concepto instintivo y opuesto 
de la experiencia política anterior. Sin embargo, en la práctica 
política, esta reinstauración del sistema democrático en los países 
de América Latina planteó el problema adicional de distinguir 
entre lo que se suponía un mero cambio de régimen político de 
una efectiva democratización de las instituciones estatales, de los 
procedimientos competitivos y de los mecanismos participativos 
(Crespo, 1995, p. 14). 

Precisamente, la democratización está compuesta, si cabe, 
de una complicada interrelación de un número de factores que 
impactan directa e indirectamente en el entendimiento de la tran-
sición y la consolidación del proceso. Este coctel valora cuestiones 
estructurales, de agencia y factores internacionales, así como un 
conjunto entretejido de factores condicionantes del proceso de 
consolidación (sociedad civil, sociedad política, Estado de dere-
cho, funcionamiento de la burocracia estatal y la sociedad econó-
mica) (Elklit y Reynolds, 2000). 

Como podrá notarse, los procesos de transición a la de-
mocracia trajeron el replanteo de una serie de problemas, por 
ejemplo, el tema de la representación política o el significado 
del concepto de ciudadanía. La explosión de expectativas que 
históricamente acompañaron al hecho de pasar del autoritaris-
mo a la democracia desembocó rápidamente en nuestros países 
en el desencanto y en el debilitamiento de la adhesión de los 
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ciudadanos a los nuevos y todavía frágiles marcos institucionales 
(Caetano, 2008, p. 177).

Se considera adecuado utilizar la palabra redemocratización 
para definir estos casos, pues se trata de países que pasaron por un 
proceso de regreso o vuelta a un sistema democrático. En efecto, 
si se toman como base razones abstractas e históricas, se podrían 
proponer algunos caminos particularmente admisibles y diferen-
ciables que llevaron a poner término a los regímenes autoritarios 
y a iniciar el proceso de redemocratización. En un inicio, la gue-
rra y la conquista desempeñaron un papel integral en el proce-
so de redemocratización. El balance entre la fuerza previa de la 
democracia, la unión o desunión política del país conquistado y 
el papel de las potencias externas en el proceso de redemocrati-
zación bastó para que se distingan tres categorías: restauración 
interna luego de una reconquista externa, reformulación interna 
e instauración democrática controlada desde el exterior (Stepan, 
1988, p. 105).

Por ello, la transición democrática está completa cuando se 
ha llegado a un acuerdo suficiente acerca de los procedimientos 
políticos para producir un gobierno electo, cuando un gobierno 
llega al poder como resultado del voto popular libre, cuando este 
gobierno tiene autoridad para generar nuevas políticas públicas y 
cuando los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial generados por 
la nueva democracia no tienen que compartir el poder con otros 
poderes fácticos, como es el caso de las Fuerzas Armadas (Linz y 
Stepan, 1996b, p. 115).

Sin embargo, durante el periodo de las transiciones, la ne-
gociación entre las élites políticas favoreció los iniciales impulsos 
redemocratizadores, pero, a su vez, se constituyó en un freno que, 
a mediano y largo plazo, terminó por dificultar la consolidación 
democrática. En otros términos, las condiciones de la transición 
que permitieron la instauración del régimen mostraron luego 
una escasa capacidad para resolver de manera eficaz los obstácu-
los, incluso aquéllos generados por el propio funcionamiento del 
sistema, que impidieron el reforzamiento y la profundización de 
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la democracia como sistema político. Por ello, en el momento de 
centrar el análisis sobre la consolidación, es básico prestar aten-
ción a las modalidades de resolución de las cuestiones planteadas 
en las transiciones (Crespo, 1995, pp. 16-17).

Estos puntos de vista son parte de los numerosos estudios 
que sobre las transiciones han realizado diversos autores, con los 
que aparece un nuevo tipo de científico social: el transitólogo.

Con el fin de enriquecer la discusión que se plantea con 
desarrollos actuales sobre este tema, exponemos lo que Alberto 
Vergara (2008) sostiene: 

El transitólogo se enfrentaba a distintas formas de transiciones y a 
países con situaciones sociales, políticas y culturales muy diferen-
tes, pero que tenían un punto en común: todos abandonaban el 
autoritarismo. Así, el estudio de estas transiciones no se centró en 
las condiciones estructurales (económicas, sociales y culturales) 
que permitían los cambios de régimen sino en la forma en que 
los líderes políticos actuaban para conseguir tales transiciones. 
Para los transitólogos, el advenimiento de las democracias fue, 
sobre todo, el producto de la negociación entre líderes políticos 
de oposición y las cúpulas en el poder. Esta negociación general-
mente había terminado inclinando la balanza hacia los aperturis-
tas, lo cual permitió a las cúpulas militares conseguir una salida 
decorosa con algún tipo de impunidad negociada. El estudio de 
las transiciones se centró en momentos muy cortos pero claves 
para la caída de los autoritarismos. El estudio de las transiciones 
se centraba, entonces, en algunos meses de negociaciones hasta 
las primeras elecciones libres. Cuando éstas se llevaban a cabo, la 
transición a la democracia había terminado. (pp. 121-122) 

Este tipo de investigación, centrado en las estrategias utili-
zadas por las élites políticas para conseguir la democratización, 
fue de gran utilidad para explicar las transiciones, pero resulta 
menos eficaz para explicar los lentos procesos de consolidación 
de la democracia. Se suele asumir que hay un momento en el 
cual se transita del autoritarismo a la democracia, pero el paso a 
la democracia también se puede analizar en muy largos periodos 
de democratización. 
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En efecto, la mayoría de los estudios sobre las transiciones 
de las dictaduras a las democracias se centraron en los aspectos 
institucionales. En contrapartida, se prestó menos atención a las 
condiciones de esos procesos. Dicho de otra manera, como señala 
Waldo Ansaldi (2008a): “las actuales democracias latinoamerica-
nas han sido estudiadas más politicológica que sociológicamente, 
es decir, centrando el análisis en el régimen democrático antes 
que en sus condiciones de posibilidad y de realización” (p. 32). 

La democratización de América Latina también provocó un 
resurgimiento del clientelismo y el populismo. Paradójicamente, 
éstas y otras formas de movilización política autoritaria le dieron 
estabilidad a los regímenes latinoamericanos, diluyendo las de-
mandas sociales, reemplazando la organización autónoma de los 
ciudadanos y evitando la polarización política. Estos fenómenos 
constituyeron, a la vez, un resultado de la debilidad de la demo-
cracia, una causa de esa debilidad y un elemento estabilizador. 

A modo de ejemplificar lo que hasta aquí se ha señalado, 
resulta interesante comentar sobre el proceso de transición ocu-
rrido en el Perú, donde en 1980, después de 12 años con un 
régimen militar, se produjo un retorno a la vida política libre, 
a través del regreso a las urnas y el estreno de una Constitución 
(la de 1978) con novedosas instituciones que garantizarían que 
los desencuentros entre Parlamento y Ejecutivo no se repitiesen. 
Este sistema funcionó durante 12 años; periodo luego del cual 
Alberto Fujimori dio el autogolpe de Estado del 5 de abril de 
1992, justificando su decisión, así como la implementación de 
una nueva Constitución (en 1993), señalando que los partidos 
políticos eran unas rémoras, el Tribunal de Garantías Consti-
tucionales boicoteaba sus proyectos de reforma y el Parlamen-
to impedía que el Ejecutivo pusiera orden en el país (Vergara, 
2008, p. 123). Para muchos, el golpe de Estado del 5 de abril de 
1992 en el Perú fue el único golpe de Estado exitoso en Améri-
ca Latina después de la tercera ola de democratizaciones; cabe 
precisar que con éste y sus transformaciones posteriores se abrió 
un periodo complicado para los politólogos, ya que una serie de 
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etiquetas fueron creadas o adaptadas para aquellos regímenes 
que parecieron establecerse en una zona gris entre democracia 
y autoritarismo, que se verá a continuación. 

La denominada zona gris y los procesos de 
consolidación de la democracia

Es necesario tener en cuenta que la democracia no se construye 
en un solo día, sino que es un proceso y una búsqueda continua 
de un ideal que quizá nunca termine. La mayoría de los países de 
la tercera ola no han alcanzado un rendimiento óptimo e integral 
por parte de sus democracias o parece que no han profundiza-
do en el progreso democrático que hayan realizado. Existe, pues, 
una zona gris, ni blanca ni negra, ni democracia ni autoritarismo, 
dentro de la cual muchos de los países latinoamericanos transcu-
rren o han transcurrido hasta hace poco tiempo.

A este tipo de fenómenos se les conoce también como re-
gímenes híbridos, que son aquellos que combinan elementos de-
mocráticos y autoritarios. Otros términos utilizados para referirse 
a esta cuestión son los de autoritarismo competitivo, autoritaris-
mo electoral, semidemocracia y pseudodemocracia. 

En palabras de O’Donnell et al. (1988):

En la existencia de instituciones formales políticamente democrá-
ticas, como la competencia electoral multipartidaria, se enmasca-
ra (frecuentemente, en parte para legitimar) la realidad de una 
dominación autoritaria. Con frecuencia se requiere de la observa-
ción e intervención internacional a fin de prevenir la manipula-
ción electoral y el fraude de un régimen autoritario. (p. 9) 

Steven Levitsky y Lucan Way (2004, p. 161) señalan que en 
los regímenes autoritarios competitivos las instituciones democrá-
ticas formales son vistas como medios principales para obtener y 
ejercer la autoridad política. Los funcionarios violan estas reglas 
con mucha frecuencia, hasta el punto de que el régimen no lo-
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gra tener los estándares mínimos convencionales para calificar-
se como una democracia. Algunos ejemplos cercanos incluyen a 
Perú, con Alberto Fujimori, y a Haití y México después de 1995.

El autoritarismo competitivo debe diferenciarse, por un 
lado, de la democracia y, por otro, del autoritarismo absoluto. Los 
regímenes democráticos modernos deben cumplir con cuatro cri-
terios mínimos. En primer lugar, los poderes Ejecutivo y Legisla-
tivo son elegidos a través de elecciones abiertas, libres y justas; en 
segundo lugar, prácticamente todas las personas adultas tienen 
derecho a votar; en tercer término, los derechos políticos y las 
libertades civiles, incluidas la libertad de prensa, la libertad de 
asociación y la libertad de criticar al gobierno sin represalias, son 
ampliamente protegidos, y, en cuarto término, las autoridades 
elegidas tienen autoridad real para gobernar y no están sujetas al 
control tutelar del ejército o a los líderes religiosos (Mainwaring, 
Brinks y Pérez, 2000, p. 34). 

Aunque en los regímenes democráticos plenos a veces se 
pueden violar uno o más de estos criterios, no se logran impedir 
seriamente los desafíos democráticos a los funcionarios guber-
namentales. En otras palabras, no se altera fundamentalmente 
el campo de juego entre el gobierno y la oposición. Por el con-
trario, en los regímenes autoritarios competitivos las violacio-
nes de estos criterios son lo suficientemente frecuentes y serias 
como para crear un campo de juego desigual entre gobierno y 
oposición. Aunque se den con regularidad elecciones sin frau-
de, los funcionarios abusan constantemente de los recursos del 
Estado, no ofrecen a la oposición un cubrimiento adecuado de 
los medios, persiguen a los candidatos de la oposición y a sus 
seguidores, y, en algunos casos, manipulan los resultados de las 
elecciones. De igual modo, periodistas, políticos de la oposición 
y otros críticos del gobierno pueden ser espiados, amenazados, 
perseguidos o arrestados. También miembros de la oposición 
pueden ser enviados a prisión, exiliados o —con menor frecuen-
cia— incluso asaltados, acosados o asesinados. Regímenes carac-
terizados por estos abusos no pueden ser llamados democráticos. 
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El autoritarismo competitivo debe entonces diferenciarse de los 
tipos de regímenes inestables, fútiles, cuando no inconsistentes, 
que no obstante cumplen con algunos estándares de democracia 
(Levitsky y Way, 2004, p. 162).

Pero si los regímenes autoritarios competitivos no alcanzan 
a ser democracias, tampoco llegan a ser autoritarismos absolutos. 
Aunque los funcionarios en los regímenes autoritarios competiti-
vos puedan manipular frecuentemente las normas democráticas 
formales, no pueden eliminarlas o reducirlas a una mera fachada. 
En vez de violar abiertamente las normas democráticas (por ejem-
plo, prohibiendo y reprimiendo a la oposición y a los medios), se 
utiliza el soborno, la cooptación y otras formas más sutiles de per-
secución, como el uso de las autoridades judiciales, de aquellas 
que tienen a su cargo el cobro de impuestos u otros organismos 
del Estado para acosar, perseguir o presionar “legalmente” a sus 
críticos u opositores. No obstante, si las cartas están a favor de los 
funcionarios autocráticos, la persistencia de las instituciones de-
mocráticas de peso crea escenarios a través de los cuales las fuer-
zas de la oposición pueden —y frecuentemente lo hacen— lograr 
desafíos significativos. De esta manera, aun cuando las institucio-
nes democráticas tiendan a ser defectuosas, tanto los funcionarios 
autoritarios como sus oponentes deben tomarlas en serio (Levits-
ky y Way, 2004, p. 163).

En este sentido, el autoritarismo competitivo es diferen-
te a lo que se puede llamar regímenes electorales de fachada; 
es decir, regímenes en donde existen las instituciones electora-
les pero no representan una fuerza significativa para el poder. 
Estos regímenes han sido llamados pseudodemocracias, demo-
cracias virtuales y autoritarismos electorales, puesto que se trata 
de casos de autoritarismo a gran escala. La línea entre este tipo 
de régimen y el autoritarismo competitivo es difícil de trazar, y 
las instituciones electorales no competitivas pueden llegar a ser 
competitivas (como sucedió en México). Sin embargo, es esen-
cial diferenciar los regímenes en los que las instituciones demo-
cráticas ofrecen un canal importante a través del cual la oposi-
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ción puede buscar poder, de éstos donde las reglas democráticas 
simplemente sirven para legitimar un liderazgo autocrático exis-
tente (Levitsky y Way, 2004, p. 163).

Finalmente, el autoritarismo competitivo debe diferenciarse 
de otros tipos de regímenes híbridos. Los regímenes pueden com-
binar las características autoritarias y democráticas de diferentes 
maneras, y el autoritarismo competitivo no debe ser visto como 
el que abarca todos estos regímenes. Otros tipos de regímenes 
híbridos incluyen a aquéllos con fuertes instituciones democráti-
cas, pero con leyes civiles muy restrictivas, así como también a los 
regímenes competitivos en los que los actores no democráticos, 
como las autoridades religiosas o militares, ejercen el poder del 
veto (Levitsky y Way, 2004, p. 164).

Como se ha manifestado, una de las mayores características 
del último periodo de la tercera ola fue el crecimiento sin prece-
dentes del número de regímenes que no son ni claramente demo-
cráticos ni convencionalmente autoritarios. Al mismo tiempo, los 
regímenes militares virtualmente desaparecieron, convirtiéndose, 
como se ha mencionado, en regímenes transicionales. 

En años más recientes, se han producido algunos casos en 
los que militares o exmilitares han buscado legitimar sus reglas 
autoritarias postulándose para el cargo de presidente de sus res-
pectivos países en elecciones aparentemente multipartidarias, 
las que, sin embargo, han resultado fraudulentas, coercionadas, 
coercitivas y manipuladas (Diamond, 1994, pp. 27-29). 

La diversidad de los modelos políticos dentro de esta zona 
es variada. Muchos subtipos o subcategorías posibles pueden po-
tencialmente ser propuestos y mucho trabajo queda por hacer 
para evaluar la naturaleza de estas políticas, lo cual, cabe mencio-
nar, no es materia de la presente investigación. 

Pero siguiendo la lógica del desarrollo teórico que se ha 
planteado, se pasa entonces de la transición democrática al pro-
ceso de consolidación de la misma. Sobre este particular, el con-
cepto de consolidación de la democracia, que es mencionado a 
menudo por los teóricos de la democracia, puede ser entendido 
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en el mismo contexto que ha sido presentado para la transición. 
Sólo se puede obtener la consolidación de la democracia cuando 
los ciudadanos internalizan los valores democráticos y los practi-
can en su vida diaria, hecho que está todavía lejos de alcanzarse, 
como se explica a lo largo de esta investigación.

Al respecto, Larry Diamond (1994) define consolidación como:

El proceso de lograr una gran y profunda legitimación, de modo 
que todos los actores políticos importantes, tanto a nivel de éli-
tes como de masas, crean que el régimen democrático es el más 
correcto y apropiado para su sociedad, mejor que cualquier otra 
alternativa realista que puedan imaginar. (p. 15)

La definición es absorbente pero es difícil obtener una evi-
dencia confiable y válida acerca del grado de “una gran y profun-
da legitimación”. Ello, al parecer, sería imposible de alcanzar, ya 
que la legitimación no es sólo un elemento de la consolidación 
sino también de la etapa de transición, puesto que uno de los 
objetivos principales de la etapa de transición es el de rehacer un 
régimen considerado ilegítimo y volverlo legítimo.8

Sobre esta cuestión, se considera acertado señalar que son 
cinco las condiciones que se consideran como necesarias para 
asegurar la consolidación de un sistema democrático. La primera 
condición consiste en la existencia o el desarrollo de una sociedad 

8	 Sobre el tema de la legitimidad vale la pena comentar lo que sostiene Ismael 
Crespo (1995). Él manifiesta que la combinación de elementos importantes, como la 
eficacia política, el desarrollo económico y la cohesión social, dotan a un gobierno 
democrático, fundamentalmente durante los procesos de transición política, de una 
legitimidad primigenia o de origen, de ahí que el valor agregado otorgado al sistema 
democrático por la élite política y la sociedad civil de los países de América Latina, 
durante los procesos de transformación ocurridos en los 80, se expresara en contraste 
con su experiencia histórico-política anterior (autocracia versus democracia). En ese 
caso, señala Crespo, la democracia encontró su legitimidad como régimen político en 
sí misma, por su propia existencia, y en contraposición al periodo autoritario anterior. 
Sin embargo, este contexto se transformó radicalmente, puesto que en los nuevos 
compases de los recién surgidos regímenes democráticos la legitimidad de las insti-
tuciones quedó condicionada por los resultados socioeconómicos: la legitimidad del 
mito fundacional dio paso a una legitimidad del rendimiento, es decir, aquel régimen 
con capacidad para ofrecer resultados. De esta forma, se constituyeron democracias 
con legitimidad “por defecto” ante la ausencia de otras opciones.    
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civil libre y activa, entendida como el ámbito público en el que 
grupos autoorganizados y relativamente autónomos, movimientos 
e individuos buscan articular valores con el objetivo de crear aso-
ciaciones y redes de solidaridad para avanzar en la consecución 
de sus intereses. La segunda condición tiene que ver con la exis-
tencia de una sociedad política, entendida como el espacio donde 
los actores políticos compiten por el derecho legítimo a ejercer 
el control sobre el poder público y el aparato del Estado, para lo 
cual se requiere que la ciudadanía reconozca como actores váli-
dos a las instituciones que la conforman (los partidos políticos, las 
legislaturas, las elecciones, las reglas electorales, los líderes y las 
dirigencias políticas, así como las alianzas entre los diversos parti-
dos). La tercera condición está referida a la necesidad de contar 
con un Estado de derecho, en donde se respete la legalidad, la 
predominancia de la ley, el gobierno y el aparato del Estado. La 
cuarta está vinculada a la existencia de una burocracia útil y efecti-
va, la cual es necesaria para proteger derechos ciudadanos y para 
proveer los servicios básicos que esta misma ciudadanía demanda. 
También es necesaria para que el Estado pueda ejercer el uso de la 
violencia legítima dentro de su territorio. La quinta y última con-
dición está referida a la vinculación entre economía y sociedad, lo 
cual implica que una democracia consolidada requiere de normas, 
instituciones y regulaciones que funjan como intermediarias entre 
el Estado y el mercado (Linz y Stepan, 1996a, p. 17).

Con la finalidad de marcar una clara distinción entre tran-
sición y consolidación de la democracia, conviene precisar que 
una transición se ha completado cuando existe acuerdo sobre los 
procedimientos que guiarán la democracia y, con base en éstos, el 
ejercicio del poder efectivo (sin interferencia de otros cuerpos) 
deriva del sufragio popular directo. Por otro lado, la consolida-
ción se refiere al momento en que la democracia se convierte en 
lo que se conoce con la expresión de “el único juego de la ciudad” 
(the only game in the town) (Linz y Stepan, 1996b, p. 5).

El académico peruano Sinesio López (2013) es otro de los 
que propone una diferenciación entre transición y consolidación: 
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Cuadro 3

Transición y consolidación de la democracia

Fuente: Sinesio López (2013).

Actores
impulsores

Adversarios

Agenda

Estrategia

Contexto estratégico

La salida

-	 Ciudadanos
-	 Sociedad civil
-	 Partidos políticos

-	 Dictadura
-	 Gobierno no
	 democrático

-	 Caída de la dictadura/
régimen autoritario

-	 Instauración
	 democrática

-	 Acciones inciertas 
	 y audaces

-	 Disposiciones
	 accidentales

-	 Electoralismo

Transición

-	 Parlamento

-	 Herencia autoritaria
-	 Problemas 
	 institucionales
-	 Problemas estructurales

-	 Estructuración
	 de grupos
-	 Estructuración del 

régimen democrático
-	 Estructuración
	 hegemónica

-	 Estabilización

-	 Lucha de acuerdo
	 con reglas

-	 Constitucionalismo

Consolidación

López (2013) señala que la primera diferencia entre transi-
ción y consolidación radica en los actores que impulsaron ambas 
figuras; precisa que la transición fue impulsada por los ciudada-
nos, la sociedad civil y los partidos políticos, mientras que el actor 
por excelencia que impulsó la consolidación fue el Parlamento, 
el cual constituye el espacio fundamental donde ésta tiene lugar. 
Una segunda diferencia se puede encontrar en los adversarios, ya 
que la transición tuvo como grandes adversarios a las dictaduras 
y a los gobiernos no democráticos, y los principales adversarios 
de la consolidación fueron las herencias autoritarias de años an-
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teriores, los graves problemas institucionales y estructurales, que 
son sumamente complejos de resolver (por ejemplo, cuando hay 
crímenes o corrupción de por medio y cuando quienes ostentan 
el poder no quieren dejarlo). La tercera diferencia está constitui-
da por las respectivas agendas, teniendo en cuenta que la agen-
da para la transición fue la caída de la dictadura o del régimen 
autoritario y la instauración de la democracia; la consolidación, 
por el contrario, tuvo como agenda la institucionalización de las 
reglas del juego, la rutinización, la conversión de los patrones 
de interacción que eran inestables en el momento de la transi-
ción y que fue necesario estabilizar con la consolidación (estruc-
turación de grupos, estructuración del régimen democrático y 
estructuración hegemónica). La cuarta y quinta diferencia son 
muy similares; tienen que ver con las estrategias que fueron uti-
lizadas. Generalmente, en las transiciones no existieron reglas 
escritas, todo se encontraba abierto, y como las disposiciones 
eran bastante accidentales se constituyó justamente el espacio 
de incertidumbre donde hay que crear reglas  (la política que 
crea las reglas). En cambio, en la consolidación las reglas son 
claras y deben ser respetadas (donde se comienza a construir 
el Estado de derecho y a hacer uso efectivo de una política con 
reglas del juego claras). Finalmente, la sexta y última diferencia 
que plantea el autor tiene que ver con la forma en la que se pro-
duce la salida de ambas cuestiones. En la transición la salida fue 
el electoralismo; es decir, se sale de una transición a través de las 
elecciones (las elecciones generales o presidenciales dan inicio 
a una nueva legitimidad y culminan el proceso de la transición). 
En cambio, la consolidación debe tener como salida la imple-
mentación de una nueva Constitución y el respeto irrestricto a 
todas sus normas (la institucionalización de las reglas de juego, 
la legitimación del Parlamento, la consolidación de un sistema 
de partidos, la construcción de un dominio de la ley).

Si bien todos estos estudios y análisis que realizan diversos 
autores son valiosos para poder explicar qué fue lo que ocurrió 
en esos años en América Latina, es necesario también presentar, 
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a modo de conclusión final sobre este tema, el resumen que hace 
Ismael Crespo (1995), quien señala:

Utilizar la noción de consolidación democrática como el proceso 
de reforzamiento propio del sistema para asegurar su persistencia 
y estabilidad, y prevenir así posibles crisis, no deja de presentar su 
atractivo político, aunque se muestra insatisfactoria. Este tipo de 
perspectiva sacrifica, en buena medida, la posibilidad de avanzar 
en el discernimiento de los frenos que enfrentan estos regímenes, 
no ya para evitar una recaída autoritaria, sino para hacer consis-
tente (consolidar) una democracia en tanto sistema de orden y 
competencia… Una vez finalizadas las transiciones políticas e ins-
taurados los sistemas democráticos, resultó evidente que no todos 
los nuevos regímenes alcanzaron un mismo estado de consolida-
ción democrática. Esta realidad política estuvo determinada por 
los obstáculos (frenos) que, tras asegurar la persistencia —elimi-
nación de los riesgos de regresión autoritaria— y la estabilidad —
preservación de unos procedimientos mínimos de participación y 
de competencia— del sistema, se plantearon durante los procesos 
de reforzamiento y de profundización de las estructuras e institu-
ciones democráticas en estas sociedades. (pp. 16-25)

Es decir, los procesos de transición y consolidación de la de-
mocracia se han producido y han sido útiles para explicar lo que, 
posteriormente, en materia democrática ha ocurrido en la región. 
Sin embargo, ha quedado claro que estos procesos han mostrado 
también limitaciones en su alcance, las cuales han ido detallándo-
se a lo largo de este relato. 

El rol de la comunidad internacional en el proceso de 
evolución de la democracia en América Latina

Como bien señala Larry Diamond (2002): “La democracia, en tér-
minos generales, es el único régimen legítimo, y los regímenes han 
sentido una presión sin precedentes (internacional y doméstica) 
para adoptar, o al menos imitar, la forma democrática” (p. 22). 
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En esta misma línea de pensamiento, Waldo Ansaldi (2008a) 
precisa: 

Desde los años ochenta, la cuestión de la democracia está firme-
mente instalada en las agendas latinoamericanas, lo que la con-
virtió —como nunca antes en la historia en la región— en eje de 
políticas interiores y exteriores, más allá de la retórica usual en los 
discursos de gobernantes y de dirigentes. (pp. 29-30) 

Sobre este particular, y con el fin de analizar cuál ha sido el 
rol de la comunidad internacional frente a los procesos democrati-
zadores en América Latina, se pueden hacer algunos comentarios. 

Una cuestión importante a resaltar es el hecho de la revalo-
rización de la democracia durante los años 80, 90 y, sobre todo, la 
primera década del siglo XXI en América Latina. A diferencia 
de lo ocurrido en el pasado, se ha producido una reflexión 
teórico-conceptual cada vez mayor y más frecuente por parte de 
un considerable grupo de científicos sociales latinoamericanos y 
latinoamericanistas europeos, en particular politólogos, sociólo-
gos e historiadores, lo que en la práctica se refleja en el éxito 
de estas carreras en algunas universidades a nivel global y en el 
auge de instituciones intergubernamentales y no gubernamenta-
les, como la Organización de Estados Americanos (OEA), IDEA 
Internacional, el IIDH, el Centro Carter, Transparencia, el Insti-
tuto Nacional Demócrata (NDI, por sus siglas en inglés), entre las 
principales organizaciones que han dedicado mucho de su presu-
puesto al desarrollo e investigación de estos temas. 

Esto resulta de suma trascendencia para los fines que nos in-
teresa desarrollar, ya que la comunidad internacional, encarnada 
principalmente en las citadas instituciones, ha apoyado intensa-
mente la creación y el fortalecimiento de las organizaciones que 
conforman la administración electoral de un país, en especial en 
América Latina. En efecto, durante las últimas dos décadas se ha 
podido apreciar un aumento del interés por el tema electoral. El 
fin de la guerra fría —como ya se dijo—, el despliegue global de 
la democracia y el nuevo pensamiento sobre el desarrollo alenta-
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ron este proceso. Desde finales de los 80 y comienzos de los 90, 
el florecimiento de procesos transicionales y de consolidación de 
la tercera ola de democratización alrededor del mundo generó 
una corriente de construcción institucional. Las agencias inter-
nacionales entendieron que el buen gobierno no era un lujo que 
podía ser retrasado a la espera de que los servicios sociales básicos 
(tales como la provisión de agua limpia o el cuidado de la salud 
básica) fuesen cubiertos. En su lugar, el establecimiento de la 
democracia fue entendido como una precondición esencial para 
el desarrollo humano efectivo y la lucha contra la pobreza, la des-
igualdad y los conflictos étnicos. La comunidad internacional de 
donantes reconoció que la caída de muchas dictaduras corruptas 
en América, entre otras regiones del mundo, creó nuevas oportu-
nidades para el desarrollo político (Norris, 2004, p. 1). 

Las agencias internacionales llevaron adelante, en ese senti-
do, una triple estrategia para promover la democracia: a) la cons-
trucción institucional como prioridad a través del establecimiento 
de poderes judiciales independientes y legislaturas efectivas desig-
nadas para frenar y servir de contrapeso a los poderes ejecutivos; 
b) el fortalecimiento de la sociedad civil, con intentos para cuidar 
organizaciones de base, organizaciones no gubernamentales de 
apoyo y medios de comunicación independientes, y c) el estable-
cimiento de elecciones competitivas, libres y justas, que fue la es-
trategia que atrajo la mayor atención (Norris, 2004, p. 2).

Como explica Pippa Norris (2004): 

Hasta los ochenta, la asistencia electoral internacional fue bastan-
te excepcional, aplicada sólo en casos especiales. Pero desde co-
mienzos de los noventa en adelante, observadores internaciona-
les, expertos en la materia y asesores constitucionales jugaron un 
rol importante en muchas elecciones transicionales en diversos 
lugares del mundo, incluyendo a América Latina. (p. 3)      

En efecto, en algunos casos ocurridos en este periodo, la 
comunidad internacional tuvo un rol fundamental al brindar 
asesoramiento y ayuda para implementar comisiones electorales 
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que fuesen responsables de conducir las “primeras” elecciones. 
Algunos de estos procesos, en lugares como Nicaragua y El Sal-
vador, fueron exitosos en el sentido de que los partidos políticos 
aceptaron su organización, ejecución y resultados. En otros casos, 
como Haití, los partidos de oposición rechazaron el proceso y sus 
resultados, y los observadores internacionales no fueron invitados 
a intervenir o fueron incapaces de llevar a los partidos políticos a 
un acuerdo (Pastor, 1999, p. 14).

De esta manera, como ha podido apreciarse en la primera 
parte de este capítulo, los procesos electorales en América Latina, 
no sólo los transicionales sino también los desarrollados con pos-
terioridad a este periodo, han necesitado de la actuación de órga-
nos electorales independientes y eficientes que generen confian-
za en el ciudadano y en la comunidad internacional. Esta última 
ha cumplido también un papel legitimador en dichos procesos, ya 
que de lo contrario se corría el peligro de que las suspicacias polí-
ticas y una sensación de desconfianza generalizada se apoderaran 
de la coyuntura, con lo que se podrían generar hechos lamenta-
bles de violencia. 

Siguiendo este razonamiento, se puede señalar que muchas 
veces han ocurrido y ocurren accidentes o errores (que mucho 
tienen que ver con cuestiones administrativas) durante el desa-
rrollo de un proceso electoral, los cuales pueden ser tomados 
con suspicacia política, desconfianza o, en todo caso, justamente 
como incapacidad administrativa. Según el caso al que se haga 
referencia, cada problema administrativo puede ser interpretado 
por alguno de los partidos políticos o candidatos intervinientes 
en el proceso como generado intencionalmente por el oponente 
para hacer daño.9

En estas situaciones, producidas sobre todo en países en 
conflicto o con alta tensión (muchas de éstas ocurridas en Amé-
rica Latina a partir de la década de los 80), la comunidad inter-

9	 Se estudiará este tema con mayor detalle en el segundo capítulo de esta inves-
tigación cuando se analice la integridad electoral.



46
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

nacional ha intervenido en calidad de vigilante, por denominar 
su actuación de alguna manera, mientras se elaboraba una es-
trategia para prevenir estos accidentes. Dicha intervención se 
ha producido, generalmente, en dos modalidades. En primer 
término, a través de su participación para mejorar las habilida-
des técnicas de aquellos actores que intervienen en la cuestión 
procedimental de la elección, básicamente se hace referencia 
aquí a la actuación de los organismos electorales. En segundo 
término, realizando una labor de mediación entre los partidos 
políticos y la administración electoral. 

En esta línea de razonamiento, es importante mencionar el 
involucramiento de la OEA en el desarrollo de estos temas. Este 
organismo perfiló, luego de un difícil periodo de estancamiento 
institucional, lo que habría de ser su nuevo rol, acordando una 
agenda renovada y colocando la defensa, el fortalecimiento y la 
promoción de la democracia como parte de sus propósitos esen-
ciales (Ramos, 2002, p. 65). 

Como producto de la deliberación de grupos de trabajo 
conformados al interior de este organismo para tales fines, fue di-
señado un conjunto de mecanismos que, en principio, atendería 
a tal propósito; entre los mecanismos destacaron:

•	 El Protocolo de Enmienda a la Carta de la OEA de 
1948, aprobado en la reunión de la Asamblea General 
realizada en Cartagena de Indias, Colombia, en 1985. 
Se incluyó en el preámbulo de la carta que la demo-
cracia representativa es condición indispensable para 
la paz, la estabilidad y el desarrollo de la región, agre-
gándose propósitos esenciales vinculados a la organiza-
ción, la promoción y la consolidación de la democra-
cia representativa. 

•	 El Protocolo de Washington, aprobado en 1992 con re-
formas a la carta, el cual entró en vigencia en 1997, in-
corporándose al documento como artículo 9.



47
La democracia y su relación con el procedimiento

•	 La Carta Democrática Interamericana, emitida en 2001; 
es el documento más reciente de la OEA, en el que rati-
ficó y amplió su compromiso con la democracia y preci-
só el mecanismo para reaccionar contra las interrupcio-
nes del orden democrático (Ramos, 2002, pp. 85-89). 

Este documento, aprobado el 11 de septiembre de ese año 
en Lima, Perú, constituyó el instrumento con el que se proclamó 
como objetivo principal el fortalecimiento y preservación de la 
institucionalidad democrática en la región. De una forma directa 
y sencilla, se estableció que los pueblos latinoamericanos tienen 
derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promo-
verla y defenderla. A lo largo de sus 28 artículos, que tienen la in-
tención de guiar a los gobiernos de la región en el recorrido hacia 
la democracia en cuanto a su tratamiento y defensa, se definió por 
primera vez lo que los países miembros de la OEA consideraron 
como características y elementos esenciales de la democracia.

Si bien se considera que el último documento referido 
debe ser entendido e interpretado de manera integral, resulta 
interesante presentar los artículos más trascendentes para fines 
del presente trabajo:10

10	 Nótese la marcada determinación de aspectos procedimentales.
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Cuadro 4

De la Carta Democrática de la OEA

Artículo 1

Artículo 3

Artículo 4

Artículo 5 

Artículo 16

Artículo 17

Artículo 23

Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus go-
biernos la obligación de promoverla y defenderla. La democracia 
es esencial para el desarrollo social, político y económico de los 
pueblos de las Américas.

Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre 
otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de dere-
cho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas 
en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del 
pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la 
separación e independencia de los poderes públicos.

Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la 
transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la 
responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto 
por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa. La 
subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado 
a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto al Estado de 
derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad son igual-
mente fundamentales para la democracia.

El fortalecimiento de los partidos y de otras organizaciones políti-
cas es prioritario para la democracia. Se deberá prestar atención 
especial a la problemática derivada de los altos costos de las cam-
pañas electorales y al establecimiento de un régimen equilibrado y 
transparente de financiación de sus actividades.

La educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, 
promover el desarrollo del potencial humano y el alivio de la po-
breza y fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos. Para 
lograr estas metas, es esencial que una educación de calidad esté al 
alcance de todos, incluyendo a las niñas y las mujeres, los habitantes 
de las zonas rurales y las personas que pertenecen a las minorías.

Cuando el gobierno de un Estado Miembro considere que está en 
riesgo su proceso político institucional democrático o su legítimo 
ejercicio del poder, podrá recurrir al Secretario General o al Con-
sejo Permanente a fin de solicitar asistencia para el fortalecimiento 
y preservación de la institucionalidad democrática.

Los Estados Miembros son los responsables de organizar, llevar a 
cabo y garantizar procesos electorales libres y justos.
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Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en la Carta Demo-
crática Interamericana de la OEA (2011).

Artículo 24

Artículo 25

Artículo 26

Artículo 27

	       Los Estados Miembros, en ejercicio de su soberanía, podrán so-
licitar a la OEA asesoramiento o asistencia para el fortalecimiento 
y desarrollo de sus instituciones y procesos electorales, incluido el 
envío de misiones preliminares para ese propósito.

Las misiones de observación electoral se llevarán a cabo por solici-
tud del Estado Miembro interesado. Con tal finalidad, el gobierno 
de dicho Estado y el Secretario General celebrarán un convenio 
que determine el alcance y la cobertura de la misión de observa-
ción electoral de que se trate. El Estado Miembro deberá garanti-
zar las condiciones de seguridad, libre acceso a la información y 
amplia cooperación con la misión de observación electoral. Las 
misiones de observación electoral se realizarán de conformidad 
con los principios y normas de la OEA. La Organización deberá 
asegurar la eficacia e independencia de estas misiones, para lo cual 
se les dotará de los recursos necesarios. Las mismas se realizarán 
de forma objetiva, imparcial y transparente, y con la capacidad téc-
nica apropiada. Las misiones de observación electoral presentarán 
oportunamente al Consejo Permanente, a través de la Secretaría 
General, los informes sobre sus actividades.

Las misiones de observación electoral deberán informar al Con-
sejo Permanente, a través de la Secretaría General, si no existie-
sen las condiciones necesarias para la realización de elecciones 
libres y justas. La OEA podrá enviar, con el acuerdo del Estado 
interesado, misiones especiales a fin de contribuir a crear o mejo-
rar dichas condiciones.

La OEA continuará desarrollando programas y actividades diri-
gidos a promover los principios y prácticas democráticas y forta-
lecer la cultura democrática en el Hemisferio, considerando que 
la democracia es un sistema de vida fundado en la libertad y el 
mejoramiento económico, social y cultural de los pueblos. La 
OEA mantendrá consultas y cooperación continua con los Estados 
Miembros, tomando en cuenta los aportes de organizaciones de la 
sociedad civil que trabajen en esos ámbitos.

Los programas y actividades se dirigirán a promover la gobernabili-
dad, la buena gestión, los valores democráticos y el fortalecimiento 
de la institucionalidad política y de las organizaciones de la socie-
dad civil. Se prestará atención especial al desarrollo de programas 
y actividades para la educación de la niñez y la juventud como for-
ma de asegurar la permanencia de los valores democráticos, inclui-
das la libertad y la justicia social.
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Dentro de este marco, cabe resaltar que uno de los aspectos 
fundamentales que ha estado trabajando la OEA es el tema de la 
organización y administración electoral, para lo cual creó, en un 
primer momento, la Unidad para la Promoción de la Democracia 
(UPD), teniendo vigencia actualmente una Secretaría de Asuntos 
Políticos que desarrolla ésta y otras cuestiones vinculadas a través 
de sus diferentes departamentos.

En esta misma línea de trabajo, resulta relevante recalcar 
el papel crucial que ha cumplido la comunidad internacional en 
apoyar, sobre todo, la creación y el buen funcionamiento de or-
ganismos electorales en el mundo, favoreciendo la realización de 
elecciones libres a través de diversos instrumentos o instituciones. 
Además de las organizaciones ya mencionadas al inicio de este 
apartado, otras a destacar por su labor y esfuerzo, que realizan 
tanto de manera individual como conjunta, son las Naciones Uni-
das,11 la Fundación Internacional para los Sistemas Electorales 
(IFES, por sus siglas en inglés), Elecciones Canadá y la Comisión 
Europea (EC, por sus siglas en inglés). 

Ha destacado también, sin lugar a dudas, la acción del 
IIDH,12 a través de su Centro de Asesoría y Promoción Electoral 
(Capel), mediante sus labores de acompañamiento y asistencia 
técnica para los órganos electorales latinoamericanos. Capel fue 
creado en 1983. Inició sus labores en 1985, teniendo como prin-
cipio fundamental la realización de elecciones libres como parte 
esencial de la teoría y práctica de los derechos humanos, condi-
ción de la democracia y fundamento del derecho a la libre deter-
minación y de la paz en la conveniencia nacional e internacional 
(IIDH y Capel, s. f.b, p. 8).

11	 A través de distintas instancias como la División de Asistencia Electoral (Unead, 
por sus siglas en inglés), el PNUD, el Fondo de las Naciones Unidas para la Demo-
cracia (Undef, por sus siglas en inglés), la Secretaría Ejecutiva y el Departamento de 
Asuntos Económicos y Sociales (Undesa, por sus siglas en inglés).

12	 El IIDH, con sede en San José, fue creado en virtud de un convenio entre 
el gobierno de Costa Rica y la Corte Interamericana de Derechos Humanos; es una 
organización internacional que tiene como uno de sus principales objetivos la protec-
ción y promoción de los derechos humanos. Es independiente de cualquier gobierno, 
incluso de la OEA.
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Capel ha estructurado su trabajo en la región a partir de 
cinco ejes fundamentales, que son la asistencia técnica electoral, 
las misiones de observación de elecciones, actividades de capaci-
tación y promoción (cursos, seminarios, etc.), las campañas de 
educación cívica y los proyectos de investigación, así como diver-
sas publicaciones referidas a la materia. 

Posteriormente, y como un elemento de apoyo y consoli-
dación para el fortalecimiento de los procesos y las instituciones 
democráticas, Capel se constituyó en la Secretaría Ejecutiva de las 
Asociaciones de Organismos Electorales de Centroamérica y del 
Caribe (Protocolo de Tikal), de América del Sur (Protocolo de 
Quito) y de la Unión Interamericana de Organismos Electorales 
(Uniore); bajo esta calidad se ha insertado en la dinámica demo-
crática de los países latinoamericanos como facilitador y parte ac-
tiva de los procesos de construcción y fortalecimiento de la demo-
cracia (IIDH y Capel, s. f.b, p. 8).

Estas tres asociaciones se detallan a continuación junto con 
otros casos destacados, como organizaciones o instrumentos in-
ternacionales que cumplieron una tarea importante para la pro-
moción de los procesos democratizadores en la región en las últi-
mas tres décadas:

•	 La Declaración Universal de los Derechos Humanos 
de 1948. En el artículo 21, inciso 3, de este documento 
se constituyen la base legal y los principios centrales 
que legitiman el apoyo internacional a las elecciones y 
la asistencia electoral. En ese mismo artículo e inciso 
se señala:

La voluntad popular será la que sustente la autoridad guber-
namental; esta voluntad debe ser expresada en periódicas y 
genuinas elecciones que deberán ser universales e iguales en 
el sufragio y deberán ser sostenidas por el voto secreto o por 
un procedimiento de voto igualmente libre. (Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, 1948) 
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•	 La resolución 46/130 de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas de diciembre de 1991. En ésta se afirmó 
que es preocupación de la gente determinar métodos 
y establecer instituciones relacionados con el proceso 
electoral, así como especificar sus formas de implemen-
tación de acuerdo con sus constituciones y las respecti-
vas legislaciones nacionales.  

•	 La Conferencia sobre la Seguridad y Cooperación en 
Europa (CSCE) de 1990. En ésta se sostuvo que se debe-
rán tener elecciones en intervalos razonables de tiempo 
de acuerdo con lo que establece la ley, garantizando el 
voto universal e igual de todos los ciudadanos, asegu-
rando que la votación sea por cédula secreta o a través 
de un equivalente proceso electoral libre, cuyos votos 
sean contados y certificados honestamente con resulta-
dos oficiales puestos a disposición del público.

•	 La Convención Americana de los Derechos Humanos 
(Pacto de San José de Costa Rica). Entró en vigencia 
en 1978 y fue ratificada por casi todos los países del 
hemisferio; en ésta se señaló que todos los ciudadanos 
deben ser parte, entre otros temas, de la conducción 
de los asuntos públicos, directamente o a través de 
representantes; deben elegir y ser elegidos en genuinas 
y periódicas elecciones, con voto universal, igual y 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad 
de los votantes, etcétera.

•	 La Declaración sobre los Criterios para Elecciones Li-
bres y Justas, adoptada por unanimidad por el Conse-
jo Interparlamentario en su 154a. reunión, realizada 
en París el 26 de marzo de 1994. En ésta se señala que 
deben garantizarse actividades relevantes, como que el 
acto de votación se realice en condiciones de no dis-
criminación, que la inscripción de los electores en el 
respectivo padrón sea libre e imparcial, que estén asegu-
rados los mecanismos legales y claras las instancias para 
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que los ciudadanos puedan reclamar en caso de existir 
dificultades para ejercer su derecho al voto, que el voto 
sea secreto, que el voto tenga un mismo valor en todos 
los casos (una persona equivale a un voto), que esté ase-
gurado el acceso a los locales de votación en condicio-
nes de igualdad para todos los ciudadanos que desean 
votar, que exista libertad de expresión e información, 
entre otros.

•	 El Pacto Internacional para los Derechos Civiles y Polí-
ticos de las Naciones Unidas de 1966 (de cumplimiento 
obligatorio a partir de 1976). En su artículo 25 se hace 
referencia a la necesidad de tener elecciones periódicas 
con intervalos regulares, sufragio universal —que incluya 
a todos los sectores de la sociedad—, sufragio igualita-
rio —que considera la idea de una persona un voto—, el 
derecho a postular a un cargo público en elecciones com-
petitivas, los derechos de todos los electores a votar, la uti-
lización de mecanismos para garantizar el voto secreto, 
elecciones genuinas y legítimas, y que las elecciones sean 
el reflejo de la libre expresión de la voluntad popular.

•	 La Oficina para las Instituciones Democráticas de los 
Derechos Humanos (Odihr, por sus siglas en inglés).

•	 La Asociación de Instituciones Electorales de América 
Central y el Caribe, creada bajo el Protocolo de Tikal.13

•	 La Asociación de Tribunales Electorales de Latinoamé-
rica, creada bajo el Protocolo de Quito.14

13	 La Asociación de Organismos Electorales de Centroamérica y del Caribe (Pro-
tocolo de Tikal) se constituyó en 1985 y fue creada con fines de información, coopera-
ción y consulta, sin que ninguna de sus recomendaciones tenga validez obligatoria en 
los respectivos países. Como consecuencia de su carácter no gubernamental, ni ésta ni 
sus miembros pueden arrogarse representación nacional o internacional alguna.

14	 La Asociación de Organismos Electorales de América del Sur (Protocolo de 
Quito) se constituyó en 1989. En agosto de eso año, durante la IV Conferencia de la 
Asociación de Organismos Electorales de Centro América y El Caribe, celebrada en 
San José de Costa Rica, el IIDH/Capel lanzó la iniciativa de la constitución de una 
asociación análoga en América del Sur, iniciativa que se materializó un mes después 
en el primer encuentro de Organismos Electorales de América del Sur, auspiciado por 
el entonces Tribunal Supremo Electoral de la República del Ecuador y Capel, con la 
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•	 La Uniore, conformada por estas dos asociaciones más 
los organismos electorales de Canadá, Estados Unidos 
y México.

•	 El Consejo de Expertos Electorales de Latinoamérica 
(Ceela), institución integrada por magistrados y exma-
gistrados de organismos electorales de América Latina.

Además de lo expresado anteriormente con respecto a este 
tema, cabe agregar que este tipo de organismos han jugado un pa-
pel de pivotes, intermediarios o mediadores, aconsejando y apo-
yando a los organismos de la administración electoral y mejorando 
su credibilidad. Aunque, como se precisó, no todas las elecciones 
monitoreadas por grupos internacionales han sido aceptadas por 
los partidos políticos locales, muchas elecciones controvertidas 
sí lo han sido. De hecho, hace algunos años podía decirse que 
no existía suficiente información para saber si la administración 
electoral de tal o cual país era lo suficientemente autónoma y 
profesional o si los partidos y candidatos en contienda eran lo 
suficientemente libres en campaña o cuál era la oportunidad real 
que tenía la oposición política para derrotar al gobierno en las 
siguientes elecciones. 

Cabe mencionar que gracias al esfuerzo de este tipo de 
organismos y de expertos en la materia que han ido apareciendo 
poco a poco es que esta situación está comenzando a cambiar.

En el mismo sentido, si se trata de ofrecer un panorama 
integral acerca de cuál ha sido el rol de la comunidad 
internacional en la promoción de los temas vinculados con la 
defensa y promoción de la democracia en América Latina, no se 
puede dejar de mencionar la participación de los Estados Unidos 
de América en estas cuestiones. 

firma del acta constitutiva de esa asociación o Protocolo de Quito. Esta asociación fue 
creada con fines de información, cooperación y consulta, sin que ninguna de sus reco-
mendaciones tenga validez obligatoria en los respectivos países. Como consecuencia 
de su carácter no gubernamental, ni ésta ni sus miembros pueden arrogarse represen-
tación nacional o internacional alguna.
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Así pues, en el caso de América Latina, en lo que a la tercera ola 
se refiere, la política de los Estados Unidos promovió la democracia 
en el hemisferio a través de la defensa de los derechos humanos. 
Entre 1974 y 1976 la creciente preocupación del Congreso 
norteamericano por el tema se tradujo en la adopción de cláusulas 
que restringían la ayuda económica a países manifiestamente 
violadores de los derechos humanos. La administración Carter 
en particular hizo de los derechos humanos tema fundamental 
de su campaña electoral y fue uno de los temas puntuales de su 
política exterior una vez en la Presidencia. A modo de ejemplo, 
puede mencionarse lo ocurrido en diciembre de 1977, cuando la 
Asamblea General de las Naciones Unidas condenó las constantes 
violaciones a los derechos humanos en Chile producidas durante el 
gobierno de Pinochet (Ramos, 2002, pp. 73-74).

Esta tendencia, sin embargo, no se repitió durante el 
gobierno de Reagan y hubo un cambio de postura a partir de 
1983, lo cual se debió no solamente a la presión del Congreso 
norteamericano, sino también a un conjunto de transformaciones 
mundiales y regionales, como la situación de la Unión Soviética y 
su delicada y compleja relación con Estados Unidos.

Los instrumentos utilizados por el gobierno de los Estados 
Unidos para promover la democracia en la región durante la 
tercera ola son detallados a continuación. 

En lo que se refiere a los aspectos económicos, se estable-
cieron restricciones a la ayuda que otorgaba Estados Unidos 
cuando un país considerado como violador de los derechos hu-
manos solicitaba un préstamo. En cuanto a los aspectos diplomá-
ticos, se produjo un cabildeo en agencias de las Naciones Unidas 
para obtener de otros países el voto negativo contra el Estado 
violador de los derechos humanos. En lo que respecta al tema 
de la competitividad democrática en elecciones, el National En-
dowment for Democracy (NED) apoyó la realización del refe-
réndum de 1988 en Chile a través del financiamiento de algunas 
actividades, con la finalidad de lograr un proceso electoral trans-
parente (Ramos, 2002, p. 74). 
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En estas dos últimas décadas ha sido también importante 
la participación de la Agencia de Estados Unidos para el Desa-
rrollo Internacional (Usaid, por sus siglas en inglés), a través del 
financiamiento de consultorías y proyectos destinados a mejorar 
la actuación de los organismos de la administración electoral. 
A su vez, como se mencionó en el comienzo de este apartado, 
ha destacado también la actuación de organizaciones como el 
Instituto Nacional Demócrata (NDI, por sus siglas en inglés) y el 
Instituto Republicano Internacional (IRI).

Así mismo, en cuanto a la acción del Ejecutivo, se produjeron 
importantes pronunciamientos de funcionarios del Departamento 
de Estado sobre el tema de la defensa de los derechos humanos.

Como señala Samuel Huntington (1993): “en general, el apo-
yo de Estados Unidos fue importante para la democratización de la 
República Dominicana, Granada, El Salvador, Guatemala, Hondu-
ras, Uruguay, Perú, Ecuador, Panamá, Chile y Bolivia” (p. 94). 

El actual proceso latinoamericano de democratización

La histórica fragilidad de la democracia en América Latina 
ha constituido un enorme desafío no sólo para los científicos 
sociales latinoamericanos, sino también para los latinoameri-
canistas europeos y norteamericanos. Como consecuencia de 
ello, se instalaron fuertemente varias discusiones vinculadas al 
diseño institucional, al rendimiento de los parlamentos y de la 
administración pública, al respeto al Estado de derecho, entre 
otras cuestiones importantes para el desarrollo democrático de 
la región. 

Por otra parte, conviene señalar que la correspondencia 
entre sistemas democráticos y elecciones competitivas en Amé-
rica Latina está asociada a agudos problemas de la práctica po-
lítica. Según las normas constitucionales, en la gran mayoría 
de los países latinoamericanos la democracia liberal tiene una 
tradición de más de un siglo y medio. La práctica, sin embargo, 
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se aleja de este dato. No se hace referencia aquí a los siste-
mas o regímenes formalmente no democráticos (autoritarios 
y totalitarios) que también tienen arraigo en la región, sino a 
aquellas fases en que se han efectuado elecciones y ha tenido 
vigencia la institucionalidad plena. Se sabe que la democracia 
es a la vez formal y sustantiva y que, aunque lo sustantivo otorga 
el grado de contenido democrático a un sistema, es impres-
cindible que esté vigente un conjunto normativo institucional 
de reglas del juego político. Sin embargo, en América Latina 
este aspecto formal tiende a cubrir el resto y en éste tiende a 
radicar la legitimidad del sistema político. El tardío aumento 
de la participación política hasta el pleno ejercicio del voto 
universal o la efectiva garantía de la limpieza del acto electoral 
a través de órganos imparciales de control y de escrutinio, así 
como la fiscalización del fraude, que sólo se estableció en las 
últimas décadas, han contrastado con la tradición democrática 
formal tan antigua (Fernández y Nohlen, s. f.).

Esta fragilidad puede reflejarse también en la paradoja que 
ha experimentado América Latina en las últimas dos décadas, 
referida a la emergencia de democracias estables con gobiernos 
inestables. A pesar de la ola democratizadora que transformó a 
la región a partir de la década de los 80, 13 presidentes electos 
fueron removidos de sus cargos o forzados a renunciar entre 1985 
y 2005 (Pérez-Liñán, 2008, p. 105).

En ese sentido, es oportuno resaltar algunos comentarios 
que aparecen en el informe del Latinobarómetro (2010), el 
cual ofrece un excelente resumen comparado de la actividad 
democrática en la región durante los últimos años, como, por 
ejemplo, cuando allí se consigna que: 

El análisis de la democracia en América Latina continúa siendo 
una materia discutida. Dependiendo de quién, con qué números 
y desde qué perspectiva se analice, las conclusiones pueden ser de 
distinta naturaleza. Las ciencias sociales no han estandarizado sus 
indicadores como las ciencias económicas, de tal manera que los 
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informes sobre la democracia pueden presentar distintos niveles 
de apoyo según sea el indicador que se usa. (p. 23)15

En el informe se añade que, desde luego, la democracia no 
se mide con un solo indicador, sino que existen muchos indica-
dores con escalas numéricas (por ejemplo, “En una escala del 1 
al 10 evalúe cuán democrático es su país”) y otros tantos con es-
calas verbales (del tipo: “¿Cuán adecuada es la democracia en su 
país?”). Hay quienes sostienen que el problema está en el uso de 
la palabra democracia. Otros preguntan, por ejemplo, por las ins-
tituciones de la democracia, así como por temas vinculados a la 
confianza ciudadana y a la cultura cívica que está asociada. 

En dicho informe se consigna además lo siguiente:

Tampoco existe ni un modelo empírico ni uno teórico que estan-
darice estos indicadores y los transforme en una cifra que mida; 
las ciencias sociales empíricas van atrasadas en ese sentido. En 
resumen, el grado de democracia de un país no se puede medir 
conclusivamente como para hacer un ranking de cuál es más o 
menos democrático. (Latinobarómetro, 2010, p. 23)

Por su parte, en un documento de IDEA Internacional 
(2009a) denominado Evaluar la calidad de la democracia se señala:

 
La necesidad de formas válidas, significativas y confiables de me-
dir y evaluar el progreso democrático y la calidad de la demo-
cracia en sí misma ha sido un elemento crucial para describir, 
explicar y fomentar el crecimiento de la democracia. Académicos 
y profesionales han adoptado una serie de estrategias para medir 
la democracia, que incluyen mediciones categóricas (democracia 
versus no democracia), de escala (por ejemplo, una valoración se-
gún una escala del uno al 10), de objetivos (por ejemplo, cantidad 
de votos emitidos y porcentaje de votos por partido), mediciones 
híbridas de las prácticas democráticas y percepciones de la demo-
cracia basadas en encuestas masivas de opinión pública. En algu-

15	 Estos informes son estudios de opinión pública. Se aplican anualmente alrede-
dor de 19 mil entrevistas en 18 países de América Latina, cuya población representa 
más de 400 millones de habitantes.
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nos casos las mediciones se crearon para responder a necesidades 
determinadas y luego se usaron para otros propósitos, mientras 
que en otros se crearon medidas generales de la democracia para 
una amplia gama de aplicaciones por parte de la comunidad aca-
démica y política… Sin embargo, la búsqueda de mediciones que 
posibiliten la comparación y una amplia gama de cobertura tem-
poral y espacial implicó sacrificar en cierta medida la capacidad 
de éstas para captar las características democráticas específicas de 
cada contexto. (p. 8)

Existe, pues, un debate en torno a las mediciones que sobre 
la democracia en América Latina se ofrecen en la actualidad. De 
hecho, cada institución aplica diferentes criterios de acuerdo con 
sus objetivos e intereses.  

Sin embargo, es importante destacar que se han realizado 
varios esfuerzos y estudios para analizar los índices de democracia 
en América Latina que merecen ser resaltados, ya que sirven como 
líneas de base aproximativas para tomar una referencia acerca del 
estado en el que se encuentra la democracia (o la democratiza-
ción) en la región. De hecho, los informes del Latinobarómetro 
se encuentran dentro de este grupo de iniciativas.16 

Entre esos esfuerzos destacan los realizados por algunas ins-
tituciones que se han preocupado por el rumbo de la democracia 
y que han ido elaborando a través de estos años un conjunto de 
herramientas e indicadores que tienen como propósito medir el 
grado de desarrollo democrático de los diferentes países. El Índi-
ce de Desarrollo Democrático (IDD)17 es uno de éstos; en su me-
todología se consideran 31 indicadores y se examina el compor-

16	 Otra de las instituciones que realiza análisis interesantes es Freedom House, 
pero no retomamos sus informes aquí por el énfasis, alcance y priorización de los mis-
mos, los cuales han incidido en otras regiones del mundo, como la africana, y suelen 
referirse más a los derechos humanos, de las mujeres y las libertades de asociación y 
de expresión, entre otras cuestiones no tan relevantes para esta investigación.

17	 Este índice es elaborado anualmente por la Fundación Konrad Adenauer y 
Polilat. Su trabajo se define como “un índice construido para medir el desarrollo de-
mocrático de los países de América Latina” y su intención es la de “destacar los logros 
y virtudes del proceso de avance hacia una mayor evolución democrática de las insti-
tuciones de América Latina y exponer sus vicios y falencias, para ayudar a imitar los 
primeros y eliminar y evitar estos últimos, para el desarrollo regional”. Puede verse en 
la página web: www.polilat.com
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tamiento democrático de 18 países de América Latina. A través 
de sus dimensiones e indicadores se analiza información sobre el 
respeto de los derechos políticos y las libertades civiles, la calidad 
institucional y la eficiencia política, la anormalidad democrática 
y el ejercicio del poder efectivo para gobernar. Con la finalidad 
de ilustrar los temas que se analizan en cada uno de estos com-
ponentes, puede señalarse que en lo que tiene que ver con el res-
peto de los derechos políticos y las libertades civiles, se miden el 
voto de adhesión política, los condicionamientos de libertades y 
derechos por inseguridad y el género en el gobierno. En lo que 
tiene que ver con la calidad institucional y la eficiencia política, se 
mide la percepción de la corrupción, la participación de los par-
tidos políticos en el Poder Legislativo, el accountability visto desde 
dos perspectivas: la legal y política, que toma en cuenta la forma 
de elección de los jueces de la corte suprema, los mecanismos de 
democracia directa, la participación de la defensoría del pueblo; 
y la social, que considera las condiciones para el ejercicio de una 
prensa libre, el acceso a la información pública y el habeas data. El 
tema de la medición de la anormalidad democrática puede ejem-
plificarse con el caso de Fernando Lugo en Paraguay, hecho por 
el cual el país tuvo una muy baja calificación. 

Se eligió este índice para presentarse en la investigación por 
cuanto, como se pudo apreciar en el párrafo anterior, ofrece un 
panorama más completo e integral, con dimensiones que interesan 
particularmente para los objetivos que aquí se quieren cumplir. 

Es interesante, por tanto, observar los resultados comparati-
vos que nos ofrece este índice para 2012, 2013 y el periodo 2002-
2013. Es bueno precisar que los países ubicados en la parte de 
arriba de los gráficos aparecen allí porque han logrado mejorar 
en los aspectos que analiza el IDD (que acaban de ser detallados); 
son en general, muy bajos o negativos los puntajes que obtienen 
los países sobre las dimensiones de carácter social y económico.
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Gráfico 1
Ranking IDD 2012

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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Gráfico 2
Ranking IDD 2013

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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Puede notarse un retroceso del promedio del desarrollo de-
mocrático latinoamericano comparando 2013 con 2012, pues en 
2013 alcanzó un valor de 4 mil 868. El descenso en este último año 
es leve (un poco más de 2%) como consecuencia de que es mayor 
la cantidad de países que descienden en la puntuación del índice 
que los que avanzan. Como en todos los años que lleva realizán-
dose esta medición, Uruguay, Chile y Costa Rica destacan entre el 
resto de los países por su alto desarrollo democrático (Fundación 
Konrad Adenauer y Polilat, s. f.)

Se muestra a continuación el orden del nivel de desarrollo 
democrático por bloques: alto, medio, bajo y mínimo. 

Gráfico 3
Ranking IDD 2002-2013

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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Gráfico 4
Ranking de países con alto desarrollo democrático

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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lo largo de las mediciones, se han ido alternando en el liderazgo 
del mismo. En 2012, Costa Rica se ubicó en la mejor posición, se-
guida por Uruguay y Chile. En 2013, en cambio, es Uruguay quien 
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Se puede apreciar que Perú, Argentina, Panamá, México y 
Brasil integran el bloque de desarrollo medio. En conjunto, Uru-
guay, Costa Rica, Chile, Perú, Argentina, Panamá, México y Brasil 
son los ocho países que superan el promedio regional. Uno de los 
datos importantes es que Brasil se incorpora a este grupo por se-
gunda vez en los 12 años de medición del IDD-Lat, consolidando 
su progresiva mejora de los últimos años. Perú ocupa un auspi-
cioso cuarto lugar en una tendencia casi siempre ascendente, lo 
que quizá se deba —a juicio del autor de este trabajo— al periodo 
de democratización de más de una década que ha ocurrido en el 
país desde la salida de Alberto Fujimori, habiéndose sucedido en 
el gobierno, desde 2000, un presidente transitorio (Valentín Pa-
niagua) y tres presidentes constitucionales elegidos por voluntad 
popular en elecciones limpias, libres y transparentes: Alejandro 
Toledo, Alan García y Ollanta Humala. Cabe resaltar que muchas 
de las iniciativas de estos presidentes se convirtieron en políticas 

Gráfico 5
Ranking de países con desarrollo democrático medio

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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de Estado y se mantuvieron en los siguientes gobiernos, como es 
el caso de la política económica y las referidas a las relaciones in-
ternacionales y al comercio exterior y el turismo. 

En 2013 este grupo estuvo conformado por siete países, 
mientras que en 2012 estuvo conformado por cuatro. República 
Dominicana, Nicaragua y Ecuador con el puntaje de ese año aban-
donan el grupo de mínimo desarrollo democrático para integrar, 
junto con El Salvador, Colombia, Bolivia y Honduras, el conjunto 
de países de bajo desarrollo. Es el grupo que más se ha engrosado, 
fruto de los comportamientos positivos de sus nuevos integrantes.

Gráfico 6
Ranking de países con bajo desarrollo democrático

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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El grupo de países con mínimo desarrollo democrático, 
aquellos que mayor riesgo democrático presentan, se redujo en 
2013 y ha quedado integrado por tres países, que son Paraguay, 
Guatemala y Venezuela. Un dato importante es la integración a 
este bloque de Paraguay, que en años anteriores había perteneci-
do a grupos de mayor desarrollo. Dicho país forma parte de este 
grupo por su pronunciada caída, en más de 27%, consecuencia 
de la crisis institucional que vivió durante 2012, que incluyó la 
destitución del presidente Fernando Lugo. 

Cabe destacar que en la medición del año anterior este 
grupo estaba conformado por seis países, de los cuales sólo que-
daron dos: Guatemala y Venezuela. En el caso del primero, éste 
es el sexto año en el que se coloca entre los países de menor 
nivel de desarrollo democrático; por su parte, Venezuela repite 
esta condición por novena vez. Esa tendencia preocupa sobre-
manera por cuanto no se muestra en la práctica una voluntad 
política de cambio. Por el contrario, al haber salido de su cri-

Gráfico 7
Ranking de países con mínimo desarrollo democrático

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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sis institucional, es probable que Paraguay salga de esta lista en 
2014 y se ubique en una mejor posición.

Se muestra a continuación un gráfico en el que puede apre-
ciarse el promedio por país en el periodo 2002-2013:

Gráfico 8
Ranking de países con alto desarrollo democrático

Fuente: Fundación Konrad Adenauer y Polilat (s. f.).
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regional. El resto de los países tiene un promedio histórico por 
debajo del valor del IDD-Lat 2013. De modo que sólo seis países, 
33% del total, han logrado mantenerse por encima del promedio 
regional histórico, que es de 4 mil 971 puntos.
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Otro de los índices que mide la democracia es el realiza-
do por el periódico de Gran Bretaña The Economist.18 Dicho se-
manario realiza un estudio comparativo de 167 países de todo el 
mundo, tomando en cuenta cinco categorías o parámetros, que 
son: procesos electorales y pluralismo, libertades civiles, funciona-
miento real del gobierno, participación política y cultura política.

Este ranking define cuatro categorías para ubicar a los países. 
La primera de éstas está constituida por las democracias plenas o 
consolidadas (full democracies), del puesto uno al 26; la segunda 
por democracias imperfectas o defectuosas (flawed democracies), 
del puesto 27 al 69; la tercera por regímenes híbridos, del puesto 
80 al 111, y la última por los regímenes autoritarios, del puesto 
112 al final.

Según la tabla de la democracia publicada por dicho diario 
en diciembre de 2010, se puede apreciar que los países latinoame-
ricanos se ubican de la siguiente forma:

18	 The Economist elabora este índice democrático, que constituye un promedio 
ponderado que va de cero a 10, el cual está basado en las respuestas a un cuestionario 
de 60 preguntas con múltiples alternativas. Se consideran áreas críticas de la demo-
cracia, temas referidos a si las elecciones nacionales son libres y justas, la seguridad 
de los votantes, la influencia de países extranjeros en el gobierno y la capacidad de la 
administración pública de implementar sus políticas. Este índice puede llegar a ser un 
tanto subjetivo, ya que la mayoría de las respuestas proviene de expertos, acerca de 
los cuales no se ofrece información alguna. Es decir, no se conoce cuántos son, ni si 
son catedráticos o funcionarios del propio diario. Puede verse esta información en la 
página web del diario: http://www.eiu.com



70
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

Cuadro 5

Tabla de la democracia elaborada por The Economist

Fuente: elaboración propia con información de The Economist (2010).

Uruguay

Costa Rica

Chile

Panamá

Brasil

México

Argentina

Colombia

El Salvador

Paraguay

Perú

República Dominicana

Guatemala

Bolivia

Ecuador

Honduras

Nicaragua

Venezuela

Haití

Cuba

ÍndicePaísRanking

21

24

34

46

47

50

51

57

61

62

62

70

75

80

87

88

89

96

111

121

Categoría

8.10

8.04

7.67

7.15

7.12

6.93

6.84

6.55

6.47

6.40

6.40

6.20

6.05

5.92

5.77

5.76

5.73

5.18

4.00

3.52

Democracia plena

Democracia plena

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Democracia imperfecta

Régimen híbrido

Régimen híbrido

Régimen híbrido

Régimen híbrido

Régimen híbrido

Régimen híbrido

Régimen autoritario
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Según este diario, en la región hay dos democracias plenas: 
Uruguay y Costa Rica. Por su parte, Chile se encuentra muy cerca 
de considerarse como democracia consolidada, al ubicarse en el 
puesto 34; forma parte, al igual que Colombia, El Salvador, Pana-
má, Argentina, Brasil, México, Perú y Paraguay, del grupo de de-
mocracias defectuosas o imperfectas. Bolivia, Ecuador, Venezuela, 
Nicaragua, Honduras y Haití son regímenes híbridos, y Cuba se 
considera como régimen autoritario. 

Criterios de evaluación: representación, participación y accountability

Ahora bien, considerando aquí que los procesos de democratiza-
ción latinoamericanos fueron, son y serán diferentes que los pro-
cesos europeos o norteamericanos (no solamente por lo distintos 
que son sus antecedentes históricos y sus aspectos culturales, sino 
también porque se trata de sociedades que no tienen demasiados 
elementos comunes o puntos de encuentro, salvo casos aislados), y 
que, por tanto, no existen ideales democráticos en cuanto a zonas 
geográficas a las cuales América Latina debe “mirar”, se conside-
ra que esta democratización, para los fines de esta investigación, 
puede ser evaluada en la actualidad de acuerdo con tres criterios: 
representación, participación y accountability, los cuales tienen una 
estrecha relación con sus aspectos más procedimentales.

Si bien no constituye el ánimo del presente trabajo elaborar 
un desarrollo conceptual de estos tres criterios, porque además 
existe una diversidad de opiniones con respecto a los mismos, sí 
se considera oportuno presentar algunos puntos de vista con res-
pecto a éstos. 

Del criterio de representación 

En ese sentido, el criterio de representación se relaciona con un 
sistema de control y de limitación del poder, que implica que el 
régimen democrático se confía a los mecanismos representativos 
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por medio de los cuales este poder se transmite, lo que permite a 
la sociedad civil, entendida como esfera autónoma y autosuficien-
te, desarrollarse como tal (Sartori, 2007, pp. 167-176). 

Este criterio está, pues, referido a la realización de eleccio-
nes (abiertas, libres y justas) de los gobernantes por los goberna-
dos, a la existencia de un cierto margen de maniobra de los re-
presentantes elegidos en el ejercicio de su función, a la libertad 
de expresión y formación de la opinión pública, al hecho de que 
las decisiones se alcancen mediante debate y deliberación, así 
como al libre ejercicio de derechos ciudadanos políticos y civiles 
sin los cuales el componente básico de lograr elecciones óptimas 
no podría existir en la realidad (Manin, 1998, pp. 237-238).

Cabe señalar que la representación tuvo como uno de sus 
antecedentes más trascendentales la ampliación del sufragio que 
se produjo entre el último cuarto del siglo XIX y el primero del 
siglo XX, hecho que provocó un cambio fundamental en la natu-
raleza de la democracia representativa. La necesidad de movilizar 
e incorporar nuevas clases sociales en el sistema político actuó 
como motor del desarrollo de los partidos políticos de masas. 
Gradualmente los partidos fueron asumiendo nuevas funciones, 
tanto políticas como sociales, y con su creciente presencia en los 
sistemas políticos se modificaron las características de la represen-
tación política: la competición electoral se comenzó a articular 
en torno a los programas de los partidos políticos y el compor-
tamiento de los electores se entendió como la expresión de una 
identidad de grupo o clase, forjada en parte por las actividades 
y el discurso de los propios partidos. Se fue, por tanto, desarro-
llando el denominado “gobierno de partidos” o “democracia de 
partidos”, basado en la existencia de partidos organizativamente 
fuertes y cohesionados que competían en elecciones libres pre-
sentando programas de gobierno que se sometían al juicio del 
electorado (Thomassen, 1994, p. 252).

A pesar de que a finales de los años 60 y principios de los 
70 del siglo pasado apareció lo que se ha denominado la “crisis 
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de representación política”,19 lo que ocasionó un alejamiento de 
los partidos políticos de los electores y de la ciudadanía en ge-
neral, los mecanismos de representación siguen muy vigentes en 
América Latina. 

En efecto, la mayoría de los países latinoamericanos tiene o 
ha tenido, a partir de 1990, gobiernos civiles electos y las eleccio-
nes son ampliamente reconocidas como la única forma legítima 
de acceso al poder.

Es necesario, sin embargo, considerar que no todos los re-
gímenes que aplican criterios de representación en sus respecti-
vas democracias son iguales en sus diseños institucionales ni en 
el desarrollo de los valores que los sustentan, y América Latina es 
precisamente un muy buen ejemplo de ello.   

En los diversos estudios que existen sobre estos temas se 
puede apreciar una diferencia notable entre los derechos políti-
cos (la mayoría de éstos relacionados con el voto) y las libertades 
civiles (libertad de expresión y creencia, derechos de asociación 
y organización, vigencia de la ley, derechos humanos, autonomía 
personal y derechos económicos). En otras palabras, el avance en 
materia de derechos civiles no ha sido tan notable como la mejo-
ría en los derechos directamente relacionados con el voto.20

Sin embargo, el criterio de representación resulta suma-
mente útil para evaluar el procedimiento en la democracia lati-
noamericana, ya que presenta algunos indicadores que pueden 
ser efectiva y concretamente medidos, como las elecciones de 
representantes a intervalos regulares, la cantidad de elecciones 
realizadas en igualdad de condiciones, la independencia parcial 
de los representantes,21 los procesos de discusión para la toma de 
decisiones, el grado de libertad de opinión pública, la igualdad 
del voto, la autonomía de las instituciones que tienen la respon-

19	 La crisis de representación política implicó la pérdida de legitimidad de los 
partidos políticos, el declive en los niveles de identificación partidista, la creciente 
volatilidad electoral y la disminución en la participación política.

20	 Ver la información contenida en el informe del Latinobarómetro (2010).
21	 Parcial por cuanto representan a determinado partido político o alianza, pero 

también al pueblo que los eligió.
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sabilidad de organizar y calificar los procesos electorales, la inclu-
sión política, entre los principales. 

Del criterio de participación

Por su parte, se eligió también el criterio de participación para eva-
luar el proceso actual de democratización en la región, ya que la 
participación y la representación están fuertemente ligadas para el 
ejercicio democrático. Pero es necesario precisar que la democra-
cia representativa incluye la participación como elemento subordi-
nado, colocándola donde corresponda, pero no en sustitución de 
las tareas encomendadas a la representación (Sartori, 2007, p. 94).

El criterio de participación tiene que ver con que las deci-
siones adoptadas por los representantes se logren con la parti-
cipación de los representados. Pero, como dice Sartori (2007), 
esto puede significar muchas cosas, por lo que es conveniente que 
quien analice la participación explique con precisión a qué se está 
refiriendo. 

Por lo tanto, para utilidad de esta investigación, se plantea 
la participación, sin limitarla a la participación electoral, como la 
posibilidad que tiene el ciudadano de intervenir políticamente no 
solamente a través del derecho de sufragio (elegir y ser elegido sin 
limitaciones, salvo aquellas restricciones que contempla normal-
mente la ley dentro de un Estado de derecho), sino también a ma-
nifestar su opinión en temas de interés público y tener la libertad 
y posibilidad de pertenecer a determinada organización política, 
o desde la sociedad civil. 

Se quiere hacer, entonces, referencia a la participación polí-
tica en los sistemas democráticos, la cual reconoce un conjunto de 
actividades propias de los interesados en la cosa pública: el acto de 
votar y ser votado, la militancia en un partido o en una agrupación 
política, la participación en manifestaciones o actos de protesta, la 
contribución otorgada a una cierta organización política, la discu-
sión de sucesos políticos, la participación en comicios o en una 
reunión sectorial o grupal, el apoyo a un candidato específico en 
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una campaña electoral, la presión ejercida a un dirigente político, la 
difusión de información política (Hernández Norzagaray, 2007, p. 4). 

De esta forma, podría agruparse la participación política 
en tres grupos: uno propiamente presencial, que tendría como 
cualidad principal un comportamiento en esencia receptivo o pa-
sivo, como la asistencia a reuniones, la exposición voluntaria a 
mensajes políticos; es decir, situaciones en las cuales el individuo 
no hace ninguna aportación personal que no sea el apoyo moral 
a una causa. En el segundo grupo se encuentran los activistas; en 
éste los individuos realizan actividades dentro o fuera de una or-
ganización política que tienden a movilizar ciudadanos y realizar 
labores de proselitismo a favor de su organización. El tercer grupo 
considera la participación en sentido estricto, cuando el indivi-
duo contribuye directa o indirectamente a una situación política; 
de manera que busca modificar el orden existente de las cosas 
(Bobbio, Matteucci y Pasquino, 1991, pp. 1137-1139).  

La participación de los sujetos en los asuntos públicos y colec-
tivos ocurre en función de determinados objetivos, lo que hace de 
aquélla una práctica que adquiere más significado en la medida en 
que éstos respondan a necesidades de mayor importancia; esto ocu-
rre cuando se conjugan condiciones que exigen resultados deseables 
y los ciudadanos están presentes dispuestos a movilizarse con el fin 
de lograr esos propósitos (Hernández Norzagaray, 2007, p. 5).

Pese a que hay que considerar que la mayor parte de los ciu-
dadanos de cualquier sociedad política no responden a la clásica 
prescripción democrática según la cual deben estar interesados, 
informados y activos en asuntos públicos, a pesar de lo cual, las so-
ciedades y los gobiernos democráticos suelen mantener su funcio-
namiento adecuadamente y, en consecuencia, no se necesita una 
muy alta participación para el éxito de la democracia, es necesario 
que un alto porcentaje de ciudadanos participe en los procesos 
electorales para asegurar una mínima y necesaria legitimidad, así 
como la responsabilidad de los funcionarios públicos, lo cual tam-
bién ayuda a mantener abiertos los canales de comunicación en la 
sociedad. Así mismo, niveles moderados de participación política 



76
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

suelen ser útiles no solamente para mantener un cierto equilibrio 
entre los roles ciudadanos de participación activa y demandante, y 
de obediencia a las reglas democráticas de convivencia, sino tam-
bién para equilibrar el funcionamiento de los sistemas políticos 
que deben ser, a la vez, responsables y suficientemente poderosos 
para actuar (Milbrath, 1965, pp. 152-154). 

Por ello, se considera que el criterio de participación ofrece 
también indicadores claramente medibles para los interesados en 
evaluar los aspectos procedimentales en las democracias latinoa-
mericanas. Tal es el caso de la participación electoral activa y pasi-
va, la cantidad de militantes de un partido u organización política, 
la calidad de sus intervenciones al interior de esta organización, 
el nivel de participación en manifestaciones, la percepción de los 
ciudadanos que consideran que votar hace la diferencia, el dinero 
otorgado a un partido político para financiar sus actividades, la 
participación en comicios de carácter vecinal o en una reunión 
sectorial o grupal, el apoyo a un candidato específico en una cam-
paña electoral, la difusión de información política utilizando las 
diversas tecnologías de la información, entre los principales. 

Del criterio de accountability

Finalmente, el criterio accountability o rendición de cuentas se re-
fiere al mecanismo que crea los procedimientos y las condiciones 
a través de los cuales los representados premian o castigan a los re-
presentantes. Incluirlo en esta investigación es relevante porque 
durante los últimos 25 años los países latinoamericanos han adop-
tado reformas constitucionales, legales e institucionales, las cuales 
han incluido la creación de instituciones referidas a la rendición 
de cuentas, de las que se hablará en esta parte de la investigación. 
En muchos países se introdujeron también mecanismos de par-
ticipación directa de la ciudadanía, lo que posibilitó la participa-
ción del ciudadano en la toma de decisiones, como, por ejemplo, 
en la revocatoria del mandato de autoridades. 
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El concepto tradicional de rendición de cuentas en la de-
mocracia pone énfasis en la función de supervisión y control de 
los ciudadanos sobre las autoridades políticas, tanto por medio 
de la celebración de elecciones como por los otros poderes del 
Estado. No obstante, desde hace tiempo se reconoce que las elec-
ciones son aún un mecanismo importante, aunque insuficiente 
para una rendición de cuentas plena (Manin, Przeworski y Stokes, 
1999, pp. 29-32). La necesidad de contar con niveles adicionales 
de protección contra los abusos de autoridad es particularmente 
acentuada en países con instituciones poco representativas, poco 
desarrolladas y cuyos mecanismos de rendición de cuentas en el 
entorno legislativo están pobremente configurados, como suele 
ocurrir en América Latina (O’Donnell, 1994, p. 56).

En efecto, el debate y la reflexión en torno a la rendición 
de cuentas de los gobiernos y sus administraciones están muy 
vinculados con el problema de la gobernabilidad y la legitimidad 
de las instituciones democráticas; de manera que hoy en día se 
acepta mayoritariamente que el rendimiento y la calidad de la 
democracia no se circunscriben únicamente a las elecciones y a la 
alternancia en el poder, sino también a la institucionalización de 
la responsabilidad y la transparencia en el uso de ese poder. Por 
ello, mecanismos de rendición de cuentas, situados como rutinas 
promovidas por un marco institucional adecuado, se convierten 
en indicadores del buen desempeño de un régimen democrático, 
el cual va más allá de la eficiencia de la administración y el creci-
miento de la economía, para incorporar también la garantía, el 
respeto y la promoción de los derechos humanos, políticos, eco-
nómicos y sociales (García y Villoria, 2006, p. 1). 

El concepto de rendición de cuentas está muy ligado al de 
responsabilidad, es decir, la obligación de responder por los ac-
tos, pues implica la capacidad de garantizar que las autoridades 
del Estado respondan por sus acciones. El acto de exigir cuentas 
a los funcionarios públicos puede significar la utilización de tres 
mecanismos definidos: la obligación que tienen las autoridades 
de informar al público y a las instituciones sobre sus decisiones, 
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y ser conscientes de que su conducta es vigilada desde afuera; la 
justificación y la explicación de las decisiones y las acciones que 
deben ofrecer quienes ejercen el poder cuando así lo demanden 
los ciudadanos u otras autoridades o instituciones públicas, y, fi-
nalmente, esa facultad de pedir explicaciones a los representan-
tes elegidos por voto popular cuando existen evidencias de abuso 
de poder o de la confianza ciudadana debe poderse convertir en 
sanciones efectivas (Schedler, 1999a, pp. 13-25). Si bien es indis-
pensable hacer público el abuso, no es motivo suficiente para una 
rendición de cuentas, pues para lograr un efecto disuasivo y eficaz 
ésta debe tener consecuencias negativas predecibles para quienes 
cometen las infracciones (Fox, 2000). 

Garantizar la rendición de cuentas en la práctica requiere 
prestar atención a una gran variedad de facultades y estructuras 
en una amplia gama de instituciones, organizaciones y campos 
jurídicos procesales. No sólo es necesario que las autoridades e 
instituciones públicas estén obligadas a comunicar sus decisiones 
y las cuentas de su presupuesto de manera completa y precisa, 
también se requiere la intervención de una serie de organismos 
independientes, motivados, capaces, que fiscalicen la informa-
ción, detecten actos ilícitos, determinen responsabilidades legales 
e impongan sanciones cuando el caso lo amerite. A la vez, una 
ciudadanía participativa, una sociedad civil enérgica y bien or-
ganizada, y una prensa independiente son fundamentales para 
controlar la acción gubernamental, dar a conocer los abusos de 
poder y las violaciones de los derechos de los ciudadanos, aumen-
tar las expectativas del público en cuanto al desempeño del Esta-
do y ejercer presión política para que los agentes fiscalizadores 
puedan tomar y hacer efectivas las apropiadas medidas correctivas 
(Carrillo, 2006, p. 132).

La tradición jurídica de América Latina contempla varios 
tipos de mecanismos de rendición de cuentas que dependen de 
la naturaleza de la trasgresión; en algunos casos existen diferentes 
mecanismos de aplicación que funcionan simultáneamente, que 
son los siguientes: la sanción política, inherente a los sistemas de-
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mocráticos, mediante la cual un funcionario público puede ser 
separado de su cargo como consecuencia de una derrota electoral 
o, en el marco de algunas constituciones o en circunstancias parti-
culares, su mandato puede ser revocado por votación ciudadana o 
del Congreso (voto de censura o juicio político); la sanción admi-
nistrativa se utiliza cuando se quebrantan reglas, procedimientos 
o normas éticas dentro de una organización y, por ende, se trata 
esencialmente de un mecanismo de control interno; la sanción 
civil, que consiste en la obligación de reparar los daños y perjui-
cios que ocasione una violación a la ley, y la sanción penal, que se 
aplica en caso de delitos, contravenciones u ofensas menores. Esta 
sanción penal puede implicar también una sanción fiscal, que se 
refiere a la obligación de indemnizar al Estado o a grupos ciuda-
danos por concepto de los daños pecuniarios o los ocasionados a 
la propiedad (Carrillo, 2006, pp. 132-133).

Es conveniente precisar que desde su dimensión vertical 
esta rendición de cuentas se realiza en el marco de las elecciones, 
en donde los electores adquieren responsabilidad y los represen-
tantes están vinculados. En ese sentido, las elecciones implican 
un mecanismo que actúa como condicionante de las actuaciones 
de los representantes. Esto significa que, cuando las actuaciones de 
los partidos o de los políticos son evaluadas positivamente por los elec-
tores, éstos volverán a elegir la misma propuesta política. Contra-
riamente, si la valoración del elector es negativa, esta opción polí-
tica no recibirá el apoyo que espera obtener (Martínez, 2006, pp. 
10-17). Este aspecto vertical de la rendición de cuentas tiene, por 
supuesto, estrecha relación con los mecanismos de control ciuda-
dano, representados fundamentalmente por las figuras legales (y 
algunas veces constitucionales) de la revocatoria y la reelección 
de las autoridades elegidas a través del voto popular.

La revocatoria de autoridades

Una de las figuras jurídicas que puede constituir una suerte de 
indicador que forma parte del criterio de accountability sin duda 
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alguna es la revocatoria de autoridades. Constituye uno de los me-
canismos de control ciudadano (rendición de cuentas vertical) 
que tiene algún tipo de vigencia en América Latina; consiste en el 
derecho que tienen los ciudadanos para destituir de sus cargos a 
autoridades elegidas a través del voto popular (alcaldes, intenden-
tes, presidentes regionales, consejeros regionales, regidores…22). 

Puede decirse que el Perú es el líder mundial en revocar a 
sus autoridades, puesto que en los más de 16 años que ha tenido 
vigencia, desde 1994, la Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos en ese país ocurrieron 10 procesos de revo-
catoria, en el marco de los cuales fueron sometidos a consulta po-
pular mil 124 alcaldes y 4 mil 179 regidores, de los cuales fueron 
revocados 303 y mil 437, respectivamente (JNE, s. f.). A conside-
ración del experto en materia electoral Fernando Tuesta (2013a), 
el Perú es el país con más procesos de revocatorias en el mundo 
y, a la vez, con mayor número de autoridades destituidas; sin em-
bargo, los resultados no han llevado al fortalecimiento del sistema 
democrático ni han contribuido a la gobernabilidad, puesto que 
estos procesos se han realizado especialmente en el ámbito dis-
trital, en un contexto en el que los partidos políticos están más 
ausentes. Los procesos se efectuaron en zonas rurales y alejadas 
que no gozan de procesos democráticos fuertes ni sostenidos. El 
experto añade que la referida consulta tiene carácter subnacio-
nal, habiéndose realizado en 745 distritos y 10 provincias del país, 
pero en 91.7% de los casos se realizó en poblados con menos de 
5 mil electores. Un mayor porcentaje se encuentra en la sierra 
(60.4%), seguida de la costa (30.4%) y de la selva (9.2%). 

Tuesta (2013b) señala que, durante el periodo de vigencia 
de esta ley, ha podido observarse que —en un contexto de preca-
riedad institucional, ausencia mayoritaria de partidos políticos y 
baja cultura política democrática— el incentivo para usar la revo-
catoria ha sido, mayoritariamente, la captura del municipio o go-
bierno regional a través de las llamadas nuevas elecciones muni-

22	 La denominación puede variar según el país del que se trate.
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cipales (NEM), las cuales producen impactos en varios niveles: en 
un primer nivel, estas nuevas elecciones se convierten en el prin-
cipal incentivo para solicitar la revocatoria, ya que un gran por-
centaje de quienes se encuentran comprometidos en este proceso 
son excandidatos y exalcaldes que han visto en estas elecciones 
una puerta que se abre allí donde perdieron a través de un proce-
so electoral; en segundo lugar, se generan periodos perjudiciales 
de provisionalidad, pues entre la revocatoria de una autoridad y 
las NEM hay meses con autoridades provisionales, por lo que hay 
alcaldes o regidores cuyo mandato ha terminado siendo corto, 
lo que genera que difícilmente una autoridad tenga tiempo para 
desarrollar una gestión de manera adecuada; en tercer término, 
posterior a las NEM, en muchos municipios el alcalde pierde la 
mayoría absoluta (la mitad más uno del número legal del conce-
jo) que obtuvo cuando ganó las elecciones.

Por su parte, la especialista argentino-suiza Yanina Welp 
(2013) es otra de las expertas en la materia. Ella señala que la revo-
catoria no es un invento sudamericano, ya que también han ocu-
rrido experiencias de este tipo en Inglaterra, Polonia, Japón y Esta-
dos Unidos. Sin embargo, precisa que en el Perú, desde la creación 
de esa figura jurídica en 1993, se han generado más solicitudes que 
en Estados Unidos, donde la revocatoria tiene más de 110 años de 
creada. Sostuvo, además, que la existencia de la revocatoria y de su 
adecuada regulación contribuye a generar válvulas para preservar 
el sistema político; no obstante, su uso intensivo provoca más pro-
blemas de los que resuelve. Welp (2013) ha señalado cuatro causas 
que justifican la materialización de un proceso de revocatoria. En 
primer término, se encuentra la insatisfacción de la ciudadanía 
con la gestión de una autoridad. En segundo lugar, está la facilidad 
para activar este mecanismo, tomando en cuenta que los porcenta-
jes de firmas requeridas son fácilmente obtenibles, como en Perú, 
Ecuador y Colombia. En tercer lugar, se encuentran los incentivos 
denominados “perversos” para su empleo, puesto que los partidos 
políticos y los promotores poseen un fuerte interés por apurar el 
final de un gobierno y propiciar nuevas elecciones. La cuarta razón 
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está referida a las garantías institucionales para su activación, lo 
cual se relaciona con la confianza que la ciudadanía tiene en sus 
organismos electorales.

Beatriz Franco Cuervo (2013) contrasta el caso peruano con 
el de Colombia, señalando que si el primero tiene el récord en 
intentos de revocatorias y mandatos revocados, el segundo “pasó 
invicto en dos décadas”. En una primera etapa, que va desde 1994 
(año de su reglamentación) hasta 2002, se presentaron 34 pedidos 
para revocar autoridades; 11 llegaron a las urnas, pero ninguno 
prosperó. Para la segunda fase, 2002-2012, se flexibilizó la norma-
tividad, con lo cual las solicitudes crecieron a 96, pero llegaron 
a votación sólo 21 y no procedió ninguna. Precisa que la revocato-
ria en Colombia es sólo para gobernadores y alcaldes, que se activa 
a partir del año de la posesión de la autoridad, pero sin exceder 
las tres cuartas partes del gobierno. El sustento de un proceso de 
revocatoria es el incumplimiento del programa de gobierno y el 
sentimiento de insatisfacción general de los ciudadanos. En los 
procesos de 2013, de los 29 intentos de activación sólo uno culmi-
nó el proceso de votación y no hubo revocatoria por no superar el 
umbral. En este grupo, el caso más emblemático es la solicitud de 
revocatoria del alcalde de Bogotá, Francisco Petro Urrego.

En Uruguay, la Constitución política establece tres impor-
tantes mecanismos de democracia directa y de participación 
ciudadana (el referéndum, el plebiscito y la iniciativa popular), 
pero no instituye la consulta popular de revocatoria. Wilfredo 
Penco (2013), vicepresidente de la Corte Electoral de Uruguay, 
precisa que el mecanismo del referéndum tiene en su país un 
carácter derogatorio de leyes nacionales y departamentales, y es 
activado con la adhesión de 25% de los electores. Entretanto, 
el plebiscito es aplicado para legitimar o desechar las reformas 
constitucionales planteadas, mientras que la iniciativa popular 
busca instituir leyes y normativas.

El investigador ecuatoriano Franklin Ramírez Gallegos 
(2013) señala que, en su país, la reforma del Código de la Demo-
cracia que se realizó en mayo de 2011 permitió “frenar en seco” 
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la fuerza de la revocatoria de mandato. La modificación legal res-
pondió a una reacción política institucional de los sectores que 
resultaron destituidos, lo que se impulsó vía una demanda de 
inconstitucionalidad. Entre los nuevos criterios para la admisión 
de solicitudes destacan la variación del porcentaje de firmas re-
queridas (en proporción al número de habitantes de la jurisdic-
ción), el mayor protagonismo que adquirió uno de los órganos 
electorales ecuatorianos (el Consejo Nacional Electoral) y, sobre 
todo, que el peticionario debe fundamentar, de manera clara y 
precisa, las razones del pedido. El experto agrega que la revoca-
toria en Ecuador surge como consecuencia de la consulta popu-
lar de 1997, pero que recién se activó en 2010 por efectos de la 
Constitución de 2008, que flexibilizó este mecanismo. Desde en-
tonces, se presentaron 784 solicitudes, las cuales terminaron con 
la convocatoria de 78 procesos. De esas 784 iniciativas, 730 fueron 
encaminadas antes de la reforma del Código de la Democracia 
(mayo de 2011); 98% de los pedidos ha sido dirigido a autorida-
des locales: prefectos, alcaldes, concejales, presidentes y vocales 
de juntas parroquiales. El resto de solicitudes fue dirigido contra 
el presidente de la república (tres), el presidente de la Asamblea 
Nacional (una) y diversos asambleístas (12). Ninguna prosperó.

Por su parte, la experta Miriam Kornblith (2013) se ha re-
ferido al caso venezolano, manifestando que la revocatoria es el 
mecanismo de democracia directa menos conocido en su país, y 
también el de menos uso. Esta herramienta nació con la Constitu-
ción de 1999, en la que se estableció que es aplicable a todos los 
cargos de elección popular, sea a escala nacional, regional o local. 
Para la destitución de la autoridad, la consulta se puede plantear 
a partir de la mitad del periodo de mandato del funcionario y no 
demanda ningún tipo de justificación. Para que sea activada, se 
requiere no menos de 20% de firmas del padrón de electores de 
la localidad y, para que ésta prospere, deben asistir a la jornada 
electoral por lo menos 25% de sufragantes de la circunscripción. 
Así mismo, a diferencia de otros países, la legislación electoral 
venezolana establece que estas peticiones sólo pueden ser presen-
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tadas por una organización política que esté debidamente regis-
trada en el Consejo Nacional Electoral. Con este marco jurídico 
se han realizado dos procesos de revocatoria. El primero, el 15 
de agosto de 2004, para decidir la permanencia de Hugo Chávez 
en la jefatura del Estado, cuyo resultado fue la no destitución del 
mandatario. El segundo proceso fue en 2007, en el que el órgano 
electoral aprobó la recolección de firmas para la revocación de 
167 cargos, pero solamente prosperaron 10 solicitudes; finalmen-
te, se revocaron cinco autoridades: una diputada y cuatro alcaldes 
de localidades pequeñas. Así mismo, Kornblith (2013) comenta 
que una de las razones del por qué la revocatoria tiene poco uso 
en Venezuela responde a que el electorado desconfía de sus auto-
ridades electorales (situación inversa a lo que ocurre en muchos 
países latinoamericanos).

En el Estado plurinacional de Bolivia no se han activado 
los procesos de revocatoria, aunque se han producido intentos 
fallidos. Evo Morales promovió en 2008 un proceso de revoca-
toria contra su mandato y el de nueve gobernadores del país. 
Esta consulta no fue de abajo hacia arriba, sino que el propio 
presidente de la república la llevó adelante vía un decreto de 
ley; como resultado se ratificó al mandatario y se destituyó a dos 
prefectos opositores al gobierno. El experto boliviano Teodoro 
Verdugo (2013) precisa que la revocatoria se institucionalizó en 
su país con la Constitución de 2009 y se aplica a todas las autori-
dades elegidas por voto popular, a nivel nacional, departamen-
tal, regional o municipal. Se solicita cuando haya transcurrido al 
menos la mitad del mandato, procediendo una sola vez en cada 
periodo. Los requisitos son muy rigurosos para revocar a una 
autoridad nacional, pues se requieren las firmas y huellas dacti-
lares de por lo menos 25% del padrón electoral nacional, acom-
pañado de 20% del padrón de cada departamento. Así mismo, 
los resultados serán válidos si vota por lo menos 50% más uno 
de las personas inscritas en la circunscripción electoral, siempre 
que se cumplan dos condiciones: que los votos válidos a favor de 
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la revocatoria sean superiores a los votos válidos en contra y que 
el porcentaje de sufragios válidos a favor de la remoción supere 
al de los votos válidos con los que fue elegida la autoridad. Final-
mente, el experto señala que hasta el 22 de febrero de 2013 el 
órgano electoral boliviano recibió 124 solicitudes de revocatoria 
contra 216 autoridades, de las cuales fueron aceptadas 79 (pos-
teriormente, fueron archivadas 76 por no cumplir el número de 
firmas exigidas). 

En Argentina resulta difícil activar el mecanismo de la re-
vocatoria, tanto en el ámbito provincial como en el municipal, 
debido a las rigurosas exigencias y a la insuficiente e inacabada 
legislación sobre el tema. Este mecanismo ciudadano está vigente 
a nivel provincial y municipal en cinco provincias y en la ciudad 
autónoma de Buenos Aires, mientras que otras siete provincias 
tienen establecida la revocatoria sólo para sus municipios. Facun-
do Arques (2013) comenta que las posibilidades para remover au-
toridades provinciales (diputados) son bastante remotas debido 
a que se exige un alto porcentaje de firmas (20%) para iniciar el 
proceso. Además, se requiere 50% de votos respecto del padrón 
electoral a fin de revocar a una autoridad, como sucede en dos de 
las seis provincias que introdujeron la revocatoria (Chaco, La Rio-
ja) y en la ciudad autónoma de Buenos Aires. Otro factor que im-
pide la ejecución de la revocatoria es que solamente las provincias 
de Chaco y Tierra del Fuego, más la ciudad autónoma de Buenos 
Aires, han sancionado la ley regulatoria necesaria.

Habiendo analizado la figura de la revocatoria, corresponde 
abordar la otra dimensión del accountability, que es la horizontal. 
Ésta implica un sistema de controles entre las diversas institucio-
nes (y entre sus máximos representantes) con la finalidad de evi-
tar actos de corrupción y abuso de poder, dando prioridad a la 
búsqueda del interés general y a una utilidad pública por encima 
de intereses particulares.

Para O’Donnell (1999), la rendición de cuentas horizontal 
se refiere a: 
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la existencia de entidades estatales jurídicamente habilitadas y fa-
cultadas, y que se encuentren verdaderamente dispuestas y capa-
citadas para tomar medidas que abarquen desde la supervisión 
rutinaria hasta la imposición de sanciones penales o el juicio 
político por actos u omisiones de otros representantes o institu-
ciones del Estado que puedan calificarse de ilícitos. (p. 38)

En América Latina, en los últimos años, se ha puesto particu-
lar énfasis en la creación de entidades para la rendición de cuentas 
horizontal, encargadas de combatir la corrupción y promover la 
transparencia. Las iniciativas contra la corrupción se centran en 
la creación de organismos nacionales dedicados exclusivamente a 
luchar contra las prácticas ilícitas. 

En ese sentido, O’Donnell (2000) sostiene que existen dos 
tipos de instituciones que practican la rendición de cuentas en su 
dimensión horizontal. El primer tipo lo constituyen las institucio-
nes de equilibrio, que son las que tradicionalmente practican la 
rendición de cuentas, ejerciendo funciones de control al fomen-
tar el balance entre poderes del Estado independientes y dotados 
de facultades y obligaciones algo diferentes, pero superpuestas al 
mismo tiempo. El segundo tipo lo constituyen las instituciones 
con mandato específico, ya que se establecieron para controlar 
amenazas concretas de infracciones en el uso del poder y no para 
regular de manera general el balance entre los principales pode-
res del Estado. Se trata de instituciones con nombres y propósitos 
similares, pero con diferencias importantes entre los distintos paí-
ses. Los esfuerzos realizados para complementar las instituciones 
tradicionales de rendición de cuentas han dado como resultado 
complejas organizaciones, en algunos casos, con funciones su-
perpuestas. Pueden mencionarse aquí los casos de la Auditoría 
o Contraloría General (instituciones supremas de auditoría), el 
Ministerio Público o Fiscalía General de la Nación, la Defensoría 
del Pueblo o Comisión Nacional de Derechos Humanos.   

Para finalizar con este capítulo, resulta interesante puntuali-
zar algunas de las características sobre las cuales coinciden la ma-
yoría de los autores con respecto al proceso de democratización 
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actual en América Latina. En ese sentido, se puede señalar que 
los regímenes de la región tienen en la actualidad, en términos 
generales, las siguientes características: los líderes de gobierno y 
los miembros del Poder Legislativo son seleccionados por medio 
de elecciones competitivas; los derechos civiles y humanos tienen 
una vigencia mucho más limitada que en las democracias desa-
rrolladas; los Estados son débiles y tienen poca capacidad para 
asegurar la vigencia de la ley; la ciudadanía desconfía de las insti-
tuciones democráticas o está insatisfecha con su funcionamiento 
(sobre todo con las que se encuentran más vinculadas a lo políti-
co: municipalidades, gobiernos regionales, Congreso, Poder Eje-
cutivo y Poder Judicial); el consenso democrático es extenso pero 
aún superficial, y, no obstante todo lo anterior, los regímenes son 
notablemente resistentes, como se podrá apreciar en el último 
capítulo de esta investigación. 

En la línea de presentar estudios actuales sobre el proceso 
de democratización latinoamericano, otro análisis (que resulta 
curioso pero a la vez real) es el que propone Carlos Meléndez 
(2010) cuando plantea el término democratización chicha.23 El autor 
quiere referirse con esto a que:

Por más reformas constitucionales que se han producido, proce-
sos de descentralización, “partipacionitis”, planes anticorrupción, 
etcétera, el legado autoritario continúa presente. Las crisis de go-
bernabilidad que afrontan nuestros gobiernos son producto de la 
herencia de una democracia trunca, que no progresó por la au-
sencia de voluntad de los líderes y por la falta de capacidad. Con-
tinúan los espionajes telefónicos, las asesorías privadas de inteli-
gencia, la postergación social permanente, la desigualdad (que 
muchas veces constituye un proceso que termina en violencia y 
muerte). Muchos de nuestros gobernantes siguen interpretando 
la represión como la solución eficiente y fácil. Durante la prime-
ra década del siglo XXI hemos sido testigos de una apertura de-
mocrática a medias, una “democratización chicha”, ya que no ha 
impedido que persistan vigentes legados autoritarios. (pp. 25-26)

23	 Según la Real Academia Española (2001), uno de los significados del término chicha 
es “en aposición para referirse a toda actividad informal, de mal gusto y de baja calidad”.
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No obstante, más allá de ciertos matices y diferencias de opi-
nión, el balance que se puede realizar sobre la evolución política 
de la región en los últimos años resulta positivo y alentador. El 
camino que falta por recorrer quizá no deje apreciar todo lo que 
se ha logrado. En primer lugar, por el retorno a la democracia 
luego del padecimiento de extendidos regímenes dictatoriales 
en países de larga tradición democrática en sistemas políticos de 
indiscutible gravitación continental, desde la superación de ines-
tabilidades profundas y con el signo siempre alentador de rota-
ciones no traumáticas en el gobierno. En segundo lugar, por la 
incorporación al círculo democrático de otras sociedades que a 
lo largo del siglo XX vivieron siempre o casi siempre bajo regí-
menes autoritarios. Finalmente, por la revitalización o creación 
de espacios de integración política regional o subregional con la 
finalidad de buscar superar sus rasgos democráticos deficitarios 
(Caetano, 2008, p. 183). Es más, se considera aquí que la región 
vive el proceso de democratización más importante de toda su 
historia, encontrándose en su máximo nivel luego de 30 años de 
iniciada esta etapa. 
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En el presente capítulo, se analizarán los principales elementos 
que hacen que el aspecto administrativo y procedimental de la 
democracia, representado fundamentalmente por los organismos 
que conforman la administración electoral de un país, signifique 
el sustento o la base sobre la cual se pueden ir construyendo pro-
cesos democráticos verdaderamente sólidos. 

En efecto, en estas últimas décadas, se produjo un avance 
notable en relación con el funcionamiento electoral en América 
Latina y hubo algunos logros en términos institucionales. Cier-
tamente, es imposible negar que el avance más importante de 
la democracia latinoamericana en estos últimos años haya sido 
en las cuestiones procedimentales, tema que justamente consti-
tuye el gran protagonista de este documento. El procedimiento 
importa y mucho. Pero tampoco se puede negar que la materia 
procedimental-minimalista de la democracia que se ha desarrolla-
do fuertemente en América Latina tiene cuestionamientos muy 
válidos que se desprenden naturalmente de ese enfoque. 

Es necesario reconocer, pues, que esta dimensión procedi-
mental tiene también limitaciones en su alcance, ya que, como 
sostienen diversos autores y académicos, la democracia es mu-
cho más que un conjunto de condiciones para elegir y ser electo, 
más que la perfección de su sistema electoral, pues persisten de-
ficiencias en otras dimensiones sociales y económicas, de rendi-
ción de cuentas, de respeto al Estado de derecho, y los partidos 
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políticos como agentes de representación no están funcionando 
en muchos casos. 

En efecto, como señala Sartori (2007): 

Ciertamente, la democracia no es sólo votar y elegir. La demo-
cracia es un sistema político, un gran y complejo conjunto de 
estructuras, mientras que el votar y elegir no es más que un ins-
trumento para elegir a los que mandan: un instrumento usado 
desde que el mundo es mundo como alternativa a la sucesión 
hereditaria, al derecho de la fuerza, a la conquista del poder 
por la fuerza. Por lo tanto, el votar-elegir no tiene de por sí nin-
guna consecuencia democrática. El Papa de la Iglesia Católica 
es elegido por el colegio de los cardenales pero sigue siendo 
un jefe absoluto. El votar-elegir adquiere consecuencias demo-
cráticas si y sólo si se inserta en un sistema democrático que lo 
es porque tiene estructuras limitadoras del poder que impiden, 
precisamente, que la elección produzca un jefe absoluto que tie-
ne sometido al que lo ha elegido. Así pues, es obvio que las elec-
ciones no crean un sistema democrático. Las elecciones —dice 
desde siempre la doctrina— son una condición necesaria pero 
no suficiente de democracia, son un instrumento necesario de 
democracia si y sólo si se insertan en un sistema de poder y de 
gobierno caracterizado por frenos y contrapesos, es decir, en un 
sistema constitucional de respeto al Estado de derecho. Un par-
tido dictatorial o teocrático que gana una elección no instaura 
y ni siquiera prefigura una democracia: la destruye si existía, e 
impide que exista en el caso que pudiera darse. (p. 374)

El autor continúa en esa línea de pensamiento al agregar:

Cuando se vota para elegir no decidimos cuestiones especí-
ficas de gobierno, que el verdadero poder del electorado es 
el poder de elegir quién lo gobernará y que, por lo tanto, las 
elecciones no deciden “las cuestiones”, sino quién será el que 
las decida, que la democracia electoral no es muy exigente ya 
que en ella interactúan públicos lo suficientemente autóno-
mos y lo suficientemente informados (que no son muchos) 
como para estar en condiciones de elegir quién decidirá las 
cuestiones. (p. 127)
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Y no sólo Sartori ha planteado este enfoque, sino también 
otros autores, como, por ejemplo, Dieter Nohlen (1994), quien 
ha señalado:

Las elecciones son una técnica de designación de representantes … 
pueden ser utilizadas en lugar de otras técnicas (designación de re-
presentantes mediante sucesión, por oficio o por nombramiento) 
sin tener contenido democrático alguno. En consecuencia, las elec-
ciones no son exclusivas de las democracias. (p. 9)

Terry Karl (1997, pp. 5-23) también critica la tendencia 
de equiparar a la democracia con elecciones competitivas mul-
tipartidarias, argumentando, entre otras cosas, que la domina-
ción militar de los regímenes de América Central entre 1980 y 
los primeros años de la década de los 90 constituyó “regímenes 
híbridos” y no democracias. Por su parte, Larry Diamond, Juan 
Linz y Seymor Martin Lipset (1989) etiquetan como “semidemo-
cráticos” aquellos regímenes:

donde el poder efectivo de los funcionarios electorales está tan 
limitado, la competencia política de los partidos tan restrictiva o 
la libertad y justicia de las elecciones tan comprometida que los 
resultados electorales, si bien son competitivos, todavía se desvían 
significativamente de arrojar las preferencias populares; y/o don-
de las libertades civiles y políticas son tan limitadas que algunas 
orientaciones políticas e intereses no son capaces de organizarse 
y expresarse. (p. 117)

Si bien todas éstas son consideraciones con las que se puede 
en definitiva estar de acuerdo, se sostiene también que el esta-
blecimiento de una democracia electoral es un primer paso muy 
importante en la construcción de una democracia más integral, 
quizá el más complicado de todos (porque siempre lo más difícil 
es comenzar un proceso), el que establece un piso mínimo en la 
tarea más amplia que tiene que ver con la expansión de los dere-
chos y las libertades de la ciudadanía. 
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Es un hecho, pues, que en gran parte de los países latinoa-
mericanos la democracia es casi exclusivamente un asunto de man-
tener vigentes las clásicas libertades civiles de una forma limitada 
y frágil, así como la realización de unas elecciones competitivas, 
lo cual no significa que los procedimientos democráticos sean in-
dependientes de la distribución de fuerzas en la sociedad. Quizá 
sea la desigualdad en tal distribución, entre otros factores, lo que 
explica que la democracia latinoamericana se vea reducida en la 
mayoría de los casos a un conjunto de procedimientos electorales.

En ese sentido, otros cuestionamientos sobre la democracia 
sustentada en lo procedimental suelen ser los que tienen que ver 
con algunas interrogantes que surgen dentro de este enfoque y 
que son difíciles de dilucidar, como: ¿qué son exactamente elec-
ciones justas, honestas y libres?, ¿cómo se sabe si los partidos han 
tenido oportunidades justas en sus campañas y los electores de 
todo el país han estado en capacidad de ejercer su voto con li-
bertad?, ¿cómo se sabe que los resultados oficiales presentados 
por las autoridades reflejan exactamente los votos que han sido 
emitidos?, ¿cómo se sabe si los candidatos que escogen y presen-
tan las organizaciones políticas han sido realmente elegidos por 
procesos internos democráticos? 

Dieter Nohlen (2009, p. 31) sostiene también que lo procedi-
mental es importante, pero la política no debe agotarse en esto, ya que 
existe el peligro de que los procedimientos y las resoluciones vincula-
dos, sobre todo, a la justicia electoral, así como las controversias sobre 
ambos y sobre la actuación del aparato administrativo y jurisdiccional 
electoral, atraigan toda la atención y desplacen otros aspectos igual-
mente importantes en el desarrollo de la democracia en América Lati-
na, especialmente los contenidos y los objetivos mismos de la política. 

Se corre el peligro de que esta alta visibilidad del árbitro del 
juego político en la democracia postautoritaria genere la crítica a 
la democracia representativa, percibida como centrada sólo en lo 
electoral; una crítica que ya se expresa con el concepto democracia 
electoral, como denominación para las democracias latinoamerica-
nas, o de electoralismo, como término para señalar su orientación y 
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su desdén por lo social, que se manifieste, finalmente, en el difuso 
concepto de moda democracia de baja calidad. Se está frente a una 
paradoja, pues es ampliamente compartida en la región la idea de 
que a una democracia que se reduce a lo procesal y desatiende el 
contenido —los objetivos de las políticas públicas— le será muy 
difícil consolidarse (Nohlen, 2009, p. 31).

En lo particular, aceptamos todas esas limitaciones y esta-
mos de acuerdo con que una democracia de mayor calidad sólo 
puede ser alcanzada bajo ciertas condiciones de bienestar y de 
rendimiento institucional, yendo más allá de las visiones más pro-
cedimentales o minimalistas. Nos parece correcto también señalar 
que, en síntesis, decir que los países latinoamericanos son demo-
cráticos es expresar una verdad muy importante, pero incompleta. 
En efecto, los países latinoamericanos han recorrido un camino 
muy importante, sustentado principalmente en el desarrollo de 
temas vinculados a las elecciones y los derechos humanos y civiles, 
pero queda todavía un largo trecho por recorrer y mucho trabajo 
por hacer para que estos países sean evaluados positivamente en 
otros criterios o dimensiones que tienen que ver, por ejemplo, 
con la legitimidad  o con la fortaleza del Estado y sus instituciones.

Reconociendo la existencia de todas estas cuestiones, se 
abordan aquí dos asuntos que nos parecen importantes. En pri-
mer lugar, que las definiciones del término democracia que se 
encuentran fuera del enfoque procedimental han dado lugar a 
numerosos adjetivos y teorías, de lo más variados, por cierto, que 
complementan la palabra, sobre los cuales no ha existido ni exis-
tirá un consenso en el mundo académico. El resultado de “abrir” 
el concepto ha dado lugar no sólo a estudios serios y profundos, 
sino también a posturas de lo más disparatadas.24

24	 Democracia burguesa, capitalista, de baja intensidad, delegativa, directa, for-
mal, liberal, integral, congelada, limitada, nominal, obrera, participativa, deliberativa, 
popular, imperfecta, real, cuadrada, etcétera. Así mismo, analistas políticos han ofreci-
do una selección de términos para caracterizar las democracias cualificadas, incluyen-
do los siguientes: semidemocracias, democracias formales, democracias de fachada, 
pseudodemocracias, democracias débiles, democracias parciales, democracias ilibera-
les, democracias virtuales, democracias dictatoriales. 
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Como expresión metafórica se podría decir, sin temor a equi-
vocaciones, que la cura ha sido peor que la enfermedad, ya que en 
muchos casos el término democracia se ha “prostituido” en su utiliza-
ción; hoy se puede escuchar discursos de políticos o leer artículos 
en diversos medios de información que utilizan frecuentemente esa 
palabra, cuando realmente se están refiriendo a cualquier otra cosa.   

La segunda cuestión que se quiere precisar es que, si estos 
asuntos procedimentales o minimalistas no son adecuadamente 
planificados, organizados, implementados y superados, pasar a una 
segunda etapa (la del rendimiento institucional y del desarrollo de 
otros importantes aspectos) no traerá buenos resultados al no tener 
una base sólida sobre la cual pueda desarrollarse. Sólo así se po-
drán alcanzar ciertos mínimos en un conjunto de dimensiones que 
están más allá de los procedimientos y las reglas del juego básicas. 

En el orden de ideas de lo que hasta aquí se ha manifestado, 
es necesario precisar que, para fines de la presente investigación, se 
considera que el terreno que propone la concepción minimalista o 
procedimental de la palabra democracia es mucho más firme y con-
fiable que el ingresar al significado amplio de la misma, teniendo en 
cuenta, sobre todo, que cada vez más países latinoamericanos están 
adoptando formas de democracias electorales a través de eleccio-
nes regulares, competitivas y multipartidarias, así como que se ha 
producido un aumento de la observación electoral internacional, 
que significa una vigilancia muy cercana a estos procedimientos.

La democracia electoral

Como se ha podido apreciar, al término democracia se le han agre-
gado adjetivos que muchas veces en lugar de contribuir a aclarar 
su significado han tenido el efecto contrario, generando en algu-
nos casos confusión y en varias ocasiones demagogia. 

Para mayor información sobre estas cuestiones, puede revisarse también el texto de 
Collier y Levitsky (1998).
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La noción democracia desde siempre ha indicado una enti-
dad política, una forma de Estado y de gobierno; ésa sigue siendo 
la acepción primaria del término. Pero dado que hoy en día se 
habla también de democracia social, de democracia económica, 
de democracia procedimental, etc., sería recomendable aclarar 
en cada momento lo que se quiere decir (Sartori, 2007, p. 19).

Cada vez que se utilice la palabra democracia, es recomendable 
especificar a qué se está haciendo referencia, en especial dentro 
de la realidad latinoamericana. Como se ha apuntado al inicio de 
esta investigación, la conceptualización de democracia que será uti-
lizada será precisamente la procedimental. En su defecto, se hará 
la aclaración que corresponda o se hablará de democratización o 
procesos de democratización25 en América Latina, tal y como se ha 
hecho en el primer capítulo de este documento.

De lo expresado hasta aquí, puede concluirse que la aparien-
cia ha mostrado, a lo largo de las dos últimas décadas del siglo XX 
y los primeros años del XXI, una consolidación relativa de la demo-
cracia, ya que sólo se incluye dentro de esta afirmación la definición 
restrictiva del término: hay elecciones periódicas, en la mayoría de 
los casos limpias y transparentes, pero todavía persisten mecanis-
mos clientelares. En un buen número de casos hay alternancia de 
partidos en el ejercicio del gobierno, las Fuerzas Armadas no tienen 
injerencia en las decisiones políticas o, donde aún poseen alguna, 
tienden a subordinarse al poder civil —tendencia visible, no exenta 
de dificultades—, y los golpes de Estado al estilo clásico no parecen 
probables o resultan muy difíciles de sostener, al menos a corto plazo 
(Ansaldi, 2008b, p. 105).

Ha podido notarse también que existe un consenso gene-
ralizado, tanto a nivel de la doctrina como de organizaciones 
internacionales, en cuanto a que se ha venido logrando una con-
solidación de las cuestiones procedimentales de la democracia, 

25	 Para no generar confusión en el lector, se considera más apropiado referirnos 
a democratización o procesos de democratización para denominar, de manera gene-
ral, a ese periodo de construcción democrática que han afrontado desde hace algún 
tiempo la mayoría de los países de la región.
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por lo que es correcto afirmar que se han estado sentando las 
bases para el logro de una democracia electoral.

En ese sentido, estos progresos en la materia que ha logrado 
América Latina, a partir de la tercera ola de democratización, han 
sido medidos hace ya algún tiempo por el PNUD (2004) en su in-
forme La democracia en América Latina.

En dicho informe se señala que la democracia desde 1970 
—año en que casi la totalidad de los países se encontraban goberna-
dos por regímenes autoritarios— ha tenido grandes avances, ya que 
el índice de democracia electoral (IDE)26 pasó de 0.28 en 1977 a 0.69 
en 1985 y a 0.93 en 2002, como se puede apreciar a continuación. 

26	 El valor IDE va de cero a uno, y está construido a partir de cuatro variables: el 
derecho al voto, la limpieza y la libertad de las elecciones y los cargos públicos electos.

Gráfico 9
Índice de democracia electoral, 1977, 1985, 1990-2002

Nota: América Latina ha progresado en cuanto a democratización. A fines de los 70 la 
mayoría de los países tenía regímenes autoritarios. El IDE sube de 0.28 en 1977 a 0.69 
en 1985, 0.86 en 1990 y 0.93 en 2002.

Fuente: PNUD (2004, p. 80).
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Aunque el IDE mide sólo un aspecto del sistema político, 
que corresponde a la dimensión o condición mínima para que 
pueda hablarse de democracia, los datos muestran que en la re-
gión existen hoy democracias electorales (PNUD, 2004, p. 27).

Específicamente, el informe concluye que en todos los países 
estudiados se reconoce el derecho universal al voto, que la prácti-
ca de elecciones limpias se ha establecido como el patrón general, 
pues a pesar de algunos problemas, en general, las elecciones na-
cionales fueron limpias a partir de 1990 y en los primeros años de la 
década del 2000; que es clara la tendencia hacia un mejoramiento 
en el componente de elecciones libres, ya que en ese mismo perio-
do se dieron restricciones importantes a la libertad electoral en 10 
de 70 elecciones nacionales, pero la tendencia general fue positiva; 
además, son aislados los episodios de irregularidades, fraude elec-
toral e intimidación a votantes, y se avanzó en la cuestión referida 
a que las elecciones sean un medio de acceso a cargos públicos: el 
traspaso del mando presidencial se convirtió en una práctica co-
mún, aunque en algunos casos se haya dado en medio de complejas 
crisis constitucionales. 

Si bien esta tendencia positiva no es uniforme, está compro-
bado que en las últimas décadas el número y la proporción de las 
democracias en el mundo se han más que duplicado y la mayoría 
de los países latinoamericanos han pasado por procesos de de-
mocratización mediante la vía electoral. Desde Argentina hasta 
México, los actores políticos han estado participando en el juego 
de la competencia por votos y escaños y la lucha simultánea por 
las reglas electorales. 

En este informe se señala también que ese conjunto de re-
glas y procedimientos para la formación y el ejercicio del gobier-
no al que se denomina democracia electoral ha podido abarcar 
aspectos de relevancia, que podrían resumirse en una manera 
de organizar la sociedad con el objeto de asegurar y expandir 
los derechos de los que son portadores los individuos, a través 
de las elecciones libres y competitivas, elecciones limpias e insti-
tucionalizadas (con lo que se garantiza el acceso a las principales 
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posiciones gubernamentales —con excepción del Poder Judicial 
y las Fuerzas Armadas—) y poseedoras de los componentes esen-
ciales que pueden ser considerados como la esfera básica de la 
democracia (PNUD, 2004, pp. 56-58). 

Bajo la premisa de un proceso de democratización impulsa-
do primeramente desde el ámbito electoral, se pudieron identifi-
car sus variables clave, como los niveles de competencia electoral, 
la calidad democrática de las elecciones y las decisiones estratégi-
cas de los partidos políticos (Schedler, 2002, p. 847).  

Se sustenta también la existencia de una democracia elec-
toral asentada en América Latina, el denominado rally electoral 
(Zovatto, 2007) de estos últimos años. En efecto, entre 2005 y 
2014,27 la región ha desplegado una intensa agenda electoral, lo 
cual trajo como efecto que la gran mayoría de nuestra población 
fuera a las urnas. Todos los países del Cono Sur (Brasil, Chile, 
Argentina, Paraguay y Uruguay), los cinco de la región andina 
(Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela), la mayoría de 
los de América Central (Costa Rica, Honduras, Nicaragua, Gua-
temala, El Salvador y Panamá) y México celebraron elecciones 
generales, en algunos casos en más de una ocasión, para elegir al 
presidente de la república en elecciones competitivas (respetan-
do los plazos legales de duración del cargo), con lo que se pro-
dujo una sana alternancia en el poder, cuyos resultados han de-
lineado un nuevo mapa político regional. Además, se realizaron 
elecciones legislativas concurrentes, no simultáneas; referendos 
y otras consultas populares, como la revocatoria de autoridades 
electas en muchos países latinoamericanos. Gran parte de la 
población latinoamericana acudió a las urnas en estos últimos 
años, por lo que una parte mayoritaria de los ciudadanos valora, 
acepta y compite bajo esas reglas.

La muy abultada agenda electoral que continúa en la actuali-
dad, sin precedentes históricos, demostró que la democracia electo-

27	 Este dato debe actualizarse, puesto que se están realizando elecciones de manera 
periódica en la región, cada vez con mayor frecuencia.
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ral es parte sustancial y viva de la institucionalidad política en Amé-
rica Latina. Las elecciones democráticas y pluralistas son el medio 
normal, legítimo y de consenso para elegir las autoridades políticas 
en la región. El maratón de elecciones realizadas en condiciones de 
normalidad democrática respecto al régimen civil y al Estado de de-
recho confirma la consolidación de la democracia electoral y de las 
instituciones electorales en América Latina. 

Es evidente también que el perfeccionamiento continuo de 
los procesos electorales y el fortalecimiento de la democracia di-
recta, que empieza a ser una realidad en la región, abrirán nuevas 
oportunidades de participación a la ciudadanía, le darán más le-
gitimidad a los sistemas democráticos y complicarán aún más las 
ya numerosas agendas electorales. La democracia directa moderna 
incluye nuevas formas de participación ciudadana, tales como la 
revocatoria, la iniciativa en la formación de leyes y el referéndum 
(IIDH-Capel, 2007).

La democracia electoral latinoamericana, a pesar de su re-
lativa corta edad en la mayor parte de la región, y probablemente 
con excepción de en Haití y Cuba, revela solidez en sus aspectos 
electorales, salvo en situaciones aisladas. En general, existe un 
buen desarrollo de los sistemas necesarios para brindar condicio-
nes aceptables de libertad, igualdad, transparencia, autenticidad y 
competitividad, al menos en el plano técnico (IIDH-Capel, 2007).

Todos estos temas que abarca la democracia electoral 
constituyen logros, características y libertades ligados a aspec-
tos técnicos y procedimentales que, más que ser actos aislados o 
cuestiones para ser minimizadas, merecen ser reconocidos, res-
petados y tomados en cuenta en los diagnósticos y análisis que se 
realicen sobre el tema. De esta forma, se considera que la infor-
mación que se ha presentado hasta el momento, conjuntamente 
con la que se estudiará, sustenta y comprueba efectivamente la 
utilidad de lo procedimental en los procesos de democratización 
latinoamericanos, tanto a nivel de contribución teórica como, 
principalmente, en su funcionamiento práctico.
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El procedimiento y la calidad de la democracia

Para terminar este apartado, cabe precisar la necesidad de com-
plementar este gran avance en cuestiones procedimentales que 
ha tenido la democracia en la región con el desarrollo de otras 
de sus dimensiones importantes, con la finalidad de poder lograr 
democracias de mayor calidad. Como señalan los autores Ismael 
Crespo y Antonia Martínez (2005):

Aunque en las últimas dos décadas todos los países latinoamerica-
nos han adoptado regímenes democráticos, los análisis que desde 
el mundo académico y desde el ámbito político se realizan sobre 
la realidad latinoamericana indican que el principal desafío de la 
región es consolidar democracias de calidad. (p. 404)

Al hablar de calidad de la democracia, se quiere hacer 
referencia, sin duda, a cuando aquélla presenta parámetros 
estables y dinámicos a sus ciudadanos en lo que se refiere al 
orden político, económico y social; logra niveles crecientes de 
incorporación política y social, y garantiza la protección de la 
ley democrática con igual intensidad y en toda la extensión del 
territorio nacional y a sus ciudadanos (Carlos Filgueira, Fernan-
do Filgueira, Sergio Lijtenstein y Andrés Moraes, 2005, p. 95).

En efecto, por un lado, como bien puntualiza Waldo Ansal-
di (2008b):

La pérdida de confianza en instituciones centrales de la democra-
cia —partidos políticos, Congreso Nacional, Poder Judicial— es 
un indicador clave de las ya más de tres décadas de democracia. 
En América Latina en conjunto esas tres instituciones y la policía 
son las que cuentan con menor confianza por parte de la ciuda-
danía. (pp. 105-106)

En la misma línea se encuentran algunos de los comentarios 
centrales del informe del PNUD (2004), los cuales ratifican que:
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Las instituciones políticas se han deteriorado. La representación 
partidaria no encarna a los intereses de buena parte de la socie-
dad. Nuevos movimientos y formas de expresión política surgen, 
pero aún no tienen un cauce institucionalizado de expresión. Se 
necesita devolver contenido y capacidad de transformación a la 
política. (p. 34)

Por otro lado, en el informe se puntualiza: 

la mayoría de los países latinoamericanos tienen el desafío de pa-
sar de una democracia de electores a una democracia de ciudada-
nas y ciudadanos. Reclaman el fortalecimiento de la participación 
y de la capacidad crítica de la ciudadanía. (PNUD, 2004, p. 34)

La democracia debe, pues, gestionarse para lograr metas 
sustantivas a fin de construir un espacio de deliberación y diálogo 
donde la posibilidad real del ejercicio efectivo de los derechos fun-
damentales no sea sólo una aspiración sino que esté garantizada. 
Una forma apropiada para analizar la calidad de la democracia 
de un país puede ser el colocar la democracia real frente a un ins-
trumento de evaluación normativo, que surja de la reflexión so-
bre el deber ser de la misma, basado en experiencias históricas de 
su funcionamiento. Ello implica un análisis de carácter político, y 
muchos autores e instituciones señalan que la democracia como 
concepto político se sustenta en dos principios fundamentales: 
el control popular y la igualdad política (Beetham, 1994, p. 28). 

Según Beetham (1994, pp. 28-30), a partir de estos princi-
pios se pueden definir cuatro dimensiones que constituyen una 
línea de base interesante para poder medir la calidad de la demo-
cracia. La primera dimensión es la de elecciones libres y justas, 
que aborda cuestiones como la extensión de las elecciones, la in-
clusividad de las mismas, la equidad real y formal entre partidos, 
candidatos y electores en lo que respecta al acceso a los medios de 
comunicación y a los recursos económicos; la igualdad en el valor 
del voto, entre las principales. La segunda dimensión se refiere a 
un gobierno abierto que rinde cuentas sobre la base del accounta-
bility horizontal y vertical, la evaluación de políticas públicas, la 
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descentralización, la transparencia en la gestión, la calidad de las 
estadísticas del gobierno. La tercera dimensión se refiere a los 
derechos civiles y políticos aceptados y respetados, lo que implica 
un reconocimiento legal de los derechos y la posibilidad real del 
ejercicio de los mismos. Finalmente, la cuarta y última dimen-
sión tiene que ver con una sociedad cultural y estructuralmente 
democrática, lo que implica un análisis del nivel de capital social 
existente y del poder de las grandes corporaciones y sus sistemas 
internos de gobierno y control, el desarrollo de una cultura cívi-
ca, la extensión de la participación ciudadana, etcétera.

Por su parte, y coincidiendo con muchos de los aspectos que 
desarrolla Beetham (1994), una institución que ha trabajado estos 
temas en los últimos años es IDEA Internacional (2009a, pp. 9-10), 
la que señala en su documento Evaluar la calidad de la democracia 
que estos principios de control popular e igualdad política definen 
cuestiones por las que han luchado los defensores de la democracia 
por mucho tiempo, que están referidas a lograr que el control del 
pueblo sobre la toma de decisiones públicas sea más eficaz e inclu-
sivo, a eliminar el monopolio de la élite sobre la toma de decisiones 
y sus beneficios, y a superar obstáculos, tales como los de género, et-
nia, religión, idioma, clase y riqueza. De este análisis se desprenden 
siete valores que pueden servir como indicadores sobre la calidad 
de la democracia: la participación (de los ciudadanos en la toma 
de decisiones), la autorización (a los representantes o funcionarios 
públicos mediante elecciones libres y justas), la representación (de 
grupos diferentes en igualdad de condiciones), la responsabilidad 
(por parte de todos los funcionarios: el Parlamento, los jueces, el 
defensor del pueblo y demás organismos de control), la transpa-
rencia (para rendir cuentas), la capacidad de respuesta (frente a las 
necesidades públicas, a través de una serie de instituciones median-
te las cuales se pueden articular estas necesidades) y la solidaridad 
(la igualdad encuentra especial expresión en la solidaridad que los 
ciudadanos de las democracias muestran ante quienes no piensan 
como ellos; tiene que ver con la tolerancia). 
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IDEA Internacional (2009a, p. 11) propone enmarcar todos 
estos valores en cuatro pilares. El primero de éstos se denomina 
ciudadanía, legislación y derechos; aborda los temas referidos a los 
derechos del ciudadano (civiles, políticos, económicos y sociales) y 
la capacidad del Estado de garantizarlos mediante la Constitución 
y la ley. El segundo pilar se trata de un gobierno representativo y 
responsable de rendir cuentas; abarca las instituciones de este tipo 
de gobierno, incluyendo el proceso electoral, el sistema de parti-
dos, el rol del Parlamento, así como el control civil de las fuerzas 
militares y policiales. El tercer pilar lo constituyen la sociedad civil 
y la participación popular; se refiere a unos derechos garantizados 
por el proceso legal, así como a una ciudadanía alerta y activa. El úl-
timo pilar tiene que ver con la democracia más allá del Estado, que 
contempla las dimensiones internacionales de la misma, evaluando 
las influencias externas sobre la democracia de un país y el impacto 
democrático de éste en el exterior. 

Puede concluirse no solamente que es necesario y constituye 
una labor pendiente emprender tareas para mejorar la calidad de las 
democracias latinoamericanas, sino también que existen herramien-
tas y criterios para tales efectos. Si bien esto implica desarrollar ade-
más de los aspectos procedimentales otras dimensiones de la demo-
cracia, a lo largo de este trabajo se intentará demostrar que a través 
del procedimiento en los sistemas democráticos (función ejercida 
principalmente por los organismos electorales) se contribuye al de-
sarrollo de esas otras dimensiones de la democracia. Esto es, que 
en América Latina el eficiente rendimiento de la administración 
electoral ha permitido que los organismos que la conforman con-
tribuyan con una mejora de la calidad de la democracia, lo que po-
dría  significar, a su vez, el paso de una democracia electoral a una 
de ciudadanas y ciudadanos, a través de las labores de la educación 
para la democracia que, cada vez con mayor empuje, realizan la 
mayoría de los países de la región.28 

28	 Se profundizará en las nociones sobre la educación para la democracia más 
adelante. 
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La administración electoral

La administración de elecciones podría considerarse como un 
campo de análisis relativamente nuevo dentro de la ciencia polí-
tica; específicamente, como un producto surgido de los estudios 
que sobre la construcción y la consolidación de la democracia se 
han realizado, sobre todo como consecuencia de la tercera ola 
democratizadora. En ese sentido, es necesario enfatizar lo que se 
indicó en el primer capítulo sobre que, si bien están comenzan-
do a aparecer algunas investigaciones referidas a la administra-
ción electoral y a la integridad electoral, que serán detalladas en 
este capítulo, puede señalarse, de manera general, que no existen 
libros ni documentos analíticos e integrales sobre el tema, sino 
recopilaciones de artículos y documentos de expertos con desa-
rrollos conceptuales bastante concretos. 

En ese sentido, uno de los pocos estudios que desarrolla es-
tos temas es la Red de Conocimientos Electorales ACE, en cuyos 
análisis se señala incluso: “Desafortunadamente, los temas acerca 
de cómo, dónde, cuándo y por qué se estructura la administración 
electoral no han sido objeto de investigación amplia y con rigor 
en los campos de la ciencia política o la administración pública” 
(IDEA Internacional, IFES y Undesa, s. f.).29

Este escaso interés puede deberse, a nuestro entender, en-
tre otras cuestiones, a dos razones fundamentales. La primera es 
que existe la creencia arraigada de que los organismos de la admi-
nistración electoral constituyen instituciones puramente procedi-
mentales, dedicadas única y exclusivamente a organizar y calificar 

29	 La Red de Conocimientos Electorales Ace es un proyecto surgido en 1998 por 
iniciativa de IDEA Internacional, IFES y Undesa, y que actualmente se ha convertido 
en un esfuerzo en el que colaboran algunas organizaciones, tales como IDEA, Elec-
toral Institute for Sustainable Democracy in Africa (EISA), Elecciones Canadá, IFES, 
Undesa, PNUD, la División de Asistencia Electoral de Naciones Unidas, etcétera. 
Constituye una fuente de información electoral en línea que brinda datos y consejos 
específicos acerca de los procesos electorales; ofrece artículos especializados, cifras 
y estadísticas mundiales, una enciclopedia electoral, información sobre asistencia, 
observación y desarrollo profesional electoral; recursos específicos de determinada 
región o país, noticias electorales diarias, un calendario electoral...
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elecciones, por lo que se consideran ámbitos de mucha especiali-
zación, conformados por cuestiones sumamente técnicas que no 
generan mayores problemas; así, se cree que no resulta necesaria 
su conclusión en el análisis de las variables vinculadas a la demo-
cratización por la poca influencia que tienen sobre ésta. Por ende, 
suelen ser considerados temas de investigación menos interesantes 
en comparación, por ejemplo, al desarrollo de una teoría de la 
democratización, al estudio de procesos de transición o a la medi-
ción de las actitudes de los electores ante nuevos regímenes. Los 
temas procedimentales, se presume, son más tediosos y menos in-
teresantes de estudiar y documentar, y tienen un alcance profesio-
nal bastante reducido que puede ser manejado por un pequeño o 
mediano equipo muy técnico y especializado.30

La segunda razón implica todo lo contrario a lo expuesto 
en el párrafo anterior. Es decir, se piensa también que este tipo de 
instituciones son sumamente sustantivas y complejas, por lo que 
se sitúan en un lugar que podría denominarse híbrido o ambiguo, 
ya que no se sabe muy bien qué son, lo que significa que estas 
cuestiones no son consideradas y analizadas, por ejemplo, en el 
marco del comportamiento de los procesos electorales, sino más 
bien cuando se observan asuntos que tienen que ver con cuestio-
nes de fondo vinculadas a la materia constitucional, el respeto 
al Estado de derecho, los derechos humanos, los derechos civi-
les, la participación política, etcétera. Ello, sumado al alcance tan 
restrictivo y especializado que se supone tiene el tema bajo este 
enfoque, puede llegar a desalentar que se profundice al respecto.

En ambos casos, se considera que el análisis de estas materias 
no ha generado el suficiente interés entre los lectores, llámense 
estudiantes, profesores, funcionarios, autoridades nacionales e 
internacionales, etcétera.

Aquí se señala que ni lo uno ni lo otro es cierto: los or-
ganismos de administración electoral no son instituciones tan 

30	 Dependiendo del país del que se trate, el grupo de profesionales que se nece-
sita para trabajar en estos temas puede ser mayor o menor.
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procedimentales como para dar por descontado que lo que tie-
nen que hacer lo harán exclusiva y correctamente (elecciones), 
ni tampoco son órganos superiores e intocables que se desen-
vuelven bajo el manto de la Constitución de cada país, lugar 
reservado únicamente para expertos y especialistas. De hecho, 
existe en la actualidad en la región una inclinación por acer-
car mucho más al ciudadano estos organismos y hacer de ésta 
una relación más participativa y horizontal, con lo que se bus-
ca generar mecanismos como la educación ciudadana o para 
la democracia, que lleven a mejorar no sólo la capacidad de 
implementar elecciones libres, justas y competitivas, sino tam-
bién a contribuir al avance de los niveles de gobernabilidad y 
la construcción democrática de los países.

Esta situación contribuye a generar un cambio en la per-
cepción sobre las instituciones que conforman la administración 
electoral de los diversos países, con lo que se produce una ten-
dencia en estos últimos años no solamente hacia el aumento de la 
importancia que tienen estas entidades para el desarrollo y el for-
talecimiento de las democracias, sobre todo en América Latina; 
sino también en cuanto al aumento de este tipo de organizaciones 
a nivel mundial, cuyas principales características serán abordadas 
en éste y el siguiente capítulo de la presente investigación.  

Pese a que ha sido un tema constantemente ignorado y 
poco analizado, el aspecto administrativo de las elecciones consti-
tuye un nuevo foco de atención y puede proveer de importancia a 
la empresa de la democratización. Desde este punto de vista y te-
niendo en cuenta el importante pero a la vez frágil carácter de los 
experimentos democráticos latinoamericanos contemporáneos, 
quizá la mejor manera de prevenir el regreso al pasado o la cons-
trucción de una democracia fallida es a través del fortalecimiento 
de instituciones que aseguren que la asignación del poder se re-
fleje transparente y adecuadamente en las preferencias popula-
res. Así pues, la línea límite entre los políticos y la administración 
electoral requiere una constante vigilancia en prácticamente to-
dos los países en desarrollo, en especial en los latinoamericanos.



109
El procedimiento en América Latina

Conceptualización y proceso de evolución 

Las elecciones y la administración electoral, junto con otros servi-
cios públicos, se desarrollaron más en los últimos 25 años que en 
los 2 mil 500 anteriores. El ritmo del cambio ha ido a la par de los 
crecientes procesos de automatización y modernización, del resur-
gimiento de gobiernos democráticos en muchos países latinoame-
ricanos en la década de los 80, de las caídas del Muro de Berlín y 
de la Unión Soviética. Estos eventos despertaron el interés de la co-
munidad internacional por las elecciones democráticas, por lo que 
proporcionó asistencia electoral, empezando por la participación 
de las Naciones Unidas en la administración y el seguimiento de 
los preparativos de Sudáfrica para las elecciones en Namibia(1989) 
como parte de la descolonización; después en Camboya (1994), Ti-
mor Oriental (2001), Afganistán (2004) e Irak (2005), numerosas 
agencias de asistencia bilateral, organizaciones internacionales, or-
ganizaciones no gubernamentales (ONG) y otro tipo de institucio-
nes se han vuelto participantes activos en el campo de la asistencia 
electoral (IDEA Internacional, IFES y Undesa, s. f.).

Después de la Segunda Guerra Mundial ocurrieron tanto la 
descolonización como un nuevo proceso de apertura electoral en 
situaciones donde no había confianza de los ciudadanos, como sí 
existía en las potencias coloniales de los nuevos gobiernos provi-
sionales. Fue en este contexto que las autoridades electorales en 
forma de comisiones independientes se colocaron a la vanguardia 
de la política electoral. En América Latina este tipo de autorida-
des se estableció en el primer trimestre del siglo XX, cuando la 
oligarquía fue reemplazada por gobiernos más liberales de oposi-
ción en varios países (Uruguay, Chile, Colombia y Costa Rica), y 
fue durante la tercera ola de democratización (específicamente a 
finales de 1970) cuando los organismos electorales independien-
tes y autónomos se fueron convirtiendo en el modelo institucio-
nal de administración electoral vigente en las diferentes regiones 
del mundo (López Pintor, 2004b, p. 46).
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En efecto, hasta hace aproximadamente cuatro décadas, 
en la mayoría de los países en desarrollo, se accedía al poder por 
medio de las armas y la violencia, ya que la apuesta para ganarlo 
era sumamente alta y se hacía lo que fuera necesario con tal de 
obtenerlo. Las elecciones fueron, pues, la manera más civilizada 
de elegir líderes, y en aquellos países con élites pequeñas y di-
vididas, en donde los perdedores de una elección podían sufrir 
considerables perjuicios (por ejemplo, quedarse sin alternativas 
de empleo), esta manifestación básica y fundamental de demo-
cracia se mezclaba con actos violentos. Más aún, muchos políti-
cos que no lograron llegar al poder terminaron en el exilio o en 
prisión, hecho que, sumado a la falta de experiencia, capacidad 
y compromiso de autoridades y funcionarios en muchos países 
latinoamericanos, explica por qué las elecciones fueron un tema 
particularmente complejo en países en transición y por qué les 
tomó tanto tiempo a los líderes aprender cómo jugar con las 
reglas del juego electoral de una forma democrática y tolerante 
(Pastor, 1999, pp. 7-9).

En este proceso, destaca el hecho de que las elecciones 
multipartidarias no han sido una situación común en la mayoría 
de los países en desarrollo y de que en gran parte de las demo-
cracias viejas y estables la cuestión de la reforma electoral está 
apareciendo en estas últimas décadas: Estados Unidos estableció 
su Comisión Federal de Elecciones en 1975, Australia creó su 
Comisión Electoral en 1984 y en el Reino Unido la conveniencia 
de introducir una autoridad general de elecciones en el sistema 
político del país se comenzó a discutir hace algunos años. De 
hecho, en ambas, las nuevas y las viejas democracias, en los ar-
gumentos que apoyaron el establecimiento de organismos elec-
torales independientes se resalta la importancia de estas estruc-
turas en promover la transparencia democrática y la eficiencia 
técnica (López Pintor, 2000, p. 46).

Sin embargo, mientras que en las democracias de los 
países industrializados este proceso se ha ido perfeccionando 
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lentamente,31 en muchos países de América Latina el estable-
cimiento de instituciones, reglamentos y prácticas adminis-
trativas para garantizar el libre ejercicio del sufragio y la libre 
expresión de las preferencias políticas continúa siendo un pro-
blema pendiente (Nohlen, 2007, p. 21). 

El proceso de democratización del sufragio ocurrido apro-
ximadamente a mediados del siglo pasado (de manera no unifor-
me) en los países latinoamericanos fue acompañado por normas 
legales que tuvieron por objeto impedir el fraude electoral y mejo-
rar las reglas del juego que regulaban los procesos electorales. De 
esta manera, se intentó impedir y restringir, a través de instrumen-
tos administrativos de control, cualquier situación que pusiera en 
riesgo la credibilidad y la legitimidad de las elecciones.

Así pues, en los países latinoamericanos con una larga tradi-
ción democrática, se generó lo que se puede denominar “costum-
bre electoral” sustentada en el Estado de derecho, que se volvió 
una parte de la cultura política y que sobrevivió a los periodos 
autoritarios. Puede decirse, incluso, que ésta contribuyó en la su-
peración del autoritarismo. En países como Costa Rica, Uruguay y 
Venezuela, por ejemplo, dicha tradición originó la formación de 
un cuarto poder del Estado (Poder Electoral) a partir de la crea-
ción de autoridades electorales supremas (Nohlen, 2007, p. 21). 

31	 Incluso en los países más desarrollados, la democracia es un trabajo en pro-
greso y sus aspectos procedimentales no son perfectos. Ejemplos de esto pueden ser 
los casos ocurridos en Estados Unidos; el primero de éstos después de las elecciones 
generales de 1996, cuando los partidos Demócrata y Republicano se acusaron mu-
tuamente de fraude electoral por el mal uso de las boletas de las personas ausentes 
en Louisiana y la votación de quienes no eran ciudadanos en California. El segundo 
caso es el que se refiere a lo ocurrido en Florida en las elecciones presidenciales 
tan reñidas entre George W. Bush y Al Gore en 2000; en éstas, hubo problemas de 
irregularidades con respecto al sistema de votación y recuento de los votos, por lo 
que el asunto terminó en la Corte Suprema con el juicio Bush vs. Gore.

Esto no es usual y demuestra que los países en desarrollo no tienen el monopolio 
del fraude y la corrupción. La cuestión es saber si las instituciones gubernamentales 
y no gubernamentales son lo suficientemente sólidas e imparciales para ofrecer a 
los ciudadanos confianza en que el fraude es la excepción y no la regla, y que puede 
ser corregido, lo cual requiere, entre otras cosas, de una autoridad fiscalizadora 
independiente y judicialmente imparcial.
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Durante ese camino de evolución de los organismos de la ad-
ministración electoral, en el periodo de masiva explosión de la de-
mocratización luego de la Segunda Guerra Mundial y la más recien-
te ola de democratización, adquirió relevancia, en primer lugar, la 
cuestión sobre si el Ejecutivo tenía la suficiente legitimidad para 
jugar el rol de réferi en la competencia por el poder por medio de 
elecciones. Por ello, no fue accidente que algunas de las democra-
cias más estables, como la de los Estados Unidos, hayan establecido 
comisiones electorales independientes en los años 70. Posterior-
mente, y de manera paulatina, la mayoría de los países en donde 
las elecciones fueron administradas por el gobierno han progresi-
vamente establecido organismos de supervisión electoral con o sin 
representantes de partidos políticos, frecuentemente con la ayuda 
de instituciones, consultores y mediadores internacionales, a través 
de cuyos aportes contribuyeron a construir y mejorar el funciona-
miento de este tipo de organizaciones como importantes vehículos 
para asegurar la rendición de cuentas horizontal y vertical. 

En América Latina, en el siglo pasado, específicamente du-
rante los años 20 y 30, se crearon cortes, tribunales y consejos elec-
torales con funciones jurisdiccionales (Chile, Uruguay y Brasil). 
Excepcionalmente, en la Constitución costarricense de 1949 se 
creó un cuarto poder del Estado, constituido por el Tribunal Su-
premo de Elecciones, institución que desde entonces se convirtió 
en modelo para la región debido a la jerarquía e importancia de 
sus atribuciones administrativas y jurisdiccionales. 

En lo que a las transiciones latinoamericanas de los años 80 
respecta, cada país restableció su diseño de autoridad electoral, 
generalmente un órgano independiente o un tribunal autónomo 
con responsabilidad por el proceso electoral. Cabe mencionar 
que esta autoridad en un buen número de países latinoamerica-
nos ha sido históricamente considerada con el prestigio y la estima 
ciudadana suficientes como para sobrevivir incluso a regímenes 
militares, particularmente en Uruguay entre 1974 y 1980, y Chile 
desde 1973 hasta 1988, país en el cual el máximo responsable del 
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Servicio Electoral, un senador seleccionado, sirvió en esta posi-
ción desde principios de 1960 bajo un largo periodo de gobiernos 
militares y civiles (López Pintor, 2000, p. 34).

Otros ejemplos a nivel global de este proceso de evolución son 
los países de Europa del Este, entre éstos Hungría, Eslovenia, Ruma-
nia, Polonia, Checoslovaquia y Bulgaria, que establecieron comisio-
nes centrales para las elecciones de 1989-1900. Tal vez la acción más 
llamativa para ofrecer confianza a través de este tipo de organismos 
tuvo lugar en Sudáfrica, en donde el gobierno nombró a varios paí-
ses, en particular a Canadá, Zimbabue y Eritrea, para formar parte 
de la comisión electoral independiente (Goodwin-Gill, 2005).

Es interesante y oportuno señalar que los organismos elec-
torales nacieron en varios países por al menos dos razones. La pri-
mera tiene que ver con las deficiencias o carencias organizativas en 
la separación de los dos poderes que regularmente se encargan de 
la gestión electoral, que son el Ejecutivo y el Judicial. La segunda 
razón se refiere al hecho de poder afrontar una operación com-
pleja y políticamente relevante como es la organización de los pro-
cesos electorales. En ese sentido, existen organismos electorales 
independientes debido a que por lo menos una de las siguientes 
preguntas no tenía una respuesta afirmativa: ¿existe una admi-
nistración ordinaria que actúa con criterios de profesionalidad, 
neutralidad e independencia suficientemente sólidos con respecto 
al partido político que está en el poder como para garantizar que 
esas características se van a mantener cuando está en juego una 
posible alternancia en el mismo?, ¿la opinión pública del país y los 
propios partidos políticos están dispuestos a creer firmemente en 
la neutralidad de su administración para organizar elecciones?, ¿es 
la administración pública, considerada como neutral, lo suficien-
temente eficaz y está dotada de los medios necesarios para una 
operación tan compleja como es la de organizar elecciones?, ¿son 
suficientes los controles judiciales ordinarios para garantizar la ac-
tuación adecuada de la administración? y, finalmente, suponiendo 
que lo sean, ¿puede confiarse el control de las elecciones al Poder 
Judicial o carece de la neutralidad o de los medios necesarios para 
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desarrollar su función en las condiciones que requiere un proceso 
electoral? (Kline, 1995, pp. 4-10).

En lo que a esta cuestión respecta, se sostiene aquí que la 
evolución de los organismos de la administración electoral no 
puede estar separada de los procesos de democratización; está 
comprobado que su implementación ha producido mayores éxi-
tos que fracasos en las diferentes regiones del mundo en las últi-
mas décadas. 

Ahora bien, ingresando al terreno que tiene que ver con el 
significado del término, cabe señalar, como lo afirma el acadé-
mico español Rafael López Pintor (2000a), que el concepto ad-
ministración electoral tiene dos dimensiones: la primera relativa a 
los órganos encargados de la organización, la dirección y el con-
trol de los procesos electorales, y la segunda vinculada a las acti-
vidades y los procesos necesarios para lograr que las elecciones 
se lleven a cabo eficazmente. Aunque la relación entre ambas 
acepciones es estrecha, hay que distinguir entre la connotación 
institucional y las cuestiones de gestión para comprender los al-
cances del concepto administración electoral en sus dimensiones 
sujeto-acción y órgano-procedimiento. En su sentido institucio-
nal, alude al conjunto de órganos de derecho público respon-
sables de la conducción de las elecciones. Puede abarcar uno o 
varios organismos, según el diseño electoral de cada país. Los 
agentes encargados de la administración electoral suelen con-
tener divisiones o departamentos especializados en la planifica-
ción estratégica de las elecciones, la organización, la dirección 
y el control de las fases del proceso electoral; la organización 
y la capacitación del personal, la administración financiera, la 
consultoría jurídica, el registro de electores, la publicidad, la lo-
gística y el procesamiento de datos, etcétera.

Por otra parte, en su acepción adjetiva, el concepto adminis-
tración electoral refiere, fundamentalmente, a la administración de 
elecciones, es decir, gestión y procesos. En este sentido, se alude 
a una serie de actos sucesivos y concatenados esbozados por el 
régimen electoral que tienen por objeto la designación de cargos 
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públicos mediante la realización material de elecciones. Entre esa 
variedad de actividades ordenadas en fases, destacan la convoca-
toria a elecciones, la inscripción de candidaturas, la elaboración 
del padrón electoral, la campaña política, la formación de juntas 
electorales, la jornada electoral, el escrutinio y la declaratoria for-
mal de candidatos electos, entre las principales. 

La administración electoral, en sus dos dimensiones, puede 
ser analizada como objeto de diseño institucional o como variable 
independiente respecto a otros componentes del sistema político 
(para fines de este trabajo, resulta ser la principal variable inde-
pendiente, que afecta directamente a la variable dependiente, la 
democracia en América Latina). 

Otra aproximación a este tema señala que la administración 
electoral ha sido abordada por la literatura desde tres distintas 
visiones: la subjetiva, la procesal y la sistémica. Desde el enfoque-
subjetivo, la administración electoral se refiere a los organismos 
electorales, es decir, a los agentes encargados de llevar a cabo las 
elecciones, con sus respectivas modalidades y subdivisiones según 
cada régimen electoral. El enfoque procesal la entiende como 
gestión de elecciones; corresponde a un acercamiento procesal 
de los comicios, es decir, a un proceso electoral. Finalmente, la vi-
sión sistémica coloca el énfasis en la relación de las elecciones con 
otros componentes del sistema político (Picado, 2009, pp. 97-98).

En ese sentido, el enfoque subjetivo pretende describir y 
comparar a los organismos electorales, el procesal tiende a in-
troducir elementos valorativos de la eficiencia y la transparencia 
de las elecciones, mientras que el sistémico pretende investigar 
las relaciones entre la administración electoral y otras variables. 
Estos enfoques no son excluyentes entre sí, sino más bien acumu-
lativos, por lo que resulta necesario el aporte de los tres para la 
construcción futura de una sólida teoría sobre la administración 
electoral. En efecto, en su sentido subjetivo, administración elec-
toral alude al diseño normativo de los organismos de derecho 
público responsables de la conducción de las elecciones. Puede 
abarcar una o varias entidades, según la configuración institucio-
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nal de cada país, ubicadas en el Poder Ejecutivo, en el Judicial o 
con independencia de ambos. En su acepción procesal, puede 
estudiarse como gestión administrativa de las elecciones. La ges-
tión electoral alude a una serie de actos sucesivos y concatenados 
que tienen por objeto la designación de cargos públicos median-
te la realización material de elecciones. Administración electoral, 
en este sentido, se define como la actividad gerencial del proceso 
electoral (Picado, 2009, p. 98). 

Por lo tanto, para los fines que el desarrollo de la presente 
investigación requiere, se utilizará la primera aproximación de las 
dos que sobre administración electoral han sido presentadas, la 
cual se refiere a los organismos electorales en su sentido institu-
cional, a fin de conocer cuál ha sido el papel preponderante de 
estos órganos en las democracias de los países latinoamericanos, 
así como para describir y analizar cuál ha sido la tendencia vincu-
lada a esta cuestión en los últimos años. 

Entre los pocos autores que analizan el tema de la admi-
nistración electoral comparativamente destacan Dieter Nohlen, 
Andreas Schedler, Todd Eisenstadt (estos dos últimos autores han 
trabajado principalmente el caso mexicano), Jonathan Hartlyn, 
Jennifer McCoy, Thomas Mustillo, Robert Pastor, Joseph Thomp-
son, Jorgen Elklit, Andrew Reynolds, Hugo Picado León y Rafael 
López Pintor. Cabe señalar que la mayoría de los autores nom-
brados desarrollan aspectos puntuales sobre el tema, siendo muy 
pocos los que llegan a profundizar en la cuestión a través de una 
visión integral. 

En ese sentido, es de lectura imprescindible para todas 
aquellas personas interesadas en el tema el análisis que realiza 
Rafael López Pintor (2000) en su estudio Electoral management bo-
dies as institutions of governance, financiado por el PNUD; en éste se 
llama a los organismos que conforman la administración electoral 
electoral management bodies.32 En el documento, el autor detalla muy 

32	 “Organismos de administración electoral” (traducción nuestra).
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bien lo que significan este tipo de instituciones en todo el mundo, 
ofreciendo datos comparativos más que interesantes.

Otro enfoque importante es el que ofrecen Jorgen Elklit y 
Andrew Reynolds (2000, p. 2), quienes destacan el impacto direc-
to que tiene cada vez más la calidad de la administración electoral 
en la manera en la que los procesos electorales en los países en 
desarrollo y sus resultados son contemplados. Este hecho no es 
únicamente resaltado por observadores internacionales, sino tam-
bién —lo que es más importante aún— por actores domésticos, 
como electores, partidos, medios de comunicación y observado-
res locales. Estos grupos no necesariamente ven las cosas de la 
misma manera y sus percepciones son útiles en la medida en que 
permiten calcular o evaluar, por lo menos en parte, las razones 
por las cuales diferentes actores tienen diversos juicios sobre el 
ejercicio electoral.

El principal punto a atender que estos estudiosos propo-
nen es la manera en que los factores y las opciones instituciona-
les, así como el consiguiente comportamiento administrativo y 
político, contribuyen a la transición y la consolidación de nuevas 
democracias. Esta aproximación deja de lado una selección de 
otras tareas que pueden influir en la manera en la que, por ejem-
plo, una primera elección democrática es percibida y, luego, el 
régimen democrático es aceptado como la única opción válida. 
Los autores mencionados están convencidos de que las eleccio-
nes juegan un papel crucial en este desarrollo, al ser una condi-
ción necesaria para tener algún tipo de régimen democrático, y 
se enfocan específicamente en la manera en la que los procesos 
electorales son conducidos. Sostienen que las elecciones no so-
lamente ocurren, sino que son procesos complicados, particular-
mente en lo que tiene que ver con su administración, porque en 
la realidad no está sobreentendido (como podría pensarse que 
ocurre en países con democracias consolidadas e indiscutidas) 
que se realizarán sin problemas. 

Más puntualmente, quienes escriben sobre el tema suelen 
plantear que la administración electoral debe tener no solamente 
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un interés teórico, sino también uno desde una perspectiva polí-
tica. Así mismo, exponen que las experiencias individuales en un 
número de campos referidos a la conducción de elecciones tie-
nen una relación directa en cómo el sentido de eficacia política se 
desarrolla en ciudadanos individuales. Finalmente, aseveran que 
este tipo de análisis constituye un factor importante detrás del 
desarrollo eventual de la legitimidad y un compromiso de princi-
pios con la democracia, que representan una progresión hacia la 
consolidación de la misma (incluso durante la fase de transición) 
(Elklit y Reynolds, 2000, p. 3). 

Existe también un importante esfuerzo de los organismos 
internacionales para contribuir a desarrollar estos temas. Esto ha 
sido expresado sistemáticamente por asociaciones regionales de 
autoridades electorales en América, Europa Central y del Este, 
África y Asia. Como prueba de ello están los numerosos docu-
mentos elaborados por las Naciones Unidas, la Unión Europea, 
la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa 
(OSCE), el British Commonwealth, IDEA Internacional y el IIDH, 
a través de Capel. Así mismo, existen informes de organismos 
como el PNUD, IFES, el NDI y el IRI.

Sobre esta misma cuestión, las tecnologías de la información 
e Internet han servido de gran ayuda para ofrecer datos sistemati-
zados referidos al rango de opciones disponibles como alternati-
vas para la organización de elecciones, lo que representa, además, 
una información muy útil para ayudar a los países a mejorar su 
comportamiento en periodos electorales.33

Clasificaciones de administraciones electorales: similitudes y diferencias

Las estructuras electorales son casi tan variadas como los pro-
pios países. Sin embargo, existen algunas clasificaciones que ayu-
dan a ordenarlas, siendo una de éstas la ofrecida por la Red de 

33	 La importancia del rol de la comunidad internacional para la democracia 
pudo apreciarse en el primer capítulo.
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Conocimientos Electorales ACE, en donde se han identificado 
tres tipos o modelos de organismos electorales: el modelo 
independiente, el gubernamental y el mixto. El independiente 
se caracteriza por tener una composición, básicamente, de 
funcionarios no partidarizados, cuya organización y estructura 
conforman instituciones que no pertenecen al gobierno en turno, 
sino que son autónomas. El gubernamental se distingue porque 
la cuestión electoral se maneja dentro del propio gobierno, a 
través de una oficina, área o dirección, y el modelo mixto es el 
que combina ambas realidades.

Sobre esta cuestión, el catedrático español y vocal de la 
Junta Electoral Central (JEC) de España Pablo Santolaya (1998, 
p. 5) señala que, en aquellos lugares en donde existen organismos 
electorales independientes, éstos nacen porque se considera 
que hay carencias o deficiencias en términos materiales y, sobre 
todo, de neutralidad en los poderes Ejecutivo y Judicial. Parte de 
la hipótesis en virtud de la cual, con excepción de los sistemas 
federales en los que el diseño de las administraciones electorales 
independientes puede obedecer más bien a problemas de 
separación vertical de poderes, el organismo electoral de un país 
será tanto más poderoso e independiente cuanto mayor sea la 
desconfianza en sus instituciones ordinarias y, por tanto, menor 
su legitimidad para adoptar decisiones en el momento en el que 
lo que está en discusión es quién ocupa el poder político. 

Así, se plantea un criterio para clasificar las distintas admi-
nistraciones electorales: la escala de desconfianza, que va desde 
el grado máximo de confianza (en aquellos países que encar-
gan la administración de sus procesos electorales a sus órganos 
administrativos ordinarios centrales y locales, como es el caso 
de Alemania, Reino Unido, Suecia e Irlanda) hasta el nivel más 
alto de desconfianza (que se produce en el modelo de tribuna-
les electorales). Este último es característico de Latinoamérica, 
en donde los organismos electorales sustituyen tanto al Poder 
Ejecutivo como al Judicial, de manera que, además de organizar 
materialmente las elecciones, en la mayoría de los casos sus deci-
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siones no son recurribles ni pueden ser controladas por ningún 
otro órgano del Estado. 

Desde este punto de vista, parece posible afirmar que el 
modelo a adoptar depende de la consolidación que han alcanza-
do las instituciones democráticas, por lo que resulta significativo 
que los países en proceso de transición política opten en su ma-
yoría por el modelo de organismo electoral de nombramiento 
parlamentario y con elementos judiciales que se ocupan de la 
gestión del proceso, pero cuyas decisiones no suelen ser revisa-
bles judicialmente. Este esquema ha sido claramente fomentado 
por las organizaciones internacionales especializadas en la mate-
ria y, en líneas generales, ha funcionado adecuadamente; tiene 
además la ventaja de constituir un cauce para la colaboración y 
la financiación internacional de los procesos, al poder ofrecer la 
ayuda a un organismo neutral que se autoadministra y no a una 
administración partidista que muchas veces puede llegar a tener 
“restos” del antiguo régimen autoritario.

Sin embargo, esta opción, muy adecuada para los momen-
tos de transición, presenta algunos problemas cuando la transi-
ción triunfa y se estructura una auténtica separación de poderes 
y, en definitiva, un Estado democrático que va ascendiendo en 
la escala de neutralidad, eficacia y confianza de los ciudadanos. 
En ese momento quizá sea preciso replantearse si tiene sentido 
mantener una estructura electoral diferenciada o puede ya pro-
ducirse, en virtud de la confianza generada y del grado de demo-
cracia alcanzado por el país en cuestión, una reestructuración de 
la administración electoral, incorporando dichos órganos a algún 
poder del Estado (Santolaya, 1998, pp. 7-8). 

Otra clasificación es la que ofrece Robert Pastor (1999), 
quien presenta cinco modelos de administración electoral. El pri-
mero consiste en un esquema basado en una oficina de elecciones 
dentro del gobierno, que funciona satisfactoriamente en países 
desarrollados, en donde el servicio civil es respetado. El segundo 
se basa en direcciones, gerencias, jefaturas u oficinas de eleccio-
nes dentro del gobierno, pero es supervisado por un cuerpo judi-
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cial que inspecciona al ministerio encargado de la administración 
de las elecciones. El tercer modelo se sustenta en una comisión 
independiente de elecciones manejada por expertos y que rin-
de cuentas al Parlamento.34 El cuarto modelo de administración 
electoral que se analiza dentro de esta clasificación consiste en 
la existencia de un órgano electoral de carácter multipartidario 
compuesto por una representación de los partidos políticos. Fi-
nalmente, el último modelo es el de un organismo electoral no 
partidarizado conformado por distinguidas individualidades de 
una lista propuesta por el presidente y el Legislativo; éstas pueden 
ser vetadas por los partidos políticos y son seleccionadas por un 
grupo de jueces por un periodo de tiempo determinado.

A estas dos últimas categorías podría agregárseles, desde 
nuestro punto de vista, la de un órgano, tribunal, corte, oficina 
o consejo de elecciones, partidarizado o no, cuyas máximas auto-
ridades se conforman como un colegiado elegido por diferentes 
instituciones estatales pertenecientes o no al gobierno (llámese el 
consejo nacional de la magistratura, el Poder Judicial, las universi-
dades públicas o privadas, los colegios profesionales...).

Por su parte, si se considera un enfoque que tiene como base 
principal a las instituciones encargadas de resolver los conflictos 
postelectorales, éstas pueden de manera general ser divididas en 
dos categorías. La primera está conformada por las cortes consti-
tucionales encargadas de regular los casos referidos a elecciones, 
como en la mayoría de los países europeos, en otras democracias 
establecidas y en algunas de las nuevas democracias africanas. La 
segunda categoría está constituida por las cortes electorales, usual-
mente autónomas, de los tres poderes del gobierno (algunas veces, 
como en Costa Rica, son denominadas cuarto poder); es común 
en democracias surgidas en las últimas décadas, particularmente 

34	 Cuando el Parlamento no está conformado únicamente por un solo partido, 
ese tipo de organismo puede llegar a ser muy creíble; pero cuando un único partido 
domina al Legislativo y virtualmente silencia a la oposición, se inclina naturalmente a 
favor del gobierno que ostenta el poder, con lo que se genera el problema de la par-
cialidad del organismo electoral.
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en América Latina y algunas repúblicas soviéticas en formación 
(como Ucrania y Armenia) (Eisenstadt, 2002, p. 48).

Existen también una serie de clasificaciones que utilizan 
criterios diferentes a los que hasta aquí han sido presentados. 
En ese sentido, en cuanto a los enfoques a los que responden 
los distintos diseños de una estructura de administración electo-
ral, lo que se vincula sobre todo al tema de su conformación o 
reclutamiento, los principales consisten en uno gubernamental, 
cuando las elecciones son organizadas por el servicio civil regu-
lar; uno judicial, cuando los jueces son elegidos para administrar 
elecciones; uno multipartidario, cuando representantes de los 
partidos componen el organismo electoral, y uno de experto, 
cuando los partidos políticos designan por consenso un grupo 
de personas con experiencia reconocidas por su independencia 
(López Pintor, 2000, p. 20).

Así mismo, una clasificación más compleja formulada sobre 
la base de características estructurales que combinan los métodos 
de reclutamiento de personal con funciones de desempeño o ren-
dimiento es la de las comisiones nacionales electorales permanen-
tes e independientes, los sistemas electorales descentralizados y el 
ministerio de gobierno.

Como podrá notarse, de la comparación entre los distintos 
modelos de administración electoral existentes es de donde sur-
gen la mayor cantidad de diferencias.35 Sobre este particular, puede 
señalarse que, en aquellos lugares en donde prevalece el derecho 
anglosajón y consuetudinario, la administración electoral ha segui-
do un diseño más descentralizado que en aquellos países que han 
seguido predominantemente una tradición que tiene que ver con 
el derecho civil o romano, en los que los gobiernos centrales han 
concentrado la autoridad (López Pintor, 2000, p. 54).

Otra diferencia entre las administraciones electorales de las 
distintas regiones que existen en el mundo es la de la pertenen-

35	 Es conveniente precisar que también existen diferencias entre organismos 
electorales que forman parte del mismo modelo; tema que será analizado en el apar-
tado sobre la administración electoral en América Latina.
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cia o no al Poder Ejecutivo. En países con democracias estables, 
maduras y con un alto grado de confianza en las instituciones, se 
ha optado por modelos de administración electoral que forman 
parte de los respectivos ministerios del interior de cada Estado.36 

Cabe señalar que la organización de las elecciones reali-
zada por los ministerios del gobierno implica muchas veces una 
problemática coordinación entre los distintos organismos res-
ponsables de la administración central y local, sobre todo en 
cuestiones administrativas y logísticas. La dinámica temporal de 
las elecciones también puede provocar tensión por la utilización 
de los recursos por parte de estos ministerios. Además, el control 
ministerial puede abrir el camino para la politización, o la sospe-
cha de politización, del proceso electoral, que puede amenazar 
con poner en peligro su integridad (Birch, 2008, p. 4).

Por el contrario, en países con democracias más jóvenes o 
que luchan por consolidar esta forma de gobierno, con altos nive-
les de desconfianza en las instituciones del Estado, se han adop-
tado modelos de administración electoral basados en organismos 
autónomos e independientes del Ejecutivo. 

Es oportuno comentar dos cuestiones que deben ser tomadas 
en cuenta al momento de analizar estos temas. La primera es que, 
a pesar de las diferencias entre los organismos electorales en los 
sistemas democráticos, éstos pueden ser clasificados, como se ha 
detallado en este apartado, bajo diferentes criterios a fin de cum-
plir con propósitos prácticos y de interpretación de acuerdo con el 
número de los diseños más importantes que existen. La segunda es 
que la conducción de elecciones en cualquier país requiere de la 
realización de un número determinado de funciones, pero pueden 
ser implementadas a través de diferentes tipos de estructuras. 

No obstante, es bueno precisar que varios observadores y ex-
pertos internacionales no están de acuerdo con las clasificaciones 

36	 En Norteamérica y Europa Occidental, las elecciones son conducidas más fre-
cuentemente por autoridades del gobierno —a nivel central, provincial y local, con o 
sin la supervisión de la autoridad de un organismo colegiado, el cual puede componerse 
por jueces o por una mezcla entre jueces y representantes de partidos políticos—.



124
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

que aquí han sido presentadas. Es por eso que hay tantas propues-
tas. Para muchos, sin duda, la diversidad de organismos electora-
les es tal que cada país constituye un modelo.

Nosotros pensamos que sólo para fines prácticos es conve-
niente clasificar a los organismos electorales, porque, como se ha 
precisado, aunque dos países tengan el mismo modelo o diseño, 
las funciones, las competencias, las atribuciones y las responsabi-
lidades de cada institución son distintas, por lo que funcionan de 
una manera diferente en el día a día.

Administración electoral, integridad electoral y procesos electorales

En este apartado se presentan una serie de conceptos que contri-
buyen a esclarecer los temas que interesa desarrollar y que tienen 
que ver con aquellos puntos, momentos, estadios o situaciones en 
donde logran encontrarse la administración electoral y los proce-
sos electorales, así como aquéllos en los cuales no se logra esta-
blecer una relación de armonía. Se hará referencia también a la 
noción de integración electoral que está siendo desarrollada en la 
actualidad por algunos investigadores y expertos.

Cabe señalar, en ese sentido, que las normas democráticas 
no se aplican perfectamente en ningún lugar, ni siquiera en las 
democracias avanzadas, y, por esto, el acceso al ámbito electoral 
siempre tiene un costo y nunca es totalmente equitativo, las ins-
tituciones electorales suelen tener problemas tanto en la organi-
zación del proceso electoral como en su relación con el sistema 
de partidos y la política democrática nunca es del todo sobera-
na, ya que siempre está sujeta a limitaciones sociales, políticas y 
constitucionales.

Más aún, si bien en las democracias avanzadas el adecuado 
cumplimiento de los procedimientos electorales se da por des-
contado, en las democracias de menor calidad (como las latinoa-
mericanas) esto no ocurre. En estos países, la línea que separa 
la manipulación política y la incapacidad técnica es raras veces 
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reconocida y las elecciones pueden fracasar por una o ambas 
razones (Schedler, 2002, p. 142).

Acerca de este tema, es oportuno señalar que, sobre todo 
en aquellos países con bajos niveles de educación y cultura demo-
crática, la administración de una elección no constituye un tema 
sencillo y suelen ocurrir errores técnicos que varias veces generan 
suspicacia política entre los distintos actores que intervienen en 
un proceso electoral. Muchas elecciones corren el riesgo de fraca-
sar porque un partido interpreta las irregularidades técnicas como 
políticamente ocasionadas por sus oponentes, cuando la mayoría 
de las veces las fallas se deben a un error en la administración. En 
realidad no existe fraude, sino incapacidad e ineficiencia de las 
autoridades en temas puntuales (Pastor, 1999, pp. 1-27).

Por ello, es evidente la importancia que tiene para la le-
gitimidad democrática el que las elecciones sean honestas y 
creíbles. Un país no puede ser considerado democrático si sus 
elecciones no son limpias; además, aunque lo fueran en forma 
objetivamente razonable, el sistema político no podría perdurar 
ni habría gobernabilidad si la población las considera fraudulen-
tas (Hernández y Molina, 1998, p. 2).

Desde los primeros días de la tercera ola de democratiza-
ción, quedó claro que las transiciones para salir de regímenes 
autoritarios pudieron conducir a cualquier lado. Durante los 
últimos 30 años, muchas de éstas llevaron al establecimiento de 
alguna forma de gobierno democrático, aunque otras no. Las 
transiciones dieron origen, como pudo apreciarse en el primer 
capítulo de esta investigación, a nuevos tipos de autoritarismo 
que no se ajustaban a las categorías clásicas de dictaduras mi-
litares, personales o de un solo partido. Generaron, también, 
regímenes que celebran elecciones y toleran cierto grado de 
pluralismo y competencia multipartidista, pero que, al mismo 
tiempo, quebrantan las normas democráticas mínimas de ma-
nera tan grave y sistemática que no tiene sentido clasificarlos 
como democracias, por más salvedades que se introduzcan 
(Schedler, 2004a, p. 137).
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Los regímenes autoritarios electorales, pues, ni practican la 
democracia ni recurren regularmente a la represión abierta. Or-
ganizan elecciones periódicas y de este modo tratan de conseguir, 
cuando menos, cierta apariencia de legitimidad democrática, con 
la esperanza de satisfacer tanto a los actores externos como a los 
internos. Al mismo tiempo, ponen las elecciones bajo estrictos 
controles autoritarios, con el fin de consolidar su permanencia en 
el poder. Su sueño es cosechar los frutos de la legitimidad electo-
ral sin correr los riesgos de la incertidumbre democrática. 

Por otra parte, no se distingue bien entre irregularidades y 
fraude. Se magnifican y sobreestiman faltas que ocurren en cual-
quier proceso electoral que no deberían deslegitimarlo, pero que 
afirman un prejuicio profundamente enraizado: que las eleccio-
nes son fraudulentas. Entonces, la persistente falta de legitimidad 
de las instituciones que emanan de las elecciones fomenta la per-
manencia del desafío con el que se sigue enfrentando la justicia 
electoral (Nohlen, 2009, p. 27).

Desde una concepción legalista, el fraude electoral impli-
ca la ocurrencia de actos ilegales, especialmente asociados con 
el conteo y el reparto de votos. En sentido estricto, el fraude se 
refiere a las interferencias en el proceso electoral que violan las le-
yes domésticas, usualmente perpetradas intencionalmente por los 
gobiernos, los funcionarios oficialistas, los partidarios o los ciuda-
danos. El fraude puede ser definido como el intento de cometer 
delitos, como, por ejemplo, a través de la intimidación del elector, 
el soborno, etcétera (Donsanto, 2008). 

En contraste con Norteamérica o Europa Occidental, Amé-
rica Latina representa una región que desde su independencia 
no ha conseguido instaurar un orden democrático estable. En el 
siglo XIX, las dictaduras caudillistas constituyeron más la regla 
que la excepción. A pesar de que la mayoría de las constituciones 
de las repúblicas latinoamericanas establecieron muy temprana-
mente sistemas presidenciales, en los que la forma de llegar al 
poder habría de decidirse por medio de elecciones, la lucha por 
la presidencia se definía de hecho por las armas. Los incontables 
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cambios en el poder eran indicios de la gran inestabilidad política 
dominante. Las elecciones, en este contexto, muchas veces sólo 
tenían la función de confirmar ex post las relaciones tácticas de 
poder (Krennerich y Zilla, 2007, p. 39).

La idea de la democracia ha llegado a identificarse de mane-
ra tan estrecha con las elecciones que se está en peligro de olvidar 
que la historia moderna de éstas es tanto un recuento de mani-
pulaciones autoritarias como una saga de triunfos democráticos. 
Dicho de otro modo, las elecciones han sido, históricamente, un 
instrumento de control autoritario, así como un medio de gober-
nación democrática (Schedler, 2004a, p. 137).

Los procesos electorales no son, pues, como se dijo al inicio 
de este segundo capítulo, un mecanismo exclusivo de la demo-
cracia y además pueden ser utilizadas en su lugar otras técnicas 
(como son, por ejemplo, la designación de representantes me-
diante sucesión, por oficio o por nombramiento). En las demo-
cracias existentes, las elecciones se celebraron mucho antes de 
que se impusiera el sufragio universal. Del mismo modo, son bien 
conocidos los sistemas políticos en los que se celebran elecciones 
y cuyas estructuras no son democráticas, sino que responden a 
esquemas autoritarios. 

De esta forma, aunque el ejercicio de las elecciones es practi-
cado ampliamente hoy en día, hay muchas maneras por medio de 
las cuales se puede manipular el proceso electoral para decrecer la 
inherente incertidumbre de los resultados que éste debe proveer. 

Por ello, lo que resulta vital e imprescindible en una de-
mocracia es el carácter competitivo de las elecciones y una gran 
responsabilidad sobre esta cuestión (la de generar elecciones 
competitivas) la tiene la administración electoral como aparato 
responsable de brindar y lograr igualdad de condiciones en la 
participación de las distintas fuerzas políticas que son parte del 
desarrollo de los procesos electorales. Es aquí donde ambas cues-
tiones se encuentran, o deben hacerlo, a fin de contribuir con el 
logro de tener democracias estables y consolidadas. Como se pre-
cisa en la Red de Conocimientos Electorales ACE: “La calidad de 
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la administración electoral, especialmente en democracias emer-
gentes o recién instauradas, determina significativamente la cre-
dibilidad de los procesos electorales” (IDEA Internacional, IFES 
y Undesa, s. f.).

Sin embargo, precisando y reconociendo que las elecciones 
constituyen la base del concepto de democracia, que, si bien las 
elecciones no son suficientes por sí mismas para lograr democra-
cias representativas, son una condición mínima para ello, y que 
hay democracia cuando quienes tienen el poder han sido elegi-
dos popular, libre y abiertamente, aquí se señala, en la línea de 
lo que sostienen muchos autores, que únicamente en sistemas 
democráticos existen elecciones competitivas, por lo que resulta 
imprescindible que las reglas del juego estén lo suficiente claras y 
su cumplimiento debidamente garantizado. 

De esta forma, la administración electoral tiene como una 
de sus principales misiones la de organizar y garantizar eleccio-
nes competitivas, cumpliendo un rol fundamental como réferi que 
coordina y establece reglas vinculadas al desarrollo no sólo de pro-
cesos electorales, sino también de distintos factores que pueden 
afectar el buen desenvolvimiento del sistema electoral de un país. 

Las miradas difieren claramente sobre los criterios de evalua-
ción apropiados, pero la mayoría concuerda en que en elecciones 
competitivas se pueden encontrar ciertas condiciones esenciales 
para asegurar la legitimidad de la democracia. Deben realizarse 
libres de violencia, intimidación, soborno, irregularidad, fraude 
sistemático y deliberada manipulación partidaria. La contienda 
debe proveer una alternativa irrestricta de competencia para los 
partidos y candidatos, sin represión de los partidos de oposición 
o un excesivo prejuicio en la distribución de los recursos de la 
campaña y el acceso a los medios. Las elecciones deben utilizar 
procedimientos justos, honestos y transparentes en todas y cada 
una de sus etapas. Además, la representación parlamentaria debe 
reflejar lo establecido por la voluntad popular a través del voto y 
las campañas deben generar una participación pública extendida 
(Norris, 2004, p. 1). 
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La administración electoral es responsable de todos y cada 
uno de los factores, las condiciones y los criterios que han sido ex-
puestos en el párrafo anterior. Son sus órganos los que, en la gran 
mayoría de los países donde este esquema opera, deben coordi-
nar con las fuerzas del orden y las autoridades fiscales y judiciales 
a fin de garantizar procesos electorales libres de violencia, intimi-
dación, sobornos, etcétera. Es la administración electoral, a través 
de su potestad normativa y reguladora, la encargada de garantizar 
una justa distribución de recursos en las campañas y la participa-
ción en los medios, así como la neutralidad del gobierno en su 
actuación. También se ocupa de fijar las reglas del juego, procedi-
mientos claros y mecanismos que generen la participación equi-
tativa de quienes tienen derecho a sufragar, es decir, a elegir y ser 
elegidos, sin discriminación alguna.

Es común vincular, en este sentido, procesos electorales li-
bres y justos con una administración electoral independiente y 
eficiente; en otras palabras, para una elección libre y justa es indis-
pensable un proceso electoral administrado imparcialmente. Es 
por ello que los países en transición sufren con frecuencia de una 
falta de confianza entre los políticos, pero “para que se produzca 
una elección democrática todos los partidos en contienda deben 
aceptar el proceso y respetar los resultados” (Goodwin-Gill, 2005). 
La experiencia muestra que la confianza sólo es probable cuando 
el sistema electoral es y parece ser imparcial.

Al respecto, se pueden también vincular las nociones re-
feridas a los procesos electorales y la administración electoral a 
través de catalogar como justos este tipo de procesos, señalan-
do que éstos tienen tal característica cuando son administrados 
por una autoridad neutral, la administración electoral es lo su-
ficientemente competente y tiene los recursos necesarios para 
tomar precauciones específicas contra el fraude en la elección y 
el escrutinio, la policía, los militares y los jueces (de ser el caso) 
tratan a los candidatos en competencia de manera imparcial 
durante todo el proceso; todos los contendientes tienen acceso 
equitativo a los medios de comunicación, las reglas electorales 
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no colocan sistemáticamente en desventaja a la oposición, el 
monitoreo independiente de la elección y el escrutinio es per-
mitido en todos los lugares, el secreto del voto es protegido, vir-
tualmente todos los ciudadanos habilitados para tal fin pueden 
votar, los procedimientos para la organización y el conteo de 
votos son transparentes y conocidos por todos, y existe un claro e 
imparcial procedimiento para las apelaciones e impugnaciones 
(Elklit y Svensson, 2002, pp. 32-46).

Como se puede apreciar, éste es un listado que tiene un 
carácter transversal con respecto a la labor de los organismos 
electorales y, de hecho, cada punto se vincula de cierta manera 
con el rol que cumplen o deben cumplir dichas instituciones.

Pero, como se precisó en la parte inicial de este apartado, 
suelen producirse diversos problemas en las votaciones, los que, 
en algunos casos, pueden ser considerados como mala adminis-
tración, que convencionalmente se refiere a rutinas defectuosas y 
percances accidentales que son responsabilidad de los funciona-
rios electorales.37 Estos problemas pueden deberse a fallas directi-
vas o gerenciales, ineficiencia, incompetencia y falta de capacidad 
burocrática, como, por ejemplo, la existencia de largas colas en 
los locales de votación, padrones de electores inexactos o desac-
tualizados, la falta de condiciones de seguridad en los locales de 
votación, la insuficiente provisión de cédulas de votación, el extra-
vío de urnas, fallas técnicas en las máquinas de votación electró-
nica o errores matemáticos durante el conteo de votos (Alvarez y 
Hall, 2008). 

Integridad electoral y malas prácticas electorales

Como se precisó en la “Introducción” y en el inicio de este capí-
tulo, si bien todavía no abunda material académico sobre los te-
mas vinculados a la administración electoral, durante la última 

37	 Es necesario repetir que en muchos casos se hace difícil distinguir entre erro-
res humanos genuinos y actos fraudulentos en el marco de la realización de un 
proceso electoral.
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década este subcampo de investigación ha comenzado a florecer, 
pues se han generado estudios sobre los sistemas electorales, 
las campañas y el comportamiento electoral. Recientes líneas 
de investigación, como el análisis comparado de instituciones 
electorales, el comportamiento político y los conflictos electorales, 
han comenzado a fusionarse. Este proceso está generando una 
importante e innovadora agenda de investigación y se comienzan a 
reconocer diversos sectores profesionales y áreas de especialización. 

Así pues, la agenda de investigación emergente sobre 
estos temas despliega varias características peculiares, que han 
surgido con la promesa de enriquecer y transformar el estudio 
convencional sobre la materia electoral. En ese sentido, en la 
misma línea de pensamiento que se ha desarrollado a lo largo 
de todo este capítulo, sería bastante útil dar a conocer dos 
conceptualizaciones distintas referidas a lo que se ha presentado 
como malas prácticas electorales e integridad electoral. Puede 
añadirse, incluso, que el primer concepto forma parte del 
segundo, que es mucho más amplio y tiene un mayor alcance, 
como se verá a continuación.

Pippa Norris (2013) es quien ha planteado recientemente 
la noción de integridad electoral, señalando que la misma sirve 
para unificar los conceptos dispersos sobre la temática electoral 
y sus problemas, pudiendo aplicarse a cuestiones relativas a la 
administración electoral, los procesos electorales y las elecciones 
propiamente dichas, tanto en democracias consolidadas, cuando 
existen fallas en su administración electoral, como en los 
regímenes híbridos, cuando hay una falta de confianza ciudadana 
en las instituciones electorales, malas prácticas que restringen 
la competencia partidaria o brotes de violencia electoral con 
resultados mortales, como en muchos países de África y Asia. 

Si bien no hay un único criterio sobre cómo se define la 
integridad electoral ni un único grupo de investigación que esté 
trabajando sobre esta cuestión, el interés en la temática se ha in-
crementado entre la comunidad académica y los actores políticos. 
De hecho, muchas disciplinas ofrecen aproximaciones alternativas 
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para conceptualizar la noción de integridad electoral e identificar 
una normativa estándar, incluyendo aquellas que se basan más es-
trictamente en leyes domésticas, criterios administrativos y valores 
democráticos. Aunque estos enfoques pueden ser más útiles para 
el establecimiento de guías prácticas para la realización de eleccio-
nes específicas, cada uno tiene limitaciones importantes.

En ese sentido, diversos analistas políticos han buscado eva-
luar la efectividad de las soluciones diseñadas para hacer frente 
a lo que se conoce como malas prácticas electorales, incluyendo 
el monitoreo que realizan los observadores electorales, el forta-
lecimiento de las capacidades de los funcionarios electorales, el 
mejoramiento de los mecanismos de resolución de conflictos o 
disputas, la auditoría que realizan los organismos de administra-
ción electoral, los procesos de reforma de la estructura legal de 
la regulación del padrón de electores y el financiamiento de los 
partidos y las campañas electorales. Ha sido Sarah Birch (2011, 
pp. 13-30) quien ha tratado el tema de las malas prácticas electo-
rales; señala que éstas consisten en la manipulación de los proce-
sos electorales y sus resultados, de modo tal que las ventajas y los 
beneficios personales o partidarios sustituyen el interés público. 
Agrega que las elecciones deben ir de la mano con los principios 
democráticos donde éstos son inclusivos, generan normas que 
facilitan la votación directa y permiten una efectiva agrupación 
de las mismas a favor de los electores. 

Retomando el tema de la integridad electoral, las definiciones 
alternativas de este concepto son comunes en las diversas 
investigaciones que pueden encontrarse en la literatura disponible. 
En estos documentos es posible observar diferentes análisis que, si 
bien son incompletos, resultan útiles para clarificar algunos temas, 
como los que se detallan a continuación. En primer término, 
existe un grupo de expertos que comúnmente pone énfasis en la 
violación de las leyes electorales domésticas, especialmente en la 
manipulación de encuestas y el cómputo de resultados; este tipo 
de análisis resulta útil para el litigio en los tribunales. Un segundo 
grupo de académicos, proveniente de la administración pública 
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especializada en estas materias, utiliza un lenguaje que gira en 
torno a la mala administración electoral, poniendo de relieve la 
calidad y la capacidad técnica de los procedimientos y los procesos 
electorales. Por su parte, otro grupo de expertos, constituido 
fundamentalmente por teóricos de la democracia, ha privilegiado 
un enfoque en torno a los principios de la democracia liberal, 
haciendo hincapié en aquellas normas que tienen la importancia y 
el valor suficientes para enfrentar los errores de los procedimientos 
electorales, como, por ejemplo, las referidas a la rendición de 
cuentas, la inclusión y la transparencia. 

Cada uno de los enfoques proporciona útiles percepciones 
del complejo fenómeno de la integridad, pero ofrece, como ya se 
dijo, un entendimiento incompleto del término. Así pues, cuando 
surgen problemas electorales, éstos son frecuentemente descritos 
como fraude, malas prácticas, manipulación electoral o violación a 
los principios democráticos y los derechos humanos. Este lenguaje, 
un tanto superficial y lleno de vaguedades, sirve muy bien para 
la elaboración de análisis poco profundos con una alta cuota de 
diplomacia, con lo que se evita que se realicen interpretaciones 
más agudas y realistas. Pero, como se ha sostenido, esta visión 
falla en lo que respecta a la claridad conceptual, sobre todo para 
académicos e investigadores que buscan operacionalizar y medir 
este fenómeno (Norris, 2013).

Por el contrario, el concepto dominante de integridad elec-
toral que propone Norris (2013) ayuda a unificar el entendimiento 
de todas estas cuestiones. Éste hace referencia a las convenciones 
internacionales consensuadas y a normas globales, cuyos criterios 
se aplican universalmente en todos los países durante el ciclo 
electoral, incluyendo el periodo preelectoral, la campaña, la jornada 
y sus resultados. Contempla también la noción de malas prácticas 
electorales, que es aquí utilizada para referirse a las violaciones de 
lo que la autora ha etiquetado como fallas de primer y segundo 
nivel contenidas en estas normas globales. 

Así mismo, esta concepción dominante de integridad 
electoral se sustenta en cuatro diferentes características. En la 
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primera se señala que las normas globales se basan en acuerdos 
multilaterales, convenciones, tratados y leyes internacionales 
(más que en los principios de la democracia liberal o los valores 
normativos occidentales). En la segunda se distingue entre las 
malas prácticas de primer y segundo orden, de acuerdo con la 
severidad de sus potenciales consecuencias. En la tercera se 
abordan los estándares compartidos aplicados universalmente 
en todos los países y tipos de regímenes. Finalmente, en la 
cuarta se considera la noción del denominado ciclo electoral, 
donde una gama de malas prácticas ocurren en cualquier etapa 
de los procesos electorales, que comparten la particularidad 
de ser secuenciales. Es decir, una mala práctica electoral o un 
acto fraudulento puede producirse en cualquier momento del 
proceso electoral, y no solamente en la jornada electoral o en el 
cómputo de los resultados (Norris, 2013).

Los países alrededor del mundo comparten el reto de 
lograr estándares internacionales para la integridad del proceso 
electoral. Por ello, con la intención de examinar este concepto 
con mayor detalle, es necesario, en primer lugar, referirse a las 
normas globales. La primera parte de esta definición considera 
la integridad electoral como las competencias que presentan 
las normas globales, las cuales son evaluadas como legítimas si 
se respetan las convenciones y los estándares internacionales 
que gozan del consenso de todos los países. Esta aproximación 
está fuertemente sustentada en los tratados internacionales 
que los gobiernos alrededor del mundo han apoyado por más 
de 50 años. Las normas globales constituyen, pues, estándares 
universales que reflejan un consenso general y su difusión 
significa que no es aceptable para un gobierno hacer reclamos 
de soberanía en respuesta a los abusos de la integridad electoral, 
por lo que este enfoque evita la realización de juicios arbitrarios. 
Sin embargo, es necesario considerar que las normas globales 
son fundamentalmente diseñadas por los Estados más poderosos 
e importantes, apoyados por la comunidad internacional; que 
tienen una carga cultural en su aplicación que se sustenta en los 
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valores occidentales y que muchas veces pueden convertirse en 
ataduras que no traducen como legítimos los estándares culturales 
que ocurren en regiones y sociedades con otra historia y tradición 
política. No obstante, han sido aceptadas como las apropiadas 
reglas internacionales y domésticas para juzgar la calidad de los 
procedimientos electorales. 

El fundamento de las normas globales sobre integridad 
electoral descansa sobre el artículo 21, inciso 3, de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948, que constituye 
la base legal y los principios centrales que legitiman el apoyo 
internacional a las elecciones y la asistencia electoral. En ese 
mismo artículo e inciso se señala: 

La voluntad popular será la que sustente la autoridad guber-
namental; esta voluntad debe ser expresada en periódicas y ge-
nuinas elecciones que deberán ser universales e iguales en el 
sufragio y deberán ser sostenidas por el voto secreto o por un 
procedimiento de voto igualmente libre.

Los acuerdos sobre las normas globales que deben gobernar 
la realización de las elecciones se exponen en el artículo 25 del 
Pacto Internacional para los Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, donde se especifican las siguientes considera-
ciones: la necesidad de tener elecciones periódicas a intervalos 
regulares, el sufragio universal —que incluye a todos los sectores 
de la sociedad—, el sufragio igualitario —que considera la idea 
de una persona, un voto—,  el derecho a postular a un cargo pú-
blico en elecciones competitivas, el derecho de todos los electo-
res a votar, la utilización de mecanismos para garantizar el voto 
secreto, elecciones genuinas y legítimas y que sean el reflejo de 
la libre expresión de la voluntad popular. Estos estándares son 
también conocidos como derechos personificados para la autode-
terminación. Desde que esta convención se hizo de cumplimiento 
obligatorio, en 1976, ha ejercido una fuerte presión sobre los 167 
Estados miembros que firmaron el tratado para el cumplimiento 
de las normas globales de legitimidad y las obligaciones legales 
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vinculantes referidas a estos temas, incluyendo a los países en don-
de muchos de los derechos electorales son insuficientes (como 
China, Rusia y Cuba).

En décadas posteriores, las normas globales han marcado 
el ritmo y han sido respetadas y aplicadas por la comunidad inter-
nacional; como consecuencia de esto, se han elaborado directivas 
prácticas para observadores electorales y otras publicadas por di-
versas organizaciones internacionales, como la OSCE, la Unión 
Europea, la OEA, la Unión Africana y el Centro Carter.38

Esto constituye el mandato legal internacional para las acti-
vidades electorales que realizan las organizaciones interguberna-
mentales, incluyendo el despliegue de misiones de observación 
que evalúan la calidad de las elecciones, así como las reglas ge-
nerales para las agencias de las Naciones Unidas y ONG inter-
nacionales cuando proveen asistencia electoral para los Estados 
miembros. Sin embargo, las normas globales establecen única-
mente estándares mínimos de integridad electoral. 

El concepto de integridad electoral abarca también las de-
nominadas malas prácticas de primer y segundo orden. Aunque 
las normas globales son universales, es conveniente distinguir los 
tipos de malas prácticas con base en la potencial severidad de sus 
consecuencias, las cuales pueden ser divididas, de forma práctica, 
en niveles de primer y segundo orden. Los problemas de primer 
orden, mayormente ocurridos en gobiernos represivos, consisten 
en aquellos que involucran violencia extrema y violaciones de los 
derechos humanos fundamentales; son incitados por las fuerzas 
de seguridad del Estado, partidos de gobierno o de la oposición, 
líderes comunales u otros actores, e incluyen el encarcelamien-
to de quienes discrepan con el régimen en turno, el acoso a los 
adversarios, la coerción a los votantes, el hecho de no respetar 
los resultados electorales; todo esto plantea retos fundamenta-
les para la estabilidad del régimen. Los problemas de segundo 

38	 Ver en el primer capítulo lo referido al rol de la comunidad internacional en 
los procesos latinoamericanos de democratización.
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orden, por el contrario, pueden ser entendidos como aquellos 
que tienen como característica principal involucrar conflictos co-
tidianos referidos a una mala administración, falta de capacidad 
técnica o errores humanos que debilitan la integridad de los pro-
cesos electorales, como, por ejemplo, la existencia de padrones o 
listas de electores con datos inexactos, mala administración de las 
elecciones, compra de votos, políticas clientelistas, medios de co-
municación que favorecen al gobierno, escrutinios equivocados, 
campañas inundadas de dinero de dudosa procedencia y barreras 
excesivamente altas para los cargos elegidos. Las malas prácticas 
de segundo orden pueden ocurrir en cualquier lado, incluso en 
democracias de larga tradición.39

El tercer componente de la integridad electoral está consti-
tuido por la consideración de estándares de universal aplicación, 
así como por una infraestructura global comparativa; es decir, se 
entiende que las normas globales de integridad electoral son uni-
versalmente aplicables y que las violaciones a los principios y los 
estándares compartidos tienen la capacidad de debilitar la calidad 
de las elecciones en todas las sociedades, incluyendo las democra-
cias más antiguas y estables. Las malas prácticas de primer orden 
en Estados autocráticos generan una preocupación internacional 
generalizada; pero los retos de segundo orden referidos a la inte-
gridad electoral reflejan problemas universales que pueden da-
ñar la legitimidad de la competencia electoral en cualquier país, 

39	 Problemas de segundo orden de integridad electoral pueden surgir en cual-
quier lugar, aunque es de esperar que sus consecuencias sean más serias en Estados en 
donde no existe una larga experiencia en procesos electorales competitivos. En efec-
to, en las democracias más antiguas y consolidadas, donde los sentimientos de legiti-
midad se derivan de la repetida experiencia de la sucesión de elecciones populares, el 
que ocurran este tipo de problemas en una elección en particular no necesariamente 
debilita la confianza en las instituciones del régimen ni los sentimientos de apoyo al 
sistema ni la satisfacción sobre el rendimiento general de la democracia. En cambio, 
en Estados con menos experiencia en elecciones competitivas, incluso mínimas irre-
gularidades de segundo orden pueden propagarse para convertirse en problemas de 
primer orden. En estos países, en donde los canales para la realización de protestas 
pacíficas son limitados, las disputas electorales y las irregularidades pequeñas y meno-
res (como la ligera demora en anunciar los resultados oficiales) pueden detonar una 
violencia masiva que tenga como víctimas a ciudadanos civiles, revueltas locales y la 
destrucción de propiedades y negocios a través de saqueos o incendios.
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aunque no en igual grado, como se precisó en el párrafo anterior. 
Por ello, hay que considerar que en muchas de las democracias 
más establecidas se han implementado organizaciones electorales 
independientes capaces no solamente de administrar los comi-
cios de acuerdo con estándares profesionales de imparcialidad, 
eficiencia y transparencia, sino que también cuentan con meca-
nismos legales para resolver los desacuerdos de manera pacífica 
a través de la justicia electoral. Puede esperarse, entonces, que 
las consecuencias de cualquier irregularidad electoral de segundo 
orden demuestren mayor peligrosidad para la estabilidad y la legi-
timidad del régimen, y una potencial desestabilización por consi-
guiente, en países que no cuentan con estas condiciones.  

Ahora bien, aun en lugares que cuentan con todas las condi-
ciones básicas mencionadas, las expectativas sobre las cuestiones 
vinculadas a la integridad electoral no se han quedado estáticas, 
sino que han evolucionado notablemente y han surgido nuevos 
retos. Es por esta razón que en la actualidad hay más requisitos 
para alcanzar estándares mínimos de integridad electoral, por 
ejemplo, una mayor inclusión política, escrutinios honestos y 
exactos, así como el respeto y la promoción del voto secreto y la 
utilización de urnas adecuadas. Además, continúa el debate so-
bre la implementación de retos más complejos, que incluyen las 
crecientes demandas sobre igualdad de género y representación 
de minorías, el despliegue de tecnologías de votación digital y la 
votación en línea (voto electrónico), demandas para elecciones 
más cómodas y convenientes, y la apropiada regulación de los 
temas del financiamiento político, las campañas en medios de 
comunicación y la propaganda política.  

Finalmente, el cuarto y último componente de la integridad 
electoral es el ciclo electoral. Es necesario precisar que tanto los 
medios de comunicación como la literatura académica han pues-
to usualmente su atención en los problemas vinculados con las 
cédulas o votos fraudulentos y las malas prácticas en el conteo de 
votos, que constituyen actividades que pertenecen propiamente 
al día de las elecciones. Pero la comunidad internacional se ha 
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enfocado también en la idea referida a que la asistencia y la ob-
servación electorales no deberían considerar simplemente lo que 
ocurre el día de la elección o en el corto tiempo de la campaña 
electoral oficial, sino que las elecciones deben ser vistas como un 
proceso secuencial o un ciclo que involucra diversas etapas. Como 
se sugiere en la Red de Conocimientos Electorales ACE, el ciclo 
involucra todas las etapas en un proceso de elecciones: 

desde la designación y discusión de los borradores de la legisla-
ción, el reclutamiento y entrenamiento del personal electoral, la 
planificación electoral, el registro de electores (la elaboración del 
padrón electoral), el registro de los partidos políticos, el nom-
bramiento/nominación de partidos o candidatos, la campaña 
electoral, las elecciones, el escrutinio, el cómputo de resultados, 
la proclamación de los resultados oficiales, la resolución de las 
controversias electorales, la elaboración de informes, auditorías y 
archivamiento. (IDEA Internacional, IFES y Undesa, s. f.)

La administración electoral y la calidad de las 
elecciones en América Latina

La realidad política, social y cultural de los países latinoamerica-
nos, y los altos niveles de desconfianza, tanto interpersonal como 
institucional, que continúan predominando en la región constitu-
yen algunas de las principales causas para que la administración 
electoral se encuentre diseñada tal y como está. 

En este orden de ideas, que se suma al tema de la descon-
fianza crónica latinoamericana descrita en páginas anteriores, se 
comparten los comentarios de Pablo Santolaya (1998), quien se-
ñala que el modelo de órganos electorales independientes y autó-
nomos adoptado por América Latina es perfectamente viable en 
momentos de transición democrática. Sin embargo, se considera 
acertado ampliar esta afirmación, señalando que este esquema de 
administración electoral se puede aplicar no solamente en aque-
llos países que luchan por tener democracias de mejor calidad, es 
decir, en sistemas democráticos aún no consolidados, sino tam-
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bién en países que logran mejoras notables en cuanto a la calidad 
de sus democracias fuera de los periodos de transición. En estas 
situaciones sigue siendo recomendable la adopción del modelo 
de órgano electoral independiente, arraigado en América Latina. 

En efecto, no se considera viable en la actualidad que haya 
países latinoamericanos con administraciones electorales inser-
tadas como parte del Poder Ejecutivo o Legislativo, no solamen-
te debido a la falta de credibilidad y confianza que esos poderes 
poseen, sino por todos los motivos expuestos a lo largo de este 
capítulo, que tienen que ver con la tradición histórica y la cultura 
democrática, entre las principales consideraciones.

En esta investigación se plantea que, una vez obtenidos 
algunos logros en materia de construcción democrática, se de-
bería buscar mejorar la estructura de la administración electo-
ral existente en estos países dentro del esquema de organismos 
electorales independientes, con reformas electorales pequeñas 
pero permanentes y sostenidas (sin grandes cambios de golpe), 
y de ninguna forma dicha administración debería incorporarse 
a órganos de algún poder del Estado. La propia idiosincrasia de 
los países latinoamericanos no lo permitiría y los escándalos por 
corrupción, fraude, clientelismo, nepotismo, etc., se producirían 
frecuentemente, con lo que se generaría un retroceso con respec-
to a todo el camino avanzado en la lucha por consolidar democra-
cias de calidad. En general, América Latina maneja un esquema 
de organismos electorales independientes y así tendrá que ser en 
el futuro, porque, además, la historia constitucional o republica-
na de estos países ha sido sustentada bajo este esquema. Lo que se 
tiene que hacer es buscar la continua mejora, profesionalización, 
optimización y modernización de sus procedimientos. 

El caso argentino constituye una de las más importantes ex-
cepciones. En ese país, como se podrá notar en un cuadro poste-
rior, la organización de las elecciones está a cargo de la Dirección 
Nacional Electoral del Ministerio del Interior y la administración 
de justicia en materia electoral es responsabilidad de la Cámara 
Nacional Electoral, que integra el Poder Judicial de la Nación. En 
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el marco de esta investigación se considera que podría mejorarse 
el diseño institucional que en esta materia tienen actualmente los 
argentinos, pero no sería recomendable un cambio de modelo 
orientado al de organismos electorales independientes, ya que 
esto constituiría una reforma profunda y compleja, no sólo de 
carácter legal, sino también político y cultural, que podría presen-
tar, a nuestro entender, muchas más dificultades que alternativas 
de solución.40

No obstante esta excepción, puede decirse que, en su mayor 
parte, América Latina exhibe un modelo original de organiza-
ción electoral caracterizado por la existencia de organismos per-
manentes y especializados que gestionan de manera autónoma 
la función electoral y, en ciertos casos, también el registro civil 
(cuya razón de ser principal, además de elaborar y entregar el do-
cumento nacional de identidad, es la elaboración del padrón de 
electores) (Sobrado, 2008, p. 2). Este tipo de instituciones suelen 
ser muy potentes en muchos países de la región, sobre todo en 
cuanto a despliegue de recursos se refiere.

Estos organismos son en su mayoría autónomos y realizan 
actividades no sólo de naturaleza administrativa, sino también ju-
risdiccional electoral (en algunos participa de manera exclusiva 
o parcial la rama judicial). Seis de los organismos electorales son, 
además, tribunales electorales autónomos (Bolivia, Chile, Ecua-
dor, Paraguay, Perú y Uruguay). En los demás casos el contencioso 
electoral está a cargo de un órgano de la rama jurisdiccional, de la 
jurisdicción ordinaria (Argentina y Brasil) o de la contencioso ad-
ministrativa (Colombia y Venezuela) (Hernández Becerra, 2000).

40	 Según datos del Latinobarómetro (2010), los ciudadanos argentinos mantie-
nen altos niveles de desconfianza hacia sus instituciones, tanto hacia los partidos po-
líticos (21 puntos sobre 100) como hacia el Poder Judicial y el propio gobierno (con 
24 puntos sobre 100 y 36 puntos sobre 100, respectivamente). Un panorama así no 
facilita la realización de grandes reformas, lo cual sustenta con mayor razón lo que 
aquí se ha planteado para ese país. La administración electoral utilizada por los argen-
tinos se asemeja a los modelos español o francés desde hace mucho tiempo; su cultura 
y su historia así lo han decidido, por lo que este esquema tiene que ser respetado y 
optimizado de cara hacia el futuro.
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Suelen también ser organismos colegiados, cuyos integran-
tes son designados de diferente manera según la legislación de 
cada país. En algunos casos, sus miembros son de origen exclusi-
vamente judicial (como el Consejo Nacional Electoral de Colombia); 
en otros, son designados por la Asamblea Legislativa (Argentina, 
Paraguay, Uruguay, Venezuela); hay casos en los que el Ejecutivo 
comparte la designación con el Poder Legislativo o con el Poder 
Judicial (Bolivia, Brasil, Paraguay) (Hernández Becerra, 2000). 
Existen también algunos organismos en cuya integración tienen 
injerencia, en diverso grado, los partidos políticos, como podrá 
apreciarse más adelante.

Así mismo, si bien este tipo de organizaciones tienen en 
común determinadas funciones, estructuras, composición o forma 
de elección de algunas instancias, el funcionamiento específico y 
puntual de cada mecanismo electoral que en el diseño comparten 
los países latinoamericanos suele ser comparativamente diferente 
en lo que a su organización interna y aplicación respecta. 

El comentario sobre que dos países no tienen el mismo tipo 
de administración electoral vale también para América Latina, a 
pesar de compartir, en su generalidad, el mismo modelo. En efecto, 
si bien el diseño de los organismos de la administración electoral 
en esta región contiene muchos aspectos que comparten diversos 
países, como los de la autonomía e independencia del Ejecutivo, el 
carácter de estables, permanentes y con dedicación exclusiva, no 
existe un organismo electoral latinoamericano idéntico a otro. 

Esto se puede explicar de diferentes maneras. Una de éstas 
sería la del contexto al que hacía mención Dieter Nohlen (2005). Es 
un hecho que la tradición cultural, democrática, cívica y jurídica de 
cada país determina su realidad, no sólo en materia electoral sino 
en las diferentes cuestiones importantes y cotidianas de la vida.41 

41	 En ese sentido, se pueden notar en países vecinos (Argentina y Uruguay, Perú 
y Ecuador, Colombia y Venezuela, Costa Rica y Nicaragua, Guatemala y México, por 
nombrar sólo algunos ejemplos) notables diferencias existentes entre sus respectivas 
administraciones electorales a pesar de ser países vecinos y compartir, en algunos ca-
sos, muchos aspectos en lo que a su cultura se refiere.
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Si bien no se tiene la intención de hacer de ésta una 
investigación estática, se considera útil presentar el estado actual 
de la administración electoral latinoamericana. Aclaramos que 
los organismos electorales continuamente se modernizan y que 
su funcionamiento interno varía, por lo que puede ocurrir que 
algunos de los cuadros que se presentan a continuación hayan 
quedado, al momento de leer este documento, desactualizados 
por algún cambio realizado en los últimos meses.

En ese sentido, uno de los aspectos en el que los órganos 
electorales latinoamericanos suelen ser de lo más variados es el 
tema de la composición,42 lo cual se refleja en el siguiente cuadro:

42	 Ver también el tema de la independencia de los organismos electorales desa-
rrollado en el tercer capítulo de este trabajo, a fin de complementar lo señalado en 
este apartado.

43	 Estos datos corresponden a un determinado momento, por lo que no sería 
extraño que algunos de los organismos electorales aquí detallados cambien de com-
posición en cualquier oportunidad; así, se recomienda siempre verificar este tipo de 
información en las páginas oficiales.

44	 Según lo explicado anteriormente, se hace la precisión de que en Argentina no 
existen organismos electorales, pero resulta importante considerar la composición de 
su órgano judicial electoral.

Cuadro 6

Composición de organismos electorales en América Latina43

Argentina

Colombia

Chile

País

Institución(es)
que nombra a
los miembros

de la alta
dirección de los 

órganos electorales

Presidente en acuer-
do con el Senado.    

Congreso de la 
República.

Corte Suprema, 
presidente de la 
república y Senado. 

Número de miembros 
que conforman la alta 
dirección o el pleno 
del órgano electoral 
(en caso de ser un 

colegiado)

3

9

5

Organismo electoral

Cámara Nacional 
Electoral44

Consejo Nacional 
Electoral

Tribunal Calificador
de Elecciones
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Perú

México

Ecuador

Venezuela

Bolivia

Brasil

País

Institución(es)
que nombra a
los miembros

de la alta
dirección de los 

órganos electorales

Corte Suprema de 
Justicia, Ministerio 
Público, Colegio 
de Abogados, 
decanos de univer-
sidades públicas y 
privadas, respecti-
vamente.

Senado y Cámara 
de Diputados.

Comisión
Seleccionadora 
(partidos y asam-
bleístas inde-
pendientes). 

Asamblea
Nacional. 

Asamblea Legislati-
va Nacional y Poder 
Ejecutivo.

Supremo Tribunal 
Federal, Superior 
Tribunal de Justicia 
y presidente de la 
república.

Número de miembros 
que conforman la alta 
dirección o el pleno 
del órgano electoral 
(en caso de ser un 

colegiado)

5

11

7

5

5

5

7

7

Organismo electoral

Jurado Nacional de 
Elecciones

Instituto Nacional 
Electoral45

Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la 
Federación

Consejo Nacional 
Electoral

Tribunal Contencioso 
Electoral

Consejo Nacional 
Electoral

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Superior 
Electoral

45	 En México, por la reforma constitucional de diciembre de 2013, el muy conoci-
do y posicionado Instituto Federal Electoral (IFE) cambia de nombre y composición. 
A partir de 2014 se llamará Instituto Nacional Electoral (INE). 
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Fuente: elaboración propia.

Paraguay

Uruguay

Costa Rica

El Salvador

Guatemala

Honduras

Nicaragua

Panamá

República
Dominicana

País

Institución(es)
que nombra a
los miembros

de la alta
dirección de los 

órganos electorales

Senado en acuerdo 
con el Ejecutivo. 

Asamblea General y 
partidos políticos. 

Corte Suprema 
de Justicia. 

Asamblea
Legislativa.

Congreso de la 
República.

Congreso Nacional 
de la República.

Asamblea Nacional 
y presidente de la 
república. 

Órgano Legislativo, 
Órgano Ejecutivo y 
Corte Superior de 
Justicia.

Senado de la 
república.

Número de miembros 
que conforman la alta 
dirección o el pleno 
del órgano electoral 
(en caso de ser un 

colegiado)

3

9

3

5

5

3

7

3

9

Organismo electoral

Tribunal Superior de 
Justicia Electoral

Corte Electoral

Tribunal Supremo de 
Elecciones

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Nacional de 
Elecciones

Consejo Supremo 
Electoral

Tribunal Electoral

Junta Central
Electoral

Con respecto a esta cuestión, existe un enfoque que expone 
la distinción en Latinoamérica entre dos principios orientadores de 
los organismos electorales. El primero tiene que ver con el princi-
pio de la vigilancia partidista recíproca, que plantea que, integran-
do los organismos electorales con representantes de los partidos, 
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éstos se vigilarán mutuamente, cuyo resultado será que el proceso 
se realice con limpieza y que tenga credibilidad. Bajo este enfoque, 
entonces, los miembros de los organismos electorales tendrían que 
ser predominantemente representantes de los partidos políticos.

El segundo principio es el de la imparcialidad, que supone 
que para garantizar la limpieza y la credibilidad de las elecciones 
es preferible la integración de los organismos electorales por in-
dividuos que no tengan vínculo alguno con los partidos políticos. 
De modo que a los miembros de estas instituciones se les exige ser 
independientes políticamente. La designación de los miembros de 
los órganos electorales y sus subordinados puede seguir el proce-
dimiento utilizado para los cargos judiciales, estar a cargo de insti-
tuciones públicas o privadas de carácter no partidista o en manos 
de un órgano político, como el Congreso, pero con la exigencia de 
que los designados sean mayoritariamente independientes. 

Sobre la base de este criterio, los organismos electorales lati-
noamericanos se pueden clasificar en tres categorías: no partidis-
tas de designación no política, no partidistas de designación polí-
tica y partidistas (Hernández y Molina, 1998, p. 3).

Teniendo como sustento este criterio, se puede señalar que, 
a menor carácter partidista, mayor será la garantía de honestidad 
y la credibilidad, especialmente en condiciones de multiparti-
dismo. Los que defienden este criterio señalan que la vigilancia 
partidista recíproca presenta, en primer lugar, el problema que 
se sustenta en la desconfianza, y cualquier situación que altere 
momentánea o permanentemente el equilibrio dará lugar a vio-
laciones a la ética en algunos casos o a la suspicacia y pérdida de 
credibilidad en otros. En condiciones de bipartidismo este peli-
gro se reduce, ya que los dos únicos partidos tienen la facultad 
legal y la posibilidad material de estar presentes en todos los actos 
del proceso, de modo que puede asumirse que la supervisión recí-
proca funcionará adecuadamente. No ocurre lo mismo cuando el 
país es multipartidista, con tres o más partidos importantes, como es 
el caso de las naciones latinoamericanas. En estas condiciones es 
muy probable que se produzcan alianzas de unos partidos contra 
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otro u otros, o, en todo caso, siempre habrá una alta posibilidad de 
que alguno piense que los demás están aliados en su contra, sea 
esto real o no. Por otra parte, es igualmente factible en Améri-
ca Latina que existan partidos fuertes electoralmente pero de 
organización débil, especialmente cuando se trata de movimien-
tos generados en torno a figuras carismáticas que surgen en una 
elección y desaparecen en la siguiente. En estos casos el partido o 
movimiento electoral no tendrá posibilidades materiales de tener 
representantes en todas las mesas de votación y actos del proceso, 
de modo que su capacidad de vigilancia será parcial, y su descon-
fianza, directamente proporcional a estas carencias (Hernández y 
Molina, 1998, pp. 3-4).

En lo que a las funciones de estos organismos respecta, una 
adecuada manera de presentarlas tiene que ver con los momentos 
o periodos en los que se realizan o no elecciones. Los procesos 
electorales en América Latina tienden a iniciarse, no solamente 
por cuestiones normativas sino también por costumbre y tradi-
ción, desde el momento en que son convocados y finalizan en el 
instante en el que se proclaman oficialmente los resultados, por 
lo que suelen durar varios meses, dependiendo del país del que 
se trate. Durante esta etapa (la que podría denominarse como 
periodo electoral), los organismos electorales deben encargarse 
de la inscripción de candidaturas, la organización del proceso 
electoral (que incluye la elaboración y la distribución del material 
electoral, la designación de locales de votación, la designación de 
los miembros de mesa o juntas receptoras de voto, la capacitación 
de los principales actores, etc.), la administración de justicia elec-
toral, el conteo de los votos o escrutinio, el cómputo de votos, el 
establecimiento de directivas vinculadas al desarrollo del proceso, 
entre las principales actividades.  

Además, los órganos electorales comparten la responsa-
bilidad de crear las condiciones para garantizar el secreto y la 
universalidad del voto, sobre todo las que tienen que ver con in-
fraestructura y comodidad en los locales de votación, así como de 
actualizar periódicamente el padrón electoral.
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En estos periodos electorales, los organismos de la adminis-
tración electoral suelen contratar de manera temporal una gran 
cantidad de funcionarios y empleados. Por lo general, una institu-
ción de este tipo (dependiendo de si es una sola en el país o com-
parte actividades con otra entidad) puede tener decenas o cientos 
de empleados en periodos no electorales, pero miles o decenas de 
miles en épocas electorales. 

Es oportuno comentar ahora algunas cuestiones que tienen 
que ver con el recurso humano que forma parte de este tipo de 
instituciones, en donde es común encontrar personal estable y 
permanente (ya sea proveniente de partidos o no, según el país 
del que se trate), y otro grupo de profesionales (generalmente en 
mayor número) que son contratados temporalmente con motivo 
de la realización de procesos electorales específicos. Usualmente, 
un órgano de este tipo tiene un personal nuclear o principal en 
su sede central y despliega cantidades pequeñas de personas en 
sus oficinas regionales, de ser el caso. Algunos de los aspectos más 
positivos de tener personal independiente y dedicado exclusiva-
mente a los organismos electorales son el de la confidencialidad 
y la neutralidad, así como el de la profesionalización, la especiali-
zación y la eficiencia técnica y administrativa. Además, se contri-
buye a la construcción de institucionalidad y a la sostenibilidad de 
proyectos a mediano y largo plazo. En este sentido, los órganos 
electorales deben tener los recursos humanos, económicos y tec-
nológicos necesarios y suficientes para llevar adelante un proceso 
electoral limpio y transparente.46

 

46	 Un aspecto a cuidar es el que la administración electoral permanente que rea-
lice actividades de manera sostenida no sea vista como una enorme máquina buro-
crática, como suele ocurrir en algunos países de la región, especialmente en Centro 
y Norteamérica. Una de las críticas que se les suele hacer a este tipo de instituciones 
es el gran presupuesto que, en algunos casos, se gastan en mantener estructuras tan 
grandes y con tanto personal. En defensa, están quienes opinan que este tipo de es-
tructuras resultan más rentables que generar organismos y funcionarios temporales, o 
quienes sostienen que la democracia no tiene porqué ser “barata” y que en sociedades 
como las latinoamericanas, que tienen muchas veces un funcionamiento institucional 
claramente informal, es recomendable invertir en estos temas, en salvaguarda de las 
respectivas democracias.
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Por su parte, en periodos no electorales, los organismos de 
administración electoral latinoamericanos, en su mayoría, rea-
lizan actividades vinculadas con la educación y la capacitación 
(tanto la capacitación interna de su personal como la educación 
ciudadana o para la democracia). Llevan a cabo también proce-
sos de revocatoria, vacancia o suspensión de autoridades elegidas 
por voto popular; coordinan actividades con las organizaciones 
políticas, incluyendo la fiscalización de los fondos partidarios; se 
dedican, además, a la investigación y al desarrollo de proyectos 
especiales, a la elaboración de normas para la reforma o mejora 
del sistema electoral, la administración electoral y las elecciones; a 
implementar actividades de modernización de sus procesos, tanto 
internos como externos, y a la planificación de los procesos elec-
torales que deberán organizarse en el futuro según el respectivo 
calendario. Este listado de actividades podría aumentar o dismi-
nuir según el país y el tipo de institución del que se trate.

Uno de los recientes enfoques para ordenar los organis-
mos electorales latinoamericanos lo propone Joseph Thompson 
(2012), quien se refiere a un criterio de “concentración”, que 
puede ser explicado de la siguiente manera: 1) organismos elec-
torales concentrados en grado máximo, cuando la administración 
electoral, la solución de controversias electorales y el registro ci-
vil se encuentran en manos del mismo organismo (es el caso de 
Costa Rica y Panamá, con variaciones en Uruguay y Bolivia); 2) 
organismos electorales concentrados en grado medio, cuando la 
administración electoral y la solución de controversias electora-
les se encuentran en manos del mismo organismo, pero con un 
registro civil autónomo (es el caso de Honduras, El Salvador y 
Guatemala); 3) organismos electorales concentrados pero cuyas 
resoluciones son revisadas en sede judicial, manteniendo el con-
trol sobre el registro civil (es el caso de Venezuela); 4) organismos 
electorales desconcentrados (como en México y Chile, que tienen 
un organismo autónomo para la administración electoral y un or-
ganismo que es parte del Poder Judicial para la calificación de 
elecciones y resolución de conflictos; Colombia, en donde exis-
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te un organismo autónomo para la administración electoral y la 
coordinación nacional de los registros, un organismo para la in-
terpretación de las normas electorales y una sección del Consejo 
de Estado para los conflictos electorales;  Ecuador y la República 
Dominicana, en donde existe un organismo autónomo para la 
administración electoral y otro organismo autónomo para la cali-
ficación de elecciones y resolución de conflictos, y Perú, en donde 
existen tres organismos autónomos, uno para la administración 
electoral, otro para la calificación de elecciones y resolución de 
conflictos, y otro que se encarga del registro civil de las personas), 
y 5) organismo electoral único para la mayor parte de la mate-
ria electoral (la Cámara Nacional Electoral) pero con funciones 
electorales en manos del Ejecutivo (Ministerio del Interior) (es el 
caso de Argentina).

En lo que respecta a la denominación de los organismos 
electorales latinoamericanos, ésta varía con los países: Tribunal 
o Consejo Supremo Electoral (o en algunos casos Nacional de 
Elecciones), Consejo, Oficina, Cámara o Corte Nacional 
Electoral o de Procesos Electorales; Consejo, Junta o Comisión 
Central de Elecciones; Tribunal Superior Electoral o Superior de 
Justicia Electoral, Tribunal Supremo de Elecciones o Calificador 
de Elecciones, Tribunal Federal Electoral, o Jurado Nacional de 
Elecciones (Hernández Becerra, 2000). 

Para complementar lo expresado hasta este punto, se pre-
senta a continuación un cuadro relativo a la existencia de organis-
mos electorales en algunos países de la región. 
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47	 El Perú incluye, además, como parte del mal denominado “sistema electoral” 
(figura así en la Constitución de aquel país, pero lo técnicamente correcto es “admi-
nistración electoral”), al Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec), 
responsable de la elaboración del padrón electoral y de la expedición del documento 
nacional de identificación (DNI).

48	 En la Constitución de 2010 se produjo un cambio en el diseño de la adminis-
tración electoral de la República Dominicana, país que históricamente tuvo un único 
órgano electoral: la Junta Central Electoral. Por la nueva Constitución, la administra-
ción electoral dominicana se conforma ahora por dos organismos: la Junta Central 
Electoral y el Tribunal Superior Electoral.

Cuadro 7

Países que separan funciones en dos organismos o autoridades

Argentina

Colombia

Chile

Perú47

México

Organiza proceso 
electoral

País Imparte justicia 
electoral

Dirección Nacional 
Electoral del Minis-
terio del Interior

Registraduría Nacio-
nal de Estado Civil

Servicio Electoral 
Público

Oficina Nacional de 
Procesos Electorales

Instituto Nacional 
Electoral

Consejo Nacional 
Electoral

Junta Central Elec-
toral
 

Cámara Nacional 
Electoral

Consejo Nacional 
Electoral

Tribunal Calificador 
de Elecciones

Jurado Nacional de 
Elecciones

Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la 
Federación

Tribunal Contencioso 
Electoral

Tribunal Superior 
Electoral 

Fuente: elaboración propia.

Ecuador

República
Dominicana48
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Finalmente, la mayoría de los organismos electorales en 
América Latina promueve la participación de distintas misiones 
de observación electoral, tanto nacionales como internacionales, 
a fin de que presencien, analicen y evalúen no sólo los hechos 
ocurridos durante la jornada electoral, sino todas las etapas del 
proceso, desde la convocatoria de elecciones hasta la proclama-
ción de los resultados.

Cuadro 8

Países que concentran funciones en un solo organismo

Bolivia

Brasil

Paraguay

Uruguay

Costa Rica

El Salvador

Guatemala

Honduras

Nicaragua

Panamá

Venezuela 

Organiza proceso e imparte
justicia electoral

País

Órgano Electoral Plurinacional

Tribunal Superior Electoral

Tribunal Superior de Justicia Electoral

Corte Electoral

Tribunal Supremo de Elecciones

Tribunal Supremo Electoral

Tribunal Supremo Electoral

Tribunal Supremo Electoral 

Consejo Supremo Electoral

Tribunal Electoral

Consejo Nacional Electoral

Fuente: elaboración propia.
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Los organismos electorales como reguladores del funcionamiento y
el financiamiento de los partidos y las campañas electorales

Una de las principales funciones de los organismos de administra-
ción electoral independientes y autónomos consiste en el rol de 
regulación que desempeñan. En efecto, estas instituciones esta-
blecen las reglas del juego del proceso electoral, tanto en la forma 
como en el fondo, a nivel interno y externo.49

En ese sentido, existen suficientes motivos para sostener que 
los organismos electorales tienen la capacidad de influir sobre el 
comportamiento electoral de los distintos actores que participan 
en unas elecciones, principalmente porque asumen la tarea de ser 
los réferis en ese juego en que consiste la lucha por el poder en 
nuestras democracias.

Como se ha dicho, en América Latina la mayoría de los 
países han optado por elegir el modelo de administración elec-
toral permanente y especializado, y un rasgo que resulta carac-
terístico de estos órganos electorales es que son los grandes 
reguladores de los procesos. Este tipo de instituciones son las 
encargadas de establecer o precisar temas a través de normas, 
referidas, por ejemplo, a cuáles son los impedimentos para la 
realización de propaganda política por parte del partido en el 
gobierno, cuáles son los requisitos para ser candidatos a un cargo 
de elección popular, con cuánto tiempo de anticipación deben 
renunciar los funcionarios públicos a sus respectivos cargos si 
es que quieren participar en un próximo proceso electoral o 
los requisitos técnicos que deben cumplir las encuestadoras 
para poder publicar sus encuestas. Todos estos ejemplos podrían 

49	 Los elementos técnicos para conducir una elección son de una magnitud y una 
dificultad enormes. Una gran cantidad de detalles necesitan ser tenidos en cuenta en 
un corto tiempo, con plazos perentorios que cumplir (los cuales se vencen indefecti-
blemente para pasar a una nueva etapa) y, con frecuencia, en un ambiente bastante 
tenso y politizado. Así mismo, el órgano electoral que administra justicia en la materia 
debe establecer mecanismos claros y transparentes en lo que respecta no solamente a 
la calificación de elecciones y procedimientos de impugnación, sino también al finan-
ciamiento de los partidos políticos y las campañas electorales.
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enmarcarse dentro de lo que se podría denominar la “regulación 
convencional” de los procesos electorales.50

Existen también mecanismos de regulación no convencio-
nales, como los pactos éticos (pactos de no agresión entre orga-
nizaciones políticas) o distintas campañas y herramientas que 
se utilizan para ofrecer información a la ciudadanía sobre los di-
ferentes aspectos que intervienen en una elección. Este tipo de 
iniciativas son generalmente desarrolladas por organismos elec-
torales que tienen funciones que van más allá de las estrictamen-
te jurisdiccionales, organizacionales y fiscalizadoras del proceso 
electoral, como ocurre en México, República Dominicana, Panamá, 
Guatemala, Honduras, Colombia y Perú, por citar algunos casos.

Esto ha obligado a hacer política de una forma diferente 
porque las reglas del juego no son las mismas a las de hace al-
gunos años, lo cual significa, sin duda alguna, un cambio en la 
manera en que las agendas de las organizaciones políticas y los 
candidatos encaran las campañas electorales. 

Por un lado, son las organizaciones políticas las que tienen 
que programar sus actividades tomando en cuenta los plazos, las 
regulaciones y otros mecanismos que establezcan los órganos elec-
torales. Por otro, estas organizaciones tienen que ser capaces de 
manejar y estar al día con herramientas tecnológicas vigentes en la 
actualidad, como el uso de Internet (Facebook, Twitter) o de los 
teléfonos celulares, sobre todo en América Latina, donde cada vez 
más familias tienen acceso a este tipo de instrumentos. Las orga-
nizaciones políticas se verán también en la obligación de ser muy 
cuidadosas al momento de elegir a sus candidatos, ya que sus currí-
culos serán públicos y el ciudadano tendrá fácil acceso a éstos. 

50	  Los organismos electorales pueden ejercer tal influencia sobre el proceso elec-
toral que deciden incluso quien puede ser candidato y quien no, como ocurrió en 
las elecciones municipales de 2010 en Perú, en donde el JNE vetó al candidato a la 
alcaldía de Lima por el partido Cambio Radical, Álex Kouri, por no cumplir con el 
requisito del domicilio en la ciudad en la cual se postulaba; Kouri tenía en las encues-
tas previas aproximadamente 20% de la intención de votos, estando ubicado en el 
segundo lugar de las preferencias de los ciudadanos.
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Por su parte, las organizaciones políticas y los candidatos 
deberán poner énfasis en la formación de cuadros y equipos de 
campaña que sean capaces de elaborar agendas y cronogramas 
de trabajo considerando las reglas del juego que establezcan los 
organismos electorales y los demás factores externos que puedan 
afectar su desempeño en el marco de los procesos electorales si 
quieren salir airosos de una elección, ya que incluso está en jue-
go su propia existencia, puesto que, en algunos casos, podrían 
perder su inscripción en el correspondiente registro de partidos 
políticos que tiene cada país.

Un tema importante a desarrollar con mayor amplitud es 
el referido al control del financiamiento de los partidos políticos. 
Pero, antes de entrar en la materia, es necesario enfatizar: el de-
sarrollo teórico y normativo que será presentado a continuación 
tiene algunas imprecisiones y vacíos legales en muchos países lati-
noamericanos, y se encuentra en constante revisión, discusión y 
proceso de reforma, por lo que varía constantemente. En ese sen-
tido, la presente descripción y su consecuente análisis correspon-
den a un momento específico, en un tiempo en el que se produce 
una constante evolución sobre esta temática.

Así pues, en la actualidad existen diversos mecanismos para 
ejercer el control del financiamiento de los partidos políticos, los 
cuales, casi en todos los casos en América Latina, están a cargo de 
los organismos electorales. Es necesario señalar que el dinero en 
la política y en las campañas electorales constituye uno de los as-
pectos más complejos a regular, por algunas consideraciones que 
serán explicadas.

En primer lugar, porque forma parte de los asuntos centrales 
sobre los cuales se suelen plantear reformas políticas en la región; 
sus ejes más relevantes son el tipo de financiamiento que los par-
tidos deben recibir, quién debe financiarlos, la participación o no 
del Estado en el financiamiento, los límites de la financiación, los 
mecanismos de transparencia y la rendición de cuentas... Y es justa-
mente en el tema de la transparencia y la rendición de cuentas don-
de los organismos electorales deben ser protagonistas importantes.   



156
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

A pesar de que no hay recetas únicas ni de aplicabilidad uni-
forme para todos los sistemas políticos latinoamericanos, idea que 
se ha sostenido para distintos conceptos que se han presentado a 
lo largo de este trabajo, puede observarse una tendencia clara en 
la región a buscar un equilibrio en la influencia del dinero en la 
política, así como a fortalecer los mecanismos de transparencia y 
rendición de cuentas. 

Sobre esta materia han sido IDEA Internacional y la OEA, 
junto con la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), 
las que han profundizado sobre los aspectos más sensibles en el 
texto Financiamiento de los partidos políticos en América Latina, el cual 
constituye la continuación o complemento de la obra De las normas 
a las buenas prácticas: el desafío del financiamiento político en América 
Latina, en donde se presenta de forma comparada un detallado 
análisis sobre el financiamiento de la política y las campañas elec-
torales en 18 países de la región. Constituye, pues, el estudio más 
relevante sobre este tema, motivo por el cual ese documento será 
el que sustente en su mayor parte las ideas que serán desarrolladas 
de aquí en adelante hasta concluir con este apartado. 

En ese sentido, puede afirmarse, en términos generales, que 
los resultados han mostrado que el tema del financiamiento de la 
política es clave para la salud de la competencia política demo-
crática y que los partidos políticos necesitan fondos para cumplir 
sus funciones de intermediación y representación, pero también 
deben ser fiscalizados y controlados para evitar caer en diversos 
problemas y abusos que surgen en algunas ocasiones. Existe, pues, 
una importante inclinación en los diversos países a establecer li-
mitaciones al ingreso de los fondos, por fuente y por monto, así 
como mecanismos e instrumentos de control y rendición de cuen-
tas con la finalidad de hacer más equitativa y justa la competencia 
política (IDEA Internacional, OEA y UNAM, 2011). 

Hay que tener en cuenta también que la situación actual es muy 
diferente a la de hace algunos años con respecto a la competencia 
política y electoral, ya que existen más organizaciones políticas o 
alianzas que participan en los procesos electorales, las cuales se han 



157
El procedimiento en América Latina

vuelto mucho más competitivas y especializadas. Esto hace necesaria 
una mayor inversión por parte de los partidos políticos, puesto 
que necesitan formar a más personas y tener campañas electorales 
más potentes para poder obtener una mayor cantidad de votos. 
Así, el debate que genera mayor polémica y discusión se produce 
en torno a cómo evitar que el dinero que financie a los partidos 
políticos y sus respectivas campañas provenga de fuentes ilícitas, 
como el narcotráfico y el lavado de activos, teniendo en cuenta 
que un sistema de partidos resistente fortalece a las democracias, 
para lo cual es necesario hacer más fuertes a los partidos políticos y 
aumentar la confianza ciudadana en sus procesos electorales (IDEA 
Internacional, OEA y UNAM, 2011, p. 4).  

En lo que respecta a los modelos de financiamiento, cabe 
resaltar la existencia de tres: el público, el privado y el mixto. El 
financiamiento público incluye las subvenciones directas (fon-
dos públicos desembolsados a partidos y a candidatos de acuerdo 
con un procedimiento definido por la ley, en dinero o en bonos, 
generalmente para actividades partidarias, electorales, de inves-
tigación y capacitación), los subsidios indirectos (subvenciones 
en especie, como servicios, beneficios tributarios, acceso gratuito 
a los medios de comunicación públicos y privados, distribución 
de publicaciones, capacitación) o los subsidios específicos (fon-
dos entregados a organizaciones relacionadas con los partidos o 
controladas por éstos, tales como las fracciones legislativas o sus 
institutos de investigación). Esto se produce en todos los países de 
la región,51 salvo en Venezuela, que no acepta ninguna de las tres 
modalidades, y Bolivia, en donde sólo se permite el financiamiento 
público indirecto. El financiamiento privado está constituido 
por donaciones de individuos o personas naturales, sindicatos 
y empresas. Destaca que todos los países de la región, salvo El 
Salvador y Nicaragua, prohíben las donaciones provenientes del 

51	 O al menos lo contemplan en su legislación. Se hace esta aclaración, ya que, 
por ejemplo, en el Perú si bien la Ley de Partidos Políticos núm. 28094 promulgada 
en 1993 establece el financiamiento público directo, supedita su aplicación a las posi-
bilidades de la economía nacional. Hasta 2013 este beneficio nunca ha sido otorgado.
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extranjero y que muchos ponen topes a los montos nacionales 
donados (Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, 
Guatemala, México, Paraguay, Perú y Uruguay). Así mismo, 12 
países prohíben donaciones anónimas (Argentina, Bolivia, Brasil, 
Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Uruguay y Venezuela). Finalmente, el financiamiento 
mixto es aquel que combina el público y el privado, y es el que 
predomina en la región, aunque con diferentes esquemas 
regulatorios (IDEA Internacional, OEA y UNAM, 2011, pp. 6-9).

Otra cuestión relevante es la rendición de cuentas, de la 
cual, salvo en Chile, Guatemala y Honduras, son responsables los 
partidos políticos, ya sea solos o compartiendo tal responsabilidad 
con los candidatos. Cabe señalar que únicamente El Salvador no 
prevé la figura de la rendición de cuentas.

En lo que tiene que ver con los órganos de control, puede 
mencionarse que, en general, la legislación electoral de todos los 
países de la región establece algún órgano encargado de la ta-
rea del control o fiscalización del financiamiento de las campañas 
electorales. En la mayor parte de los casos, la labor de control y 
supervisión de los movimientos económicos de los partidos recae 
exclusivamente sobre los órganos electorales (Bolivia, Brasil, Uru-
guay, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, 
Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela). 

En una segunda categoría, se ubican los países en los que se 
asigna esta tarea a la contraloría de la república (El Salvador). En 
una tercera categoría, tanto la institución electoral como la contra-
loría general de la república se responsabilizan por dicha labor (Cos-
ta Rica y República Dominicana). Finalmente, están los casos de Ar-
gentina y Nicaragua, que no pueden ubicarse en las clasificaciones 
anteriores, ya que mientras en Argentina la tarea de supervisión 
es llevada a cabo por los jueces federales con competencia electo-
ral, en Nicaragua esta labor es efectuada por una combinación de 
diferentes órganos: la contraloría general, el órgano electoral y el 
Ministerio de Hacienda y Crédito (Zovatto, 2003, p. 52).
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Se presenta a continuación un cuadro ilustrativo sobre 
esta cuestión:

Cuadro 9

Control del financiamiento de los partidos políticos

País: Argentina
Órgano de control:  jueces federales con jurisdicción electoral y Cámara
Nacional Electoral, con competencia en todo el país

País: Bolivia
Órgano de control: órgano electoral

País: Brasil
Órgano de control: órgano electoral

Artículos de la Ley de Financiamiento de los Partidos Políticos. Ley 25.600
Artículo 45: “Los partidos políticos, a través del órgano que determine la carta 

orgánica, deberán llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fon-
dos, con indicación del origen y destino de los fondos y de la fecha de la operación 
y del nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación respal-
datoria deberá conservarse durante diez (10) ejercicios”.

Artículo 46: “El partido deberá nombrar un tesorero titular y uno suplente, 
cuyos datos de identidad y profesión deberán ser comunicados al juez federal con 
competencia electoral correspondiente, a la Cámara Nacional Electoral y a la Au-
ditoría General de la Nación”.

Artículo 55 de la Ley de Partidos Políticos: “El órgano electoral tiene competencia 
para fiscalizar la administración del patrimonio partidario, para lo cual podrá re-
querir información sobre los recursos recibidos de los partidos, información sobre 
el uso de los recursos públicos, opinión calificada e independiente sobre sistemas 
de administración y control interno, estados financieros actualizados. El órgano 
electoral reglamentará los procedimientos de la fiscalización estatal”.

Artículo 34 de la Ley de Partidos Políticos: “A la justicia electoral compete la fis-
calización de los registros contables y de los balances y, más aún, de los gastos de 
campaña electoral, para lo que exigirá:
a) 	La obligatoriedad de constitución de comités y designación de dirigentes 

partidarios específicos para movilizar recursos financieros en las campañas 
electorales.

b) 	La caracterización de la responsabilidad de los dirigentes del partido y comi-
tés, inclusive del tesorero, que responderán civil y criminalmente por cual-
quier irregularidad.
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País: Colombia
Órgano de control: órgano electoral

País: Costa Rica
Órgano de control: órgano electoral y contraloría general

c) 	Registros contables con documentación que comprueben la entrada y salida de 
dinero o de bienes recibidos y aplicados.

d) 	La obligatoriedad de ser conservada por el partido la documentación compro-
batoria de sus prestaciones de cuentas, por un plazo no inferior a cinco años.

e) 	La obligatoriedad de prestación de cuentas por el partido político, sus comités 
y candidatos, al cierre de la campaña electoral, con entrega inmediata a la teso-
rería del partido de los saldos financieros eventualmente requeridos”.

Artículo 18 de la Ley Electoral: “Con el objeto de garantizar el adecuado control in-
terno en el manejo de los ingresos y gastos de la campaña, los partidos, movimien-
tos políticos con personería jurídica, movimientos sociales y grupos significativos 
de ciudadanos, que inscriban candidatos, crearán y acreditarán ante el Consejo 
Nacional Electoral un sistema de auditoría interna como condición para iniciar 
la recepción de los aportes y contribuciones de los particulares y/o de recibir los 
recursos de financiación estatal”.

Artículo 20 de la Ley Electoral: “El Consejo Nacional Electoral reglamentará 
lo referente al sistema único de información sobre contabilidad electoral, presen-
tación de cuentas, período de evaluación de informes, contenido de informes, pu-
blicidad de los informes, sistema de auditoría y revisoría fiscal”.

Artículo 21 de la Ley Electoral: “El Consejo Nacional Electoral podrá adelantar 
en todo momento auditorías o revisorías sobre los ingresos y gastos de la financia-
ción de las campañas”.

Artículo 121 de la Ley Electoral núm. 8765: “Los partidos políticos están obligados 
a llevar dentro de su contabilidad el financiamiento privado. El TSE, mediante 
resolución fundada, podrá ordenar auditorías sobre las finanzas de los partidos 
políticos, a efecto de verificar el respeto a las normas que regulan la materia, que 
podrán realizarse por medio de la dirección especializada en el tema, de profesio-
nales o firmas contratadas con tal propósito”.

Artículo 105: “La Contraloría General de la República registrará al contador pú-
blico autorizado que quiera brindar servicios profesionales a los partidos políticos”. 

Artículo 132: “El tesorero del partido político estará obligado a informar tri-
mestralmente al TSE sobre las donaciones, las contribuciones o los aportes que 
reciba. Sin embargo, durante el período comprendido entre la convocatoria y la 
fecha de elección, el informe será mensual. En todo caso, cuando un partido po-
lítico no reciba contribuciones dentro de los períodos señalados estará obligado a 
informar tal circunstancia. Toda la información contable de los partidos políticos 
es de acceso público por medio del TSE”.
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País: Chile
Órgano de control: órgano electoral y contraloría general

País: Ecuador
Órgano de control: órgano electoral

Artículo 133: “En los mismos plazos y con la misma regularidad, los tesoreros 
deberán suministrar como anexo de los citados informes trimestrales, copias certi-
ficadas del auxiliar de la cuenta bancaria en donde conste el número de depósito, 
el estado de cuenta bancaria y de los estados contables del período, emitidos por 
un contador público autorizado”.

Artículos de la Ley de Partidos Políticos. Ley 18.603
Artículo 34: “Para los efectos de esta ley, los partidos políticos llevarán un libro 

general de ingresos y egresos, uno de inventario y uno de balance, debiendo con-
servar la documentación que respalde sus anotaciones.

El Director del Servicio Electoral, con consulta al Tribunal Calificador de Elec-
ciones, dictará instrucciones generales y uniformes sobre la forma de llevar estos 
libros y de efectuar el balance.

El Director del Servicio Electoral solicitará los libros y la documentación anexa 
para su revisión e inspección, por lo menos una vez en cada año calendario, y man-
tendrá copia de estos antecedentes, los que quedarán a disposición del público 
para su consulta, de acuerdo con las normas que aquél señale”.

Artículo 35: “Los partidos políticos practicarán un balance por cada año calen-
dario y remitirán un ejemplar del mismo al Director del Servicio Electoral. Si éste 
estimare necesario formular aclaraciones, requerirá del partido las informaciones 
y los antecedentes del caso, el que deberá proporcionarlos en el plazo prudencial 
que fijare dicho funcionario.

El Director del Servicio Electoral podrá rechazar el balance si no se ajustare 
a las anotaciones de los libros o si contuviere errores u omisiones manifiestos. En 
caso de no existir objeciones o si éstas fueren solucionadas, el Director del Servicio 
Electoral ordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido”.

La ley estableció sanciones económicas a quienes vulneren las normas estable-
cidas en ésta. La responsabilidad administrativa de los funcionarios de la adminis-
tración del Estado que pudiera resultar como consecuencia de infracciones a la 
ley se hará efectiva a través de procedimientos disciplinarios que llevará a efecto 
la Contraloría General de la República. Cualquier persona puede realizar una 
denuncia ante ésta.

Artículo 138 del Código Electoral: “El Consejo Nacional Electoral ejercerá las fun-
ciones de control de todo lo relacionado con esta materia y tendrá potestad privati-
va y controladora para realizar exámenes de cuentas en lo relativo a monto, origen 
y destino de los recursos que se utilicen en las campañas electorales.
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País: El Salvador
Órgano de control: contraloría general (Corte de Cuentas de la República)

País: Guatemala
Órgano de control: órgano electoral

País: Honduras
Órgano de control: órgano electoral

País: México
Órgano de control: órgano electoral

El Consejo Nacional Electoral también tendrá la facultad de requerir a cual-
quier organismo o entidad pública o privada, depositarios de información, los da-
tos que precise para el control del monto, origen y destino de los recursos que se 
utilicen en la campaña electoral”.

La Corte de Cuentas de la República supervisa el uso de la deuda pública (artículos 
187-195 del Código Electoral). 

Artículo 3 de la Ley de la Corte de Cuentas de la República: “Asimismo, están 
sujetos a la fiscalización y control de la Corte todas las entidades y organismos del 
sector público y sus servidores, sin excepción alguna. La jurisdicción de la Corte 
alcanza también a las actividades de entidades, organismos y personas que, no es-
tando comprendidos en el inciso anterior, reciban asignaciones, privilegios o parti-
cipaciones ocasionales de recursos públicos”.

Artículo 21 de la Ley Electoral y de Partidos Políticos: “Corresponde al Tribunal 
Supremo Electoral el control y fiscalización de los fondos públicos y privados que 
reciban las organizaciones políticas para el financiamiento de sus actividades per-
manentes y de campaña. El reglamento regulará los mecanismos de fiscalización”.

Artículo 87 de la Ley Electoral y de las Organizaciones Políticas: “Los Partidos Polí-
ticos deberán establecer Sistemas Contables que permitan un control eficiente de 
sus operaciones financieras y presentarán al Tribunal Supremo Electoral los infor-
mes de los ingresos y egresos de los gastos de las campañas que realizan”.

Artículo 49-A del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales:
“1. Los partidos políticos y las agrupaciones políticas deberán presentar ante 

la comisión del Instituto Federal Electoral, los informes del origen y monto de los 
ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su em-
pleo y aplicación, atendiendo a las siguientes reglas:

…
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País: Panamá
Órgano de control: órgano electoral y contraloría

País: Paraguay
Órgano de control: órgano electoral

País: Nicaragua
Órgano de control: contraloría general, órgano electoral y
Ministerio de Hacienda y Crédito

b) Informes de campaña:
I. Deberán presentarse por los partidos políticos, por cada una de las campa-

ñas en las elecciones respectivas, especificando los gastos que el partido político y 
el candidato hayan realizado en el ámbito territorial correspondiente”.

Artículo 99 de la Ley Electoral núm. 331: “El Estado destinará una asignación 
presupuestaria específica del uno por ciento de los ingresos ordinarios del Pre-
supuesto General de la República correspondiente, para reembolsar exclusiva-
mente los gastos de la campaña electoral en que hayan incurrido los partidos 
políticos o alianzas de partidos que hubieren participado en las elecciones para 
Presidente, Vicepresidente, Diputados a la Asamblea Nacional y al Parlamento 
Centroamericano y que después de ella hayan conservado su personalidad jurídi-
ca. Debiendo rendir cuentas en forma documentada y detallada ante la Contra-
loría General de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Consejo Supremo Electoral”. 

Seis meses antes de cada elección, se crea la Procuraduría Específica Electoral, 
que también fiscaliza el financiamiento de los partidos políticos.

Artículo 182 del Código Electoral: “El Tribunal Electoral reglamentará, fiscalizará y 
auditará el manejo del financiamiento público contemplado en este Capítulo para 
asegurar la eficacia de éste”.

La contraloría interviene en lo relacionado con el financiamiento público.

Artículos del Código Electoral Paraguayo: 
Artículo 278: “A los efectos de establecer los debidos controles por parte de la 

Justicia Electoral, cada partido, movimiento político y alianza que propicien candi-
datos están obligados a:
a. 	 Designar un administrador de la campaña electoral, con quien la Justicia Electo-

ral entenderá todas las cuestiones atinentes al flujo y control de los cómputos”.
Artículo 280: “En las cuentas antes expresadas deberán depositarse todas las 

cantidades afectadas para sufragar gastos electorales, sean de origen público o pri-
vado. El Tribunal Electoral podrá en cualquier momento exigir la presentación de 
todas las informaciones referidas al manejo de fondos electorales a los respectivos 
administradores”.
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País: Perú
Órgano de control: órgano electoral

País: República Dominicana
Órgano de control: órgano electoral y contraloría general

País: Uruguay
Órgano de control: órgano electoral

Artículo 281: “Dentro de los sesenta días siguientes a las elecciones deberán 
elevar al Tribunal Electoral cuenta documentada de todos los gastos e ingresos 
irrogados (sic) por la campaña.

Independientemente de las responsabilidades penales en que pudieran in-
currir los administradores, la falta de remisión de tales resultados a la Justicia 
Electoral determinará la cesación de todo aporte, subsidio o subvención de parte 
del Estado”.

Artículo 34 de la Ley de Partidos Políticos: “Los partidos políticos, los movimien-
tos de alcance regional o departamental y las organizaciones políticas de alcance 
provincial y distrital deben prever un sistema de control interno que garantice la 
adecuada utilización y contabilización de todos los actos y documentos de los que de-
riven derechos y obligaciones de contenido económico, conforme a los estatutos.

La verificación y control externos de la actividad económico-financiera de los 
partidos políticos, los movimientos de alcance regional o departamental y las orga-
nizaciones políticas de alcance provincial y distrital corresponden exclusivamente 
a la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), a través de la Gerencia de 
Supervisión de Fondos Partidarios”.

Artículo 52 de la Ley Electoral 275-97: “Los partidos que hayan optado por la con-
tribución electoral se obligan a crear un sistema contable de acuerdo con los prin-
cipios legalmente aceptados, en el que se reflejen los movimientos de ingresos y 
egresos del partido.

Párrafo I. El hecho de no recurrir a la contribución electoral no exime a parti-
do alguno de implementar el indicado sistema contable, el que será auditado en el 
momento que la Junta Central Electoral lo disponga.

Párrafo II. La Junta Central Electoral solicitará a la Contraloría General de la 
República, que audite los registros contables de cada partido para determinar las 
fuentes de ingresos y los gastos correspondientes en la campaña”.

Artículos de la Ley de Financiamiento de los Partidos:
Artículo 34: “El comité de campaña estará obligado a presentar a la Corte Elec-

toral, 30 (treinta) días antes de celebrarse la elección nacional, un presupuesto ini-
cial de campaña en donde se detallarán los gastos e ingresos previstos en términos 
generales así como los detalles de las donaciones recibidas hasta la fecha”.
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Otro aspecto relevante es el relacionado con los instru-
mentos legales que pueden utilizarse para realizar esta regula-
ción. De acuerdo con lo que señalan IDEA Internacional, OEA 
y la UNAM (2011):

El papel del dinero en la actividad política democrática puede 
ser regulado mediante una amplia gama de instrumentos lega-
les, cuya presencia y combinación dan forma al sistema de finan-
ciamiento político (SFP). El SFP es el conjunto de normas que 
regula el indispensable flujo de recursos económicos hacia el sis-
tema político y desde este último. Es el marco normativo dentro 

País: Venezuela
Órgano de control: órgano electoral

Artículo 35: “Dentro de los 90 (noventa) días posteriores a la celebración del 
acto eleccionario, el comité de campaña deberá presentar a la Corte Electoral una 
rendición de cuentas definitiva en la que se especificarán los ingresos y egresos de 
la campaña, así como el origen de los fondos utilizados.

Los candidatos que participen de la segunda vuelta electoral harán un com-
plemento de esa rendición de cuentas teniendo 30 (treinta) días adicionales del 
plazo preceptuado”.

Artículo 37: “Las rendiciones de cuentas presentadas ante la Corte Electoral 
tendrán carácter público y podrán ser consultadas por cualquier persona, sin limi-
tación alguna. Asimismo se publicará un resumen de la rendición de cuentas en el 
Diario Oficial y en una página electrónica oficial”.

Artículo 201 de la Ley Orgánica del Sufragio y Participación Política: “Se crea la 
Oficina Nacional de Financiamiento de Partidos Políticos y Campañas Electorales 
como órgano encargado de los controles establecidos en esta Ley, así como en 
otras leyes de la República sobre el financiamiento de las campañas electorales, 
de las organizaciones políticas y sus candidatos, y ejercerá su competencia bajo la 
dirección y supervisión del Consejo Nacional Electoral”.

Artículo 203: “Los partidos políticos y grupos de electores estarán obliga-
dos a llevar una contabilidad especial donde consten, junto con los ingresos, los 
egresos por concepto de propaganda. Los libros de contabilidad y sus soportes 
estarán a la disposición del Consejo Nacional Electoral y de la Contraloría Gene-
ral de la República”.

Fuente: elaboración propia con base en la legislación que sobre el particular existe 
en cada país y de IDEA Internacional, OEA y UNAM (2011). 
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del cual los partidos y los candidatos pueden actuar legalmente 
para obtener y gastar recursos económicos para sus actividades, 
y dentro del cual las personas físicas y jurídicas —tanto públicas 
como privadas— pueden financiar esas actividades. Así mismo, 
el SFP define los instrumentos legales para supervisar y respaldar 
coercitivamente la aplicación de ese marco normativo. (p. 28)

De esta forma, los instrumentos legales para controlar el 
financiamiento político pueden clasificarse en cinco catego-
rías. La primera alude a las regulaciones sobre las fuentes de 
financiamiento, que incluyen aquellos instrumentos que regulan 
el flujo de recursos económicos hacia las actividades políticas; la 
segunda categoría es el financiamiento estatal, detallado cuando 
se abordó el tema del financiamiento público; la tercera categoría 
está constituida por las regulaciones sobre el gasto electoral, que 
abarcan las reglas que establecen topes generales al gasto electo-
ral de los partidos y los candidatos, así como los límites y las prohi-
biciones sobre algunos rubros específicos, particularmente la pu-
blicidad electoral; la cuarta categoría abarca las regulaciones que 
buscan la transparencia financiera, las cuales obligan a los parti-
dos, los candidatos y otros actores políticos a reportar a las auto-
ridades públicas las fuentes de sus recursos económicos y el uso 
que se les da a los mismos. También incluye las reglas que definen 
si esa información puede ser auditada y publicada. Finalmente, la 
quinta y última categoría la constituye el régimen sancionatorio, 
el cual abarca todas las sanciones dispuestas para las violaciones 
a los límites, las prohibiciones y las obligaciones derivadas de las 
cuatro categorías normativas anteriores (por lo general multas, 
pero también otras sanciones administrativas y penales) (IDEA 
Internacional, OEA y UNAM, 2011, pp. 28-45). Todas estas regu-
laciones pueden tener grandes diferencias dependiendo del país 
del que se trate. 
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Rompiendo paradigmas: los organismos electorales
y la educación para la democracia

Si bien es sabido que la definición de democracia es materia de 
permanente y constante debate teórico y político, hay dos cuestio-
nes sobre las cuales existe prácticamente unanimidad y que cons-
tituyen requisitos indispensables de los sistemas democráticos: 
celebrar elecciones libres y garantizar un conjunto de derechos 
fundamentales. Junto con el hecho de organizar elecciones pe-
riódicas e impecables, debe ir de la mano la cuestión vinculada al 
ejercicio de la libertad de expresión y asociación de las personas.

En ese sentido, el fin del periodo de transición democrá-
tica que vivió la mayoría de los países latinoamericanos trajo 
consigo un nuevo interés en la manera en que la educación podía 
contribuir a formar ciudadanos democráticos. 

Existen muchos términos para referirse a lo que aquí se 
quiere expresar. Desde educación cívica, instrucción cívica, edu-
cación ciudadana, educación para la democracia, educación para 
la vida en democracia, educación en derechos, educación en valo-
res, educación cívico-política hasta denominaciones como virtud 
cívica, educación preparatoria para el ejercicio de la ciudadanía, 
educación para la ciudadanía democrática, formación ciudadana 
o en ciudadanía,52 cultura cívica, etcétera.

No es de interés para los fines de esta investigación realizar 
un análisis profundo de esta cuestión ni plantear una teoría en 
materia de educación ciudadana, sino más bien mostrar cuál es su 
vinculación con la democracia y los organismos de la administra-
ción electoral. 

Por ello, se considera conveniente presentar algunas defi-
niciones, precisando que, para los fines de esta investigación y de 
este tema, el término más adecuado a utilizar será el de educa-
ción para la democracia. Éste se refiere a la educación ofrecida 

52	 Si bien conceptualmente educación y formación son dos cuestiones diferentes, 
en el lenguaje coloquial para referirse a estos temas se les suele confundir y equiparar.
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a los individuos para enseñar y promover el conocimiento, las 
habilidades y los valores necesarios para vivir en una sociedad 
democrática. Hace referencia a un sistema educativo que tiene una 
estructura democrática: profesores y estudiantes trabajan juntos, 
reciben el mismo respeto y se involucran igual en el proceso de 
enseñanza aprendizaje. Por su parte, los términos educación cívica 
y educación ciudadana pueden ser utilizados intercambiablemente 
para referirse a la enseñanza de conocimientos específicos, 
habilidades o valores considerados necesarios para la vida en 
sociedad. Finalmente, educación en moral se refiere a la enseñanza 
de valores y actitudes en clase y en la escuela; esos valores pueden 
ser democráticos, sociales, individuales y éticos, y en algunos casos 
religiosos (Tibbits y Torney-Purta, 1994, pp. 9-10).

Muchas de estas definiciones, que insisten en que finalmen-
te lo que se busca no es una democracia de electores o meros ha-
bitantes, sino de ciudadanos, pueden englobarse, según autores 
como Osler y Starkey (2004), en “las destrezas y actitudes para la 
participación en procesos democráticos así como el conocimiento 
necesario para la ciudadanía” (p. III). Así mismo, deben abarcar 
el desarrollo de ciertas competencias, conocimientos, habilida-
des y actitudes que preparen al ciudadano para la participación; 
competencias que se adquieren tanto de una aprehensión de 
conocimiento como de la práctica del mismo y que tienen que ver 
con el comportamiento y las actitudes en la relación con otros, los 
que se adquieren y son una parte importante de la socialización 
política (Cox, Jaramillo y Reimers, 2005, p. 8). 

Continuando con el planteamiento, María Ángela Prialé 
(2006) señala:

Una educación democrática o para la democracia será aquella 
que además de proveer a las personas del conocimiento sobre los 
principios democráticos fundamentales (deberes y derechos ciu-
dadanos, etc.) forme en valores como la tolerancia, la igualdad, la 
honestidad, el respeto y la responsabilidad. (p. 1)
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Juan Carlos Mougán (2009, p. 241), por su parte, plantea 
una definición de la teoría para la educación de una ciudadanía 
democrática, sosteniendo que es aquella que recoge todos los 
aspectos teóricos que confluyen en realzar la necesidad e impor-
tancia de fomentar los valores y las virtudes cívicas propios de 
una concepción política y moral de la democracia a través de las 
agencias públicas susceptibles de ser influidas por la actividad 
legislativa o política. 

Hace algunos años se confundía el término educación 
para la democracia con los de educación electoral y capacita-
ción electoral. Con el paso del tiempo ha resultado claro que la 
capacitación electoral está vinculada únicamente a aquellos co-
nocimientos que tienen que ver con el acto de votación en sí mis-
mo (cómo votar, cuáles son los pasos a seguir para emitir el voto, 
la manera de marcar la cédula o boleta de sufragio…). Se tiene 
certeza también de que la educación electoral está vinculada a 
aquellos conocimientos relacionados exclusivamente con la mate-
ria electoral, es decir, todo lo que conlleva la concepción procedi-
mental de la misma (qué son las elecciones, en qué consiste el de-
recho de sufragio, cuántas modalidades de votación existen...). Se 
ha notado que el enfoque que ofrece el término educación para 
la democracia es mucho más amplio e integral. Puede contener y 
comprender (aunque no en todos sus aspectos) el significado de 
educación electoral, pero se distingue notablemente del de capa-
citación electoral.

Luis Antonio Sobrado (2008, pp. 9-10) precisa que existen 
tres categorías conceptuales sobre las tareas de la educación. La 
primera está constituida por la capacitación institucional, que 
es aquélla dirigida a los empleados electorales y que procura 
dotarlos de los conocimientos y las destrezas necesarios para el 
desarrollo eficaz de sus actividades ordinarias, tanto sustantivas 
como de apoyo administrativo. La segunda es la capacitación 
electoral, que se enfoca en los distintos actores que participan 
en los procesos electorales, sean funcionarios, agentes de 
partidos políticos, personas de la sociedad civil especialmente 
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involucradas (periodistas y observadores electorales, por 
ejemplo) o incluso los propios ciudadanos como electores; 
considerando que se persigue la participación eficiente en esos 
procesos, tiende a contemplar actividades que se estructuran 
frente a determinado evento comicial y en fechas cercanas al 
mismo. La tercera categoría es la educación cívico-democrática, 
que contempla cualquier segmento social y aspira a promover la 
participación política, fortalecer la institucionalidad electoral y 
construir cultura democrática sostenible.

El autor agrega que estas actividades formativas en general 
deben ser conducidas por los organismos electorales con inde-
pendencia, es decir, liberados de imposiciones e interferencias 
indebidas de otros actores públicos y sociales, lo que no debe 
impedir el desarrollo de planes y eventos en alianza con dichos 
sectores, siempre que la institución electoral conserve el control 
estratégico de los procesos (Sobrado, 2008, p. 18).

La formación cívico-política de los ciudadanos no era par-
te de las prioridades del accionar de las instituciones estatales en 
la fase de transición a la democracia.  Luego de más de dos dé-
cadas, la democracia formal instalada en la mayoría de los países 
de la región latinoamericana todavía presenta rezagos importan-
tes en la cultura político-democrática vigente, reflejados en una 
debilidad de la institucionalidad y en especial de los partidos 
políticos.

Salvo las críticas hacia la democracia electoral presentadas 
al inicio del capítulo, no se suelen producir discusiones ni polé-
micas en la actualidad sobre el hecho de que es necesario educar 
para la democracia a los ciudadanos, por lo que existe unanimi-
dad en lo que respecta a desarrollar este tipo de tareas. Lo que 
definitivamente no tiene aceptación unánime es cuáles deben 
ser las instituciones, o la institución, que se encarguen del tema. 
Pero ése es un paradigma que se está comenzando a romper, 
aunque sobre esta cuestión existen muchos puntos de vista y 
discrepancias. Algunos son de la idea de que este tipo de tareas 
deben ser responsabilidad de los partidos políticos, del ministerio 
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de educación de cada país o incluso de las oficinas del ombudsman. 
Por otro lado, en algunos de los países de América Latina, existen 
instituciones que están intentando cumplir labores vinculadas a 
este tema, movimientos sociales, organismos no gubernamentales, 
organismos gubernamentales de carácter internacional, tales como 
IDEA Internacional, el Instituto Republicano Internacional (IRI), 
el Instituto Nacional Demócrata (NDI), Transparencia; así como 
también los mismos partidos políticos. Todas estas instituciones 
realizan grandes e importantes esfuerzos en este sentido.

Sin embargo, se percibe que su ámbito de acción tanto en 
contenidos como a nivel de infraestructura no es demasiado am-
plio, sobre todo por un tema de escaso presupuesto. En cuan-
to a los partidos políticos, éstos organizan algunas charlas de 
capacitación (la mayoría de las veces con contenidos sesgados), 
pero de manera muy esporádica y no como algo sistematizado y 
que tenga sostenibilidad en el tiempo.

Por otro lado, muchos de los países de la región comparten 
la realidad de que no existen instituciones del Estado que inves-
tiguen, analicen y desarrollen de manera seria y sistemática (no 
sólo a nivel político, sino también técnico) propuestas vinculadas 
a la mejora de la educación para la democracia de los ciudadanos 
y de los sistemas electorales. En efecto, prácticamente no exis-
ten (o existen muy pocas) instituciones gubernamentales en la 
región que les expliquen a los ciudadanos diferentes temas que 
pueden parecer básicos y fáciles de entender, pero que en la 
práctica no lo son tanto, como qué es una democracia, por qué 
el país ha elegido ese sistema de gobierno, por qué ese sistema 
es mejor que los demás, o que les ofrezcan herramientas para el 
análisis de cuestiones vinculadas a qué es más adecuado: el voto 
voluntario o el obligatorio, la bicameralidad o la unicameralidad 
del Parlamento, el voto electrónico o el manual, el sistema presi-
dencial o el parlamentario, etcétera.

De hecho, si se toma en cuenta el nivel universitario, el cur-
so que contiene estas materias, que es, en la generalidad de los 
casos, Derecho electoral, se dicta en muy pocas universidades y 
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ni siquiera de manera obligatoria. El resultado de esta situación 
es que haya ciudadanos pasivos y en gran medida ignorantes en 
este tipo de asuntos, lo cual hace imposible su participación en los 
debates o las deliberaciones que sobre el particular se desarrollen 
a cualquier nivel (local, regional, nacional).

En líneas generales, teniendo en cuenta la realidad latinoa-
mericana, en algunos casos para llenar un vacío o en otros por 
causa de lo que en el marco de esta investigación se puede deno-
minar un “estado de necesidad”, los organismos electorales han 
asumido la tarea de la educación para la democracia junto con su 
tradicional función de capacitación de operadores electorales, lo 
que se describe a continuación con mayor detalle.

En algunos países de América Latina se ha cuestionado con 
frecuencia la existencia de organismos electorales permanentes, 
pues se afirma que hay procesos electorales importantes única-
mente cada cuatro o cinco años. Efectivamente, en algunos casos, 
se ha propuesto que este tipo de entidades sean de carácter tem-
poral o que se les recorte el presupuesto, por lo que ha sido una 
manera de justificar la existencia de estas instituciones el hecho 
de que se ocupen de las actividades de la educación para la de-
mocracia, sobre todo en periodos no electorales. De esta manera, 
su accionar permanente está más que justificado, puesto que este 
tipo de programas requiere de una sostenibilidad en el tiempo 
para obtener resultados óptimos.

Por otro lado, se precisa también que en algunas situaciones 
los órganos electorales han llenado un vacío, sobre todo cuando 
ninguna institución del Estado se ha hecho responsable de asu-
mir la tarea de la educación para la democracia. Como se señaló 
en párrafos anteriores, es casi nula la intervención del Estado y 
del propio gobierno en estos temas, principalmente de los res-
pectivos ministerios de educación, más ocupados en el día a día o 
en desarrollar programas vinculados a la mejora de la educación 
escolar primaria y secundaria, a la evaluación y la capacitación de 
docentes... La premisa aquí sería: “lo hacemos nosotros porque 



173
El procedimiento en América Latina

nadie lo va a hacer y porque somos instituciones preocupadas por 
fortalecer la democracia de nuestros países”.

Pero incluso dentro de los mismos organismos electora-
les existen posiciones contrarias sobre asumir esta función. Hay 
representantes de instituciones electorales que señalan, entre 
otras cosas, que estas organizaciones sólo deben dedicarse a or-
ganizar elecciones y que eventualmente se les podría atribuir 
esta responsabilidad por la baja participación ciudadana en los 
procesos electorales o por las deficiencias que se presentan por 
la mala formación de los actores; además, hablan sobre los costos 
adicionales que acarrearía la implementación de los programas. 
También se ha dicho que se podría poner en duda la imparciali-
dad de estas instituciones, que la formación y la capacitación son 
responsabilidad de los partidos políticos o de los ministerios de 
educación (Bou, 2008, p. 11).

Por otro lado, quienes consideran que los organismos 
electorales sí deben asumir la formación ciudadana dentro de 
sus funciones sustantivas señalan que la actividad de este tipo 
de instituciones no se limita a organizar elecciones, sino que 
además debe contribuir a fortalecer la democracia desde otras 
dimensiones. Así, señalan que la formación de los ciudadanos 
en democracia es fundamental para el buen ejercicio de los de-
rechos y los deberes políticos, que los organismos electorales 
pueden ofrecer una formación imparcial y técnica de primera 
mano, que su intervención contribuye a reducir los problemas 
de organización y los votos nulos, y que estos organismos no de-
ben eludir las responsabilidades históricas frente al cambio y las 
falencias del sistema educativo y de los propios partidos políticos 
(Bou, 2008, pp. 11-12).

Para concluir con esta parte, es necesario volver a señalar 
que, por la situación actual que atraviesan los países latinoameri-
canos, quizá el principal desafío de la región es consolidar demo-
cracias de calidad, sólidas y estables, para lo cual el desarrollo y la 
implementación de una educación y formación cívica y política 
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son imprescindibles, lo que constituye, sin duda, una asignatura 
pendiente en la región. 

Para ello, las instituciones del Estado responsables de estos 
temas tendrán que tomar las medidas preventivas y correctivas 
que la situación de cada país requiera, en alianza con otros meca-
nismos e instituciones de sus respectivas sociedades. 

Serán el tiempo y la voluntad política de las autoridades 
estatales los que finalmente determinen el rumbo de una activi-
dad tan importante como la educación para la democracia. En 
la mayoría de los países de América Latina, el reto lo tienen los 
organismos electorales; las próximas generaciones de ciudada-
nos latinoamericanos serán las encargadas de demostrar cuán 
eficientes fueron en el desarrollo de esta labor.

Problemática de la administración electoral latinoamericana:
la integridad electoral en la región

Las nociones sobre la integridad electoral y las malas prácticas 
electorales que han sido detalladas en el apartado “Administra-
ción electoral, integridad electoral y procesos electorales” pueden 
también aplicarse para el caso latinoamericano. En efecto, entre 
los problemas que tienen los organismos de la administración 
electoral que conducen elecciones en la región se encuentra no 
solamente el hacer frente a los nefastos antecedentes autoritarios, 
sino además a los inconvenientes técnicos, que se convierten en 
políticos la mayoría de las veces. Estos factores son algunas de las 
razones por las que la administración de elecciones es una varia-
ble crítica en las democracias en desarrollo. Y en sociedades tan 
desconfiadas como las latinoamericanas, estas cuestiones, que en 
otros lugares pueden pasar desapercibidas, amenazan el proceso 
en su totalidad.

Los problemas técnicos en el desarrollo de los procesos 
electorales son inevitables; en un ambiente de crispación y, la ma-
yoría de las veces, polarizado es probable que una de las partes 
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vea irregularidades ante el más mínimo error o desatención de 
los órganos electorales, cuando lo que realmente se produce es 
un descuido en la ejecución de una actividad, el cual puede no 
deberse a errores humanos intencionales. Estos casos, los cuales 
forman parte de lo que en apartados anteriores se ha presentado 
como malas prácticas de segundo orden, ocurren con mucha fre-
cuencia y abundan en América Latina. 

El modelo latinoamericano presenta también el problema 
frecuente de la insatisfacción permanente. Esto es, en la mayo-
ría de los casos, en aquellos países donde sólo existe un órgano 
electoral, se debate y se plantea frecuentemente la posibilidad de 
contar con dos, uno que se encargue de la organización de las 
elecciones (y, a veces, del registro civil) y otro que sea responsable 
de la administración de justicia electoral. Por su parte, en aque-
llos países en donde se cuenta con dos o más órganos electorales, 
suele plantearse si no sería más conveniente la existencia de úni-
camente una institución que se encargue del manejo de todo lo 
que tiene que ver con las elecciones. 

De hecho, en aquellos países en donde existe un sólo 
organismo electoral, el principal cuestionamiento que se realiza de 
cuando en cuando se relaciona con la gran cantidad de funciones 
y presupuesto a cargo de la organización, haciendo falta un 
ordenamiento y una mejor distribución de tareas. Sin embargo, en 
los lugares donde existen dos organismos electorales, se cuestiona 
precisamente la mala distribución de funciones, la superposición 
y duplicidad de las mismas y la falta de coordinación entre las 
instituciones, por lo que se produce una constante fricción entre 
los funcionarios de ambos organismos, sobre todo cuando se 
comparten alguna o algunas de las principales funciones.53

Otra cuestión que resulta compleja y que puede traer incon-
venientes al organismo electoral es el perfil de las altas autoridades 
que lideran este tipo de instituciones. La administración electoral 
requiere de un alto nivel de especialización y conocimiento, por 

53	 En el último capítulo de la investigación se amplía este tema dentro del aparta-
do que aborda la tendencia en la administración electoral.
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lo que la curva de aprendizaje suele ser bastante grande y amplia 
para quien nunca ha tenido contacto con estos temas y debe for-
mar parte de un proceso electoral en un corto plazo. Por ello, 
es importante que los máximos responsables de estos organismos 
se rodeen de funcionarios especializados en estas cuestiones, con 
vasta experiencia en la materia. Resulta apropiado y aconsejable, 
por tanto, mantener una línea de carrera al interior de los or-
ganismos electorales latinoamericanos, basada sobre todo en la 
meritocracia y en la capacitación constante de sus funcionarios. 

En relación con lo anterior, puede mencionarse también la 
presencia de disputas al interior del organismo electoral, las cua-
les se producen, frecuentemente, por los conflictos entre quie-
nes tienen gran experiencia en el trabajo (que en algunos casos 
son reacios al cambio y a la aplicación de nuevas ideas) y aquel 
personal nuevo e inexperto, la mayoría de las veces, en asuntos 
electorales, que con la confianza de la alta dirección pretende en 
ocasiones imponer decisiones sin el conocimiento adecuado. És-
tas pueden tratarse de situaciones que tienen que ver con fallas o 
vicios en el funcionamiento y con la falta de coordinación que se 
presentan en cualquier organización del Estado, pero durante los 
procesos electorales se corre el riesgo de afectar leve o gravemen-
te (según la magnitud del caso) el desempeño de las instituciones 
que tienen a su cargo la administración electoral de un país. Y un 
proceso electoral con vicios de este tipo, que genere desconfianza 
o suspicacia por la incapacidad o ineficiencia de su(s) órgano(s) 
electoral(es), puede sin duda ocasionar grave perjuicio a todo el 
sistema democrático.

Ocurren también problemas en las relaciones entre funcio-
narios de las instituciones que forman parte de la administración 
electoral de un país (cuando se trata de más de una organiza-
ción), los que pueden deberse a la duplicidad y la superposición 
de funciones, a la lucha por tener más o menos poder, o al ego de 
muchos altos funcionarios que quieren tener mayor protagonis-
mo en la escena pública.
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Estos temas son particularmente pertinentes si la organiza-
ción está compuesta por representantes de partidos políticos, ya 
que intereses organizacionales muy fuertes pueden jugar su pa-
pel. Es posible que existan diversas tendencias de los comisiona-
dos, ministros, consejeros o magistrados y de los demás miembros 
de la organización en su visión de cómo debería ser la institución 
y su crecimiento. Son también temas polémicos y controversiales 
el perfil y la cantidad de personal con el que se debe contar, la uti-
lización de la tecnología, la descentralización o desconcentración 
de las tareas, la distribución de responsabilidades, el proceso de 
toma de decisiones, entre los principales.54

Otro aspecto problemático que amerita ser comentado es el 
mandato que tienen los órganos electorales latinoamericanos para 
garantizar no solamente los mecanismos correspondientes para 
que los partidos políticos y los candidatos en contienda accedan 
por igual a los medios de comunicación públicos y privados, sino 
también un adecuado y equitativo nivel de competencia antes, 
durante y después del proceso electoral, lo que suele respetarse 
en mayor o menor medida según el país del que se trate. En es-
tas situaciones los partidos pequeños pugnan por tener la misma 
cantidad de tiempo en medios e igual protagonismo en la escena 
pública que los partidos grandes o tradicionales, quienes, por su 
parte, luchan por ocupar un papel preponderante ante la opinión 
pública. Es, pues, en este juego de tirar y aflojar en donde los ór-
ganos electorales deben ser totalmente imparciales y justos en el 
tratamiento de este tipo de situaciones.

Además, otras características de los organismos de la ad-
ministración electoral que podrían afectar en menor o mayor 
medida el desarrollo de los procesos electorales se vinculan a su 
estructura y funcionamiento interno. En ese sentido, son facto-

54	 Otras cuestiones internas que resultan de suma importancia en el funcionamiento 
de los organismos de la administración electoral son las motivaciones de sus diferen-
tes funcionarios, sus intereses individuales y políticos, la lucha por el aumento de 
salarios, dietas, asignaciones varias, etcétera. El tratamiento y la negociación de estas 
cuestiones pueden comprometer la habilidad de la organización en lo referido a la 
dirección y al cumplimiento de sus tareas principales en la búsqueda por optimizar sus 
procedimientos bajo principios democráticos.
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res fundamentales tanto la relación entre los integrantes del co-
legiado que representa la máxima instancia del órgano electoral 
como, para realizar un trabajo coordinado y armónico, la relación 
entre los representantes de los organismos que conforman la ad-
ministración electoral de un país, en caso de que exista más de 
uno (importa mucho si son relaciones basadas en la coordinación 
y el apoyo mutuo, o en la tensión y el enfrentamiento). 

Así mismo, estas instituciones tienen la obligación de 
respetar y hacer respetar el principio de neutralidad, y no deben 
favorecer a ningún partido ni candidato en particular. Este 
principio debe trasladarse a todos los órganos del Estado y son 
precisamente los órganos electorales los que deben velar por el 
cumplimiento de esas normas. Resulta importante señalar que 
los organismos de la administración electoral no pueden utilizar 
capital público para beneficiar a determinado candidato durante 
las campañas.55 Surge, por tanto, el tema relacionado con los 
recursos que utilizan tanto el partido en el gobierno como los 
candidatos ya elegidos que van a la reelección en la realización 
de sus respectivas campañas. En estas situaciones los funcionarios 
electorales deben ser sumamente rigurosos en la fiscalización de 
los recursos públicos y denunciar cualquier irregularidad. 

En ese sentido, una de las preocupaciones cuya solución 
constituye un desafío para la administración electoral latinoame-
ricana consiste en el mantenimiento de la independencia de las 
instituciones frente al poder político. Es necesario generar una 
convicción de que los actores políticos deben estar subordinados 
a las reglas, puesto que continúa vigente en muchos casos la idea 
de que éstas están disponibles y son adaptables a sus intereses, 
pensamiento sustentado en que el objetivo legitima los medios 
(Nohlen, 2009, pp. 30-33).

55	 Hay que tener en cuenta que existen países en los que está permitido el 
financiamiento público de las campañas electorales; en éstos los partidos con 
mayor representación parlamentaria reciben un mayor monto de dinero con el 
ánimo, sobre todo, de fortalecer el sistema de partidos.
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Finalmente, hay dos temas que presentan inconvenientes 
para los organismos electorales latinoamericanos. El primero tie-
ne que ver con la atribución de una gran cantidad de funciones 
que no necesariamente les competen. Aquí, la discusión más den-
sa y profunda sobre democracia contra electoralismo suele tras-
ladarse de una manera más superficial a la práctica. Surge por 
esto la pregunta: ¿un órgano electoral debe realizar actividades 
circunscritas única y exclusivamente a lo electoral o puede abar-
car un espectro democrático mayor? De la respuesta a esta pre-
gunta provendrán todas las funciones que asumen este tipo de 
instituciones: educación para la democracia, participación juve-
nil, democracia para escolares, democracia para partidos políticos 
y medios de comunicación, reconocimiento a personalidades que 
se caracterizaron por defender la democracia a lo largo de su vida, 
entre otros temas. En América Latina existen organizaciones elec-
torales más o menos amplias en su margen de acción y alcance, lo 
que contribuye a afirmar la premisa sobre que no hay una institu-
ción electoral idéntica a otra en la región.

El otro tema que debe preocupar a los organismos elec-
torales en la región constituye una cuestión sobre la que no se 
puede actuar para resolver las causas pero sí para solucionar sus 
efectos y consecuencias, que es la de los resultados estrechos 
en una elección. No se puede actuar sobre sus causas porque 
definitivamente los órganos electorales no son responsables (o 
no deberían serlo) del margen de diferencia producido en una 
determinada elección, mas sí son los encargados de anticiparse 
a cualquier efecto negativo que ello pudiera generar. En ese 
sentido, estos organismos deben tomar todas las precauciones 
posibles para afrontar un resultado ajustado en las elecciones, 
considerando aspectos específicos en los cuales se debe trabajar, 
que son preparar unos procedimientos electorales claros y 
sencillos, así como agilizar los procesos de transmisión y cómputo 
de los resultados de la elección.56

56	 Sobre esta cuestión se presenta un análisis más detallado en el tercer capítulo 
de este trabajo.
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Para concluir este apartado, resulta oportuno remarcar que, 
a pesar de estar asociados con una concepción minimalista de de-
mocracia, los organismos electorales y las elecciones democráticas 
son instituciones muy exigentes en términos normativos. Ninguna 
elección cumple con los requisitos democráticos a la perfección. 
Se exige inclusión, pero siempre hay ciudadanos que se quedan 
fuera; se pide apertura, mas siempre hay obstáculos instituciona-
les o materiales que inhiben la formación de nuevos partidos; se 
demanda equidad en la competencia, pero siempre hay ciertos 
desequilibrios en el acceso a medios y recursos; se reclama eficien-
cia burocrática, mas siempre puede haber fallas organizacionales 
y logísticas en la administración electoral, entre los principales 
aspectos a considerar. Resulta, pues, fundamental tener en cuen-
ta que en nuevas democracias, regímenes en transición o en de-
mocracias que luchan por consolidarse, la preocupación crucial 
no concierne a los máximos, sino a los mínimos de democracia 
(Schedler, 2009, pp. 42-43). 

En ese sentido, los órganos electorales latinoamericanos 
tienen el gran reto de mejorar sus procedimientos internos, ge-
nerando reglas claras, válidas para todo el proceso electoral, y 
transparentando su actividad al hacerla conocida por todos los 
ciudadanos. En este camino, deben, por supuesto, realizar labores 
de coordinación con aquellas instituciones privadas y del Estado 
que tengan relación con la función que desempeñan, con la fina-
lidad de obtener el respaldo y la colaboración necesarios para la 
adecuada realización de sus actividades. 

La calidad de las elecciones en América Latina

Dieter Nohlen (1994) precisa:

Las elecciones son la fuente de legitimación del sistema político. 
Un gobierno surgido de elecciones libres y universales se reco-
noce como legítimo y democrático. Sin embargo, la fuerza legi-
timadora de las elecciones es más extensa … Para poder ejercer 
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realmente el sufragio el elector debe tener oportunidad de elegir 
y gozar de la libertad de elección. La oportunidad y libertad de 
elegir deben estar amparadas por ley. Cuando estas elecciones es-
tán dadas, hablamos de elecciones competitivas. (pp. 10-12)
    
Así pues, el autor propone una tipología de las elecciones 

al clasificarlas como competitivas, semicompetitivas y no com-
petitivas, señalando que en la primera de éstas el elector ejerce 
el sufragio libremente y entre opciones reales, cuestiones que 
están garantizadas por normas jurídicas efectivamente vigentes. 
Si estos requisitos que deben verificarse copulativamente se 
ven limitados en algún grado, se puede hablar de elecciones 
semicompetitivas (sistemas autoritarios). Y cuando éstos se 
encuentran vedados al elector, estamos entonces ante elecciones 
no competitivas (sistemas totalitarios) (Fernández y Nohlen, s. f.).

En ese sentido, en América Latina llamó la atención que 
bajo regímenes dictatoriales se realizaran elecciones precisamen-
te en aquellos países que carecían de experiencias democráticas 
(excepto Brasil). Los procesos electorales bajo los regímenes au-
toritarios se clasificaron como semicompetitivos y, a veces, incluso 
como no competitivos. La posibilidad de escoger y la libertad de 
elección estuvieron limitadas en todos los casos y, en ocasiones, in-
cluso abolidas por completo. Con frecuencia se cometieron frau-
des electorales. Sin duda alguna, las elecciones carecieron de una 
importancia política mayor y estuvieron desprovistas de cualquier 
función democrática. No obstante, no dejaron de tener cierta re-
levancia o de cumplir con alguna función. En ese punto es don-
de se produce el desencuentro entre elecciones y administración 
electoral, ya que en muchos casos los fines que se persiguen a 
través de las primeras no son democráticos.

Por ello, desde la perspectiva de los gobernantes autoritarios, 
las elecciones sirvieron para la estabilización de sus regímenes en 
distintos aspectos hacia fuera, buscando aumentar su legitimación 
(Krennerich y Zilla, 2007, p. 40).
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La discusión ha ido evolucionando considerando también 
las indudables mejoras en la realización de los procesos electora-
les en la región en los últimos años. En ese sentido, señala Flavia 
Freidenberg (2013):

Las elecciones son como un juego de barajas, en el que com-
pite una serie de individuos y/o grupos, con sus ideas y recur-
sos, en el que algunos ganan y otros pierden. Tres elementos 
claves para comprender cómo funcionan las elecciones son: a) 
El grado de incertidumbre en los resultados (no saber quién 
va a ganar); b) El hecho de que se realicen cada determinado 
tiempo para generar escenarios que hagan probable la alter-
nancia de los gobernantes, y c)   Las oportunidades de ejercer 
control sobre los representantes por parte de los ciudadanos, a 
través del ejercicio del accountability vertical (premio-castigo). El 
modo en que las elecciones se lleven a cabo, las funciones que 
cumplan y los derechos que efectivamente garanticen son claves 
para determinar la salud democrática de un sistema político.

Freidenberg (2013) hace referencia a que aquella premisa o 
paradigma que señala que para que las elecciones garanticen un 
sistema realmente democrático deben ser competitivas, libres y jus-
tas se encuentra avalada por la Declaración sobre los Criterios para 
Elecciones Libres y Justas, adoptada por unanimidad por el Con-
sejo Interparlamentario en su 154a. reunión en París en 1994 (la 
cual fue estudiada, junto con otros instrumentos internacionales 
que defienden la democracia y apoyan la realización de elecciones, 
en el primer capítulo de esta investigación).

Sin embargo, esta idea de evaluar las elecciones desde el 
punto de vista de la libertad, la justicia y la transparencia, toman-
do en cuenta factores como la competencia y la legitimidad de 
los procesos electorales, que ha predominado en los últimos años 
(debido fundamentalmente a la existencia de problemas en el 
ejercicio del voto o en la administración de las elecciones) está 
comenzando a cambiar, no solamente porque la administración 
electoral latinoamericana ha mejorado notablemente y se han re-
suelto muchos de los problemas vinculados al ejercicio del voto, 
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sino también porque han existido algunas deficiencias y limitacio-
nes para poder determinar la calidad del proceso electoral en su 
conjunto. En efecto, se está empezando a considerar como factor 
de evaluación ya no únicamente a las elecciones (el día mismo de 
la votación), sino a todo el proceso electoral (desde la convocato-
ria hasta la proclamación de resultados).

Sobre el particular, Irma Méndez de Hoyos (2013) ha pre-
sentado recientemente una investigación que revela que, si bien 
se mantienen algunas de las denominadas malas prácticas en mu-
chos de los países de la región, a nivel de resultados generales se 
puede apreciar que las elecciones latinoamericanas cumplen de 
manera razonable con los criterios de limpieza, competitividad, li-
bertad y justicia, lo que es una buena oportunidad para comenzar 
a considerar y medir otros factores.

A pesar de que han existido y existen múltiples técnicas 
y métodos que han sido utilizados para monitorear la calidad 
de las elecciones, incluyendo estudios de caso, observación 
electoral, encuestas masivas, índices especializados en brindar 
datos de carácter multinacional, trabajos de campo, auditoría de 
actas electorales o de cédulas de votación…, la nueva discusión 
propone contar con procesos electorales de calidad que, como 
sostiene Freidenberg (2013), “estén basados en los principios 
democráticos del sufragio universal y la igualdad política … 
caracterizada por una preparación y gestión profesionales, 
imparciales y transparentes de todo el ciclo electoral”.

En esta nueva forma de analizar el tema, en la línea de 
pensamiento que defiende Pippa Norris(2013), se señala que 
las elecciones deben ser consideradas como un todo, un proce-
so integral que se encuentra dividido en etapas diferentes, que 
son la etapa preelectoral, conformada, entre otras actividades, 
por la convocatoria a elecciones, la preparación de la norma-
tiva correspondiente, la actualización del registro de electores, 
la capacitación a los actores y funcionarios electorales, la edu-
cación cívico-ciudadana, la preparación del material electoral, 
la inscripción de candidaturas y la campaña electoral; la etapa 
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electoral, conformada por todas las actividades e incidencias 
que ocurren el día de la elección, el voto electrónico o manual, 
el voto de los residentes en el exterior, el escrutinio…, y la eta-
pa postelectoral, constituida por el cómputo de los resultados, 
la verificación y auditoría de los mismos, la calificación de las 
elecciones (justicia electoral), que aborda las impugnaciones y 
observaciones al proceso; los informes de los observadores elec-
torales, la proclamación de los resultados oficiales, etcétera. 

Así pues, mientras que en el pasado, sobre todo en las dé-
cadas de los 80 y los 90, como resultado de las transiciones de-
mocráticas, la preocupación de los órganos electorales y de la 
comunidad internacional se circunscribía al día de la elección 
(donde se evidenciaban altos niveles de fraude e irregularidades 
en la votación), en la actualidad preocupa también lo que ocurra 
en las etapas anteriores y posteriores a éste, y lo que se busca es la 
equidad en la competición electoral (IDEA Internacional, OEA y 
UNAM, 2011, p. 3). 

Como puede notarse, este enfoque considera variables que 
no eran contempladas en la perspectiva anterior de elecciones 
libres y justas, como la gobernanza electoral, la regulación de la 
propaganda y el financiamiento de los partidos políticos y los can-
didatos, la capacitación y la educación cívico-ciudadana, así como 
la opinión de los expertos electorales contenida en los respectivos 
informes de evaluación.

Esta novedosa manera de analizar las elecciones y los pro-
cesos electorales permite realizar una evaluación secuencial y 
continua, y, por lo tanto, más amplia e integral, que hace posi-
ble identificar las malas prácticas de segundo orden a lo largo 
de todo el ciclo electoral y ya no solamente las incidencias que 
ocurrían el mismo día de las elecciones. 

A pesar de todos los avances que se han señalado en este 
apartado sobre el análisis de la administración electoral y los 
procesos electorales latinoamericanos, es relevante mencionar 
que no existen estándares internacionales sobre los cuales haya 
un consenso que sirva de punto de referencia para comparar y 
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evaluar la calidad de las elecciones, así como para catalogar que 
determinados actos constituyen malas prácticas o implican una 
mala administración. Esto quiere decir que, por ejemplo, mien-
tras en algunos lugares los organismos de la administración 
electoral prefieren utilizar cédulas o papeletas con la intención 
de asegurar eficiencia, transparencia y seguridad, en otros paí-
ses se opta por emplear máquinas electrónicas de votación para 
garantizar las mismas condiciones. En este sentido, mientras en 
algunos lugares se asume que la independencia de los organismos 
electorales a partir de comisiones autónomas es importante 
para su imparcialidad, en otros países se sugiere que una 
composición partidaria pluralista puede probar la misma eficacia. 
Por consiguiente, los estándares de desempeño están comenzando 
a ser desarrollados e implementados por varios organismos de 
administración electoral, pero aún no han sido tipificados a nivel 
nacional como instrumentos aceptados en todos los países.

Para finalizar este capítulo, es oportuno señalar que todos 
estos estudios sobre integridad electoral se encuentran en proce-
so de desarrollar espacios de medición sólidos y válidos, utilizan-
do diversas técnicas, metodologías y bases de datos.   





La tendencia y la importancia de 
la administración electoral en la 

democracia latinoamericana:
explicación de variables y
comprobación de hipótesis
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En el primer capítulo se presentó un análisis teórico-metodológico 
que ha servido como base o sustento para el desarrollo posterior 
de este trabajo. Así mismo, se hizo referencia a los principales 
aspectos que tienen que ver con la democracia procedimental y 
se presentó un recuento referido a su proceso de evolución en los 
últimos años y a sus principales consecuencias en América Latina. 

En el segundo capítulo se describieron las características 
más importantes de la administración electoral y se definió el mo-
delo latinoamericano, precisando su directa vinculación con el 
desarrollo de una democracia procedimental en la región. 

Con base en ese marco de referencia, en este tercer y úl-
timo capítulo se propone una explicación de los temas más re-
levantes analizados y descritos en los dos apartados anteriores, 
resaltando y comprobando la importancia que ha tenido la ad-
ministración electoral latinoamericana en el desarrollo y la de-
fensa de su democracia. 

Además, a fin de comprobar la hipótesis planteada: a mayor 
gobernanza (electoral) de la administración electoral, mayor for-
taleza de la democracia (procedimental) en América Latina, se 
explican cada una de las variables propuestas a través del análisis 
de los indicadores que se consideran más apropiados. 

Se demuestra también que el modelo de administración 
electoral basado en la actuación de organismos electorales autó-
nomos, independientes y especializados se ha constituido en una 
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tendencia a nivel mundial, principalmente en América Latina, 
lo cual ha demostrado ser el camino más adecuado para forjar 
democracias allí donde no las había o para consolidar procesos 
democráticos ya iniciados, pues estas instituciones han tenido un 
impacto importante y fundamental en este proceso de consoli-
dación de la democracia procedimental en la región y sin su rol 
protagónico no se podría hablar hoy de las características demo-
cráticas que poseen la mayoría de nuestros países. 

La tendencia en el diseño de las administraciones electorales

En la parte inicial de esta investigación se señaló que una de las 
intenciones de la misma era advertir y evidenciar que el diseño de 
organismos electorales autónomos, independientes y especializa-
dos se había convertido en una tendencia en la región. Pues bien, 
este apartado tiene la finalidad de demostrar esa afirmación.

Como ha podido notarse, los esfuerzos por democratizar y 
perfeccionar el proceso electoral se intensificaron enormemente a 
partir de la década de 1980. Mientras que la mayoría de los Esta-
dos sudamericanos pudieron reanudar sus experiencias electorales, 
en aquellos países latinoamericanos que por tradición habían sido 
gobernados de manera autoritaria el proceso electoral tuvo que re-
formarse desde sus fundamentos. Dentro del conjunto del régimen 
electoral, la organización y, en algunos de estos países, el sistema 
electoral (en sentido estricto) constituyeron los principales campos 
de reforma, puesto que se consideró que estas cuestiones se encon-
traban sumamente atrasadas en comparación con la realidad de 
otros países. Por lo tanto, se intensificaron los debates y los esfuerzos 
para solucionar los problemas de tipo organizativo y administrativo 
vinculados a la materia electoral (Krennerich y Zilla, 2007, p. 40). 

Al comenzar el último cuarto del siglo XX, en 1974, sólo 
había en el mundo 39 democracias.  Al acabar el siglo se habían 
celebrado elecciones en más de 170 países, lo que equivale 
aproximadamente a cuatro de cada cinco de los Estados nacionales 
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existentes. En efecto, estos debates a los que se hace mención 
tuvieron lugar, sobre todo durante las décadas de los 90 y el 2000, 
y a partir de ese momento los organismos electorales han ido 
perfeccionando el desarrollo de sus actividades y las elecciones 
en los países latinoamericanos son consideradas cada vez más 
competitivas, reconociéndose una clara intención de mejorar 
los procedimientos técnicos, aunque todavía hay diferencias 
considerables respecto a la calidad técnica que tienen los procesos 
electorales en dichos países; es decir, si bien se puede hablar de un 
progreso en términos generales, no todos los órganos electorales 
de los países latinoamericanos han mejorado sus procedimientos 
en igual grado. 

En el contexto político de las nuevas democracias o en 
aquellas que luchan por consolidarse, la administración electo-
ral tiene que hacer frente a importantes retos tanto de desarrollo 
institucional como de gestión y aplicaciones técnicas con la finali-
dad de ajustar su actuación a estándares internacionales de buena 
práctica. La expansión del modelo de elecciones competitivas por 
los cinco continentes ha dado lugar a una realidad nueva en la 
política mundial, a la que tanto analistas como profesionales han 
prestado mucha atención, como se podrá apreciar a continuación 
(López Pintor, 2000, pp. 20-22).

En efecto, la figura de una administración electoral sustenta-
da en la actuación de organismos electorales se ha expresado alre-
dedor del mundo a través de la creación de órganos permanentes 
e independientes del Ejecutivo, los cuales han emergido como las 
formas preferidas en cuanto al diseño o modelo en diferentes Esta-
dos, sobre todo en aquellos que han emprendido reformas electo-
rales. De hecho, en muchas de las nuevas democracias y en algunas 
de las más antiguas y estables, una creciente tendencia ha sido el 
establecimiento de comisiones electorales independientes y per-
manentes que se enmarcan en las respectivas constituciones y que 
cuentan en gran parte con asistencia técnica y financiera externa 
para su desarrollo institucional. No sorprende, por tanto, que en 
los contextos africanos y de América Latina se puedan encontrar 
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estudios empíricos que proponen o defienden el esquema de órga-
nos o comisiones electorales independientes para mejorar la cali-
dad de todo lo que tiene que ver con la materia electoral.

En ese sentido, luego de una revisión del diseño de la adminis-
tración electoral de diversos países, se puntualiza que el que existan 
elecciones conducidas exclusivamente por el Ejecutivo es un produc-
to de la historia más que una respuesta a las necesidades actuales. 
La evidencia histórica, unida a las conclusiones de observadores y al 
apoyo casi unánime de expertos, indica que los organismos electora-
les independientes sirven mejor a la estabilidad democrática que las 
elecciones realizadas por algún órgano del poder Ejecutivo.

De esta manera, si se toma en cuenta la clasificación de los 
distintos modelos de administración electoral que existen en el 
mundo presentada en el segundo capítulo, resulta útil señalar que 
en orden de frecuencia el primer modelo que han adoptado la 
mayoría de los países es el de organismo electoral independiente 
del Ejecutivo y con autonomía funcional, administrativa y presu-
puestal, constituido por una o dos instituciones que tienen respon-
sabilidad plena en la dirección, la administración y la calificación 
de las elecciones. Este tipo de diseño constituye 56% del total de 
organismos electorales y es, de lejos, el más común en nuevas de-
mocracias; además, tiene una fuerte tradición en América Latina 
(IDEA Internacional, 2006). 

Los últimos datos que pueden encontrarse sobre este tema los 
proporciona IDEA Internacional (2006) y la Red de Conocimientos 
Electorales ACE, que indican que el segundo modelo de mayor apli-
cación en el mundo, pero con una considerable diferencia, es aquél 
en donde el gobierno conduce íntegramente los procesos electorales, 
como en Alemania, Dinamarca e Italia, en Europa; Aruba y Granada, 
en el Caribe, y Argelia, como uno de los pocos países africanos que 
tienen este modelo. Este grupo de países representa 26%.

Un tercer modelo de administración electoral es el mixto, 
en donde se conducen las elecciones a través de la actuación de 
un organismo colectivo compuesto por jueces, miembros de co-
legios profesionales, juristas, funcionarios públicos especializados 
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en la materia, representantes de partidos políticos o una mezcla 
de todos éstos. Puede también tratarse de dos instituciones, una 
que organiza los procesos electorales (insertada en el ministerio 
del interior) y otra independiente que los regula y monitorea, res-
ponsable de la justicia electoral, conformada por jueces de la cor-
te suprema del Poder Judicial o juristas, o por una mezcla entre 
éstos, generalmente elegidos por miembros de partidos políticos 
que tienen representación en el Parlamento. Este tipo de autori-
dad electoral, que, como se mencionó, es la que existe en Espa-
ña y Francia (también en Argentina, en América Latina, con sus 
propias particularidades), suele tener capacidades regulatorias, 
supervisoras y judiciales. Estos casos representan 14% del total.  

A continuación se presentan un cuadro y un gráfico con el 
análisis de los países que forman parte de estos modelos:57

57	 En el primer cuadro de los “Anexos” se detalla el modelo de administración 
electoral de cada país.

58	 Los países de la Primavera Árabe (Egipto, Libia y Túnez) están atravesando por 
una serie de cambios a nivel político que van a implicar una modificación en sus au-
toridades electorales, por lo que no sería extraño apreciar que a partir de 2014 estos 
países adopten modelos de administración electoral independiente y autónoma. En ese 
sentido, algunas cifras consignadas en el cuadro 10 y en el primero de los “Anexos”, así 
como en el gráfico 10, podrían variar. Como tantos otros datos vinculados a la materia, 
la información presentada sirve como referencia importante, pero constituye la realidad 
de un momento determinado, que seguramente irá variando con el tiempo.

Cuadro 10

Datos sobre la tipología de la administración electoral en el mundo

El gobierno conduce las elecciones	 56	 25%

Órgano electoral independiente	 119	 56%

Modelo mixto	 31	 14%

Tipo de
organismo electoral

Porcentaje

Fuente: elaboración propia con información obtenida de IDEA Internacional (2006) 
y de la Red de Conocimientos Electorales ACE (s. f.). 

Cantidad en 
el mundo58
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La información que se acaba de presentar es un claro indi-
cador de la tendencia no sólo en América Latina, sino también en 
el mundo sobre la implementación de modelos de administración 
electoral independiente. Es importante reiterar que su creación y 
buen funcionamiento ha tenido el fuerte impulso de la comunidad 
internacional, la cual ha apoyado la realización de elecciones libres 
a través de diversos instrumentos o instituciones, como pudo apre-
ciarse a lo largo de los primeros capítulos de este trabajo. 

Pero ¿cuáles son los principales componentes de esta ten-
dencia? Para responder a esta pregunta se puede señalar que el 
diseño institucional de este tipo de organizaciones varía con las 
tradiciones políticas y culturales, así como con la evolución de la 
experiencia democrática de los distintos países. Desde un pun-
to de vista legal, la mayoría de los organismos de administración 
electoral están actualmente consagrados en las respectivas consti-
tuciones como mecanismos para limitar cambios repentinos por 
acciones ejecutivas o procesos legislativos ordinarios (éste es el 

Gráfico 10
Porcentaje de países respecto al modelo de administración electoral

Fuente: IDEA Internacional (2006) y Red de Conocimientos Electorales ACE (s. f.).

Independiente
56

Gubernamental
26

Mixto
14

No existe
4
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caso de la mayoría de los países latinoamericanos). Por su parte, 
muchas de las nuevas democracias en África y Asia les han dado a 
sus órganos electorales rango constitucional también. 

Así mismo, una característica de los órganos electorales 
independientes es su permanencia en el tiempo, lo que muchas 
veces trae como consecuencia que se les atribuyan funciones que 
no son estrictamente electorales. 

Poder Electoral

Como parte del análisis que se ha presentado, hay dos cuestiones 
que ameritan ser destacadas. Una está vinculada al Poder Elec-
toral y la otra tiene que ver con la cantidad de instituciones que 
conforman la administración electoral de un país. 

En el primer tema, dentro de la tendencia al funcionamiento 
de organismos electorales independientes, se produce, en algunos 
casos, la figura del Poder Electoral, que es el conjunto de órganos 
que cumplen la función de organizar, supervisar y llevar a término 
las elecciones y referendos y, en general, los procesos electorales 
para que el pueblo, mediante éstos, ejerza democráticamente su 
soberanía (Arismendi, 2002, p. 360).

Según afirma Carlos Fayt (1993):

El concepto constitucional de autonomía va ligado al concepto 
de poder electoral, implica una enumeración de funciones que 
se traduce, al menos, en que dicha autonomía es la calificación 
del modo de actuar de un grupo social determinado y el ejercicio 
del poder electoral el que da contenido al concepto de autono-
mía. El concepto de poder electoral se relaciona con la noción 
de soberanía popular, entendida como la suma de las diversas 
soberanías o poderes individuales. Por ello —precisamente—, 
poco o ningún sentido tendría referirse a la idea de autonomía 
si se acota su sentido a una definición infraconstitucional que 
excluya el pleno ejercicio del poder electoral. (pp. 9-10) 
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El Poder Electoral se rige por los principios de independen-
cia orgánica, autonomía funcional y presupuestaria, despartidiza-
ción de los organismos electorales, imparcialidad y participación 
ciudadana, descentralización de la administración electoral, trans-
parencia y celeridad en la votación y el escrutinio.

La doctrina señala que el Poder Electoral debe cumplir los 
siguientes requisitos: que el órgano o sistema orgánico tenga su 
título de nacimiento en la Constitución de la república, y no sólo 
que dependa de ley ordinaria o alguna otra; que su competencia 
se encuentre asignada en la propia Constitución, que sus decisio-
nes no puedan ser revocadas o reformadas por ningún órgano 
integrante de otro poder y que se le haya atribuido el ejercicio 
predominante de una de las funciones jurídicas del Estado (Urru-
ty, 2007a, p. 5).

A través del Poder Electoral se afirma la plena indepen-
dencia del órgano electoral del país y se constituye en un nuevo 
poder estatal, que se suma a los ya clásicos, Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial. 

Se presenta a continuación un cuadro sobre este tema:
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Cuadro 11

Poder Electoral en América Latina

Argentina

Bolivia 59 

Brasil

Colombia

Costa Rica 60

Chile

Ecuador 61

núm. País Órgano electoral
Regulación

constitucional
Ubicación dentro

del Estado

Poder Judicial y
Ministerio del
Interior

Poder Electoral

Órgano autónomo

Órganos autónomos

Poder Electoral

Órganos autónomos

Poder Electoral

No

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

Cámara Nacional 
Electoral y Dirección 
Nacional Electoral 

Órgano Electoral 
Plurinacional

Tribunal Superior 
Electoral

Consejo Nacional 
Electoral y Registra-
duría Nacional

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Calificador 
de Elecciones y 
Servicio Electoral

Consejo Nacional 
Electoral y Tribunal 
Contencioso 
Electoral

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

59	 La nueva Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia establece el 
Poder Electoral como cuarto poder del Estado, investido en el Órgano Electoral Plu-
rinacional. El nuevo poder estará dirigido por un Tribunal Supremo Electoral de siete 
miembros, de los cuales seis serán elegidos por dos tercios de la asamblea, debiendo 
ser al menos dos de éstos de origen indígena.

60	 El Tribunal Supremo Electoral, con independencia de los demás poderes del 
Estado, tiene a su cargo en forma exclusiva la organización, dirección y vigilancia 
de los actos relativos al sufragio, así como las demás funciones que le atribuyen la 
Constitución y las leyes (reforma constitucional 5704 del 5 de junio de 1975). Véase el 
artículo 99 de la Constitución.

61	 La nueva Constitución Política del Ecuador establece el Poder Electoral como 
uno de los cinco poderes del Estado (poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Electo-
ral y Ciudadano), investido en los dos órganos electorales. En el artículo 217 de la 
Constitución política se establece: “La Función Electoral garantizará el ejercicio de 
los derechos políticos que se expresan a través del sufragio, así como los referentes a 
la organización política de la ciudadanía. La Función Electoral está conformada por 
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El Salvador

Guatemala

Honduras

México 62

Nicaragua 63

Panamá 

Paraguay

núm. País Órgano electoral
Regulación

constitucional
Ubicación dentro

del Estado

Órgano autónomo

Órgano autónomo

Órgano autónomo

Órganos autónomos

Poder Electoral 

Órgano autónomo

Poder Judicial

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí 

Sí

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Supremo 
Electoral

Tribunal Nacional de 
Elecciones

Instituto Nacional 
Electoral y Tribunal 
Electoral del Poder 
Judicial de la 
Federación 

Consejo Supremo 
Electoral

Tribunal Electoral

Tribunal Superior de 
Justicia Electoral

8.

9.

10.

11.

12.

13.

14.

el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral. Ambos órganos 
tendrán sede en Quito, jurisdicción nacional, autonomías administrativa, financiera y 
organizativa, y personalidad jurídica propia. Se regirán por principios de autonomía, 
independencia, publicidad, transparencia, equidad, interculturalidad, paridad de gé-
nero, celeridad y probidad”.

62	 Una mención aparte es el caso de México. Actualmente se debate en este país 
la instauración del Poder Electoral. En palabras del magistrado del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación Flavio Galván Rivera, “hoy es necesario crear un 
Poder Electoral en México para obtener instituciones electorales más democráticas 
y autónomas … Para mí, ese movimiento ciudadanizador que inició en 1990 (con la 
creación de los organismos electorales independientes del gobierno) debe continuar 
hasta concluir con la conformación de este Poder Electoral”. Véase   http://www.pro-
vincia.com.mx/10-11-2010/99413/.

63	 En los artículos 168 y 169 de la Constitución política se establece: “Al Poder 
Electoral corresponde en forma exclusiva la organización, dirección y vigilancia de las 
elecciones, plebiscitos y referendos. El Poder Electoral está integrado por el Consejo 
Supremo Electoral y demás organismos electorales subordinados. Constituye uno de 
los cuatro poderes del Estado: el Ejecutivo, el Legislativo, el Judicial y el Electoral”.
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64	 La Constitución de 1934 incluye una sección titulada "De la justicia electoral" en la 
que se le otorga rango de poder del Estado a la Corte Electoral. En Uruguay existe desde 
1924 un órgano autónomo, creado al margen de la Constitución, como cuarto poder de 
gobierno. Desde su primera Constitución, sancionada en 1830, este país adoptó como base 
de su sistema institucional la forma de gobierno democrático-republicana, el principio de 
soberanía nacional y el de separación de poderes. Sin embargo, las exigencias emanadas de 
la necesidad de dotar al sistema institucional de mayores garantías fueron provocando la 
aparición de órganos de control que no quedaron incluidos en la órbita de competencia de 
ninguno de los tres poderes tradicionales, que actúan con absoluta independencia de éstos 
y que aparecen revestidos de todos los atributos que la doctrina del derecho constitucional 
exige para considerar caracterizado a un poder de gobierno. Eso fue lo que ocurrió con la 
Corte Electoral: fue creada por ley el 9 de enero de 1924 y ya en el seno de la comisión que 
proyectó su creación se discutió su naturaleza jurídica. Hubo quien la calificó de órgano 
supremo de una especie de poder de gobierno. Esto motivó a que se objetara la consti-
tucionalidad de la institución en creación, por lo cual se abandonó esta calificación y se 
comenzó a hablar de "entidad autónoma de naturaleza especial". La objeción era que no 
podía atribuirse a la Corte Electoral la calidad de poder, puesto que uno de los caracteres 
que conforme a la doctrina permite categorizar un poder de gobierno es, precisamente, su 
origen constitucional. Este reparo quedó subsanado al reformarse la Constitución en 1934. 
En ésta se incluye una sección titulada "De la justicia electoral", en cuyo primer artículo se 
dispone que "habrá una Corte Electoral que tendrá las siguientes facultades, además de 
las que se establecen en la Sección III y las que le señale la ley —a continuación se enume-
ran estas facultades—". Con esto desaparecen las objeciones que se habían formulado en 
cuanto a su constitucionalidad con motivo de su creación por ley y queda desdibujada la 
proclamada tripartición de poderes.

65	 En el artículo 292 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
se establece: “El Poder Electoral se ejerce por el Consejo Nacional Electoral como 

Perú

República 
Dominicana

Uruguay 64

Venezuela 65

núm. País Órgano electoral
Regulación

constitucional
Ubicación dentro

del Estado

Órganos autónomos

Órganos autónomos

Poder Electoral

Poder Electoral

Sí

Sí

Sí

Sí

Jurado Nacional de 
Elecciones, Oficina 
Nacional de Procesos 
Electorales y Registro 
Nacional de Identifi-
cación y Estado Civil

Tribunal Superior 
Electoral y Junta 
Central Electoral 

Corte Nacional 
Electoral

Consejo Nacional 
Electoral

15.

16.

17.

18.

Fuente: elaboración propia.
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Por otro lado, en lo que respecta a la cantidad de institu-
ciones que conforman la administración electoral de los países 
en América Latina, ésta puede estar compuesta por uno o dos 
órganos electorales.66 Cada una de estas dos opciones tiene 
sustentos técnicos que pueden o no justificar su implementación, 
y, de hecho, en la práctica muchos académicos y expertos en la 
materia ofrecen puntos de vista y análisis a favor y en contra de 
ambas posiciones. Sin embargo, lo cierto es que no existe un 
diseño institucional que se constituya en la receta que asegure 
un funcionamiento sin inconvenientes porque, además, cada país 
ofrece una realidad distinta y una idiosincrasia diferente. Las dos 
alternativas tienen sus particulares implicancias, pros y contras, y, 
como se señaló en el segundo capítulo, los dos diseños presentan 
cuestiones y detalles por mejorar. También es importante 
puntualizar que no existe una tendencia clara o marcada en 
lo que respecta a este tema, ya que, si bien el esquema de una 
administración electoral conformada por un solo organismo ha 
sido adoptado en 11 países latinoamericanos, el número de países 
en la región que ha implementado su funcionamiento electoral 
con dos instituciones es cada vez mayor (siete en la actualidad).

En ese sentido, quienes tengan a su cargo o formen parte de 
este tipo de debates y reformas deben tomar en cuenta todos los 
elementos aquí planteados; es necesario que analicen, fundamen-
talmente, la conveniencia y el costo de cambiar de una estructura 
a otra, ya que, a nuestro entender, tanto el diseño con un solo 
organismo electoral como el que presenta dos o más instituciones 
de este tipo pueden ser perfectibles dentro del mismo esquema 
que tiene tradición en los diferentes países latinoamericanos. 

ente rector; y son organismos subordinados a éste, la Junta Electoral Nacional, la Co-
misión de Registro Civil y Electoral y la Comisión de Participación Política y Finan-
ciamiento. El Poder Electoral forma parte de los cinco Poderes Públicos reconocidos 
expresamente por la Constitución Bolivariana como consecuencia de lo acordado en 
la Asamblea Nacional Constituyente del año 1999, aprobada por el pueblo mediante 
referéndum”.

66	 Como se precisó en el capítulo anterior, en el Perú existen tres organismos 
electorales, por lo que constituye un caso totalmente excepcional.
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Las diversas estructuras pueden ser mejoradas, sobre todo si se 
optimizan los niveles de coordinación y distribución de funciones 
de los organismos electorales, por lo que un cambio drástico de 
modelo sólo sería recomendable en caso de que existan ineficacia 
y corrupción generalizada dentro de la estructura electoral, con 
fraude y elecciones permanentemente manipuladas. 

Análisis de las variables dependiente e independiente

A continuación se realiza un examen de los principales elementos 
que constituyen las variables de la presente investigación: de la 
gobernanza de la administración electoral y sus indicadores en lo 
que respecta a nuestra variable independiente, y de la fortaleza 
de la democracia procedimental y sus indicadores en lo que tiene 
que ver con nuestra variable dependiente. 

Puesto que las medidas sobre las variables no tienen que ser 
necesariamente  numéricas, es conveniente aclarar que las utiliza-
das en el marco de la presente investigación son las categóricas o 
nominales, ya que éstas ofrecen una mayor libertad para definir 
las distintas categorías, índices e indicadores, lo cual resulta suma-
mente útil teniendo en cuenta las características de la informa-
ción que ha sido presentada en este trabajo (Anduiza, Crespo y 
Méndez, 1999, p. 20). 

Análisis de la variable independiente: la administración 
de elecciones desde el enfoque de la gobernanza electoral

El estudio de la gobernanza electoral tiene en la actualidad mayor 
vigencia que nunca en la región, no solamente debido al aumento 
y la realización constante de procesos electorales, sino también 
por la tendencia generalizada en América Latina encaminada 
a la creación y el funcionamiento de órganos independientes y 
autónomos que dan forma a la administración electoral de estos 
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países. Sea cual fuere el tipo de régimen del que se trate (más o 
menos democrático), se implementan y se ponen al descubierto 
ante la ciudadanía una gran cantidad de procedimientos electora-
les que constituyen la base fundamental de este concepto. 

Es importante indicar que fueron Jonathan Hartlyn, Jenni-
fer McCoy y Thomas Mustillo (2009) quienes introdujeron el tér-
mino electoral governance, el cual fue traducido al lenguaje técnico 
latinoamericano como “gobernanza electoral”. 

Los autores señalan que este concepto abarca la interacción 
de reglas constitucionales, legales e institucionales, y prácticas or-
ganizativas que determinan las reglas básicas de los métodos por 
utilizar en los procesos electorales; la organización de campañas, 
el registro de votantes y el escrutinio de los votos el día de las 
elecciones; la resolución de disputas y la certificación de los resul-
tados, el desempeño de lo que ellos denominan organismos de 
gestión electoral (OGE)67 y el comportamiento electoral. Consi-
deran la gobernanza electoral como un todo indivisible, realizan-
do su análisis desde el punto de vista del rendimiento electoral 
que quiere, fundamentalmente, explicar una dimensión interna 
de la administración electoral y del proceso electoral propiamen-
te dicho, vinculada a la eficiencia de los organismos electorales 
en el marco de unas elecciones. Su análisis es puramente de la 
gestión electoral, con aspectos que han considerado relevantes, 
como la calidad de la elección, el grado de partidización de los 
órganos electorales y el grado de independencia de los mismos, 
entre los principales (2009, pp. 15-40).

Otra aproximación al término es la que presenta Hugo Pica-
do León (2009, p. 98), quien orienta su atención a la relación de 

67	 Para estos autores, este término es intercambiable con los de comisión elec-
toral, organismo electoral y agencia electoral, para referirse a la unidad o unidades 
del Estado responsables de las cuestiones procedimentales vinculadas a la regulación 
de las elecciones y la competencia electoral, que pueden también tener funciones 
administrativas y judiciales asociadas al proceso electoral. A nuestro entender, el plan-
teamiento de los autores podría traducirse también como “gobernanza de los organis-
mos de la administración electoral” para evitar confusiones, como se explicará en las 
siguientes páginas.
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las elecciones con otros componentes del sistema político, involu-
crando una comprensión del contexto, es decir, del particular flu-
jo de las relaciones de poder en cada caso concreto. Este enfoque 
del concepto ubica a la administración electoral en un conjunto 
de interacciones, formales e informales, entre los agentes estatales 
y no estatales que participan en un proceso electivo. Ello equivale 
a observar a la administración electoral como componente de un 
engranaje sistémico. La manera en que se hayan dado esas inte-
racciones dentro de un determinado diseño institucional incide 
en que el resultado de las elecciones sea o no aceptable para los 
actores políticos. La gobernanza aludiría, entonces, a la capacidad 
de autocoordinación de redes de organizaciones públicas y priva-
das, estatales y supraestatales, por lo que, aplicada a las elecciones, 
implica cierta aspiración normativa a que éstas sean de calidad, al 
“buen gobierno” de los procesos electorales.

Según este punto de vista, las deficiencias en el gobierno 
interno de la organización repercutirán en la gestión del proceso 
electoral y en la interacción y la coordinación con otros actores 
para asegurar su calidad. Bajo este esquema, el énfasis recae en la 
relación de las elecciones con otros componentes del sistema po-
lítico; es decir, tiene mayores implicancias y alcances hacia afuera 
de la administración electoral. Pone de relieve la relación entre 
administración electoral y actores externos, como son electores, 
partidos políticos, medios de comunicación y observadores nacio-
nales e internacionales, señalando, entre otras cosas, que de la ca-
lidad de la administración electoral depende, en buena medida, 
que el sistema electoral funcione de la manera prevista. Por ello, 
esta calidad tiene un impacto directo sobre la forma en que las 
elecciones y sus resultados son percibidos por los actores políticos.

A nuestro entender, si bien compartimos algunas de sus 
ideas, Picado León (2009) no resalta algo que consideramos fun-
damental, que tiene que ver con que la gobernanza electoral tie-
ne un fuerte contenido de aspectos internos de la administración 
electoral vinculados a reglas y procedimientos que están relaciona-
dos con el rendimiento del propio órgano electoral; en otras pala-
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bras, el referido autor no presta la debida atención a lo que podría 
considerarse como el aspecto central y neurálgico del andamiaje 
sobre el cual se construye una administración que tiene a su cargo 
los procesos electorales: el organismo de administración electoral. 

En ese sentido, en el presente trabajo de investigación, se 
entiende por gobernanza electoral a la forma de gobierno, es de-
cir, la composición directiva, las reglas y los procedimientos in-
ternos, así como el proceso de decisión del órgano electoral y sus 
efectos. El término tiene que ver con el rendimiento de los orga-
nismos de la administración electoral vinculados al proceso elec-
toral propiamente dicho, constituyendo el patrón de dirección de 
una institución de este tipo. 

La gobernanza electoral se centra, entonces, en los orga-
nismos de administración electoral y en los mecanismos estatales 
vinculados a conflictos electorales que puedan encontrarse en 
estas mismas instituciones, en tribunales especializados o de la 
justicia ordinaria. 

El análisis debe, pues, abocarse no solamente al estudio del 
proceso directivo del órgano electoral, entendido como sus fines, 
normas, actividades, actores, instrumentos, equipos, resultados, 
sino también a tratar de identificar su validez (su aceptación so-
cial, organizativa) y su eficacia causal.

Toda gobernanza se compone de dos aspectos importantes: 
el institucional (intencional-valorativo), que alude a los fines y 
valores que se quieren realizar, reafirmar, expandir, y el geren-
cial (causal), que se refiere a las funciones, los actores, las capaci-
dades, los instrumentos que aseguran que las actividades tengan 
como resultado la realización de esos fines o la afirmación de es-
tos valores (Aguilar, 2006, pp. 80-100). 

Por ello, es bueno precisar que desde el punto de vista 
de la gobernanza no sólo se debe prestar atención al aspecto 
institucional, sino también a la cuestión gerencial. Las insti-
tuciones requieren acciones apropiadas para realizar los fines 
que quieren asegurar y éstas necesitan gerencia adecuada. La 
gobernanza implica, por tanto, gerencia, pero más que gerencia, 
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particularmente la gerencia pública, que trabaja de cara a ciertos 
fines de valor público que están sancionados por la Constitución 
y las leyes, y conforme a prescripciones de leyes públicas. 

Tomando en cuenta todos estos elementos, gobernanza elec-
toral es la suma de la gerencia más las leyes o instituciones que 
hacen funcionar la administración electoral de un país. Se puede 
tener buena gerencia pero en el marco de una institucionalidad 
defectuosa y contradictoria, así como se puede tener un marco 
institucional claro, ordenado y correcto, pero que no disponga de 
una gerencia apropiada y competente. Es por ese motivo que es 
necesario un equilibrio entre estos dos aspectos para lograr admi-
nistraciones electorales eficientes, transparentes y confiables.

Por tanto, se puede hablar correctamente de gobernanza 
electoral, particularmente si se refiere al conocimiento de qué 
tan eficaz y creíble es el organismo electoral en asegurar eleccio-
nes bajo una competencia imparcial y cómputos veraces, exactos 
y fidedignos; en suma, un proceso electoral de calidad. Como en 
toda cuestión relacionada con la gobernanza, hay que concen-
trarse en la capacidad y la eficacia directivas de los órganos que 
conforman la administración electoral latinoamericana.

Resulta conveniente reiterar que el énfasis de este enfoque 
se encuentra en el complejo andamiaje administrativo y regulato-
rio que requieren los procesos electorales latinoamericanos, fun-
damentalmente debido al diseño institucional en cuyo marco se 
desempeñan. En efecto, no sólo se toman en cuenta las cuestiones 
vinculadas a la inscripción de organizaciones políticas y candida-
turas, a la regulación de las campañas electorales y al escrutinio 
de votos, sino a todos los procedimientos relevantes que son im-
plementados en una elección, como los mecanismos judiciales 
para resolver conflictos postelectorales, entre los que se pueden 
incluir, por ejemplo, los instrumentos para las impugnaciones o 
las apelaciones. 

Resumiendo, se puede concluir que la gobernanza electoral 
se compone de factores internos y externos. Los internos se rela-
cionan con la dirección del organismo electoral y prestan atención 
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a las siguientes cuestiones: a) la composición del órgano directivo 
en lo que tiene que ver con el número de integrantes, el balance 
que existe entre los mismos (cuántas personalidades o figuras pú-
blicas, cuántos representantes de partidos y cuántos representantes 
de colectivos sociales), el origen de los representantes, la forma de 
su designación; b) el proceso decisorio del órgano directivo refe-
rido a las materias o ámbitos de su competencia y decisión (cohe-
rencia entre las materias, no contradicciones), las facultades de sus 
miembros, las reglas o los procedimientos para la toma de acuer-
dos y procesos decisorios; c) la responsabilidad del órgano directi-
vo vinculada al acceso a la información (condiciones y materias de 
acceso), la periodicidad de la rendición de cuentas, la existencia 
y el tipo de sanciones por incumplimiento, y d) su organización, 
considerando fundamentalmente los objetivos de la institución, el 
hecho de si es dependiente o independiente del gobierno, la forma 
de distribución de la autoridad, la división del trabajo, la suficien-
cia o la insuficiencia de personal, los procesos y los recursos para 
realizar las funciones públicas, la existencia o la inexistencia de un 
servicio profesional (personal de carrera o eventual), el tamaño y la 
organización territorial de la organización.

Los factores externos están relacionados con la misión pública 
del órgano electoral de dirigir el proceso. Se entiende como implíci-
to, entonces, que deficiencias en el gobierno interno de esta organi-
zación repercutirán en la calidad del propio proceso electoral.

La administración de elecciones desde el enfoque de la
gobernanza electoral: presentación de indicadores

En el caso de la variable gobernanza electoral, se considera ade-
cuado abordarla a través de la construcción de dos índices, los 
que, a su vez, se formulan a partir de algunos indicadores.
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Primer índice: gobernanza electoral
desde su dimensión institucional

Está constituido por dos indicadores: el primero es el reconocimiento 
constitucional, en el que aparecen los fines, los valores y la razón de 
ser de los órganos que componen la administración electoral de un 
país, y el segundo está conformado por la normativa institucional de 
carácter interno, que está referida a la existencia de una ley orgáni-
ca, así como de unos reglamentos y procedimientos internos claros 
y precisos que guíen, regulen y dirijan la vida diaria y cotidiana de 
los organismos de la administración electoral, en los que se fijen di-
rectivas precisas acerca de la organización y de las funciones de estas 
instituciones tanto en periodos electorales como no electorales. 

En seguida se presenta el análisis de este índice:

Cuadro 12

Variable independiente (índice de gobernanza electoral

desde su dimensión institucional)

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia 

Costa Rica

Órgano electoral reconocido 
constitucionalmente

País Órgano electoral con 
normatividad interna

No.

Sí (artículos 205 al 208).

Sí (artículos 96 a 126).

Sí (artículos 120, 264 y 265).

Sí (artículo 9).

Sí (Código Electoral Nacional,  
Ley 19945 y sus modificatorias; 
Ley Orgánica de Partidos Polí-
ticos núm. 23298, Ley de Finan-
ciamiento de Partidos Políticos 
núm. 25600). 

Sí (Ley núm. 018).

Sí (Ley Electoral).

Sí (Código Electoral).

Sí (Código Electoral).
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Chile

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Órgano electoral reconocido 
constitucionalmente

País Órgano electoral con 
normatividad interna

Sí (artículo 18).

Sí (artículos 217 al 221).

Sí (artículos 201 al 208).

No.

Sí (artículos 120, 264 y 265).

Sí (artículos 41 y 99).

Sí (artículos 168 al 174).

Sí (artículos 142 al 145).

Sí (artículos 273 al 275).

Sí, diversas leyes orgánicas (Ley 
Orgánica Constitucional del Tri-
bunal Calificador de Elecciones, 
Ley Orgánica Constitucional 
sobre Votaciones Populares, Ley 
Orgánica Constitucional de Par-
tidos Políticos, Ley de Tribuna-
les Electorales Regionales, Ley 
Orgánica Constitucional sobre 
Sistema de Inscripciones Electo-
rales y Servicio Electoral).

Sí (Código de la Democracia).

Sí (Código Electoral). 

Sí (Ley Electoral y de Partidos 
Políticos, Dto. 1-85 del Congreso 
de la República de Guatemala).

Sí (Ley Electoral y de las Or-
ganizaciones Políticas, decreto 
núm. 44-2004).

Sí (Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electo-
rales y modificaciones). 
     Con la reforma constitucio-
nal de diciembre de 2013, el Có-
digo quedó sin efecto. Se está 
trabajando en una Ley Nacional 
de Procedimientos y demás nor-
mas complementarias.68

Sí (Ley Electoral).

Sí (Ley Orgánica 1978-4 y Códi-
go Electoral).

Sí (Ley núm. 635).

68	 Probablemente, esta nueva normatividad entrará en vigencia después de la pu-
blicación del presente documento.
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Segundo índice: gobernanza electoral
desde su dimensión gerencial

La gobernanza electoral desde su dimensión gerencial, para fines 
de este trabajo, está constituida por cuatro indicadores: indepen-
dencia, profesionalización, transparencia y celeridad, conforme a 
lo que se explicará.

a) Independencia de los organismos electorales

Éste es un indicador fundamental pero muy amplio, 
complejo y delicado a la vez, ya que el término propiamente 
dicho puede estar constituido por varios elementos, los que 
incluso pueden llegar a confundirse y a utilizarse indistintamente. 
Su medición, por tanto, es sumamente complicada y el hecho 
de que se establezcan determinados criterios formales no 
necesariamente garantiza su cumplimiento en la práctica. En 
efecto, la independencia puede ser entendida desde diversos 
puntos de vista y comprender aspectos diferentes pero relevantes 

Fuente: elaboración propia.

Perú

República 
Dominicana

Uruguay

Venezuela

Órgano electoral reconocido 
constitucionalmente

País Órgano electoral con 
normatividad interna

Sí (artículos 176 al 187).

Sí (artículo 92).

Sí (artículos 322 al 328).

Sí (artículos 292 al 294).

Sí (leyes orgánicas de los tres 
organismos electorales y Ley 
Orgánica de Elecciones).

Sí (Ley Electoral núm. 275-97).

Sí (Ley 13882 y leyes diversas: 
7812, 17063, 17080, 17113, 
17157, 17690, etcétera).

Sí (Ley Orgánica del Poder 
Electoral). 
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al mismo tiempo, como los temas de imparcialidad, neutralidad, 
integración, autonomía, garantías, entre los principales. 

Independencia implica imparcialidad, ya que las autorida-
des electorales juegan un papel fundamental en el manejo de la 
incertidumbre política antes y después de las votaciones, por lo 
que deben ser percibidas por los partidos y los electores como 
árbitros no parcializados, incapaces de alterar la incertidumbre 
propia de toda contienda electoral, pero sí muy aptos para produ-
cir resultados certeros y confiables (Álvarez, 2009, p. 62). 

Independencia supone garantía, la cual puede ser enten-
dida de dos maneras. La primera se refiere a que los organismos 
electorales tienen que asegurar la no existencia de ganadores pre-
fabricados por las reglas del juego o por prácticas ilegales y que 
los resultados oficiales de las elecciones sean incontestables. La se-
gunda se refiere a las garantías institucionales que deben tener los 
organismos de la administración electoral, como órganos regu-
ladores y controladores de las reglas del juego, que les permitan 
decidir y actuar libremente, las cuales, sin duda, redundan en la 
legitimidad de las elecciones y del propio sistema político, y están 
además referidas a diversos aspectos, tales como al personal que 
compone a estos organismos (independencia de su personal), el 
desarrollo de sus funciones sin presiones de ningún tipo (inde-
pendencia funcional) y la definición y asignación de sus recur-
sos presupuestarios (independencia financiera o presupuestaria). 
Puede apreciarse, a su vez, que estos tres niveles contemplan de 
manera interrelacionada los conceptos de neutralidad y autono-
mía (Pastor, 2009, pp. 12-25).

Entonces, independencia también se relaciona con autono-
mía, puesto que esta característica vinculada a los organismos de 
la administración electoral constituye una verdadera señal de res-
paldo a la democracia en tanto los perfila como instancias capaces 
de generar elecciones justas, libres y transparentes, y, por lo tanto, 
aptas para legitimar el recambio gubernamental y la alternancia 
en el poder. La autonomía de los organismos de la administración 
electoral puede abarcar también diferentes aspectos, como el ad-
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ministrativo, el cual está referido a la capacidad que tienen para 
desarrollar su función sin subordinación jerárquica respecto de 
otra instancia administrativa; el normativo, que se relaciona con 
la capacidad que tienen estas organizaciones para reglamentar las 
leyes electorales, y el presupuestario, el cual se configura cuando 
el organismo electoral puede formular su propio presupuesto y 
se establecen limitaciones para que el Ejecutivo o el Legislativo 
puedan modificarlo (Sobrado, 2008, pp. 3-4).

Así mismo, se puede considerar como otro elemento que 
abarca el concepto de independencia la cuestión vinculada a la 
composición del órgano electoral, pero desde el punto de vista de 
cuáles profesionales o qué institución o instituciones eligen a sus 
miembros. Este tipo de organismos electorales puede inspirar 
confianza si los principales partidos se sienten representados, es 
decir, si el mecanismo de designación y representación partidaria 
es adecuado, sobre todo en términos de equilibrio.

Esto significa que aquellos organismos electorales cuyos 
principales funcionarios son elegidos por instancias no politiza-
das que gozan en sí mismas de un reconocimiento general por 
no mostrar una tendencia hacia determinada agrupación políti-
ca serán mejor percibidos que aquellos cuyos máximos funciona-
rios son designados por una institución de carácter politizado.69 
En efecto, la composición del órgano electoral sobre la base del 
criterio de no politización ofrece, por su naturaleza misma y en 
la medida en que su aplicación sea real, probabilidades razona-
bles de honestidad y credibilidad.70 Por el contrario, cuando el 

69	 Se reconoce aquí que es muy difícil considerar a determinada institución 
o persona como apolítica, que según el diccionario de la Real Academia Española 
(2001) quiere decir “ajeno a la política”, porque en cierta medida todos los seres 
humanos e instituciones tienen sus preferencias en cuanto a la filosofía y a la manera 
de gobernar una sociedad, cuestiones muy vinculadas con la forma que estos sujetos 
tienen de entender el mundo. No obstante, consideramos que sí existen personas e 
instituciones que en su accionar demuestran independencia, objetividad e imparciali-
dad, y es a éstas a las que se está haciendo referencia.

70	 Para algunos entendidos en la materia, una de las más adecuadas estructuras 
electorales en cuanto a la composición de sus organismos es la que presenta el caso 
peruano por el grado de independencia de sus máximas autoridades, en donde son 
tres los órganos que conforman la administración electoral: el JNE, con funciones 
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nombramiento de los integrantes de las instituciones electorales 
está en manos de un órgano político, puede esperarse un cierto 
perjuicio en cuanto a la credibilidad del organismo, sobre todo 
cuando los partidos políticos se encuentran cada vez más des-
prestigiados y en crisis permanente, y las críticas hacia su organi-
zación y funcionamiento van en aumento.71

Del mismo modo, independencia puede relacionarse tam-
bién con neutralidad, entendida, para fines de la presente inves-
tigación, como la no utilización de los recursos del Estado a favor 
de algún partido o candidato, lo cual puede observarse a través 
de normas que regulen este tema, que establezcan penalidades, 
multas y diversos castigos por incumplimiento.

Por otro lado, se ha dejado para el final del presente análisis 
una cuestión que genera particular interés y desata muchas ve-
ces gran polémica: el tema de la independencia política, que está 

de administración de justicia electoral, fiscalización del proceso y de educación 
cívico-ciudadana, entre las principales, cuya máxima autoridad es el Pleno, integra-
do por cinco miembros (un presidente como principal autoridad, que es un juez 
elegido por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia; un representante del Mi-
nisterio Público, que se trata de un fiscal elegido por la Junta de Fiscales Supremos; 
un representante del Colegio de Abogados de Lima, elegido por sus miembros; un 
representante de las universidades públicas, elegido entre los decanos de sus facul-
tades de Derecho, y, finalmente, un representante de las universidades privadas, 
elegido entre los decanos de sus facultades de Derecho. Otro organismo electoral 
peruano es la ONPE, que tiene las funciones principales de organizar todo el pro-
ceso electoral y capacitar a los miembros de mesas de votación, cuyo jefe nacional 
es elegido por el Consejo Nacional de la Magistratura a través de concurso público. 
Y, por último, el Reniec es el tercer órgano electoral, que tiene las funciones prin-
cipales de elaborar el padrón de electores y de expedir el documento nacional de 
identificación de los peruanos, cuyo jefe nacional es también elegido por el Consejo 
Nacional de la Magistratura a través de concurso público. Así mismo, ningún funcio-
nario de estas tres organizaciones debe pertenecer a partido político alguno.

En nuestra opinión el diseño peruano es adecuado no necesariamente por las 
características de quienes son elegidos como autoridades electorales, sino fundamen-
talmente porque quienes tienen a su cargo dicha elección son instituciones serias y 
no politizadas; es decir, lo positivo está en que al presidente del JNE lo elige la Corte 
Suprema y a los demás miembros del Pleno los designan el Ministerio Público, el Co-
legio de Abogados de Lima y las universidades públicas y privadas. Además, a los jefes 
de la ONPE  y el Reniec los elige el Consejo Nacional de la Magistratura.

71	 El nombramiento por parte de un órgano político como el Congreso, aun 
cuando se exija una mayoría calificada, puede derivar en extensas e interminables 
negociaciones públicas y polémicas que afecten la confianza de la opinión pública 
sobre la independencia de los integrantes de los organismos electorales.
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también ligado al de la partidización de los órganos electorales. 
Bajo este enfoque, las autoridades electorales deben actuar como 
agentes morales y éticos, al igual que los jueces (de hecho en la 
práctica muchas de las instituciones electorales latinoamericanas 
están conformadas por magistrados del Poder Judicial), y tienen 
que cumplir sus funciones públicas independientemente de sus 
inclinaciones personales e ideológicas, respetando criterios técni-
cos de legalidad y situándose fuera de la manipulación, el cliente-
lismo y cualquier otra manifestación de corrupción.

Así, la independencia política está referida a que en la or-
ganización, la dirección y la vigilancia de los procesos electorales 
debe desterrarse cualquier intervención del Ejecutivo y el Legis-
lativo, tomando en cuenta las características políticas y de depen-
dencia con respecto al partido en el gobierno que poseen estos 
poderes del Estado.

No obstante, se manifiesta que para esta investigación no 
se consideran la independencia política y la partidización como 
indicadores a utilizarse.72

Se sostiene aquí que, para el caso de la conformación de 
las altas autoridades de los organismos electorales latinoamerica-
nos, el hecho de formar parte de un partido político no tiene 
necesariamente por qué convertirse en un indicador que arroje 
resultados negativos o que refleje que los órganos electorales con-
formados por representantes de partidos políticos no funcionan 
igual de bien que aquéllos integrados por funcionarios no parti-
darizados. Más aún, tomando en cuenta lo señalado en el capítulo 
anterior respecto a que la mayoría de los países de América Latina 

72	 La partidización como factor de medición suele encontrarse en otras investi-
gaciones, como en el trabajo citado elaborado por Hartlyn, McCoy y Mustillo (2009); 
en los artículos que ha preparado el académico y presidente del Tribunal Supremo 
Electoral de Costa Rica, Luis Antonio Sobrado, o en los artículos del académico 
Fernando Barrientos. Este grupo de autores consideran la pertenencia a un partido 
político como un hecho que perjudica la independencia de los organismos electo-
rales, señalando que la integración de este tipo de instituciones por representantes 
de partidos puede funcionar bien si éstas cuentan con burocracias permanentes de 
funcionarios públicos y se encuentran en un contexto en el que los partidos pueden 
razonablemente esperar que sus contrincantes respetarán las reglas del juego.
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se caracterizan por ser multipartidistas, con tres o más partidos 
importantes operando en la escena pública, y que en muchos de 
estos casos se producen también alianzas entre partidos, es de es-
perarse que los órganos electorales tengan este tipo de composi-
ción en grados diversos. 

En efecto, existen organismos compuestos por partidos en 
la mayor parte de América Latina (Bolivia, Colombia, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Pa-
raguay, Uruguay); algunos de éstos, especialmente el de Uruguay, 
están dentro de los países con democracias más estables en el 
mundo, cuya administración electoral funciona adecuadamente 
y sin cuestionamientos mayores. 

A nuestro criterio, el dilema relevante es si el órgano electo-
ral debe ser totalmente independiente de la influencia política o 
si debe tratar de incluir nombramientos propuestos por los acto-
res principales de manera justa y equilibrada, lo cual es muy difícil 
de probar y, por lo tanto, de medir. 

Por lo expuesto y dado que estimamos poco comproba-
bles en la realidad todos los criterios presentados, se considera 
para este trabajo que el hecho de constituir organismos no per-
tenecientes al gobierno (independientes y autónomos) tiene 
en sí una enorme importancia e implica una potente señal de 
diferenciación con respecto a otros modelos de administración 
electoral. Por lo tanto, ése será precisamente nuestro indicador 
de independencia: la no pertenencia funcional, administrativa 
ni presupuestal al gobierno en turno. Desde este punto de vista, 
todos los organismos electorales latinoamericanos (salvo el caso 
excepcional de Argentina, el cual fue explicado en el capítulo 
anterior) cumplen con este criterio.
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Cuadro 13

Variable independiente (índice de gobernanza electoral

desde su dimensión gerencial)

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia 

Costa Rica

Chile

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Rep. Dominicana

Uruguay

Venezuela

Organismo electoral: pertenencia funcional,
administrativa o presupuestal al gobierno en turno 

País

Sí

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

No

Fuente: elaboración propia.
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b) Profesionalización de los organismos electorales

Se ha creído conveniente considerar como uno de nuestros 
indicadores la profesionalización de los funcionarios que forman 
parte de los organismos electorales. 

Para fines de la presente investigación, se entiende por pro-
fesionalización de los organismos electorales el que la mayoría de 
sus funcionarios de dirección y mandos medios tengan estudios 
profesionales, así como los conocimientos y la experiencia nece-
sarios para ejercer el cargo. Efectivamente, la cualificación profe-
sional de los miembros de estos organismos es un factor relevante 
para influir en la calidad de la gobernanza electoral.73

Esta cuestión puede ser medida a través del análisis de la 
normatividad interna de cada organismo de administración elec-
toral o de encuestas sobre el nivel profesional de los funcionarios 
y la experiencia previa en temas electorales. En el marco de este 
trabajo se ha efectuado la medición del presente indicador con 
base en el análisis de la normatividad interna de cada organismo 
de administración electoral. 

73	 Aprender a realizar elecciones con todo lo que esto implica resulta de gran 
complejidad y la curva de aprendizaje suele ser muy alta para aquellos que no han 
tenido ninguna experiencia en el tema o en cuestiones afines, por lo que se requie-
ren largos periodos de actividad y adaptación en estas cuestiones. No obstante, se 
entiende también que las personas que asumen las más altas posiciones en este tipo 
de instituciones deben tener la posibilidad de nombrar un número determinado de 
profesionales de su entera confianza sin la experiencia necesaria para trabajar en este 
tipo de organizaciones (se considera como ideal entre 10 y 20% del total de funcio-
narios). Cabe precisar que en la mayoría de los casos las principales autoridades son 
abogados (por lo general se trata de jueces o fiscales), mientras que en otros casos 
se ha optado por incluir a personas de diversos orígenes y profesiones (ingenieros, 
administradores, economistas, etcétera).
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Cuadro 14

Variable independiente (índice de gobernanza electoral

desde su dimensión gerencial)

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia 

Costa Rica

Chile

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Rep. Dominicana

Alta dirección y mandos medios
del órgano electoral compuestos por

profesionales de diversas especializaciones 

País

Sí (en su mayoría abogados).

Sí (multidisciplinario).

Sí (multidisciplinario).

Sí (multidisciplinario).

Sí (multidisciplinario).

Sí (multidisciplinario,
en especial abogados).

Sí (multidisciplinario).

No especifica, ya que sus normas 
internas señalan que se requiere

“notoria instrucción”.

Sí (en su mayoría abogados).

No especifica, pues sus normas internas 
señalan que se necesita “idoneidad

para ejercer el cargo”.

Sí (multidisciplinario).

No.

Sí (multidisciplinario).

Sí (en su mayoría abogados).

Sí (multidisciplinario).

Sí (multidisciplinario).
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c) La educación para la democracia

Un régimen democrático sustentado en lo formal empieza 
a ser deficiente si no se complementa con una ciudadanía que 
conozca y ejerza sus derechos civiles, sociales y políticos, y que 
entienda el real significado de democracia y de lo que implica 
vivir bajo sus reglas en contraposición a otras formas de gobierno. 
Más aún, la razón de ser de las normas e instituciones democrá-
ticas es permitir y promover el ejercicio efectivo de los derechos 
fundamentales de la población.

Desde nuestro punto de vista, una sociedad educada en de-
mocracia no solamente hace más fuerte a este sistema, sino que 
también se sensibiliza con respecto a los valores y principios que 
éste promueve. Y es cada vez más frecuente que los organismos 
electorales latinoamericanos, sobre todo los más potentes, 
dediquen esfuerzos a implementar programas de este tipo en 
beneficio de la ciudadanía. En efecto, los organismos electorales no 
sólo existen y tienen razón de ser para que el día de las elecciones 
las cosas marchen adecuadamente. Sus funciones van mucho más 
allá, porque son los primeros interesados en que las personas no 
sólo tengan libertad e independencia para votar, sino también 
en que lo hagan en las mejores condiciones de información y 
preparación posibles. Resulta válido y hasta recomendable que, 
en aquellos lugares en donde el sistema educativo es deficiente y 

Uruguay

Venezuela

Alta dirección y mandos medios
del órgano electoral compuestos por

profesionales de diversas especializaciones 

País

La ley no lo contempla; sin embargo,
en la práctica suelen ser abogados y

profesionales de otras ramas.

Sí (multidisciplinario).

Fuente: elaboración propia.
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no existen instituciones responsables de realizar programas sobre 
educación para la democracia, sean los organismos electorales los 
que asuman esta función.74

Este planteamiento se ve reforzado en la práctica porque, 
como se ha remarcado a lo largo de la presente investigación, a 
diferencia de en la mayoría de los países con democracias madu-
ras, en donde la función electoral se encuentra enmarcada dentro 
de los ministerios del interior, en los países en desarrollo, muy 
especialmente en América Latina, que han sido víctimas de golpes 
de Estado, dictaduras y otras manifestaciones de autoritarismo, ha 
sido necesaria la creación de organismos electorales autónomos e 
independientes del Ejecutivo con una tendencia a la permanen-
cia, lo cual ha traído como resultado práctico la frecuente atribu-
ción de funciones que no son estrictamente electorales.

Sobre el particular, los órganos electorales de la región han 
ocupado un lugar de avanzada en la formación de la ciudadanía, 
no sólo en aspectos electorales, sino como facilitadores e impul-
sores de procesos de capacitación que desembocan en debates 
públicos necesarios, y formando adherentes y partícipes del desa-
rrollo de la sociedad democrática desde edades muy tempranas. 
Esto tendrá efectos invalorables a largo plazo, debido a que una 
gran cantidad de órganos electorales están cumpliendo con una 
tarea fundamental del Estado, que es la formación de ciudadanos 
activos, informados, partícipes de los procesos políticos y sociales 
que hacen más fuerte a un sistema democrático (Núñez, 2009).

74	 Una vez más adquiere importancia el tema del contexto, sobre todo en este 
tipo de cuestiones, en donde éste provoca diferencias fundamentales entre un país y 
otro, situación que plantea considerar las diferencias que existen entre las naciones 
latinoamericanas en lo referido a sus sistemas educativos y cultura democrática. Es 
totalmente distinta la realidad que sobre estos asuntos presentan Uruguay, Chile o 
Argentina en comparación con Perú, Ecuador o Guatemala, por ejemplo. El contex-
to será, entonces, un elemento relevante a la hora de identificar y elegir el tipo de 
institución que será la responsable de desarrollar programas de educación para la 
democracia. Como se dijo, no existen recetas válidas para todos los países, por lo que 
cada quien debe responder a su propia historia, realidad e idiosincrasia.

Sin embargo, independientemente de quien asuma esta tarea, se considera funda-
mental la realización de la misma a través de un órgano del Estado como indicador 
que contribuye con la fortaleza de la democracia procedimental.
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Se pueden, por tanto, establecer parámetros generales so-
bre la inclinación en la organización de programas de educación 
para la democracia por parte de los organismos electorales, que 
apuntan, en primer lugar, a crear programas permanentes y espe-
cializados que se enfocan en actores específicos y en la ciudadanía 
en general, según los requerimientos que la realidad demande y 
la disponibilidad de recursos para su implementación, y, en se-
gundo término, a comprender que lo educativo no puede estar 
restringido a un proceso electoral, si es que existe un mandato 
legal o constitucional de impulsar programas en la materia y si 
se desea realmente aprovechar el carácter permanente y especia-
lizado de los organismos electorales para generar movimientos 
que contribuyan a una plataforma de planes de educación para la 
democracia (Thompson, 2010, p. 27).

Existen también un conjunto de prácticas que, en la línea de 
aprender haciendo o, mejor, aprender participando, tales como 
el apoyo a la celebración de elecciones en centros educativos o 
una idea que, nacida en Costa Rica, se ha ido extendiendo por 
América Latina y que es la celebración de “elecciones infantiles” 
o, como se han denominado en otras partes de la región, “muni-
cipios escolares”, de manera simultánea y concurrente con el acto 
electoral oficial crean espacios para que los niños puedan cono-
cer lo que es el voto en condiciones similares a las del proceso 
electoral en el que los ciudadanos se expresan. Esto permite un 
acercamiento desde la niñez a la esencia misma de la democra-
cia, pues los infantes tienen la posibilidad de expresar una pre-
ferencia electoral y hacerlo por medio de la mecánica del voto 
(Thompson, 2010, p. 27).

Para citar otros ejemplos de relevancia, el INE en México, 
el Tribunal Electoral de Panamá o el JNE del Perú tienen asigna-
das las funciones de educación para la democracia por mandato 
legal. En otros casos, una amplia interpretación de su mandato, 
en el Tribunal Supremo de Elecciones de Costa Rica, el Tribunal 
Supremo Electoral de Guatemala y la Junta Central Electoral de 
República Dominicana, ha expandido la acción de estas entida-
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des a proyectos relacionados con el sistema educativo formal. Hay 
esfuerzos considerables, en éstos y en otros organismos, por desa-
rrollar técnicas, propuestas curriculares y materiales, al igual que 
canales de comunicación y coordinación interinstitucional con el 
fin de aglutinar acciones y maximizar recursos (Sobrado, 2008).

En la práctica, esta tendencia se ha plasmado en la exis-
tencia de departamentos o unidades de capacitación electoral y 
educación cívica con equipos especializados, o en la figura más 
reciente (que sin duda contribuye también al cambio de paradig-
ma en la historia de los organismos electorales latinoamericanos) 
de las escuelas permanentes y especializadas, como la Escuela 
Electoral y de Gobernabilidad (ESEG) del JNE del Perú,75 que 
fue la primera en constituirse y operar; la Escuela Nacional de 
Formación Electoral y del Estado Civil (EFEC) de la Junta Central 
Electoral de la República Dominicana, el Instituto de Formación 
en Estudios para la Democracia (IFED) del Tribunal Supremo de 
Elecciones de Costa Rica y la proyectada creación de institutos 
de similares características en Guatemala y Ecuador. 

En este sentido, en México, la educación para la democracia 
se refleja en la asignatura obligatoria de Formación cívica y ética, 
así como en la de Formación ciudadana hacia una cultura de la 
legalidad. No es exagerado precisar que este país se ha converti-
do en uno de los referentes para el debate internacional sobre el 
tema, pues, junto con Reino Unido, ha protagonizado avances 
importantes al elaborar e introducir programas de educación cí-
vica en los planes de estudio nacionales. El INE, desde que era el 
IFE, ha jugado un importante papel en el desarrollo de los planes 
curriculares para la formación de ciudadanía democrática en las 

75	 En el Perú, por ejemplo, en lo que al nivel escolar se refiere, entre 1997 y 2009, 
ocurrieron alrededor de 16 reformas curriculares, pero casi ninguna fue aplicada a 
nivel nacional, lo cual originó que un gran número de escuelas retirara de su plan de 
estudios el curso Educación cívica durante el gobierno de Alberto Fujimori, lo que 
expresaba la despreocupación general de los gobiernos en turno por estos temas, así 
como una débil institucionalidad del Ministerio de Educación. Recién a partir de 2009 
se ha implementado el curso en la mayoría de las escuelas públicas, en buena medida, 
gracias a la coordinación con los órganos electorales peruanos, los que dieron fuerte 
impulso al desarrollo de estos temas.
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escuelas, preparando materiales que han sido difundidos en el 
país e integrados en el sistema nacional de actualización profesio-
nal de los maestros, por lo cual contribuyen a la formación de los 
docentes. Así, la Constitución de México le asigna la función de la 
educación cívica a la misma autoridad estatal responsable de or-
ganizar las elecciones federales. Por ello, desde su creación, el IFE 
fue concebido como un actor clave para la transición democrática 
mexicana; esta organización, ahora como INE, sigue siendo uno 
de los principales referentes en la región, sobre todo en estos te-
mas (García, 2008, pp. 7-14).

Hay otros organismos en América Latina que también están 
interesados en aplicar estas experiencias en sus propias realida-
des. En Panamá, el Tribunal Electoral es el impulsor de reformas 
educativas con aportes fundamentales en propuestas curriculares 
y en materiales diseñados para tales fines; este órgano ha buscado 
integrar a los sectores no gubernamental y universitario en este 
asunto. Por su parte, el Servicio Electoral de Chile colaboró con la 
implementación de la decisión del Poder Ejecutivo de replantear 
el sistema educativo en el periodo 2004-2005, al elegirse la demo-
cracia como uno de los ejes en torno de los cuales debe funcionar 
el currículo a nivel nacional (Thompson, 2010, p. 27). 

El caso argentino es, sin duda, interesante, ya que, a pesar 
de que su administración electoral no cuenta con organismos 
electorales independientes, sino que forman parte del gobierno, 
son precisamente la Dirección Nacional Electoral del Ministerio 
del Interior y el Ministerio de Educación quienes han desarrolla-
do el portal web “votemos”.76 Esta página fue presentada recien-
temente por el director Nacional Electoral, Alejandro Tullio, en 
la XXXV Asamblea del Consejo Federal de Educación, que fue 
presidida por el ministro de Educación, Alberto Sileoni, y contó 
con la presencia de los titulares de las carteras educativas de las 24 
jurisdicciones del país. Efectivamente, este portal elaborado por la 
Dirección de Información y Capacitación Electoral de la Dirección 

76	 http://votemos.educ.ar.
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Nacional Electoral y por Educar S.E. (Ministerio de Educación de 
la Nación), con el apoyo del Programa Conectar Igualdad, forma 
parte de los esfuerzos realizados por el Estado por informar a la 
ciudadanía sobre el proceso electoral y promover su activo invo-
lucramiento, contando para ello con el compromiso de todas las 
provincias de asegurar su difusión en la comunidad educativa.

En particular, con este portal se pretende contribuir a la for-
mación de los jóvenes en edad escolar en el conocimiento del régi-
men electoral y de partidos políticos, favoreciendo la apropiación 
conceptual de la capacidad de transformación de la realidad que 
ejercen los ciudadanos cuando emiten su voto. Además, el sitio pro-
cura servir de apoyo a los docentes, incorporando para ello tanto 
actividades interactivas dirigidas a su actualización sobre la temática 
como materiales didácticos específicos que puedan serles de utili-
dad para su abordaje en el aula. Así mismo, los recursos informativos 
y educativos que ofrece el sitio fueron pensados, en primer lugar, 
para que los jóvenes que este año ejercerán por primera vez su 
derecho a elegir a sus representantes, así como aquellos que lo 
harán en un futuro cercano, puedan hacerlo de manera consciente 
e informada.77 En relación con lo anterior, es de reciente creación 
en ese país la Escuela de Capacitación y Educación Electoral, que 
pertenece a la Cámara Nacional Electoral del Poder Judicial, cuyos 
cursos y materiales están destinados a los diferentes actores que 
participan en los procesos electorales en Argentina.

Incluso, Capel ha creado la Red de Educación en Demo-
cracia, conformada por todas aquellas instancias de organismos 
electorales que tienen la responsabilidad de desarrollar e imple-
mentar estos temas.

Por lo tanto, se ha creído conveniente utilizar como uno de 
los indicadores para la medición de nuestra variable independien-
te la implementación de programas de educación para la demo-
cracia, de acuerdo con el siguiente esquema:

77	 Esta información fue brindada por la licenciada María Florencia Álvarez Tra-
vieso, directora de Información y Capacitación Electoral de la Dirección Nacional 
Electoral del Ministerio del Interior de Argentina al momento de hacer la consulta.
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Cuadro 15

La educación para la democracia en América Latina

Argentina

Bolivia

Brasil

Colombia

Chile

¿Implementa
programas de
educación en
democracia?

País Observaciones

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

La Dirección Nacional Electoral del Ministe-
rio del Interior, en el marco de una reforma 
legislativa producida en 2009 a través de la Ley 
núm. 26,571, ha asumido nuevas responsabi-
lidades, una de las cuales es el desarrollo de 
actividades de formación cívico-electorales a 
cargo de la Dirección de Información y Capa-
citación Electoral, que ha diseñado la Estra-
tegia Federal de Comunicación y Educación 
Electoral.
       Por su parte, la Escuela de Capacitación 
y Educación Electoral, que pertenece a la Cá-
mara Nacional Electoral, ofrece cursos sobre 
la materia a los distintos actores que intervie-
nen en los procesos electorales argentinos.

El organismo electoral, a través del Servicio 
Intercultural de Fortalecimiento Democrá-
tico y del Instituto de Capacitación Demo-
crática Intercultural.

Algunos temas están contenidos en la política 
educativa del país, a cargo del gobierno. Otros 
son desarrollados por el organismo electoral, 
a través de la Escuela Judicial Electoral.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, a 
través del Centro de Estudios en Democracia 
y Asuntos Electorales (Cedae).

Si bien no lo hace a través del Servicio Elec-
toral de Chile, este organismo ha colaborado 
con instituciones del país en la inclusión del 
tema democracia como eje principal en el 
currículo con motivo del proceso de reforma 
del sistema educativo realizado en el periodo 
2004-2005. 
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Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Guatemala

Honduras

México

Nicaragua

¿Implementa
programas de
educación en
democracia?

País Observaciones

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

No

El órgano electoral, a través del Instituto de 
Formación y Estudios para la Democracia 
(IFED).

El Consejo Nacional Electoral, a través del Ins-
tituto de la Democracia.

El organismo electoral, a través de la Dirección 
de Capacitación y Educación Cívica. Colabora 
también en ello la Dirección de Fortalecimien-
to de Instituciones Democráticas.

El organismo electoral, a través de la Unidad 
de Capacitación y Divulgación Cívica Electo-
ral, realiza el Programa de Formación Cívica 
Electoral. Así mismo, el Tribunal Supremo 
Electoral ha creado recientemente el Institu-
to de Formación y Capacitación Cívico-Políti-
ca y Electoral.

El organismo electoral, a través del Programa 
de Formación Cívica Electoral.

El Instituto Federal Electoral (hoy INE), a tra-
vés de la Dirección Ejecutiva de Capacitación 
Electoral y Educación Cívica y del Centro para 
el Desarrollo Democrático. Además, el Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción ha implementado desde hace varios años 
el Centro de Capacitación Judicial Electoral.78

Anteriormente, el Centro de Educación para 
la Democracia (CED) realizaba actividades 
de este tipo. A partir de 2003 el Ministerio 
de Educación creó una guía multinivel para 
educación preescolar, en cuyos ejes temáti-
cos se incluye el de educación para la paz y 
la democracia.

78	 En el caso mexicano, con la última reforma a la administración electoral quizá 
haya cambios en las denominaciones de las distintas áreas responsables.
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d) Celeridad de los organismos electorales

Se refiere básicamente a la destreza y la rapidez con que los 
organismos electorales deben organizar y realizar las etapas de 
escrutinio, transmisión de resultados y proclamación de candi-
datos. Se ha elegido este indicador debido a que, en sociedades 
tan desconfiadas como las latinoamericanas, con escasos niveles 
de tolerancia con las instituciones del Estado, resulta cada vez 
más importante que los órganos ofrezcan los resultados de los 
procesos con prontitud y sin sacrificar certeza o exactitud, con 

Panamá

Paraguay

Perú

República 
Dominicana

Uruguay

Venezuela

¿Implementa
programas de
educación en
democracia?

País Observaciones

Sí

No

Sí

Sí

No

Sí

El órgano electoral, a través del Programa de 
Educación Cívica Electoral.

El órgano electoral, a través de la Dirección 
de Capacitación, realiza fundamentalmen-
te tareas de preparación para el proceso 
electoral, mas no cuenta con programas de 
educación para la democracia propiamen-
te dichos.

El JNE, a través de la ESEG y de la Dirección 
Nacional de Educación y Formación Cívica 
Ciudadana. La ONPE realiza también activi-
dades de este tipo, por lo que existe duplici-
dad de funciones.

La Junta Central Electoral, a través de la EFEC.

El órgano electoral, a través del Instituto de 
Altos Estudios del Poder Electoral.

Fuente: elaboración propia.
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la finalidad de evitar que se produzcan suspicacias e impedir que 
se comience a desconfiar de estas instituciones y de las eleccio-
nes propiamente dichas.

Este proceso es quizá el más difícil y complejo en la actua-
lidad, y constituye uno de los principales retos de la administra-
ción electoral latinoamericana. En efecto, suman una minoría los 
organismos electorales latinoamericanos que contemplan plazos 
ciertos y razonables, tanto para la realización del escrutinio como 
para la transmisión, el cómputo y la proclamación de resulta-
dos. En aquellos países en los que sí se abordan estas cuestiones, 
aparecen, por lo general, en normas ambiguas que tienen una 
serie de vacíos procedimentales, puesto que muchas veces se 
producen demoras en determinadas actividades pese a que la ley 
establece plazos de cumplimiento. Por ejemplo, si bien es cierto 
que algunos organismos electorales incluyen determinados plazos 
para el cómputo de votos y la proclamación de resultados, éstos no 
pueden efectivizarse hasta que todas las impugnaciones al acto de 
votación hayan sido resueltas; por consiguiente, a mayor cantidad 
de impugnaciones, mayor tiempo de demora en obtener los 
resultados finales, y el número de impugnaciones es en muchos 
casos de tal magnitud que supera incluso la capacidad organizativa 
de las instituciones electorales, lo que hace inaplicable cualquier 
norma que se refiera al cumplimiento de determinados plazos. 

En ese sentido, es oportuno comentar que el peor escena-
rio para un organismo electoral en América Latina es el de una 
elección con resultados estrechos y lentos procesos de transmisión, 
cómputo y proclamación de resultados. De ocurrir esto, significará 
un grave perjuicio para las autoridades electorales, sobre todo en 
democracias jóvenes, frágiles o que luchan por consolidarse, pues-
to que se profundizarán las sospechas de manipulación y fraude.

Es por estas razones que el tema de la celeridad es funda-
mental en estos tiempos, por lo que es necesario y urgente que los 
organismos electorales optimicen, agilicen y modernicen sus me-
canismos de cómputo y transmisión de resultados, a través de un 
ordenamiento de sus procedimientos internos y de una adecuada 
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y sencilla reglamentación de los mismos que permitan resolver 
rápidamente cualquier inconveniente que surja en estas etapas.79 

Transparencia de los organismos electorales: ¿indicador medible?

En la parte final del análisis de la variable independiente que se está 
realizando, se ha considerado conveniente hacer referencia a un 
tema difícil de definir y medir, que es el de la transparencia de los 
organismos de la administración electoral, fundamentalmente por 
la importancia que tiene esta cuestión a nivel mediático. En efecto, 
aunque pueda pensarse lo contrario, luego de haber revisado una 
buena cantidad de material académico, se puede señalar que no 
existe una definición exacta y precisa, o de fuente confiable, referi-
da exclusivamente a la transparencia de este tipo de instituciones. 

Esta situación puede analizarse de dos maneras. Desde su 
aspecto negativo, no encontrar una definición técnica y consen-
suada del término implica una imposibilidad para estandarizar y 
uniformizar la información que se desprenda de un único con-
cepto. Sin embargo, desde su aspecto positivo, el hecho de no 
encontrar una definición ofrece la posibilidad de presentar y 
proponer algunas características que consideramos deben tener 
los organismos de administración electoral en lo que se refiere 
a su transparencia. Esto último, sin duda, tiene un carácter más 
subjetivo, pues se expondrán nuestras consideraciones. 

En ese sentido, una de las formas que se ha utilizado usual-
mente para medir la transparencia es la actuación del organismo 
electoral propiamente dicho; es decir, si la institución electoral 
de un país realizó su labor de manera nítida. Esto suele, a su vez, 
analizarse de dos maneras. La primera es a través de encuestas80 

79	 Para explicar esta cuestión con mayor detalle, se presenta en el “Anexo” un 
cuadro comparativo sobre este tema y un breve análisis sobre la información conteni-
da en el mismo. Véase el segundo cuadro de la parte referida.

80	 No existen, o en todo caso son muy difíciles de encontrar, registros en donde se 
presenten de manera comparada para la región encuestas con una pregunta puntual 
de este tipo: ¿a su consideración, el organismo electoral de su país actuó transparente-
mente en las elecciones pasadas?
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y la segunda está compuesta de varios aspectos, uno de los cuales 
consiste en observar si es que estas organizaciones desarrollaron y 
propusieron reglas del juego claras y sencillas (en la medida de lo 
posible) desde un inicio, las cuales no debieron variar a lo largo de 
todo el proceso electoral. Luego, se considera útil observar si los 
procedimientos electorales adoptados fueron públicos y conocidos 
por los ciudadanos. Así mismo, resulta interesante analizar si algún 
ciudadano tuvo acceso a la información que estas organizaciones 
manejaron (por ejemplo, a visualizar en tiempo real las actas ob-
servadas o impugnadas durante el proceso de conteo de votos). Y, 
finalmente, se considera si los distintos reglamentos que se generan 
a lo largo del proceso electoral fueron puestos a consideración de 
la ciudadanía antes de que se aprobaran, con determinados plazos 
para presentar comentarios, opiniones o modificaciones. 

Como se indicó, al no existir una definición consensuada 
sobre transparencia de órganos electorales, se estima que las ca-
racterísticas que acaban de ser presentadas deberían formar parte 
de una conceptualización integral de este tema.

No obstante, como podrá notarse, este tipo de cuestiones 
resultan muy difíciles de medir en el marco de un trabajo como el 
que se está desarrollando, ya que implica realizar un análisis por-
menorizado de todos los procedimientos, normas y reglamentos 
internos que preparan los organismos electorales de cada país de 
América Latina en el marco de sus procesos, observando si efec-
tivamente estas herramientas normativas han cumplido los requi-
sitos que fueron detallados anteriormente. Además, es necesario 
tener en cuenta que los procedimientos y los reglamentos válidos 
para un proceso electoral suelen variar para el siguiente, lo cual 
hace más complicado aún el proceso de seguimiento a una deter-
minada norma.81

81	 Hay que considerar las limitaciones presupuestales con las que contamos, así 
como la dificultad de obtener este tipo de información (en muchos casos de carácter 
reservado) de los organismos electorales.



230
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

En cualquier caso, puede afirmarse de manera empírica, y 
debido a la experiencia que hemos obtenido como observadores 
en varios procesos, que este tipo de actuación por parte de los orga-
nismos electorales latinoamericanos no se encuentra estandarizado 
ni constituye una regla común. Más bien resulta ser todo lo contra-
rio, pues son contados los casos en los cuales este tipo de institucio-
nes abren sus procesos internos al público. Esto, sin duda, es uno 
de los principales puntos por mejorar de cara al futuro. 

Por ello, pese a que se reconocen aquí la importancia y 
el notable impacto, sobre todo a nivel de los medios de comu-
nicación, que tiene la utilización de un indicador referido a la 
transparencia de la administración electoral, no se ha considerado 
para los fines de este trabajo de investigación, por los motivos 
anteriormente expuestos. 

Para concluir con el análisis de la variable independiente, 
se muestra un cuadro resumen que permite sistematizar y graficar 
adecuadamente la información correspondiente:

Cuadro 16

Resumen de la variable independiente

Gobernanza de 
la administración 
electoral

Índices
Variable

independiente
Indicadores

Dimensión
institucional

Dimensión
gerencial

•	 Reconocimiento constitucional
•	 Normativa institucional interna

•	 Independencia
•	 Profesionalización
•	 Educación para la democracia
•	 Celeridad

Fuente: elaboración propia.
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Análisis de la variable dependiente: la democracia
(procedimental) y su fortaleza

Se afirma aquí que la variable independiente de esta investigación 
es trascendental no solamente para la democracia procedimental 
o de mínimos, sino que también tiene efectos sobre la democracia 
en términos generales, independientemente del significado que 
se le quiera dar o de las dimensiones que se quieran agregar, cues-
tión que se irá explicando a lo largo de este capítulo.82

Así pues, se considera adecuado estudiar la variable que 
aborda la fortaleza de la democracia, fundamentalmente de la 
procedimental, a través de la construcción de tres índices, los que 
a su vez se formulan a partir de varios indicadores.

La democracia (procedimental): presentación de indicadores

Primer índice: resistencia de la democracia

Se considera la resistencia de la democracia en términos de la 
capacidad que tiene para sobrevivir a lo largo del tiempo y pese a 
las constantes inestabilidades que se presentan en los países latinoa-
mericanos. Este tema puede ser medido a través de dos indicadores: 
uno es la realización de procesos electorales continuos y periódicos, 
respetando los plazos legales contemplados por las normas de cada 
país, y otro es el asunto de la participación de la comunidad interna-
cional en la defensa de los regímenes democráticos. 

82	 En lo que respecta a los significados de la terminología que aquí se precisa (es 
decir, de la democracia y de la democracia procedimental), se considera acertado re-
mitirse a aquellas partes de esta investigación que enmarcan el desarrollo de la misma 
y abordan estos conceptos.
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a) Realización de procesos electorales continuos y periódicos 

Con respecto al primer indicador, las elecciones han estado 
a cargo de organismos electorales que han terminado ejercien-
do un papel preponderante en el fortalecimiento del sistema de 
representación política, puesto que, como se ha sostenido a lo 
largo de este capítulo, se han constituido en los grandes garan-
tes del sistema democrático, sobre todo a través de sus labores 
de control y fiscalización del acceso al poder. Así mismo, como 
también se ha señalado, a través de las elecciones las instituciones 
electorales tienden y fortalecen los puentes entre la sociedad civil 
y los órganos del gobierno. Por ello, la administración electoral y 
la realización de elecciones en sí han servido de dique o muro de 
contención para no regresar hacia el autoritarismo u otra forma 
no democrática de gobierno. 

En ese orden de ideas, la sucesión de procesos que se ha 
llevado a cabo en los últimos años en América Latina a cargo de 
organismos electorales ha reforzado el compromiso de la región 
con la democracia.83 En efecto, a partir del regreso a la transición, 
la mayoría de los países han realizado elecciones y son excepcio-
nales los casos en donde han ocurrido golpes de Estado, como se 
puede apreciar en la información que se presenta en el tercer y 
cuarto cuadro del “Anexo”, que abarca el periodo de 1980 a 2014.

En 1989 y 1994 un importante número de países realizaron 
elecciones. Durante 1989 se efectuaron comicios presidenciales 
en nueve naciones: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, El Salvador, 
Honduras, Panamá, Paraguay y Uruguay.84

En 1994 se realizaron elecciones presidenciales en ocho paí-
ses: Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, México, Panamá, 

83	 Véase también el segundo capítulo en lo referido al rally electoral.
84	 En el Perú se realizaron elecciones democráticas de manera continua en 1985 

y 1990. En 1992 se produjo el autogolpe por parte del gobierno de Alberto Fujimori, y 
se convocaron elecciones para 1995, en las que se produjo la reelección de Fujimori.



233
La tendencia y la importancia de la administración electoral en la democracia latinoamericana

República Dominicana y Uruguay. Esta información se sistematiza 
en los cuadros que se muestran enseguida:

Cuadro 17

Calendario electoral latinoamericano de 1989

Argentina	 1989	 Presidencial

Brasil	 1989	 Presidencial 

Bolivia	 1989	 Presidencial

Chile	 1989	 Presidencial 

El Salvador	 1989	 Presidencial

Honduras	 1989	 Presidencial

Panamá	 1989	 Presidencial

Paraguay	 1989	 Presidencial

Uruguay	 1989	 Presidencial

País Año de elecciones Tipo de elección

Fuente: elaboración propia con datos proporcionados por el Informe Latinobarómetro 
(2005) y Flavia Freidenberg (2006). 
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Otro momento importante en donde la mayoría de los países 
latinoamericanos realizaron elecciones presidenciales se produjo 
en el periodo comprendido entre septiembre de 2005 y diciembre 
de 2006, durante el cual dos países del Cono Sur (Brasil y Chile), 
los cinco de la región andina (Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y 
Venezuela), tres de América Central (Costa Rica, Honduras y Nica-
ragua) y México celebraron comicios, cuyos resultados generaron 
nuevas pautas de comportamiento y equilibrio en la región. Du-
rante este periodo, además, tuvieron lugar elecciones legislativas, 
municipales y regionales. Dicha información se sistematiza en el 
cuadro siguiente:

Cuadro 18

Calendario electoral latinoamericano de 1994

Colombia	 1994	 Presidencial

Brasil	 1994	 Presidencial 

Costa Rica	 1994	 Presidencial

El Salvador	 1994	 Presidencial 

México	 1994	 Presidencial

Panamá	 1994	 Presidencial

República Dominicana	 1994	 Presidencial

Uruguay	 1994	 Presidencial

País Año de elecciones Tipo de elección

Fuente: elaboración propia con datos proporcionados por el Informe Latinobaró-
metro (2005) y Flavia Freidenberg (2006). 



235
La tendencia y la importancia de la administración electoral en la democracia latinoamericana

Honduras	 27 de noviembre de 2005	 Presidencial, legislativa y municipal.

Chile	 11 de diciembre de 2005	 Presidencial y legislativa.

Bolivia	 18 de diciembre de 2005	 Presidencial y legislativa.

Costa Rica	 5 de febrero de 2006	 Presidencial y legislativa.

Perú	 9 de abril de 2006	 Presidencial y legislativa.

Colombia	 28 de mayo de 2006	 Presidencial.

México	 2 de julio de 2006	 Presidencial, legislativa, regional y local.

Brasil	 1 de octubre de 2006	 Presidencial, legislativa y regionales.

Ecuador	 15 de octubre de 2006	 Presidencial y legislativa.

Nicaragua	 5 de noviembre de 2006	 Presidencial, legislativa y municipal.

Venezuela	 3 de diciembre de 2006	 Presidencial.

A la información detallada anteriormente hay que sumar 
las elecciones presidenciales que se llevaron a cabo en 2003 (Ar-
gentina, Paraguay, El Salvador y Guatemala) y en 2004 (Uruguay, 
Panamá y República Dominicana). En suma, 18 países latinoa-
mericanos en este periodo pasaron por el ciclo electoral que 
finalizó en 2006.

Del mismo modo, un tercer momento relevante se produjo 
en 2009, en el cual se inició una nueva sucesión de elecciones en 
América Latina, la cual culminará en 2014. Siete de los 18 países 
latinoamericanos eligieron presidente en 2009: El Salvador (15 de 
marzo), Ecuador (26 de abril), Panamá (3 de mayo), Uruguay (25 

Cuadro 19

Calendario electoral latinoamericano 2005-2006

País Fecha de elecciones Tipo de elección

Fuente: elaboración propia con datos proporcionados por el Informe Latinobaró-
metro (2006).
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de octubre), Honduras (29 de noviembre), Bolivia (6 de diciem-
bre) y Chile (11 de diciembre). Tres países eligieron presiden-
te en 2010: Costa Rica (7 de febrero), Colombia (30 de mayo) y 
Brasil (3 de octubre). Por su parte, Perú, Argentina, Guatemala y 
Nicaragua efectuaron elecciones en 2011. En 2012 tres países rea-
lizaron elecciones presidenciales: República Dominicana, México 
y Venezuela. La tendencia de realizar comicios presidenciales, 
legislativos y regionales se ha mantenido también en 2013 y 2014.

Se presenta un cuadro detallado con esta información:

Cuadro 20

Calendario electoral latinoamericano 

2009-2014

País Fecha de elecciones Tipo de elección

El Salvador

Ecuador

Panamá

Uruguay

Honduras

Bolivia

Chile

Costa Rica 

Colombia

Brasil

Perú

Argentina

Guatemala

15 de marzo de 2009

26 de abril de 2009

3 de mayo de 2009

25 de octubre de 2009

29 de noviembre de 2009

6 de diciembre de 2009

13 de diciembre de 2009

7 de febrero de 2010

30 de mayo de 2010

3 de octubre de 2010

Abril de 2011

Octubre de 2011

Noviembre de 2011

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.
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País Fecha de elecciones Tipo de elección

Nicaragua

Rep. Dominicana

México

Venezuela

Ecuador

Perú

Ecuador

Paraguay

Venezuela

Argentina

Argentina

Chile

Perú

Honduras

Chile

El Salvador

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Diciembre de 2011

Mayo de 2012

Julio de 2012

Octubre de 2012

17 de febrero de 2013

17 de marzo de 2013

7 de abril de 2013

21 de abril de 2013

26 de mayo de 2013

11 de agosto de 2013

27 de octubre de 2013

17 de noviembre de 2013

24 de noviembre de 2013

24 de noviembre de 2013

15 de diciembre de 2013

2 de febrero de 2014

2 de febrero de 2014

23 de febrero de 2014

9 de marzo de 2014

Presidencial y legislativa.

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Consulta popular de 
revocatoria de autoridades 
municipales de Lima 
Metropolitana.

Segunda vuelta: elección 
presidencial.

Presidencial y legislativa.

Municipales.

Primarias.

Legislativa.

Presidencial y legislativa.

Nuevas elecciones municipales.

Presidencial y legislativa.

Segunda vuelta: elección 
presidencial.

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Seccionales (alcaldes, prefectos, 
etcétera).

Segunda vuelta: elección 
presidencial.
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Golpes de Estado y revueltas sociales en América Latina

Para realizar un análisis integral de la resistencia de la democracia, 
es necesario abordar el tema de los golpes de Estado y las revueltas 
sociales producidos en América Latina. Sobre el particular, en 
los últimos años, estudiosos del tema y organizaciones internaciona-
les calificaron el autogolpe de Alberto Fujimori, ocurrido en Perú 
en 1992, como una nueva forma de golpe de Estado en América 
Latina, en donde el gobierno, con el apoyo de los militares, rompió 
el orden constitucional establecido.85 A este suceso también se le 

País Fecha de elecciones Tipo de elección

Colombia

Costa Rica

Panamá

Colombia

Brasil

Perú

Bolivia

Uruguay

Uruguay

9 de marzo de 2014

6 de abril de 2014

4 de mayo de 2014

25 de mayo de 2014

5 de octubre de 2014

5 de octubre de 2014

5 de octubre de 2014

26 de octubre de 2014

30 de noviembre de 2014

Legislativa.

Segunda vuelta: elección 
presidencial.

Presidencial, legislativa y 
municipal.

Presidencial.

Presidencial y legislativa.

Regional y municipal.

Presidencial y legislativa.

Presidencial y legislativa.

Segunda vuelta: elección 
presidencial.

Fuente: elaboración propia con datos proporcionados por el Informe Latinobarómetro (2010).

85	 El golpe de Estado se produjo el domingo 5 de abril. Fue llevado a cabo por 
el entonces presidente de la república, Alberto Fujimori Fujimori, con el respaldo de 
las Fuerzas Armadas. Se disolvió el Congreso, se intervino el Poder Judicial, así como 
otras instituciones relevantes del Estado peruano, y se produjo la persecución de 
algunos miembros de la oposición.
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denomina golpe de palacio o golpe de Estado constitucional. En 
2009, 17 años después, se produjo en América Latina otro golpe 
de Estado: el 28 de junio de ese año, los militares retiraron por la 
fuerza al presidente de Honduras, Manuel Zelaya, y lo deportaron al 
extranjero; tomó el poder Roberto Micheletti.

Estos casos constituyen dos golpes de Estado en más de 30 
años desde que se inició nuevamente la democracia en América 
Latina en el marco de la tercera ola de la democracia. 

Como bien lo sostiene Francisco Rojas Aravena (2004):

En comparación con décadas anteriores, se ha producido una 
importante disminución de golpes de Estado encabezados por 
las Fuerzas Armadas, las que en años anteriores lideraban los 
quiebres institucionales. Sin embargo, en las agudas crisis so-
ciopolíticas que han enfrentado países como Argentina (2001), 
Brasil (1992), Ecuador (1997), Guatemala (1997), Paraguay 
(1994-1995), Perú (1992, 2000) y Venezuela (1992), el resultado 
fue la solución de dichos conflictos en el marco de estándares 
democráticos. (pp. 109-111)

Al listado anterior hay que agregar lo ocurrido en Para-
guay en 2012, en donde el expresidente Fernando Lugo fue le-
galmente obligado a renunciar, hecho que resulta por lo menos 
polémico y discutible.86

Haciendo un repaso de lo ocurrido en los últimos años, se 
puede observar que algunos expresidentes no pudieron terminar 
su cargo por clamor popular (14 presidentes no pudieron concluir 

86	 En efecto, según la revista Caretas del 28 de junio de 2012, en 24 horas, y de 
acuerdo con la normatividad legal y constitucional de Paraguay, el presidente Fernan-
do Lugo fue juzgado, condenado y destituido por su Congreso, que era controlado 
por los dos partidos políticos tradicionales, opositores a su gobierno. Lugo, quien fue 
elegido en 2008 como líder de la Alianza Patriótica para el Cambio, una coalición de 
partidos de izquierda con el Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), había puesto 
énfasis en la reforma agraria durante su campaña, lo cual provocó la constante opo-
sición del Partido Colorado, el mayor y más organizado del Paraguay. Su destitución 
se ejecutó el 22 de junio de 2012 con un procedimiento relámpago aceptado por el 
propio Lugo, quien lo calificó como una “profunda herida para la historia y la demo-
cracia del Paraguay”. Véase http://www.caretas.com.pe/Main.asp?T=3082&id=12&id
E=1038&idSTo=241&idA=59596#.UsbWRNLuIiV



240
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

su mandato desde 1993 debido a intentos de golpe de Estado o a los 
denominados golpes de la calle).87

En los casos que se detallan a continuación, si bien los pre-
sidentes en turno no culminaron su ejercicio en el cargo por las 
diversas movilizaciones sociales o populares que se presentaron, 
en algunos países se convocaron elecciones en los años siguientes, 
y en otros, de manera inmediata. 

En Argentina, Fernando de la Rúa asumió el poder para el 
periodo 1999-2003, pero en 2001, por la grave crisis económica 
y social, así como por la presión social y la renuncia de varios de 
sus ministros, dimitió; el Congreso eligió a un nuevo presidente 
(Eduardo Duhalde), quien asumió el cargo para completar el pe-
riodo 2002-2003.88

En Brasil, Fernando Color de Mello, por corrupción políti-
ca y malversación de fondos públicos, renunció al cargo en 1992. 
Meses después asumió el puesto el vicepresidente, Itamar Franco, 
para el periodo 1992-1995. En este caso, se respetaron los plazos y 
se decidió realizar elecciones en 1995. 

En Bolivia, han ocurrido tres casos importantes. Hernán 
Siles Suazo renunció al cargo el 6 de agosto de 1985 debido a 
la crisis económica y fiscal (a un año de terminar su mandato 
constitucional), y convocó elecciones. Por su parte, Gonzalo 
Sánchez de Lozada dimitió el 17 de octubre de 2003 a causa de 
que se produjeron grandes movilizaciones sociales por la expor-
tación de gas al exterior; asumió el cargo el vicepresidente, Car-
los Mesa, para el periodo 2003-2005. Por último, Mesa comenzó 
su mandato con gran apoyo popular, pero sectores de izquierda, 
debido al fracaso de la Ley de Hidrocarburos, hicieron estallar 
una crisis social que originó el fin de su gobierno el 9 de junio 

87	 Véanse los informes del Latinobarómetro de 2004 a 2010.
88	 En Argentina, en caso de acefalía presidencial, la Constitución nacional en 

su artículo 88 y la Ley Nacional núm. 25716, modificatoria de la Ley 20972, estable-
cen el mecanismo que designa al funcionario que ejerce temporalmente el cargo de 
presidente de la república. En este caso, ante la renuncia del presidente De la Rúa, 
asumió el cargo el presidente provisional del Senado, Ramón Puerta, luego de lo cual 
se convocaron nuevas elecciones.
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de 2005; tomó el cargo interinamente el presidente de la Corte 
Suprema de Bolivia, quien convocó a elecciones generales para 
ese mismo año (Victoriano, 2010, pp. 175-193).

Ecuador es el país en el que se han presentado más revueltas 
de este tipo. En dicha nación se produjeron los casos de Abdalá 
Bucarám (1997), Jamil Mahuad (1999), Lucio Gutiérrez (2005) 
y Rafael Correa (2010). Bucarám asumió el poder en 1996, pero 
por casos de corrupción y nepotismo en su gobierno se produjeron 
grandes movilizaciones sociales que determinaron que el Congreso 
hiciera efectiva su destitución; el presidente de este último asumió 
el cargo de primer mandatario interinamente hasta el 10 de agos-
to de 1998, año en el que se convocaron elecciones. Jamil Mahuad 
fue electo presidente para el periodo 1998-2002, pero la Confede-
ración de Nacionalidades Indígenas pidió su destitución debido a 
una grave crisis económica; asumió el cargo el vicepresidente del 
país, Gustavo Noboa (fueron convocadas elecciones presidenciales 
para 2002). En el caso de Lucio Gutiérrez, se produjo una cri-
sis denominada la “rebelión de los forajidos”, y por participación 
directiva de ciudadanos y militares se provocó su destitución del 
cargo. Asumió el poder el vicepresidente, Alfredo Palacio, quien 
convocó elecciones para 2006.89 Finalmente, el 30 de septiembre 
de 2010, se produjo un intento de golpe de Estado, en donde la 
convulsión social, que dejó algunos muertos y heridos, afectó varias 
provincias del país; esto ocurrió cuando un grupo de policías toma-
ron sus respectivos cuarteles en protesta por la aprobación de la 
Ley de Servicio Público, que eliminaba los bonos que recibían por 
méritos y condecoraciones. El presidente Correa, quien había de-
nunciado que estaba secuestrado en el Hospital de Policía de Qui-
to, lugar a donde había sido trasladado tras los golpes que recibió 
cuando encaró a los rebeldes, dijo que detrás de la revuelta policial 
existió un intento de golpe de Estado en su contra e incluso acusó a 
una turba de pretender matarlo. Su posterior liberación contribuyó 
a distender el ambiente. La democracia supo resistir, nuevamente.

89	 Véase www.infolatam.com
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En Guatemala hubo un intento de autogolpe de Estado 
el 25 de mayo de 1993 por parte del gobierno de Jorge Serrano 
Elías (con el que se buscaba imitar lo que había hecho Fujimori 
en Perú tres meses antes); éste fue conocido como “el serrana-
zo”. El 1 de junio la Corte de Constitucionalidad emitió un dic-
tamen de inconstitucionalidad al autogolpe, por lo que Serrano 
Elías se vio obligado a huir a la ciudad de Panamá y a renunciar 
al gobierno. Asumió el puesto de presidente de la república el 
procurador Ramiro de León Carpio, quien fue elegido por el 
Congreso para el periodo 1993-1996. Se convocaron elecciones 
para este último año.

En Haití, Jean-Bertrand Aristide fue obligado a dimitir del car-
go en 2004 debido a una grave crisis social y a constantes denuncias 
por corrupción. Asumió el poder el vicepresidente del país para el 
periodo 2004-2006, quien convocó elecciones para este último año. 
Estos comicios se retrasaron en cuatro ocasiones a causa de la grave 
inestabilidad existente.

En Paraguay, por su parte, Raúl Cubas Grau asumió el poder 
en 1998, pero por situaciones de corrupción y movilizaciones del 
movimiento Marzo Paraguayo se vio obligado a dimitir en 1999; 
fue sustituido por el presidente de la Cámara del Senado para el 
periodo 1999-2003 y se convocaron elecciones en este último año. 

En el Perú se produjeron graves casos de corrupción y frau-
de electoral durante el gobierno de Alberto Fujimori, los cuales se 
hicieron públicos a través de videos en 2000. Como consecuencia 
de toda esta situación, muchos actores políticos conocidos parti-
ciparon en la Marcha de los Cuatro Suyos, por lo que se produ-
jeron hechos violentos en el centro histórico de Lima. Todo esto 
originó que el presidente Fujimori realizara un viaje el extranjero 
de forma intempestiva y renunciara posteriormente a su cargo a 
través de un comunicado escrito. Se formó un gobierno de tran-
sición bajo el mandato de Valentín Paniagua, quien convocó elec-
ciones generales para 2001.

En República Dominicana ocurrieron situaciones de fraude 
electoral durante el gobierno de Joaquín Balaguer en 1994, lo 
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que terminó en una huelga general. El gobierno quedó en manos 
del Congreso; se firmó un pacto por la democracia entre las au-
toridades y los principales dirigentes de los partidos políticos, y se 
convocaron elecciones para 1996.

Finalmente, en Venezuela se produjeron dos casos impor-
tantes. En 1993, Carlos Andrés Pérez renunció a su cargo por 
corrupción y malversación de fondos; se convocaron elecciones 
en ese mismo año. Por su parte, el 11 de abril de 2002, Hugo 
Chávez sufrió un intento de golpe de Estado que lo apartó del 
poder durante varios días, tiempo que asumió la presidencia de la 
república al presidente de Fedecámaras, Pedro Carmona Estanga. 
Sin embargo, luego de fuertes protestas de los simpatizantes de 
Chávez y algunas presiones internacionales, ya que muchos países 
no reconocieron a Carmona, los militares leales al gobierno reto-
maron el poder y Chávez reasumió su cargo en la madrugada del 
14 de abril de 2002 (Oszlak, 2007, pp. 42-60).

Estos ejemplos demuestran que, pese a que el clamor po-
pular expulsó a varios expresidentes, se restituyó el curso demo-
crático con una sucesión dentro de la institucionalidad vigente. 
Además, si bien muchos de estos mandatarios no terminaron su 
periodo, esto no ocurrió debido a golpes de militares, sino por 
las sublevaciones de los ciudadanos, que son también conocidas 
como golpes de la calle.90

90	 Un golpe de Estado es la toma del poder político de modo repentino y violento 
por parte de un grupo de poder, vulnerando la legitimidad institucional establecida 
en una nación, es decir, las normas legales de sucesión en el poder vigentes con an-
terioridad. Éste puede ser provocado por un grupo armado o por fuerzas armadas 
sublevadas (rebelión militar), y en muchas ocasiones termina con la instauración de 
una dictadura. Por definición, se produce contra cualquier gobierno, autoritario o 
no, y puede buscar instaurar cualquier otro diferente, también autoritario o no. Sin 
embargo, el sentido peyorativo que se aplica a este término hace que se utilice en la 
mayor parte de las ocasiones para referirse a intentos de instauración de dictaduras. 

En cambio, los golpes de la calle son sublevaciones populares en forma de grandes 
movilizaciones de protesta que tienen la fuerza y la capacidad de acabar con presi-
dencias de países. Éstos también son conocidos como clamor popular o rebeliones 
cívicos-militares, que constituyen insurrecciones en las que participan tanto civiles 
como militares; son producto de un descontento con lo sucedido en el contexto social 
y político, y no suponen conspiración previa ni uso de las armas, como sí ocurre en 
un golpe de Estado.
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Es interesante apreciar que, si bien han ocurrido hechos 
que han intentado atentar contra la democracia latinoamericana, 
en la mayoría de los casos la democracia procedimental ha preva-
lecido a través de mecanismos legales vigentes, así como mediante 
la realización de elecciones continuas y periódicas, lo que consti-
tuye precisamente el primer indicador que se ha utilizado para 
medir el índice de resistencia de nuestra variable dependiente. 

b) Participación de la comunidad internacional en la defen-
sa de los regímenes democráticos

Este indicador sirve para medir la resistencia y la fortaleza 
de la democracia procedimental, sobre todo en aquellos países 
que han vivido crisis políticas y de gobernabilidad de manera con-
tinua o recurrente. En efecto, como fruto de la importante parti-
cipación de la comunidad internacional, no se ha producido una 
abierta regresión al autoritarismo y los golpes de Estado se han 
vuelto casi una rareza histórica, como ha podido apreciarse a lo 
largo del presente capítulo. Además, con excepción de las orga-
nizaciones guerrilleras de Colombia, ningún movimiento político 
importante se ha declarado abiertamente contra la democracia.

El rol de la comunidad internacional como mecanismo de 
protección a la democracia se puede medir detallando cuáles son 
estos organismos y qué instancias de acción poseen.
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Cuadro 21

Participación de la comunidad internacional en defensa de la democracia 

latinoamericana

Secretaría 
de Asuntos 
Políticos

Consejo de 
Jefas y Jefes 
de Estado y 
de Gobier-
no

Organismo 
internacional

Unidad
orgánica

responsable
Mecanismo Detalle

Se han activado 
mecanismos de 
acción por la defensa 
de la democracia en 
Perú (2000), Bolivia 
(2008), Honduras 
(2009), Paraguay 
(2009-2012), 
Guatemala (2009) y 
Ecuador (2010).91 

El Unasur es de re-
ciente creación, por 
lo que únicamente se 
han activado sus me-
canismos de defensa 
de la democracia 
para los casos de 
Ecuador (2010)92 y 
Paraguay (2012).

Mediante asamblea 
general se adoptan 
resoluciones, en las 
que se designan, en 
la mayoría de los 
casos, misiones o 
comisiones de alto 
nivel.

A través de declara-
ciones a favor de la 
democracia, en el 
marco de reuniones 
entre presidentes 
latinoamericanos 
específicamente con-
vocadas para tratar 
sobre situaciones de 
crisis.

OEA 

Unión
de Naciones
Suramerica-

nas (Unasur) 

Fuente: elaboración propia.

91	 Al momento de realizar la última actualización de este trabajo se está discutien-
do, al interior de la OEA y de la Unasur, así como en la comunidad internacional, cuál 
tendría que ser el rol de dicha institución para afrontar la severa crisis venezolana. 

92	 Este hecho ocurrido en Ecuador significó un intento autoritarista por regresar 
a un pasado gobernado por la fuerza militar, pero ha servido también para comprobar 
una contundente reacción de la comunidad internacional latinoamericana, primero 
encabezada por la inmediata reunión de los presidentes latinoamericanos al día si-
guiente de la revuelta en la Unasur, en la ciudad de Buenos Aires, quienes expresaron 
su rechazo total a lo ocurrido, y luego por la OEA, cuyo secretario general dijo que la 
democracia en América Latina hay que defenderla con toda nuestra fuerza. 
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La participación de la comunidad internacional en la de-
fensa de la democracia está compuesta también por las misiones 
de observación electoral. Ciertamente, la observación electoral, 
entendida técnicamente como la búsqueda sistemática de infor-
mación sobre un proceso con el propósito de llegar a una adecua-
da valoración del mismo con base en la información recogida,93  

y que puede ser de carácter tanto nacional como internacional, 
pretende evaluar los procesos electorales latinoamericanos y, por 
ende, a los organismos electorales que los realizan, con el objeti-
vo principal de legitimarlos. Constituyen, pues, mecanismos de 
defensa de la democracia procedimental, puesto que velan por la 
correcta, libre y justa realización de los procesos electorales.

En América Latina existen varias organizaciones que realizan 
observación electoral. En el Perú destaca la participación de la Aso-
ciación Civil Transparencia y de organismos no gubernamentales 
con prestigio en cada uno de los países de la región. En Colombia re-
salta la participación de la Misión de Observación Electoral (MOE).  
En el ámbito internacional las instituciones que realizan este tipo de 
actividad son la OEA, la Unión Europea, el Centro Carter, Capel, que 
actúa como coordinador de los organismos electorales dentro del 
marco de los acuerdos del Protocolo de Tikal, del Protocolo de Qui-
to y de la Unión Interamericana de Organismos Electorales, y la Fun-
dación Internacional de Sistemas Electorales, entre las principales.  

Cabe mencionar que prácticamente todas las elecciones en la 
región son monitoreadas por este tipo de misiones, lo que constitu-
ye un importante indicador del interés existente en la comunidad 
internacional por defender los mecanismos democráticos de los 
distintos países. Esta información puede comprobarse en el quinto 
y sexto cuadro de los “Anexos”.

93	 Véase IDEA Internacional (1997).
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Segundo índice: legitimidad del sistema de administración electoral

Sobre esta cuestión, es necesario señalar que no puede haber pro-
cesos electorales que se reconozcan como democráticos sin que 
esto presuponga que estamos dispuestos a creerles a los organis-
mos electorales sobre asuntos que no podemos observar de manera 
directa. La disposición que tienen los ciudadanos a dar credibilidad 
a este tipo de instituciones depende de muchas cosas, pero fun-
damentalmente de experiencias pasadas. Y es que en los procesos 
electorales las inconsistencias tienden a generar dudas y suspicacias 
sobre aquellas organizaciones que los llevan adelante. 

En este orden de ideas, considerando y reconociendo que 
este índice puede resultar, en algunos casos, cambiante, lo que 
depende sobre todo de los resultados y el margen de ventaja obte-
nidos entre los principales candidatos en el marco de un proceso 
electoral, y más aún en una región caracterizada por altos nive-
les de desconfianza, lo interesante es observar la tendencia en el 
tiempo y los márgenes dentro de los cuales se mueven los niveles 
de aceptación y valoración ciudadana con respecto a los organis-
mos electorales94 de acuerdo con lo que se explica a continuación.

94	 En efecto, el grado o los niveles de aceptación y valoración de la ciudadanía 
que obtienen este tipo de instituciones dependen mucho de los resultados de los pro-
cesos electorales cercanos a la fecha de realización de la medición. La organización de 
una elección que no resultó polémica en ninguno de sus aspectos procedimentales, 
con resultados claros y holgados, probablemente generará unos índices mayores de 
credibilidad y confianza en un momento determinado. Por el contrario, de presen-
tarse resultados muy estrechos o una elección polémica en la que resulta ganador 
el partido en el gobierno, se producirá una baja considerable en la credibilidad y la 
confianza en este tipo de instituciones. Éste es el escenario temido por cualquier auto-
ridad electoral en una democracia joven, frágil o que lucha por consolidarse, puesto 
que se profundizan las sospechas de manipulación si gana el partido que gobierna; 
además, si esto se produjo por margen escaso, cualquier irregularidad o imprecisión 
administrativa, aunque sea pequeña, puede haber tenido un impacto decisivo sobre 
el resultado. Por ello, una victoria cómoda de la oposición elimina las dudas, pero su 
derrota estrecha enrarece y agrava el escenario político y social, y esto sin duda se verá 
reflejado en una futura medición de los niveles de confianza en los órganos electora-
les. En este escenario, aunque éstos hayan organizado unas elecciones impecables o 
solamente correctas (en las cuales suelen producirse algunos errores en la organiza-
ción que son considerados como normales), los valores que arroja la medición de este 
indicador resultarán bajos o muy bajos.
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La legitimidad desde el punto de vista que aquí se presenta 
está estrechamente relacionada con la confianza; para obtener la 
definición más adecuada de ambos términos, se necesita hacer 
una precisión. La confianza constituye un índice difuso y la legi-
timidad uno duro, pues el primero tiene que ver con las institu-
ciones, en este caso con los organismos electorales; en cambio, el 
segundo está relacionado con el concepto de sistema (se confía 
o no en los organismos electorales, se considera legítimo o no el 
sistema de administración electoral de un determinado país). 

Es pertinente señalar también que la mayoría de los estudios 
existentes sobre ambas cuestiones han estado orientados fun-
damentalmente a vincular estos conceptos con la impresión y 
valoración que tienen los ciudadanos sobre el acto electoral pro-
piamente dicho, sin tomar en cuenta el funcionamiento de los 
organismos electorales como parte de un conjunto (sistema de 
administración electoral) en el contexto de un proceso integral, 
que abarcaría un análisis del desempeño de cada una de las ins-
tituciones que conforman ese grupo durante todas y cada una de 
las etapas que componen los procesos electorales latinoamerica-
nos (integridad electoral).

Sin embargo, se considera imprescindible tomar en cuenta 
este índice (con esa mezcla “difuso-dura” que se mencionó) en 
una investigación de este tipo, debido a la importancia que tiene 
la percepción ciudadana sobre estos temas en América Latina. 

En ese sentido, en primer lugar se precisa que, para los fines 
que aquí se persiguen, entendemos por sistema de administración 
electoral al grupo de organizaciones que conforman la adminis-
tración de este tipo en un país (en caso de que exista más de una) 
o de entidades que tienen de alguna u otra forma vinculación 
con el proceso electoral (tales como oficinas registrales, policía, 
Fuerzas Armadas, de ser el caso), cuya organización, relaciones 
y coordinación tienen como finalidad obtener procesos limpios, 
justos y transparentes, contribuyendo a la consolidación de sus 
respectivas democracias. 
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Tomando en cuenta esto, se propone que una definición 
sencilla de legitimidad del sistema de administración electoral 
hará referencia a la valoración y la aceptación de los ciudadanos 
de aquello que esperan obtener de los organismos que conforman 
la administración electoral de un país, en términos de cualidades 
para el cumplimiento de los fines para los que fueron creados, en 
el marco del respeto a la legislación vigente de cada nación. 

Es necesario explicar que, para medir la legitimidad de la 
administración electoral latinoamericana conforme a la defini-
ción que se acaba de proponer, resulta conveniente utilizar como 
indicador la aceptación social y organizativa de cada uno de los 
organismos electorales en términos de valoración de la gente. 
Este tema ha sido tradicionalmente planteado bajo el marco de la 
pregunta “¿confía usted en los organismos electorales?”. Hay que 
considerar, además, que no se han hecho estudios comparados 
que tengan como línea de base la estimación ciudadana respecto 
a la labor que han desempeñado los organismos electorales en su 
conjunto, es decir, como un todo sistematizado. 

Por ello, se plantea el análisis de tres de las últimas encues-
tas que se han realizado a nivel comparado sobre la confianza en 
los organismos electorales en la región; éstas han sido elaboradas 
por instituciones serias y de prestigio, como el Latinobarómetro y 
Latin American Public Opinion Project (Lapop, por la Universi-
dad de Vanderbilt). 

Las dos primeras contienen datos de 2006 y 2007, y mues-
tran un análisis comparativo sobre los países de la región con res-
pecto a diversas instituciones y actores importantes de la sociedad, 
como la Iglesia, la policía, los bomberos, las Fuerzas Armadas, el 
Poder Judicial, los partidos políticos, entre los principales; se pue-
de observar que el promedio regional del nivel de confianza en 
los tribunales electorales disminuyó, pues en 2006 era de 47%, y 
en 2007, de 38%. Esto se refleja en los cuadros siguientes.
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Gráfico 11

Primera encuesta

Fuente: Latinobarómetro (2006).
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En lo que respecta a las particularidades de cada nación, 
destaca la notable diferencia que se presenta en algunos casos en-
tre este tipo de instituciones en los diversos países de la región, lo 
que da sustento a uno de los principales argumentos de este tra-
bajo: cada país tiene un funcionamiento y un rendimiento insti-
tucional totalmente único e independiente, y el contexto siempre 
es trascendental. A continuación se presenta el cuadro por país.

Gráfico 12

Segunda encuesta

Fuente: Latinobarómetro (2007).
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También los promedios estables en el tiempo sobre la con-
fianza en los organismos electorales son dignos de resaltarse, pues 
se han mantenido en más de 40 puntos aproximadamente. 

Por otro lado, es necesario señalar que los grados de confian-
za hacia las instituciones electorales no han cambiado de manera 
sustantiva, ya que indican un orden que se mantiene notablemente 
estable a la luz de las grandes transformaciones que han sufrido 
esos países en otros ámbitos. 
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Gráfico 13

Tercera encuesta

Fuente: Lapop (2008).
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Es importante tomar en consideración las encuestas que se 
presentaron, sobre todo si se tiene en cuenta la desconfianza his-
tóricamente enraizada en América Latina para casi todo lo que 
tiene que ver con lo público; esto último puede verse reflejado 
en las cifras que ha presentado el Latinobarómetro (2010), en el 
que, por ejemplo, se precisa que, de una escala a cero a 100, la 
región obtiene un promedio de 20 puntos en el tema de la con-
fianza interpersonal. República Dominicana y Uruguay, con 31 y 
30 puntos, son los países con puntaje más alto; Brasil, Paraguay y 
Perú, con 10, 14 y 14 puntos, los países con puntaje más bajo. 

Tercer índice: participación/representación

El último índice que será utilizado para medir la fortaleza de la 
democracia procedimental es el de la participación como parte 
del sistema democrático representativo. 

Como se señaló en el primer capítulo, nos interesa conside-
rar el tema de la representación democrática desde tres puntos 
de vista: como la realización de elecciones abiertas, libres y justas; 
como la existencia de un margen de maniobra en la práctica de su 
función por parte de los representantes elegidos y como el libre 
ejercicio de una serie de derechos ciudadanos políticos y civiles 
sin los cuales el componente básico de lograr elecciones óptimas 
no podría existir en la realidad. El primero de estos tres puntos 
está, pues, estrechamente relacionado con la cuestión referida a 
la participación, específicamente la participación política y elec-
toral de la ciudadanía a través del libre ejercicio del voto, lo cual, 
a su vez, constituye un importante indicador objetivamente cuan-
tificable, como se explicará más adelante.

En ese sentido, la participación política y electoral consti-
tuye un escenario apropiado para obtener datos que puedan ser-
vir para los fines que se persiguen. En efecto, a pesar de algunas 
diferencias, todas las teorías de la democracia consideran que la 
participación en las elecciones es uno de sus componentes fun-
damentales. De hecho, votar constituye la forma más extendida 
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de participación política, aunque no la única (Gratschew y López 
Pintor, 2002, pp. 7-8).

La participación política y electoral, entonces, está estrecha-
mente vinculada con la fortaleza de la democracia procedimental, 
puesto que es una fuente insustituible de legitimidad del sistema 
democrático. Participar en elecciones constituye la base primaria 
de influencia pública en la democracia representativa, una forma 
de toma de decisiones colectiva, y genera un vínculo de responsa-
bilidad y rendición de cuentas sobre los políticos electos.

Sin embargo, las condiciones para el desarrollo de estos te-
mas no son las mismas en todos los países latinoamericanos, debi-
do, entre otras cosas, a que existen diversos factores que afectan 
la participación, como la cultura política y la particular tradición 
electoral de cada país, el tipo de sistema electoral, el voto obliga-
torio, la jornada electoral (uno o varios días), el día de la misma 
(laborable o de descanso), la disponibilidad de procedimientos 
alternativos para votar, el acceso a las casillas o mesas de votación, 
el uso de tecnologías, el sistema de partidos (número, legitimi-
dad, institucionalidad), el nivel educativo de la población, la edad 
del elector, los factores actitudinales como el interés político, la 
disponibilidad de información, la confianza en instituciones, las 
redes sociales y, finalmente, las campañas de información y comu-
nicación de los organismos electorales (en colaboración con los 
partidos y la sociedad civil).

Dentro del esquema que se ha estado presentando, el voto 
obligatorio es importante por el impacto que genera, ya que 
constituye un componente del proceso de democratización del 
sufragio que tuvo lugar especialmente durante la primera mitad 
del siglo XX, que culminó con la introducción del voto femeni-
no, en torno a 1950, y el de los analfabetos y menores de 21 años, 
alrededor de 1970. Su desarrollo ha sido fundamental para en-
tender la evolución de la participación política y electoral actual 
en nuestros países.

En ese sentido, en la mayoría de los países desarrollados, 
el aumento de la participación electoral asociado al voto obli-
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gatorio puede atribuirse más a un rasgo de la cultura política 
que a la obligación misma, pues hay que tener en cuenta que las 
sanciones por su incumplimiento son, en la mayoría de los casos, 
inaplicables. Lo contrario sucede en América Latina, en donde 
los países que encabezan las listas de participación electoral son 
aquéllos en donde el castigo por no votar es una multa (si bien la 
aplicación de la sanción en la práctica es débil en la mayoría de 
los casos). Es complicado hacer de esto una tendencia uniforme, 
ya que también en aquellos países en donde existe la multa la 
participación electoral ha disminuido (siempre en un escenario 
regional con altos niveles de participación en promedio), como 
podrá apreciarse a continuación. 

Indicador: porcentaje de ciudadanos que participaron en el proceso 
electoral a través de la emisión del voto correspondiente

Para la mayoría de los estudiosos, la participación electoral en Amé-
rica Latina sigue siendo muy difícil de descifrar. Muestra de ello 
son los datos obtenidos para el periodo 1989-2006, en el que puede 
apreciarse una cierta tendencia a su disminución, aunque no del 
todo uniforme.95 Este dato no constituye, por supuesto, un patrón 
generalizado, puesto que, nuevamente, la participación electoral 
empieza a aumentar en la región para el periodo 2006-2011. 

Por ello, en términos generales, se puede señalar que los ni-
veles de participación electoral de los ciudadanos latinoamerica-
nos son altos y contribuyen (aunque no completamente) a expli-
car nuestra variable dependiente, ya que, mientras más personas 
participan en las reglas del juego que fija un sistema democrático, 
más se fortalece a quien las implementa, puesto que se considera 
como implícita una aceptación de las mismas. 

95	 En algunos países ha disminuido, Argentina, Colombia, Costa Rica, El Salva-
dor, Honduras, Nicaragua, Paraguay, Uruguay y Venezuela, mientras que en otros ha 
aumentado, Bolivia, Brasil, Ecuador, Guatemala, Perú, República Dominicana.
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Gráfico 14

Participación electoral en América Latina 1945-2005

Fuente: López Pintor y Gratschew (2002).

Cuadro 22

Participación electoral en América Latina 2003-2011

País
Participación en

elecciones presiden-
ciales recientes

Participación en la 
última elección

presidencial

Voto
obligatorio

Perú	 88.70% (2006)	 93.69% (2011)	 Sí

Bolivia	 84.50% (2005)	 88.35% (2009)	 Sí

Chile	 87.67% (2005)	 89% (2010)	 Sí

Brasil	 83.25% (2006)	 81.88% (2010)	 Sí

Ecuador	 72.20% (2006)	 75.28% (2009)	 Sí

Venezuela	 74.88% (2006)	 80.56% (2012) 	 Sí 

Nicaragua	 78% (2006)	 80%  (2011)	 No

Costa Rica	 65.20% (2006)	 67.30% (2010)	 Sí

México	 58.57% (2006) 	 63.14% (2012)	 Sí
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Esta situación de la participación electoral de los ciudadanos 
latinoamericanos puede deberse a que quizá el problema central 
no son las diferencias nacionales o regionales en los porcentajes de 
ésta, sino el significado y la importancia política de las elecciones 
y de la participación de los ciudadanos en las nuevas democracias 
(Nohlen, 2002, pp. 13-19). Es decir, por un lado, influye el mayor 
o menor interés de estos “nuevos ciudadanos” en la política, sobre 
todo de los que recién tienen edad para emitir su voto, en términos 
de legitimidad del sistema democrático. Por otro, suele influir tam-
bién en la participación en la región el mayor o menor grado de 
implementación de las políticas de motivación, capacitación y edu-
cación a los ciudadanos que realizan los órganos electorales para 
lograr una efectiva participación de los electores en los procesos.

Así mismo, como se ha podido apreciar, sobresale como una 
de las características más persistentes del voto en América Latina 

Fuente: elaboración propia con datos proporcionados por el Informe Latinobarómetro (2009-
2011) y distintos órganos electorales en América Latina.

País
Participación en

elecciones presiden-
ciales recientes

Participación en la 
última elección

presidencial

Voto
obligatorio

Honduras	 55.08% (2005)	 61% (2009)	 Sí

Colombia	 45.04% (2006)	 45.43% (2010)	 No

Uruguay	 89.62% (2004)	 89.86% (2009)	 Sí

Rep. Dominicana	  72% (2004) 	 70.23% (2012)	 Sí

El Salvador	 67.30% (2004)	 62.92% (2009)	 Sí

Paraguay	 50% (2003)	 66% (2008)	 Sí

Panamá	 76.88% (2004)	 73.97% (2009)	 Sí

Argentina	 71% (2007)	 79.31% (2011)	 Sí

Guatemala	 49% (2007)	 60.83% (2011) 	 Sí
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la obligatoriedad del mismo, por lo que su implementación suele 
estar asociada en la mayoría de los casos (no lo está en países en 
donde a pesar de existir el voto obligatorio no se hacen efectivas 
las sanciones por no votar) a altos niveles de participación, lo cual 
supone una dificultad para la medición de nuestro índice, pues 
la exigencia del ejercicio del sufragio podría estar modificando 
el comportamiento de una parte del electorado que, aunque 
desconfiada de la calidad y la transparencia del proceso e incluso 
de la importancia y la transcendencia de la emisión de su voto, asiste 
sólo para evitar las consecuencias previstas en caso de ausentismo. 

Indicador: porcentaje de ciudadanos que considera que votar puede hacer 
la diferencia

Ante la necesidad de contar con un indicador que signifique una 
mayor aproximación a este fenómeno de estudio, se han des-
plegado algunos esfuerzos, entre los cuales destaca la propues-
ta del índice de participación electoral (IPE) hecha por el JNE 
en Perú,96 el cual toma en consideración variables e indicadores 
que dan cuenta de la participación de partidos y ciudadanos, 
pero cuya replica a otros países de la región se complica por 
la inexistencia de bases de datos sistematizados que registren 
información tan minuciosa como las faltas electorales por 
circunscripción e infractor. 

Debido a las razones expuestas, se tomó la decisión de incluir 
un segundo indicador para la medición del tercer índice que aquí 
ha sido presentado, con el cual se pueda superar la dificultad y las 
limitaciones que plantea su uso. Se optó por añadir al indicador de 
desempeño propuesto (porcentaje de participación electoral) uno 
que tenga que ver con la percepción ciudadana sobre la importancia 
de las elecciones. Es decir, si bien los ciudadanos de la región latinoa-
mericana están, dentro de los límites expuestos, obligados a emitir 
su voto y esta condición podría contaminar el resultado final aquí 

96	 Véase www.infogob.com.pe
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presentado, se considera que esta debilidad puede superarse con los 
datos de percepción sobre la relevancia del ejercicio del sufragio.

Para ello, se utilizará la base de datos de datagob,97 portal 
web que presenta una serie de indicadores que resultan relevan-
tes para profundizar en el análisis del índice de participación que 
se ha estado desarrollando, ya que contiene datos nacionales, re-
gionales y mundiales que pueden ser utilizados para ofrecer una 
visión comparada en el tiempo. En ese sentido, se ha recogido la 
información relacionada al indicador denominado “votar puede 
hacer la diferencia”, que se refiere al porcentaje de entrevistados 
de cada país que creen mucho o en alguna medida que el votar 
puede ser un factor determinante en sus respectivos países.  

A continuación se muestran las estadísticas descriptivas bá-
sicas de los datos del mencionado indicador, así como los resul-
tados por país. Además, se registran los datos de las encuestas de 
2005, 2006 y 2008. 

97	 Consúltese http://www.iadb.org/datagob/home_esp.html

Cuadro 23

Estadísticas descriptivas del indicador

Número de 
casos (países)

18

Rango	 De 0 a 100

Promedio	 59.22

Mediana	 58.5

Desviación	 9.74

Máximo valor	 80

Mínimo valor	 45

Fuente: datagob (2008).
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Cuadro 24 

Porcentaje de ciudadanos entrevistados que creen que

votar puede hacer la diferencia

Fuente: elaboración propia con base en datos de datagob (2008) y el Latinobaró-
metro (2008).

Argentina	 64.38%	 69%	 63%

Bolivia	 45.6%	 50%	 52%

Brasil	 63.7%	 53%	 58%

Chile	 60.2%	 54%	 55%

Colombia	 60%	 55%	 62%

Costa Rica	 48.1%	 62%	 62%

Ecuador	 44.58%	 52%	 48%

El Salvador	 61.22%	 62%	 59%

Guatemala	 50.53%	 53%	 48%

Honduras	 45.45%	 53%	 45%

México	 64.38%	 56%	 57%

Nicaragua	 54.8%	 69%	 67%

Panamá	 58.93%	 50%	 56%

Paraguay	 53.71%	 39%	 71%

Perú	 49.29%	 47%	 45%

Uruguay	 80.25%	 71%	 66%

Venezuela	 67.54%	 71%	 80%

República
Dominicana	 60.45%	 65%	 72%

2005País 2006 2008
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El pobre desempeño de este indicador para el caso peruano 
(el cual está por debajo del promedio regional) puede tener co-
nexión con el autogolpe de Estado ocurrido en 1992, además del 
alto descrédito de los partidos políticos en ese país.

De esta forma, de acuerdo con los datos recogidos, se proce-
dió a otorgar un puntaje que pudiera utilizarse para identificar el 
grado de fortaleza de la democracia procedimental en cada uno 
de los países de América Latina que fueron analizados.98

A cada uno de los tres índices que han sido presentados: 
resistencia de la democracia, legitimidad de la administración 
electoral y participación/representación, se le asignó un pun-
taje y se le otorgó el mismo peso en el resultado final, según el 
siguiente detalle:

Resistencia de la democracia: se cuenta con dos indicado-
res (procesos electorales continuos y participación de la comu-
nidad internacional). Cada uno tiene dos respuestas posibles, 
sí = 1 o no = 0, de forma que el puntaje máximo alcanzado es 2, 
y el mínimo, 0.

Legitimidad de la administración electoral: se considera un 
indicador (confianza en los tribunales electorales) que al apoyar-
se en datos de encuestas proporciona valores posibles entre 0 y 
100%. De esta forma, se decidió otorgar los siguientes valores: 0 
(0 a 30%), 1 (31 a 60%) y 2 (61% o más); así, el valor máximo de 
esta dimensión es 2.

Participación/representación: para este caso se utilizó una 
medida similar a la anterior. Al primer indicador, porcentaje de 
participación, se le asignaron los siguientes valores: 0 = menos de 
50%, 1 = 51 a 80% y 2 = 81% o más. En el caso del segundo indica-
dor, el votar hace la diferencia, se consideraron los siguientes ran-
gos: 0 = menos de 50%, 1 = 51 a 70% y 2 = 71% o más. Sumando los 
mayores valores posibles, el valor máximo de esta dimensión es 4.

98	 Para el recuento total se consideraron 18 países de América Latina; se excluyó 
a Haití debido a que no se tienen datos de este país.
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Cuadro 25

Puntajes obtenidos por los índices

Fuente: elaboración propia.

Argentina	 1	 1	 1	 1	 1

Bolivia	 1	 1	 1	 2	 1

Brasil	 1	 1	 1	 2	 1

Chile	 1	 1	 1	 2	 1

Colombia	 1	 1	 1	 0	 1

Costa Rica	 1	 1	 2	 1	 1

Ecuador	 1	 1	 1	 1	 0

El Salvador	 1	 1	 1	 1	 1

Guatemala	 1	 1	 1	 1	 0

Honduras	 0	 1	 1	 1	 0

México	 1	 1	 2	 1	 1

Nicaragua	 1	 1	 1	 1	 1

Panamá	 1	 1	 1	 1	 1

Paraguay	 1	 1	 0	 1	 2

Perú	 0	 1	 1	 2	 0

Uruguay	 1	 1	 2	 2	 1

Venezuela	 1	 1	 1	 2	 2

Rep. Dominicana	 1	 1	 2	 1	 2

País
Procesos

electorales
continuos

Resistencia de la 
democracia

Legitimidad de 
la administración 

electoral

Participación/ 
representación

Participación de 
la comunidad 

electoral

Confianza en 
los tribunales 

electorales

Porcentaje
de

participación

El votar puede 
hacer la

diferencia
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Al tener el mismo peso, para el conteo final se tradujeron 
los valores otorgados a los tres índices en porcentajes de entre 
0 y 100%; se obtuvo finalmente un promedio que representa el 
porcentaje de la fortaleza de la democracia procedimental en 
cada país. 

El siguiente cuadro muestra los resultados de este cálculo.

Cuadro 26 

Fortaleza de la democracia procedimental 

País

Resistencia
de la

democracia
%

Legitimidad
de la

administración 
electoral

%

Participación/ 
represen-

tación
%

Fortaleza
de la

democracia
procedimental 

% 

Uruguay	 100	 100	 75	 91.67

Rep. Dominicana	 100	 100	 75	 91.67

Costa Rica	 100	 100	 50	 83.33

México	 100	 100	 50	 83.33

Venezuela	 100	 50	 100	 83.33

Bolivia	 100	 50	 75	 75

Brasil	 100	 50	 75	 75

Chile	 100	 50	 75	 75

Argentina	 100	 50	 50	 66.67

El Salvador	 100	 50	 50	 66.67

Nicaragua	 100	 50	 50	 66.67

Panamá	 100	 50	 50	 66.67

Colombia	 100	 50	 25	 58.33

Ecuador	 100	 50	 25	 58.33
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El promedio de los 18 países analizados es de 69.44%, que 
constituye una cifra bastante alentadora, sobre todo teniendo 
en cuenta los prolongados episodios históricos antidemocráticos 
comunes a varios países de la región. En general, puede com-
probarse una fortaleza de grado medio-alto de la democracia 
procedimental, elegida como la variable dependiente para esta 
investigación. Destaca también la atención prioritaria a algunas 
dimensiones específicas de este enfoque, de acuerdo con la in-
formación proporcionada de cada país. 

Así mismo, se puede notar que ninguno de los países consi-
guió obtener el puntaje máximo en los tres índices; sin embargo, 
en cinco de ellos se registra 100% para dos dimensiones. 

Uruguay se muestra como el país con mayor fortaleza de la 
democracia procedimental y, por el contrario, Honduras posee 
el porcentaje más bajo del grupo con apenas 41.67%, lo que 
puede deberse a los altos niveles de percepción de corrupción 
y desconfianza en las organizaciones públicas (incluyendo los 
partidos políticos) en el país centroamericano (Argueta, Cruz y 
Seligson, 2006, pp. 20-24).

Se reitera que el bajo porcentaje alcanzado por Perú, a pe-
sar de la continuidad del sistema democrático de gobierno y de 
la realización de procesos electorales limpios y transparentes de 

Guatemala	 100	 50	 25	 58.33

Paraguay	 100	 0	 75	 58.33

Perú	 50	 50	 50	 50

Honduras	 50	 50	 25	 41.67

País

Resistencia
de la

democracia
%

Legitimidad
de la

administración 
electoral

%

Participación/ 
represen-

tación
%

Fortaleza
de la

democracia
procedimental 

% 

Fuente: elaboración propia.
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2001 hasta la actualidad, puede ser consecuencia de la interrup-
ción del orden constitucional debido al autogolpe ocurrido en 
1992, una clara amenaza a la institucionalidad democrática que 
parece dejarse sentir aún en los niveles de percepción ciudadana 
en relación con la relevancia del voto, pues influye negativamente 
en los resultados finales. Por su parte, el caso venezolano es un 
claro ejemplo del carácter primordial pero insuficiente de lo 
que implica el aspecto procedimental para el sostenimiento 
de un sistema democrático de gobierno. Es importante, mas la 
democracia no se agota con este enfoque. 

Los resultados finales llevan, por tanto, a la reflexión y dejan 
tareas pendientes para cada uno de los países estudiados. 

Por último, con el objetivo de sistematizar y graficar ade-
cuadamente el análisis de la variable dependiente, se muestra un 
cuadro resumen con la información correspondiente:

Cuadro 27

Resumen de la variable dependiente

•	 Procesos electorales continuos y 
periódicos

•	 Participación de la comunidad in-
ternacional

•	 Aceptación social y organizativa
•	 Valoración de la gente (encuestas)

•	 Porcentaje de electores que ejercie-
ron su derecho al voto en los proce-
sos electorales latinoamericanos

•	 Porcentaje de ciudadanos que 
consideran que  votar puede hacer 
la diferencia

Resistencia/perdurabi-
lidad de la democracia

Legitimidad/confianza 
del sistema de adminis-
tración electoral

Participación/repre-
sentación

Fortaleza
de la 
democracia 
procedimental

Variable
dependiente

Índices Indicadores

Fuente: elaboración propia.
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Comprobación de la hipótesis, explicación de objetivos y 
demás temas relevantes

Al inicio de este trabajo se plantearon tres objetivos esenciales: 
comprobar la importancia del procedimiento en la democracia 
latinoamericana, exponer por qué se han consolidado democra-
cias electorales en la región y, finalmente, explicar el rol de la 
administración electoral en América Latina.

Explicación del primer objetivo: la importancia del
procedimiento en las democracias latinoamericanas

Acerca del primer objetivo, ha podido desprenderse a lo largo de 
este trabajo que está fundamental y principalmente representado 
por los organismos electorales que conforman las administraciones 
electorales de los diversos países. Así pues, dentro de este marco de 
actuación y referencia, se realiza la explicación correspondiente. 

Si bien, como se ha señalado, los estudios acerca de la 
administración electoral en perspectiva comparada han sido 
escasos, se sostiene aquí que en la actualidad académicos, po-
litólogos, expertos en temas electorales, observadores interna-
cionales y diferentes actores de la sociedad civil han resaltado 
la importancia que tienen este tipo de organismos en las demo-
cracias de los países latinoamericanos, pues son indispensables 
para lograr elecciones con calidad. 

En palabras de López Pintor (2004a):

Su importancia se evidencia aún más cuando hay elecciones 
deficientemente administradas que dañan la legitimidad de los 
sistemas democráticos emergentes … Si bien la independencia 
y permanencia por sí solas no son condiciones suficientes para 
garantizar elecciones libres y justas, éstas son un gran trampolín 
para aumentar la transparencia y la confianza pública y, por ende, 
salvaguardar el derecho al sufragio en las etapas incipientes de la 
democratización. (p. 17)
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Como afirman dos autores especialistas en sistemas electo-
rales, Michael Krennerich y Claudia Zilla (2007): 

A partir de 1970 se pusieron cada vez más en duda las estructuras 
autoritarias y represivas en la región. En un plazo de 10 años, una 
ola democratizadora se extendió por casi toda América Latina. 
Las elecciones constituyeron la “llave del cambio de régimen” y 
contribuyeron ampliamente a la desintegración de los regímenes 
autoritarios o al establecimiento de instituciones y procedimien-
tos democráticos o a ambas cosas. El núcleo de los procesos de 
democratización en América Latina estuvo en la introducción de 
organismos electorales, de reglas de juego claras, estables y de-
mocráticas. Son entonces la seguridad, la certidumbre, la crea-
ción de organismos y los procedimientos democráticos los que 
representaron un gran progreso para la democracia en América 
Latina. (pp. 41-42)

Efectivamente, a partir de la década de los 80 del siglo pa-
sado, es innegable que las instituciones encargadas de la adminis-
tración de las elecciones en la región han obtenido cada vez más 
importancia y han contribuido poderosamente a la consolidación 
del sistema democrático. Sin duda alguna, la confianza en el pro-
cedimiento electoral para la definición periódica y permanente 
de la lucha por el poder es uno de los factores fundamentales 
para apuntalar la relevancia de la institucionalidad y el régimen 
democrático de gobierno, puesto que la observancia de las formas 
proporciona legitimidad al candidato que gana una elección. 

En el caso particular de América Latina, la organización 
de las elecciones y su calificación han sido, en términos gene-
rales, temas conflictivos. Pese a que desde las primeras décadas 
de este siglo se establecieron organismos electorales autónomos, 
especializados y, por lo menos formalmente, independientes del 
Ejecutivo y el Legislativo, lo cierto es que en la realidad éstos no 
siempre gozaron plenamente de dicha independencia, lo que dio 
lugar a cuestionamientos por la intromisión de los gobiernos en 
turno, aduciéndose el manoseo de los resultados electorales. Estas 
situaciones muchas veces contribuyeron a agravar la inestabilidad 
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política y en algunos países se constituyeron incluso en el 
detonante de hechos violentos y revueltas armadas.

Sin embargo, la llegada del proceso de transición a la demo-
cracia en Latinoamérica (a fines de los años 70 e inicios de los 80) 
vino acompañada de cambios importantes en este ámbito. La exi-
tosa labor profesional de los organismos electorales basada en su 
independencia, transparencia y eficiencia contribuyó de manera 
positiva en la mayoría de los países, durante estas dos últimas dé-
cadas, a darle credibilidad a los procesos electorales, legitimando 
a las autoridades electas y, por su intermedio, al sistema democrá-
tico mismo. Adicionalmente, ello ha permitido alejar los temores 
de fraude, desconfianza y manipulación (presentes por muchos 
años en la historia latinoamericana), por lo que han repercutido 
favorablemente sobre la cultura política de la región (Ramírez y 
Zovatto, 2000, p. 2). 

Así, en este camino recorrido por la democracia latinoame-
ricana por la vía electoral que se inició desde la década de los 80, 
ha sido común denominador la creación de organismos especia-
lizados y autónomos, cuya generalización ha contribuido de ma-
nera notable a la modernización de los procesos electorales y, por 
consiguiente, a disminuir el fraude electoral y a generar confian-
za pública en relación con los comicios, lo que ha fortalecido al 
sistema democrático en los países latinoamericanos (Hernández 
Becerra, 2000).

De esta manera, es a través del voto como la voluntad de los 
ciudadanos puede ser interpretada y aplicada en el marco de un 
sistema democrático. Por ello, a fin de evaluar si un país tiene esas 
características o no, se debe considerar como parte de los puntos 
de partida quién controla el voto y quién está encargado de su 
interpretación. 

Los organismos electorales latinoamericanos han sido crea-
dos con esta última preocupación. Como se pudo apreciar, éstos 
son responsables de las complejas tareas administrativas que se 
necesita realizar para un desarrollo exitoso de los procesos electo-
rales. Con certeza, afirma López Pintor (2004a): 
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El establecimiento de organismos electorales permanentes e inde-
pendientes representa un gran paso hacia adelante para el desa-
rrollo institucional, ya que pueden consolidar el sistema político 
electoral en un país, considerando que su actuación es necesaria 
no sólo por la conveniencia técnica, sino también por su rendi-
miento político ... A largo plazo, generan confianza entre los par-
tidos contendientes, y entre el público y el gobierno. (pp. 40-43)

Los órganos electorales son también fundamentales como 
actores canalizadores y posibilitadores de una serie de iniciativas 
que tienen por objetivo mejorar los procesos que contribuyen 
a consolidar los regímenes democráticos, como los de generar, 
promover y hacer respetar la colaboración ciudadana de jóvenes, 
mujeres e indígenas en el tema de las cuotas de participación po-
lítica; convocar y organizar revocatorias a fin de consultar a los 
ciudadanos si están de acuerdo o no con la gestión de tal o cual 
autoridad elegida por medio del voto popular; emprender refe-
réndums para preguntarle a la gente si está conforme o no con 
decisiones de gran importancia para la vida democrática de un 
país; velar por que se respeten las normas de democracia interna 
de los partidos políticos, entre otras importantes cuestiones.

La existencia de organismos electorales independientes, ca-
paces de garantizar a los partidos políticos un proceso en condicio-
nes de libertad e igualdad de oportunidades, así como de brindarle 
a la ciudadanía la certeza de que los resultados electorales serán 
respetados, constituye un requisito esencial de todo régimen demo-
crático. De lo contrario, los gobiernos tienen altas probabilidades 
de deslegitimarse y con ello se allana el camino al descrédito de la 
democracia, lo que puede llevar a recurrir a otras formas de lucha 
para la conquista del poder, como los golpes militares o la realiza-
ción de elecciones fraudulentas (Merino, 1993, pp. 1-2).

En otras palabras, la naturaleza, la composición y la actua-
ción de un organismo electoral pueden determinar si una elección 
se convierte en la fuente de un cambio pacífico o, por el contrario, 
es causa de grave inestabilidad. Por ello, los organismos electorales 
juegan un papel fundamental en la consecución de los objetivos 
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políticos generales de la sociedad. La reconciliación nacional, la 
estabilidad política, la consolidación democrática y el Estado de 
derecho son metas de importancia significativa en todas las demo-
cracias, especialmente en las más jóvenes. Si bien la materialización 
de dichos fines no depende exclusivamente de la constitución de 
organismos electorales independientes, imparciales y eficaces, es 
claro que el desarrollo político democrático no es posible mientras 
no se disponga de una administración electoral efectiva y trans-
parente. El papel clave que los órganos electorales juegan en pro 
del desarrollo democrático se evidencia cuando se ha asegurado la 
confianza ciudadana en el proceso electoral, cuando los votantes 
asisten a las urnas sin temor o intimidación y aceptan los resul-
tados de los comicios —independientemente del candidato que 
haya ganado la elección—, lo que dota de legitimidad al nuevo 
gobierno (Ramírez y Zovatto, 2000, pp. 1-2). 

Este tipo de instituciones pueden también progresivamen-
te lograr los fines señalados en este apartado de la investigación 
mediante la optimización no sólo de las reglas del juego, sino tam-
bién de la información del ciudadano en el ámbito electoral, así 
como de la aplicación neutral de los procedimientos electorales 
y del fortalecimiento de la educación ciudadana. En ese sentido, 
el papel de las instituciones electorales en esta parte del mundo 
como organizadoras y garantes de la transparencia de las eleccio-
nes las colocó en una posición definitoria del destino de las demo-
cracias de la región (Cuéllar y Thompson, 2006). 

Los organismos electorales ejercen, pues, un papel prepon-
derante en el fortalecimiento del sistema de representación polí-
tica. Primero, tienen un papel de garantes del sistema, en la me-
dida en que controlan y fiscalizan el acceso al poder. Así mismo, 
los órganos electorales tienden y fortalecen los puentes entre la 
sociedad civil y los órganos del gobierno a través de las elecciones. 
Trabajan también para asegurar que todos los ciudadanos aptos 
para votar ejerzan efectivamente su derecho. En virtud de estas 
funciones, como bien señalan Ramírez y Zovatto (2000): 
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Se puede afirmar que el fortalecimiento de la independencia y efi-
cacia de las instituciones electorales contribuye de manera impor-
tante a salvaguardar la vigencia y ejercicio de los derechos políticos 
y a profundizar el carácter representativo de la democracia. (p. 4)

En suma, las instituciones encargadas de la administración 
de las elecciones en la región han obtenido cada vez más relevan-
cia y atención a causa del interés por consolidar el sistema demo-
crático. En estas organizaciones se ha depositado gran confianza, 
pues se espera que sirvan como instrumentos para sanear los pro-
cesos electorales y que contribuyan a la institucionalización de la 
vida política en los países latinoamericanos. Todo ello explica que 
el tema de los órganos electorales haya estado y siga estando pre-
sente en casi todos los programas de reforma política llevados a 
cabo en los últimos años en los países latinoamericanos (Ramírez 
y Zovatto, 2000, p. 4).

Ahora bien, se han señalado algunas cuestiones sobre la di-
mensión externa positiva de los organismos electorales, es decir, 
la capacidad y la importancia de éstos en la democracia: en el 
espacio de la ciudadanía, en el sistema de partidos, en la parti-
cipación política, en el grado de confianza en las instituciones, 
en el ejercicio de los derechos políticos de los ciudadanos, en la 
construcción de la confianza entre los partidos que participan en 
los procesos electorales, así como entre el electorado y el gobier-
no; en la percepción de la comunidad internacional que suele 
participar en los procesos democráticos latinoamericanos a través 
de misiones de observación electoral, entre otros factores. Cabe 
precisar que la presencia de observadores nacionales e interna-
cionales contribuye significativamente a crear una atmósfera de 
confianza, transparencia y credibilidad en torno a los organismos 
de administración electoral. Es más, las recomendaciones y acti-
vidades de los observadores pueden reforzar la capacidad de los 
órganos electorales con la finalidad de llevar a cabo elecciones 
justas y efectivas (López Pintor, 2004a, p. 20).

Pero no solamente tiene relevancia esta dimensión exter-
na de la administración electoral. Los organismos electorales tie-
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nen también una dimensión interna que resulta fundamental, la 
cual está constituida por varias cuestiones de suma importancia, 
como el grado de acción que éstos tienen para contribuir a la 
legitimidad del sistema democrático por su correcta labor basada 
en la independencia, la transparencia y la eficiencia; el grado de 
profesionalización de su personal, entre otros factores, lo cual ha 
contribuido de manera positiva en la mayoría de los países du-
rante estas dos últimas décadas a darle credibilidad a los procesos 
electorales, legitimando a las autoridades electas y, así, al sistema 
democrático mismo. 

Algunos países que constituyen casos emblemáticos que sir-
ven para demostrar la importancia que tienen este tipo de organi-
zaciones para la región son México y Brasil.

Cabe precisar que México fue uno de los países latinoa-
mericanos que se encontró fuera de la oleada democratizadora 
planteada por Samuel Huntington (1993), por la peculiar natu-
raleza de su evolución política, que había asentado un tipo de 
sistema de manera sólida a pesar de sus disímiles características. 
El país tenía un régimen que se articulaba sobre la herencia de 
la Revolución, producida a lo largo de la década de 1910, el cual 
tenía como protagonista principal al Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI). Éste tenía un carácter hegemónico y estatista, y 
era el garante de una manera de hacer política que se proyectaba 
ininterrumpidamente en los periodos presidenciales desde 1934 
y que desarrollaba líneas de acción no democráticas basadas 
fundamentalmente en un clientelismo de corte nacionalista. En 
efecto, durante las décadas de su hegemonía autoritaria, el PRI 
estaba dispuesto (y se sabía que siempre lo estaba) a acudir al 
fraude electoral —ya fuera para modificar los resultados electorales 
en su favor, desalentar competidores potenciales o mantener los 
partidos de oposición fuera del poder—. De cualquier modo, 
no fue sino hasta finales de los años 80 que el fraude electoral 
se convirtió en un mecanismo regular para decidir contiendas 
electorales en México. Fue recién en esa época que los partidos 
de oposición —primero el Partido Acción Nacional (PAN) y más 



273
La tendencia y la importancia de la administración electoral en la democracia latinoamericana

tarde el Partido de la Revolución Democrática (PRD)— poco a 
poco llegaron a adquirir la capacidad de desafiar al PRI en las 
urnas, al mismo tiempo que los conflictos postelectorales, a 
menudo pacíficos y a veces violentos, se convirtieron también en 
un fenómeno recurrente (Schedler, 1999b, p. 114). 

Las elecciones presidenciales de 1988 encajaron perfectamen-
te en la lógica del incremento del fraude como respuesta a la nueva 
competitividad del régimen partidista. En consecuencia, la descon-
fianza histórica de los partidos de oposición hacia las elecciones cre-
ció en proporciones monumentales y el amplio vacío de credibilidad 
que se abrió parecía insuperable (Schedler, 1999b, p. 114).

Posteriormente, durante la década de los 90, México incor-
poró mecanismos institucionales para posibilitar la celebración de 
elecciones de carácter competitivo que no se habían producido 
anteriormente; así, en las elecciones legislativas de 1997 y en las 
presidenciales de 2000 el cambio político fue efectivo y el proceso 
de reforma tuvo resultados. La transición mexicana, como se ha 
mencionado, tuvo un carácter gradual y fue iniciada y conducida 
por las élites políticas, con la participación de partidos políticos 
de la oposición que apoyaron las reformas electorales. Lo peculiar 
de esta situación fue que dicho proceso no tuvo un momento que 
pueda ser considerado como símbolo de ruptura entre el pasado 
de fraude y autoritarismo, y la democracia. 

Las reformas electorales de los años 90 en México acabaron 
con la fama de este país de ser el fabricante principal de fraude 
electoral a nivel mundial y transformaron el sistema de adminis-
tración electoral en su totalidad a través de cuatro primeras refor-
mas negociadas con el PAN y el PRD (aprobadas en 1989-1990, 
1993, 1994 y 1996). De hecho, las reformas legales referidas a la 
institucionalidad electoral representaron el punto neurálgico de 
la prolongada transición mexicana a la democracia electoral. Por 
el lado de las percepciones, para los partidos que negociaron las 
reformas la credibilidad de las elecciones no sólo era una meta 
más, sino su verdadera obsesión. Y también en esto su éxito está 
a la vista. En lo fundamental la nueva institucionalidad electoral 
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se ganó la confianza de los principales actores políticos. A nivel 
nacional, sin embargo, es probable que dos factores cruciales ha-
yan aumentado la credibilidad del proceso electoral mexicano: 
la popularidad personal de que gozaba en esos momentos Carlos 
Salinas, primer mandatario en aquellos años, y la reforma electo-
ral de 1990, cuyas innovaciones (insuficientes pero significativas) 
incluyeron una ley, una organización para la administración de 
las elecciones, un padrón de electores y credenciales de elector 
nuevos (Schedler, 1999b, p. 115). 

Se puede entonces señalar que el proceso de transición a 
la democracia en México se articuló a través de siete reformas 
electorales federales —la última de las cuales se concretó en los 
meses finales de 2007— que fueron trazando la ruta del cambio 
a partir del énfasis que pusieron en distintos aspectos de la repre-
sentación política, en el diseño de las instituciones encargadas de 
organizar y calificar las elecciones, en los procedimientos electo-
rales, así como en las condiciones y la calidad de la competencia 
democrática. Dichas reformas son las de 1977, 1986, 1989-1990, 
1993, 1994, 1996 y, finalmente, 2007 (Córdova, 2010, p. 655).

Hasta finales de los años 80, cada paso del proceso electoral 
mexicano, desde el registro de los partidos hasta la validación de 
los resultados, estuvo bajo firme control del Estado y el partido en 
el poder. Nominalmente, el máximo órgano de administración 
electoral fue la Comisión Federal Electoral (CFE), integrada por 
representantes de partidos políticos y presidida por el secretario 
de Gobernación (equivalente al ministro del Interior en otros paí-
ses). Pero como muchas otras instituciones, se trató más de un 
gremio decorativo que decisivo. Debajo de su delgada superficie 
pluralista reinó, de manera irrestricta, la voluntad gubernamen-
tal. El PRI contaba con la mayoría de los votos de la CFE. Además, 
tenía bajo su dominio todo el aparato administrativo transitorio 
que solía ensamblar la Secretaría de Gobernación para la organi-
zación de las elecciones federales (Schedler, 2000, pp. 383-384). 

La columna vertebral de las reformas electorales fue la ins-
tauración de una entidad permanente y autónoma de organi-
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zación electoral: el Instituto Federal Electoral (IFE). Con esta 
nueva autoridad, por primera vez en la historia mexicana una 
burocracia profesional se hizo cargo de la organización de los 
comicios federales. La vieja CFE sobrevivió en cierta manera, 
pues se convirtió en el Consejo General del IFE (su órgano su-
perior de dirección con la encomienda de dirigir y supervisar la 
nueva maquinaria administrativa). 

El IFE entró en operaciones en 1990 y los partidos políticos 
formaron parte mediante una forma de representación propor-
cional suavizada que daba al PRI seis representantes, a la oposi-
ción cinco y a los históricos partidos tres en total. Se introdujo 
además la figura de seis funcionarios apartidistas, los llamados 
consejeros magistrados, nombrados a propuesta del presidente de 
la república. En 1994 entró una nueva generación de miembros 
apartidistas, rebautizados como consejeros ciudadanos. A partir 
de ese momento fueron los partidos políticos quienes los nombra-
ron y su papel se revaloró sustancialmente. En 1996 los partidos 
volvieron a nombrar consejeros independientes, esta vez con el 
título más técnico de consejeros electorales. 

La reforma selló la independencia de la autoridad electoral 
y cabe señalar que dicha trayectoria institucional correspondió, 
en parte, a una tendencia internacional, ya que en la tercera ola 
de democratización la mayoría de las nuevas democracias estable-
cieron un organismo electoral independiente. La experiencia del 
IFE tiene una relevancia potencial para un conjunto muy amplio 
de instituciones estatales, tanto en México como en otros países 
(Schedler, 2000, pp. 385-386).

De igual modo, producto de las deliberaciones entre los 
legisladores y las aportaciones de la sociedad civil, en 1990 se 
creó el Tribunal Federal Electoral (Trife), que sustituyó al Tribu-
nal de lo Contencioso Electoral. Éste fue definido por la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como el 
órgano jurisdiccional autónomo en materia electoral encargado 
de garantizar que los actos y las resoluciones se sujeten al 
principio de legalidad. Luego, con la reforma de 1996, el Trife 
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fue reemplazado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (TEPJF).

Una nueva reforma política se produjo en México en di-
ciembre de 2013, lo que trajo como consecuencia cambios consti-
tucionales, incluidas algunas modificaciones en la administración 
electoral y su respectiva normatividad. En efecto, el reconocido 
IFE dio paso al INE, el cual tendrá nuevas atribuciones, incluyen-
do algunas competencias en elecciones locales. El INE está confor-
mado por 11 miembros, cuya duración de mandato será de nue-
ve años. Los integrantes de esta nueva institución serán elegidos 
escalonadamente por una comisión de evaluación integrada por 
representantes del Instituto Federal de Acceso a la Información, de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos y del Poder Legislativo. 
Esta comisión hará su propuesta y la elección final se producirá por 
la votación de las dos terceras partes de la Cámara de Diputados. Si 
esto no se hace en determinado plazo, la Corte Suprema elige por 
sorteo. En lo que respecta al TEPJF, esta institución continúa en 
funcionamiento con la misma conformación, siete magistrados, e 
iguales atribuciones. Cabe señalar que los miembros de este TEPJF 
son elegidos por el voto de las dos terceras partes del Senado, a 
propuesta de la Corte Suprema. 

En lo que a sus aspectos normativos respecta, como con-
secuencia de esta reforma constitucional mexicana, el Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales vigente 
hasta 2013 quedó sin efecto y fue reemplazado por la nueva Ley 
Nacional de Procedimientos y demás normas complementarias, 
cuyo contenido entró en vigencia en 2014.

Resumiendo, se puede decir que en México antes de las re-
formas (primero la de 1990 y luego la de 1996) el proceso electo-
ral era inaceptable, partidarizado y sin independencia por parte 
de la administración electoral. Por el contrario, luego de las re-
formas electorales, a través, fundamentalmente, de la creación de 
instituciones electorales profesionales y de carácter plural, como 
el IFE y el Trife, primero, y el TEPJF y el INE, los procesos elec-
torales han sido considerados aceptables y más independientes 
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respecto a la participación de la nueva administración, logrando 
elecciones de calidad, libres, competitivas, con libertad de partici-
pación y realización de campañas electorales, entre los principa-
les factores a considerar.99

Por su parte, otro ejemplo palpable de la importancia de la 
administración electoral en América Latina es el caso de Brasil, 
donde el establecimiento de un organismo específico, profesional 
y autónomo para la gestión del proceso electoral (el Tribunal Su-
premo Electoral [TSE]) ha desempeñado un papel fundamental 
en la consolidación de la democracia brasileña. La presencia de 
la justicia electoral es tan importante que no sería exagerado de-
cir que la historia de las elecciones en el país puede ser dividida 
en un antes y un después de su inauguración en 1932. Desde la 
instalación definitiva de la justicia electoral en Brasil, en 1946, la 
legitimidad de la gestión de las elecciones nunca ha sido cuestio-
nada por quienes han perdido (Fleischer y Barreto, 2009, p. 118). 

El papel positivo de la administración electoral para la acep-
tación de los resultados de las elecciones en Brasil se debe a la 
combinación de tres factores: la centralización de la gestión elec-
toral en el marco del gobierno nacional en detrimento de las éli-
tes locales, lo que rompe la fuerte tradición histórica de la corrup-
ción y de la manipulación; la neutralidad y la independencia de su 
actuación, garantizada por su ubicación junto a la estructura del 

99	 El proceso de reformas electorales mexicanas no ha sido sencillo. Por ejem-
plo, en las elecciones presidenciales de 2006, se conjugaron de manera dramática y 
explosiva un margen de victoria sumamente estrecho del candidato gubernamental 
(0.58% de votos válidos a favor de Felipe Calderón, candidato oficialista del PAN), 
la decisión del candidato perdedor de rechazar el resultado (Andrés Manuel López 
Obrador del PRD), así como una serie de inconsistencias en el procedimiento que 
permitieron minar la credibilidad de las elecciones, sobre todo ante los simpatizantes 
de López Obrador. La administración de elecciones presentó problemas pero logró 
sacar adelante un proceso electoral más que complejo, tanto así que en su reporte de 
2007 Freedom House ofreció un balance de las elecciones mexicanas de 2006, según 
el cual se concluía que México seguía siendo una democracia electoral y que el pro-
ceso de ese año había sido considerado como libre y justo, a pesar de las acusaciones 
del candidato derrotado que señalaba lo contrario, pero que no logró impresionar ni 
a los observadores internacionales ni a los mexicanos en su conjunto.

Hay que señalar que estos procesos de reforma son muy dinámicos en todos los 
países latinoamericanos, pero fundamentalmente en México, donde continúan eva-
luándose las posibles mejoras a su sistema político-electoral.
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Poder Judicial (los jueces son elegidos por rotación y reclutados 
en la justicia común), y, finalmente, la mejora de los procedimien-
tos electorales a través de las innovaciones tecnológicas.

La gestión electoral en Brasil, impulsada por el TSE, ha de-
mostrado una creciente legitimidad a partir de 1946 con la imple-
mentación de algunas acciones, como la reducción de la tutela 
sobre los votantes por las élites políticas y económicas, la intro-
ducción de la papeleta única, las sucesivas actualizaciones en el 
registro de votantes, la informatización de los registros de los elec-
tores, así como el uso de urnas electrónicas.100 Además, tanto en 
la década de los 50 como en la de los 90, quienes perdieron no 
objetaron la legitimidad del sistema electoral y de su organismo 
de administración, por lo que se puede afirmar que, durante este 
periodo, el accionar y la gestión del proceso electoral no han sido 
seriamente cuestionados.101

Se entiende que la estabilidad institucional se debe a su 
asignación dentro del Poder Judicial, lo que le garantiza indepen-
dencia, autonomía y continuidad.  Incluso los gobiernos militares 
mantuvieron al TSE funcionando con relativa autonomía. Este 
factor permitió que esta institución administradora de las elec-
ciones en Brasil ejerciera un papel muy importante tanto en la 
consolidación de la democracia brasileña y en sus transiciones po-
líticas, como para salir de la dictadura del Estado Nuevo en 1945 
y a lo largo de la apertura política al final del gobierno militar 
(1974-1985) (Fleischer y Barreto, 2009, pp. 118-134).

Otros casos que también reflejan la importancia de este 
tipo de cuestiones se produjeron en Paraguay y Colombia. En 
Paraguay, con las reformas de 1996, las autoridades electorales 

100	 Brasil constituye prácticamente el único caso en la región (junto con Vene-
zuela, que tiene sus propias particularidades) en el que la implementación del voto 
electrónico ha sido integralmente exitosa y cuyos buenos resultados han sido vitales 
para el mejoramiento de su sistema electoral y político.

101	 Sin embargo, como sostienen Fleischer y Barreto (2009), se observó que el TSE 
ensayó una “judicialización de la política” entre 2002 y 2008, lo cual ha causado mucha 
controversia en el ámbito político y ha arriesgado la buena reputación que posee en el 
escenario político brasileño. 
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fueron removidas del Ejecutivo y se colocaron dentro del Tri-
bunal Supremo de Justicia como medida de independencia. La 
nueva administración electoral, el Tribunal Superior de Justicia 
Electoral, pasó a tener conformación partidaria e incluir un nú-
mero de comisiones regionales. En Colombia, por su parte, una 
reciente reforma constitucional y legal reforzó el carácter inde-
pendiente de la administración electoral. En ese sentido, el Con-
sejo Nacional Electoral tiene actualmente nueve miembros, ele-
gidos por el Congreso de la República en pleno para un periodo 
de cuatro años, previa postulación de los partidos o movimientos 
políticos. El Consejo supervisa la conducta de las elecciones y el 
recuento de votos en la elección presidencial.  Su presupuesto 
es aprobado por la Registraduría Nacional del Estado Civil de las 
Personas, institución a cargo de la organización de las eleccio-
nes. El registrador nacional es escogido por los presidentes de la 
Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo 
de Estado mediante concurso de méritos según la ley por un 
periodo de cuatro años. 

Como puede apreciarse, se ha impuesto un enorme reto 
para los organismos electorales. En muchos países, éste ha impli-
cado un ejercicio de aprendizaje total; en otros, el perfecciona-
miento de mecanismos previamente desarrollados. Los órganos 
electorales no sólo deben organizar eficientemente los procesos 
electorales en sus dimensiones logísticas, sino también deben pro-
curar la participación de la ciudadanía mediante la elaboración 
de padrones o listados de electores transparentes, vigilar el respe-
to a los ordenamientos legales por parte de los actores políticos 
participantes y, sobre todo, tratar con imparcialidad el tema refe-
rido al conteo de los votos y proclamación de resultados (Cuéllar 
y Thompson, 2006, p. 7).

Este proceso, si bien con variaciones en los diferentes países, 
ha avanzado a un ritmo acelerado y con resultados muy positivos. 
En consecuencia, hoy día se puede afirmar que en América Latina 
los órganos electorales no saben únicamente organizar elecciones, 
sino que se han constituido en árbitros imparciales de las contien-
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das electorales, que gozan de legitimidad y credibilidad ante la ciu-
dadanía y los actores políticos (Cuéllar y Thompson, 2006, p. 10).

Para finalizar, se considera apropiado citar una de las recien-
tes conclusiones del Informe de la 124 Asamblea de la Unión In-
terparlamentaria (2011), cuyos delegados sostuvieron lo siguiente: 

Para las elecciones libres y regulares, en cualquier país, es indis-
pensable que el proceso electoral sea administrado de manera 
independiente e imparcial por órganos autónomos. En las demo-
cracias bien establecidas, son los funcionarios de la administra-
ción nacional o local los que se encargan de esta misión. Las de-
mocracias nacientes deben imperiosamente dotarse de instancias 
independientes e imparciales para administrar las elecciones, a 
fin de que éstas se desarrollen con calma y que la transmisión del 
poder se haga con serenidad.102

Explicación del segundo objetivo: consolidación de 
democracias electorales en América Latina

Parte de la explicación de este objetivo se realizó en el apartado 
de “La democracia electoral”, desarrollado en el segundo capí-
tulo de esta investigación. Así mismo, en el primer capítulo se 
realizó un análisis acerca de la democracia latinoamericana, en 
el cual fueron resaltadas algunas de sus principales características 
actuales. Además, se expusieron estudios que realizan diversas 
instituciones, los cuales, sin duda, reflejan un estado de 
subjetividad, no uniformidad y escasos niveles de estandarización 
de la información sobre el tema. En efecto, pese a que existen 
varias herramientas de medición, datos, índices, estadísticas 
y encuestas de satisfacción que sirven de orientación para 
analizar las principales implicaciones del término democracia, no 
existe ninguna organización o experto en el tema que ofrezca 

102	 La Unión Interparlamentaria es la confederación internacional de parlamen-
tos, establecida en 1889. Tiene su sede en Ginebra, Suiza, y constituye la única organi-
zación que representa a la rama legislativa de los gobiernos en una escala mundial. 
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conclusiones objetivas y con razonables niveles de exactitud sobre 
el significado y el alcance del término en nuestra región.

Lo que sí pudo apreciarse fue una consolidación relativa de 
la democracia y una situación de fragilidad. Hay, pues, claridad y 
plena consolidación de una definición restrictiva de la democra-
cia, puesto que se reconoce el derecho universal al voto, se reali-
zan elecciones periódicas (en la mayoría de los casos de manera 
limpia y transparente), en algunos países hay alternancia en el 
poder, las Fuerzas Armadas no influyen de manera importante 
en la política ni en los procesos electorales y prácticamente ha 
desaparecido la figura del golpe de Estado (son aislados los casos 
de graves irregularidades, así como de fraude electoral). Como ta-
reas pendientes de la democracia latinoamericana, figuran aque-
llas cuestiones que tienen que ver con los derechos humanos y 
civiles, como la libertad de expresión, de asociación y los derechos 
económicos y patrimoniales de las personas, además de los temas 
vinculados a la rendición de cuentas, la debilidad del Estado y de 
la mayoría de sus instituciones, así como al insuficiente cumpli-
miento de la ley.

Por consiguiente, las democracias electorales se sustentan 
en el aseguramiento y la expansión de ciertos derechos individua-
les en el contexto de procesos electorales limpios, libres, compe-
titivos e institucionalizados por medio de los cuales se garantiza el 
acceso a los principales fueros del poder público, que constituyen 
los elementos que sostienen una democracia básica o de mínimos. 

Del mismo modo, la gran cantidad de procesos electorales 
que se han realizado en los últimos ocho años explica también la 
existencia de democracias electorales en América Latina, situa-
ción que fue descrita en el segundo capítulo de esta investigación. 
Esta recargada agenda de elecciones realizadas, en condiciones 
de normalidad democrática en la mayoría de los casos, confirma 
la consolidación de la democracia electoral y de las instituciones 
electorales en América Latina, lo que demuestra que precisamen-
te esta democracia es una parte fundamental de la institucionali-
dad política en Latinoamérica. 
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Finalmente, el análisis de nuestra variable dependiente (for-
taleza de la democracia procedimental) contribuye con la expli-
cación que se está presentando. En efecto, se propuso una forma 
novedosa de medir esta variable a través de una serie de índices 
e indicadores que reflejaron y confirmaron su vigor y fuerza al 
arrojar promedios de casi 70% para la región.

Explicación del tercer objetivo: el rol de la administración 
electoral en las democracias latinoamericanas

Como se podrá apreciar al finalizar el presente apartado, al ex-
plicar el rol de la administración electoral en las democracias la-
tinoamericanas se estará, a la vez, esclareciendo el impacto o los 
efectos que ésta ha ejercido y ejercerá sobre aquéllas. 

Se señala, entonces, que es relativamente sencillo diferen-
ciar el funcionamiento que tenía la administración electoral lati-
noamericana durante los regímenes autoritarios en comparación 
con el que se produjo a partir de la instauración o reinstauración 
de los regímenes democráticos, especialmente en el marco de la 
tercera ola democratizadora. Es clara esta distinción, ya que los 
procesos electorales realizados en la época del autoritarismo y las 
dictaduras se caracterizaron por la ocurrencia de hechos o escán-
dalos generalizados por fraude electoral, abuso de autoridad, falta 
de competencia en igualdad de condiciones, ruptura sostenida 
del principio de neutralidad y carencia de documentación susten-
tadora e información medianamente seria sobre el desarrollo de 
los procesos electorales. Se podría incluso realizar el seguimiento 
de los hechos que se produjeron durante esa época a través de 
la revisión de algunos artículos publicados en la prensa escrita. 
Los organismos electorales eran fácilmente manipulables por los 
gobiernos en turno, cuya cúpula de dirigentes adoptaba las deci-
siones que más le convenían al régimen. Así mismo, tenían una 
débil organización, con un funcionamiento básicamente vertical y 
basado en una estructura de personas con escasos niveles de pre-
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paración profesional y sin la especialización requerida para este 
tipo de labores.  

De esta manera, en América Latina, es el periodo entre el 
fin del autoritarismo y el inicio de la democracia cuando la admi-
nistración electoral adquirió una notable relevancia, y la correc-
ta organización, gestión y calificación de los procesos electorales 
contribuyeron a contener los intentos de regreso al poder de lí-
deres autoritarios y de otros caudillos que representaban formas 
de gobierno antidemocráticas. En ese sentido, como se sostuvo al 
comienzo de esta investigación, un buen número de países lati-
noamericanos que tenían regímenes autoritarios o dictatoriales 
adoptaron gobiernos democráticos durante la tercera ola de de-
mocratización.

Puede señalarse, así, que la administración electoral lati-
noamericana representada por organismos especializados, autó-
nomos e independientes comenzó a jugar un rol particular y, por 
sobre todas las cosas, esencial, por lo que ha causado efectos po-
sitivos que han impactado en la democracia de la región a partir 
de los procesos de transición y consolidación de la misma. Estos 
organismos constituyeron una nueva institucionalidad esforzada 
por construir un andamiaje normativo, funcional y profesional 
sobre la base de reglas del juego, mecanismos y procedimientos 
nuevos que requirieron altos niveles de profesionalización, espe-
cialización y capacidad de implementación. Es más, todos los acto-
res políticos nacionales y la comunidad internacional pusieron su 
mirada en el desempeño y en la actuación imparcial de las institu-
ciones electorales, ya que de éstas dependía en buena parte el ini-
cio del camino para impulsar procesos democráticos más amplios.

Por ello, la creación de organismos electorales, en algunas 
ocasiones; el relanzamiento de este tipo de organizaciones, en 
otras, y el funcionamiento de esta nueva manera de tratar pro-
cesos electorales democráticos, en todos los casos, fueron algu-
nos de los procedimientos que formaron parte de las transfor-
maciones institucionales ocurridas en la transición democrática 
latinoamericana, los cuales tuvieron la clara intención de buscar 
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un impacto positivo en la forma de gobernar a sus sociedades y, 
por consiguiente, de generar un mejor rendimiento en la gestión 
pública y política que organizaba, controlaba, permitía y legitima-
ba el acceso al poder. 

Desde aquellos años hasta la actualidad, en la mayoría de 
los casos, los organismos electorales latinoamericanos han ido 
mejorando y perfeccionando sus técnicas, mecanismos y procedi-
mientos de trabajo, obteniendo de manera cada vez más frecuen-
te procesos electorales democráticos e impecables y ganándose el 
respeto y la confianza ciudadanos. 

Incluso, en aquellos países en donde el funcionamiento y la 
aplicación de mecanismos democráticos son, por decir lo menos, 
discutibles, los organismos electorales se encuentran dentro del 
grupo de instituciones más técnicas y eficientes.103

Finalmente, es también útil y cierto afirmar que, una vez 
realizados los procesos electorales democráticos que marcaron el 
fin de los regímenes dictatoriales, fueron y son los organismos 
electorales los encargados de garantizar que esta democracia de 
mínimos obtenida no se vicie con irregularidades de cualquier 
índole que puedan poner en riesgo ese primer nivel logrado con 
tanto esfuerzo.

De esta forma, si se tuviese que hacer un resumen acerca 
del rol de los organismos electorales en las democracias latinoa-
mericanas, éste podría dividirse en dos componentes: uno que 
podría denominarse de “primer piso”, “primer nivel” o “etapa ci-
mentadora”, que significa un primer sostén y, a la vez, un acompa-
ñamiento necesario de los procesos transformadores que dieron 
lugar a este nuevo impulso de la democracia latinoamericana, y 
otro componente que se vincula a su participación dentro del 
grupo de las principales instituciones garantes de la democracia 

103	 Se hace aquí referencia a los organismos electorales de Bolivia, Venezuela y 
Ecuador. Cabe también anotar que las características de composición y funcionamien-
to de este tipo de entidades hacen que se generen saludables contrapesos de poder en 
la toma de decisiones y que la información más sensible e importante sobre la marcha 
de los procesos electorales esté a disposición no sólo de los partidos políticos de opo-
sición sino también de toda la ciudadanía y de la comunidad internacional.
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procedimental o de mínimos. Y en esto radica precisamente su 
impacto: por un lado, la administración electoral latinoamericana 
ha sido, es y será uno de los elementos que sostienen y acompa-
ñan procesos democráticos más amplios, puesto que sin ésta, es 
decir, sin unos cimientos procedimentales óptimos, fuertes y con-
solidados, los otros factores o dimensiones que pretendan aña-
dirse a ese complejo andamiaje que es la democracia (y aquí se 
hace referencia a cualquiera de las concepciones y alcances que 
se le quiera dar) no tendrán donde soportarse; y, por otro lado, 
si ese complicado proceso de construcción democrática fracasa, 
o tiene un lento avance, no desaparecerá completamente, ya que 
tiene bases sólidas sobre las cuales podrá volver a levantarse. Los 
organismos electorales pueden, en consecuencia, ser considera-
dos como el primer y, a la vez, el último bastión de la incompleta 
y muchas veces frágil democracia latinoamericana.

Puede sostenerse, por tanto, que el efecto o impacto sería 
uno de dirección ascendente, de abajo hacia arriba, como se in-
tenta graficar a continuación, inspirados en la forma, “edificio”, 
en que Giovanni Sartori (2007, p. 94) denomina a la democracia 
representativa.104

104	 Para que la explicación se entienda mejor, podría ponerse como ejemplo una 
metáfora: el proceso democrático es como la construcción de un edificio, el cual pue-
de ser de lujo (con jardines y excelentes acabados), más sencillo (con los elementos 
esenciales para poder operar y recibir inquilinos) o precario (en el cual hace falta una 
serie de trabajos para que pueda considerarse como confiable de habitar). En cual-
quiera de estos casos, si el proceso de construcción del edificio no se sostiene sobre 
buenos cimientos, elaborados con materiales de calidad y que respondan a estudios 
técnicos y profesionales adecuados, todo lo que se construya encima podrá colapsar y 
derrumbarse ante cualquier amenaza, peligro o accidente. Así mismo, si los cimientos 
del edificio son excelentes pero los materiales que se colocan encima son de baja 
calidad, los pisos de arriba podrán caerse pero la base continuará sólida y todos los 
mecanismos y técnicas que se utilizaron en su implementación garantizarán que el 
edificio no se derrumbe por completo, por lo que podrá comenzar a construirse otra 
vez una nueva infraestructura sobre ésta. La administración electoral, pues, constituye 
precisamente esos cimientos que acompañan a todo el proceso de construcción de ese 
edificio que es la democracia, y ése es su principal rol e impacto a la vez.
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Comprobación de hipótesis

Luego de haber presentado la información que precede a este 
apartado, es oportuno desarrollar la cuestión referida a la com-
probación de la hipótesis que plantea este trabajo. 

Efectivamente, se señala que, a mayor gobernanza de la ad-
ministración electoral, mayor fortaleza de la democracia (procedi-
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Otras
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de la
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Gráfico 15

Fuente: elaboración propia con base en Sartori (2007).
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mental) en América Latina, lo cual tiene bastante sentido luego de 
haber explicado los temas relacionados con el rol y el impacto de 
la administración electoral sobre la democracia latinoamericana. 

Ciertamente, se ha podido apreciar que la administración 
electoral constituye el cimiento sobre el cual se construyen pro-
cesos democráticos más complejos, pero también la base que 
garantiza una democracia de mínimos que se relaciona funda-
mentalmente con el desarrollo de procesos electorales correctos, 
sostenidos en un eficiente y transparente funcionamiento de ins-
tituciones altamente especializadas, que son los organismos elec-
torales. Así pues, los indicadores que componen los índices de 
nuestra variable independiente (la gobernanza electoral), que 
tiene que ver con el rendimiento de los organismos de la admi-
nistración electoral en términos de su composición directiva, sus 
reglas y sus procedimientos internos, así como con el proceso de 
decisión del órgano electoral y sus efectos, están directamente 
orientados a sustentar la explicación de nuestra hipótesis.

Esta variable independiente fue analizada a partir de dos ín-
dices. El primero es la gobernanza electoral considerada desde su 
dimensión institucional, la cual se sostiene en dos indicadores: el 
reconocimiento constitucional de los órganos electorales y la nor-
mativa interna de los mismos. El segundo índice es la gobernanza 
electoral desde su dimensión gerencial, que se formula a partir de 
cuatro indicadores: la independencia de los organismos electora-
les, los niveles de profesionalización de los mismos, su celeridad y 
la educación para la democracia.  

Por su parte, la variable dependiente fue analizada a partir 
de tres índices. El primero es la resistencia de la democracia con-
siderada en términos de perdurabilidad y capacidad para sopor-
tar las amenazas de regímenes autoritarios en la región, la que se 
sostiene en dos indicadores: la realización de procesos electorales 
continuos y periódicos, y la participación de la comunidad inter-
nacional en la defensa de los regímenes democráticos. El segundo 
índice está constituido por la legitimidad del sistema de adminis-
tración electoral, que se formula a partir del indicador que tiene 
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que ver con la aceptación social y organizativa de cada uno de los 
organismos electorales en términos de valoración de la gente. Y, 
finalmente, el tercer índice corresponde a la participación como 
parte del sistema democrático representativo, que se construye a 
partir de dos indicadores, uno referido al porcentaje de participa-
ción en las elecciones y otro al porcentaje de ciudadanos que con-
sideran que el votar hace la diferencia en sus respectivos países.

En ese sentido, tiene lógica señalar, partiendo de la variable 
independiente, que el reconocimiento constitucional fortalece 
a los organismos electorales, dándoles una mayor legalidad y le-
gitimidad; que la sola existencia de una normatividad interna y 
adecuada de estos organismos contribuye a lograr instituciones 
más eficientes, transparentes y cercanas al ciudadano; que la in-
dependencia y la profesionalización de los mismos hace de éstos 
organizaciones más sólidas, eficientes y confiables; que las labores 
de educación para la democracia son una demostración del nota-
ble avance y desarrollo de su trabajo y que, por tanto, constituyen 
una señal de fortaleza y buen rendimiento, y, finalmente, que la 
celeridad en las labores de conteo, cómputo y proclamación de 
resultados por su parte es una muestra de eficiencia y contribuye 
a generar confianza en la ciudadanía y en los diversos actores po-
líticos que participan en los procesos electorales (incluyendo a la 
comunidad internacional), y, por ende, refuerza la labor de estos 
órganos del Estado. 

En consecuencia, lo narrado en el párrafo anterior tiene 
como resultado un mejor funcionamiento de los organismos elec-
torales, lo que genera que esos cimientos, esa base, sean mucho 
más fuertes para consolidar un funcionamiento democrático mí-
nimo o básico, de tal manera que se convierta luego en un ade-
cuado sostén de procesos democráticos más integrales.

¿Cómo afecta entonces la gobernanza electoral sobre la 
democracia (procedimental)? En la línea de lo que se ha sostenido, 
la gobernanza electoral enmarcada en los términos definidos en 
los dos párrafos anteriores, los cuales tratan, en buena medida, 
sobre unos organismos electorales más sólidos y eficientes, afecta 
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ascendentemente, de abajo hacia arriba, como barrera o sostén 
en nuestra variable dependiente, que se soporta en la realización 
de mejores procesos electorales (continuos y periódicos), en 
brindar una mejor impresión a la comunidad internacional acerca 
de la organización de todo el proceso electoral (colaborando a 
circunscribir la participación de los organismos internacionales 
a un ámbito meramente observador y garantista), en lograr una 
aceptación social y una valoración positiva de la ciudadanía acerca 
de su labor, en contribuir a fortalecer el esquema de participación 
y representación como principio pilar de las democracias 
latinoamericanas, ya que organismos electorales potentes 
garantizan la colaboración de los ciudadanos en la vida política 
del país, y en el respeto a la voluntad popular en la elección de 
los cargos de representación. Así mismo, el fortalecimiento de 
la independencia y la eficacia de las instituciones electorales 
contribuyen de manera importante a salvaguardar la vigencia y 
el ejercicio de los derechos políticos y a profundizar el carácter 
representativo de la democracia.

La comprobación de la hipótesis puede ser graficada de la 
siguiente forma:
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Primera conclusión: la democracia latinoamericana
se sustenta en lo procedimental

El Informe del Latinobarómetro 2010 ofrece un excelente resu-
men comparado de la actividad democrática en la región duran-
te los últimos años. Una de las principales afirmaciones que se 
rescatan es la que se refiere a que el análisis de la democracia en 
América Latina continúa siendo una materia discutida, ya que, 
dependiendo de quién, con qué números y desde qué perspectiva 
se analice, las conclusiones pueden ser de distinta naturaleza. En 
ese sentido, a pesar de instituciones serias que dedican esfuerzos 
a realizar algún tipo de medición al respecto, las ciencias sociales 
no han estandarizado sus indicadores como las ciencias económi-
cas, de tal manera que los informes sobre la democracia pueden 
presentar distintos niveles de apoyo según sea el indicador que se 
usa. Así mismo, en dicho informe se consigna también que tam-
poco existe ni un modelo empírico ni uno teórico que estandarice 
estos indicadores y los transforme en una cifra que mida. Por ello, 
las ciencias sociales empíricas van atrasadas en ese sentido. En resu-
men, el grado de democracia de un país no se puede medir como 
para hacer un ranking exacto de cuál es más o menos democrático.

Teniendo como referencia el párrafo anterior y siendo co-
herente con todo lo expresado a lo largo de esta investigación, 
puede señalarse que la democracia latinoamericana se sustenta 
en lo procedimental, aspecto que es representado fundamental-



294
El impacto de la administración electoral en la democracia latinoamericana

mente por los órganos que conforman la administración electo-
ral de un país y por la realización de procesos electorales libres y 
competitivos. En la mayor parte de América Latina se ha conso-
lidado la democracia electoral, las elecciones han constituido la 
puerta de entrada a importantes cambios de régimen y han con-
tribuido significativamente a la desintegración de los regímenes 
autoritarios o al establecimiento de instituciones y procedimien-
tos democráticos. 

Contribuye a sostener lo que aquí se viene afirmando, que 
en la mayoría de los países latinoamericanos se reconoce el dere-
cho universal al voto, que la realización de procesos electorales 
limpios y transparentes se ha establecido como regla general; que 
también de manera general los procesos electorales realizados en 
los diversos países de la región fueron limpios, justos y competi-
tivos a partir de 1990 y en toda la primera década del 2000; que 
son aislados los episodios de irregularidades, fraude electoral e 
intimidación a votantes; que se dieron importantes pasos con la 
finalidad de lograr que los procesos electorales sean el más justo 
medio de acceder a cargos públicos, garantizando por tanto el ac-
ceso a los principales cargos en el gobierno (con la excepción del 
Poder Judicial, las Fuerzas Armadas y los organismos del Estado 
constitucionalmente autónomos). Son temas relevantes también 
en los principales ámbitos de discusión de la agenda latinoameri-
cana variables democráticas clave, como los niveles de competen-
cia electoral, la calidad democrática de las elecciones y las decisio-
nes estratégicas de los partidos políticos.

Así mismo, otra muestra de la consolidación de la demo-
cracia procedimental es la intensa y recargada agenda electoral 
(denominada también rally electoral) de carácter presidencial, 
legislativo, regional o municipal en condiciones de normalidad 
democrática que viene atravesando la región durante los últimos 
años, así como la casi total ausencia de golpes de Estado. De he-
cho, prácticamente todos los países de la región celebraron elec-
ciones presidenciales, en algunos casos en más de una ocasión. 
Los ciudadanos latinoamericanos, por tanto, se acostumbraron a 
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acudir a votar en estos últimos años, por lo que una importante 
mayoría valora, acepta y compite bajo esas reglas.

Por último, esta conclusión puede comprobarse también 
observando los resultados de la medición de nuestra variable 
dependiente, cuyo promedio en los 18 países analizados es de 
69.44%, cifra que demuestra un grado medio-alto de la fortaleza 
de la democracia procedimental. 

Segunda conclusión: la administración electoral 
autónoma e independiente es una tendencia 
en el mundo, especialmente en América Latina

Dentro del Estado, el diseño institucional de organismos electo-
rales autónomos, independientes y especializados constituye una 
tendencia en la actualidad, no solamente en América Latina, sino 
también en el mundo.

A partir de la década de los 90, este modelo de administra-
ción electoral se ha ido asentando en Latinoamérica y los organis-
mos electorales han ido perfeccionando el desarrollo de sus pro-
cedimientos internos, logrando la realización de unos procesos 
electorales cada vez más competitivos, limpios y transparentes. No 
obstante, todavía existen diferencias notables respecto a la organi-
zación de procesos electorales entre los países latinoamericanos, 
por lo que se puede señalar que esta tendencia a adoptar estruc-
turas electorales autónomas e independientes de los respectivos 
poderes ejecutivos y que gozan de un reconocimiento constitucio-
nal no es uniforme en cuando a los niveles de calidad que se han 
obtenido en cada uno de estos países. 

De manera casi unánime, tanto el desarrollo histórico de los 
organismos de la administración electoral, al igual que las conclu-
siones de observadores nacionales e internacionales y el apoyo de 
expertos electorales, indican que este tipo de instituciones sirven 
mejor a la estabilidad democrática que si las elecciones fuesen 
realizadas por algún órgano del Poder Ejecutivo, sobre todo en 
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los países latinoamericanos donde se mantienen altos niveles de 
desconfianza interpersonal y ciudadana.

Esta tendencia queda reflejada en cifras actuales, las cuales 
demuestran que 56% del total de organismos electorales que existen 
en el mundo responden al diseño de administraciones electora-
les sostenidas en el funcionamiento de uno o dos órganos electo-
rales105 independientes del Ejecutivo y con autonomía funcional, 
administrativa y presupuestal, que tiene o tienen responsabilidad 
plena en la dirección, administración y calificación de los procesos 
electorales. Así mismo, en muchos países a este tipo de organiza-
ciones se les han asignado además labores y funciones distintas 
a las cuestiones electorales, como es el caso de la educación para la 
democracia. Este tipo de diseño opera en casi la totalidad de países 
latinoamericanos, con la importante excepción de Argentina, que 
ha adoptado el modelo mixto. 

El segundo modelo de administración electoral de mayor 
aplicación en el mundo es aquél en donde el gobierno conduce 
íntegramente los procesos electorales, representando 26% del 
total de países. Casos importantes de este modelo los constituyen 
Alemania e Italia.

El tercer modelo de administración electoral que existe en 
el mundo es el modelo mixto, en donde se administran las elec-
ciones a través de la actuación de un organismo colegiado com-
puesto en la mayoría de casos por jueces, miembros de colegios 
profesionales, juristas, funcionarios públicos especializados en la 
materia, representantes de partidos políticos o una mezcla de to-
dos éstos. Este modelo contempla también el funcionamiento de 
dos instituciones, una que organiza los procesos electorales (in-
sertada en el Ministerio del Interior) y otra entidad independien-
te, que los regula y monitorea, y que suele ser responsable de la 
justicia electoral, fundamentalmente conformada por jueces de 

105	 Como ya se dijo, excepcionalmente existen casos como el peruano, en donde 
la administración electoral está conformada por tres organismos. Así mismo, esta cifra 
debe haber aumentado por últimos cambios en los diseños institucionales de algunos 
países africanos.
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la Corte Suprema del Poder Judicial o juristas, o por una mezcla 
entre éstos. Tales casos representan 14% del total; como ejemplos 
emblemáticos están España, Francia y Argentina, con sus respec-
tivas particularidades.

Tercera conclusión: la administración electoral
ha impactado positivamente en las 
democracias latinoamericanas

La administración electoral tiene un impacto positivo en el desarro-
llo de las democracias latinoamericanas, salvo casos excepcionales. 

En América Latina, el periodo entre el fin del autoritaris-
mo y el inicio de la democracia significó que la administración 
electoral adquiriera una notable relevancia. De hecho, la correc-
ta organización, gestión y calificación de los cientos de procesos 
electorales realizados a partir de la tercera ola democratizadora, 
en especial en la década de 2000, han constituido cuestiones abso-
lutamente comprobables desde el punto de vista de los informes 
imparciales de las organizaciones internacionales, y contribuye-
ron a contener los intentos de regreso al poder de líderes dictato-
riales y autoritarios. El importante número de países en la región 
que tenían este tipo de regímenes y que adoptaron sistemas de 
gobierno democráticos durante este periodo sustentaron este ini-
cio del camino democrático en el buen desenvolvimiento de sus 
respectivos órganos electorales.

La administración electoral latinoamericana, represen-
tada por organismos electorales especializados, autónomos e 
independientes, participó de ese proceso como el principio de 
una hoja de ruta hacia la democracia. Constituyeron una nueva 
institucionalidad que se esforzó por construir un andamiaje 
normativo, funcional y profesional sobre la base de nuevas reglas 
de juego, nuevos mecanismos y nuevos procedimientos que 
requirieron altos niveles de profesionalización, especialización y 
capacidad de implementación por parte de sus recursos humanos. 
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El rol de los órganos electorales de la región fue uno muy 
activo en la búsqueda por conquistar procesos democráticos más 
sólidos, y ha estado dividido en dos componentes: uno que po-
dría denominarse de “etapa cimentadora” o de “primer nivel”, 
que significa precisamente ese comienzo de la hoja de ruta hacia 
la democracia, ese primer sostén que es necesario para construir 
y acompañar un largo y complejo proceso de consolidación de-
mocrática, basado precisamente en la correcta y eficiente realiza-
ción de procesos electorales limpios y transparentes por parte de 
órganos electorales autónomos e independientes. Y un segundo 
componente que implica la participación de estas organizaciones 
como parte del grupo de las principales instituciones garantes o 
de custodio de una democracia sustentada en lo procedimental, 
sosteniendo y soportando esos mínimos obtenidos, y contribuyen-
do por tanto a que el proceso de construcción democrática tenga 
donde asentarse.

Así mismo, sustenta esta conclusión la información proce-
sada como resultado del trabajo de campo realizado.106 En efec-
to, la mayoría de las autoridades y expertos encuestados con-
cuerdan en el impacto positivo de los organismos electorales en 
las democracias latinoamericanas, puesto que durante los últi-
mos 30 años este tipo de instituciones se han consolidado como 
garantes de la voluntad de los ciudadanos expresada en la urnas 
y como gestores eficientes de los distintos mecanismos que for-
man parte de los procesos democráticos en casi la totalidad de 
países de la región, habiendo logrado una notable evolución en 
el desarrollo de sus actividades.

 

106	 El detalle de las encuestas aparece en las últimas páginas de este documento.
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Cuarta conclusión: el procedimiento es muy importante
en la democracia

El procedimiento importa y mucho. La técnica democrática 
precede a otras dimensiones de la democracia más profundas y 
complejas, y está sustentada fundamentalmente en la labor de la 
administración electoral de un país, especialmente en América 
Latina, la cual es representada por organismos electorales inde-
pendientes y autónomos, que introducen reglas de juego claras 
y estables, las que a su vez generan seguridad y certidumbre en 
la ciudadanía. 

La importancia radica también en la contribución que im-
plica la eficiente tarea de los organismos electorales en cuanto 
a darle credibilidad a los procesos electorales, a legitimar no so-
lamente a las autoridades electas sino también al propio sistema 
democrático, fortaleciéndolo y permitiendo alejar los fantasmas 
de fraude y manipulación que caracterizaron la historia latinoa-
mericana durante muchos años, generando confianza pública y 
repercutiendo, por tanto, positivamente sobre la cultura política 
de los diversos países de la región. 

Los órganos electorales son también muy importantes 
como canalizadores, generadores y promotores de la participa-
ción ciudadana y de actores muchas veces minoritarios cuya pre-
sencia e inclusión en la vida democrática de los países la forta-
lece, como son los jóvenes, las mujeres y los pueblos indígenas, 
a través de las respectivas cuotas de participación política. Así 
mismo, estos organismos son los encargados de implementar 
diversos mecanismos de la denominada democracia directa, 
por ejemplo, las revocatorias de autoridades elegidas y los 
referéndums, así como de contribuir a garantizar el respeto 
a las normas de democracia interna de los partidos políticos. 
Además, garantizan a los partidos políticos un proceso electoral 
en condiciones de libertad e igualdad de oportunidades, así 
como la certeza de la ciudadanía referida a que los resultados 
electorales serán respetados, legitimando los mismos. 
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Los organismos electorales ejercen también una función ga-
rantista del sistema democrático, ya que no solamente controlan 
y fiscalizan el acceso al poder, sino que también construyen los 
puentes entre la sociedad civil y el gobierno a través de procesos 
electorales justos, y trabajan para que la mayor cantidad de electo-
res hábiles para emitir su voto ejerzan efectivamente ese derecho.

La importancia del procedimiento se demuestra además 
por la evolución de los organismos electorales latinoamericanos, 
lo que incluso queda reflejado en un nuevo enfoque teórico, 
como el de la integridad electoral. Así, al haber mejorado notable-
mente el funcionamiento de este tipo de instituciones y haberse 
ganado la confianza ciudadana y de la comunidad internacional 
en la mayoría de casos (si antes eran evidentes el fraude y las irre-
gularidades, en la actualidad los procesos electorales en la región 
cumplen razonablemente con los criterios de limpieza, competiti-
vidad, libertad y justicia), se está comenzando a considerar ya no 
únicamente a las elecciones (el día mismo de la votación) sino a 
todo el proceso electoral en su conjunto (desde la convocatoria 
hasta la proclamación de resultados) como factor de evaluación 
del aspecto procedimental de una democracia. 

Así mismo, las personas que fueron encuestadas de mane-
ra especial para la versión final de este trabajo han contribuido 
a enriquecer esta conclusión, puesto que la mayoría estuvo de 
acuerdo con que los organismos electorales han realizado un im-
portante esfuerzo para contribuir a la reconstrucción de sus de-
mocracias, que dejaron de ser simples organizadores de eleccio-
nes al generar registros y padrones de electores confiables, reglas 
del juego claras, participación activa de la ciudadanía; al procesar 
transparentemente la información, modernizando e innovando 
sus procedimientos; al educar a los ciudadanos en democracia y 
fortalecer los valores democráticos de la población. Hoy, estas or-
ganizaciones participan en la discusión política con argumentos 
sólidos y dinamizan e impulsan procesos democráticos. 

La importancia del procedimiento en la democracia repre-
sentada principalmente por el funcionamiento de los organismos 
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de la administración electoral puede resumirse entonces en los 
efectos favorables que tienen estas entidades en la construcción 
de confianza (tanto ciudadana, como en las propias institucio-
nes), en el sistema de partidos, en la participación política, en el 
ejercicio de los derechos políticos de los ciudadanos, en la legiti-
mación del sistema democrático y en la comunidad internacional 
que participa de los procesos electorales que se realizan en Amé-
rica Latina en calidad de observadores internacionales.

Quinta conclusión: no existe un único e igual diseño de 
administración electoral que sea válido para todos los países,
en especial en América Latina

No existen modelos de administración electoral ideales en el mun-
do, y mucho menos en América Latina. No hay recetas válidas ni 
una única manera de organizar el sistema de administración elec-
toral de un país. No existe un diseño institucional que sea cien 
por ciento aplicable para todos los países en América Latina, que 
son muy distintos entre sí, es decir, que lo que resulta para unos 
no necesariamente resultará para otros. 

Esto no significa que no se deban reconocer las buenas me-
didas que implementan diversos órganos electorales en determi-
nado país o región, pero no se debe generalizar. Lo bueno que 
ocurrió en determinado lugar podrá quizá ser considerado como 
una buena práctica, válida para ciertas circunstancias en una reali-
dad específica, pero habrá que tener sumo cuidado con replicarla 
en un lugar diferente; será necesario realizar un análisis previo.

El contexto histórico, social, económico y cultural es crucial, 
y cada afirmación presentada en esta investigación debe ser en-
tendida en el marco de esta premisa. Los países latinoamericanos 
presentan historias en algunos casos muy similares pero en otros 
también muy diferentes. Cada lugar, cada región de estos países 
tiene sus propias características, peculiaridades y costumbres, más 
aún si se tiene en cuenta la diversidad existente en cuanto a reali-
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dades de costa, sierra y selva. En consecuencia, será muy distinto 
encarar un proceso electoral contemplando a un ciudadano del 
Caribe centroamericano, colombiano o venezolano, que a uno 
selvático de la amazonia peruana o brasileña, o que a otro de ca-
racterísticas urbanas de Santiago, Montevideo o Buenos Aires. Las 
personas que habitan cada uno de estos lugares, independiente-
mente de la nacionalidad que tengan, tienen una visión propia 
del mundo, una manera de entender las cosas y una idea de cómo 
éstas deberían ser. 

La administración electoral influye en la manera en la que 
una sociedad se organiza por cuanto tiene efectos sobre la desig-
nación de sus autoridades y son estas últimas quienes finalmente 
guían y llevan adelante el funcionamiento en sociedad y el día a 
día de las personas. Por ello, los organismos electorales deben ser 
capaces de implementar los procedimientos adecuados para ga-
rantizar la inclusión de estos grupos de ciudadanos, sea cual fuere 
su procedencia, en procesos democráticos integradores, que co-
mienzan por supuesto con su participación en la realización de 
elecciones. Cada caso será, pues, particular y deberá analizarse 
en su propio contexto. Por ello, no hay recetas válidas de aplica-
ción universal, lo cual constituye uno de los principales retos de 
la administración electoral latinoamericana: analizar el contexto 
e implementar el modelo que mejor se adapte a cada realidad.
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Anexos

Cuadro 1

Países y modelos de administración electoral

Argelia	 Gubernamental

Anguila	 Gubernamental

Aruba 	 Gubernamental 

Austria	 Gubernamental

Baréin	 Gubernamental 

Bélgica	 Gubernamental

Bermuda	 Gubernamental

Islas Vírgenes	 Gubernamental

Islas Caimán	 Gubernamental

Islas Cook	 Gubernamental

Chipre (griego)	 Gubernamental

Chipre (turco)	 Gubernamental

República Checa	 Gubernamental

Dinamarca	 Gubernamental

Egipto 	 Gubernamental 

Islas Malvinas 	 Gubernamental

Finlandia	 Gubernamental

Alemania	 Gubernamental

Gibraltar	 Gubernamental

Grecia	 Gubernamental 

Granada	 Gubernamental

Irán	 Gubernamental

Irlanda	 Gubernamental

Italia	 Gubernamental

Jordania	 Gubernamental

República Popular de Corea	 Gubernamental 

Kuwait	 Gubernamental

Líbano	 Gubernamental

Luxemburgo	 Gubernamental

Isla de Man	 Gubernamental

Modelo de administración electoralPaís
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Islas Marshall	 Gubernamental 

Micronesia	 Gubernamental

Monserrat	 Gubernamental

Marruecos	 Gubernamental

Nauru	 Gubernamental

Antillas Holandesas	 Gubernamental

Nueva Zelanda	 Gubernamental

Niue	 Gubernamental

Noruega	 Gubernamental

Omán	 Gubernamental

Islas Pitcairn	 Gubernamental

Santa Elena	 Gubernamental

San Marino	 Gubernamental

Santo Tomé y Príncipe	 Gubernamental

Singapur	 Gubernamental

Sri Lanka	 Gubernamental

Suecia	 Gubernamental

Suiza	 Gubernamental

Siria	 Gubernamental

Tonga	 Gubernamental

Tunicia	 Gubernamental

Islas Turcos y Caicos	 Gubernamental

Tuvalu	 Gubernamental

Reino Unido	 Gubernamental

EE.UU. 	 Gubernamental

Vietnam	 Gubernamental

Afganistán	 Independiente

Albania	 Independiente

Angola	 Independiente

Antigua y Barbuda	 Independiente

Armenia	 Independiente

Australia	 Independiente

Azerbaiyán	 Independiente

Bahamas	 Independiente

Bangladesh	 Independiente

Modelo de administración electoralPaís
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Barbados	 Independiente

Belarús	 Independiente

Benín	 Independiente

Bután	 Independiente

Bolivia	 Independiente

Bosnia y Herzegovina	 Independiente

Botsuana	 Independiente

Brasil	 Independiente

Bulgaria	 Independiente

Burkina Faso	 Independiente

Camboya	 Independiente

Canadá	 Independiente

Chile	 Independiente

Colombia	 Independiente

Comoras	 Independiente

República Democrática del Congo	 Independiente

Costa Rica	 Independiente

Croacia	 Independiente

Dominica	 Independiente

República Dominicana	 Independiente

Ecuador	 Independiente

El Salvador	 Independiente

Eritrea 	 Independiente

Estonia	 Independiente

Etiopia 	 Independiente

Fiyi	 Independiente

Gambia	 Independiente

Georgia	 Independiente

Ghana 	 Independiente

Guatemala	 Independiente

Guernsey	 Independiente

Guinea (Conakry)	 Independiente

Guinea-Bissau	 Independiente

Guyana	 Independiente

Haití	 Independiente

Modelo de administración electoralPaís
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Honduras	 Independiente

India	 Independiente

Indonesia	 Independiente

Iraq	 Independiente

Israel	 Independiente

Jamaica	 Independiente

Jersey	 Independiente

Kazajistán	 Independiente

Kenia	 Independiente

Kiribati	 Independiente

República de Corea	 Independiente

Kirguistán	 Independiente

Letonia	 Independiente

Lesoto	 Independiente

Liberia	 Independiente

Liechtenstein	 Independiente

Lituania	 Independiente

Macedonia	 Independiente

Malawi	 Independiente

Malaysia	 Independiente

Malta	 Independiente

Mauritania	 Independiente

Mauricio	 Independiente

México	 Independiente

Moldavia	 Independiente

Mongolia	 Independiente

Montenegro	 Independiente

Mozambique	 Independiente

Namibia	 Independiente

Nepal	 Independiente

Nicaragua	 Independiente

Níger	 Independiente

Nigeria	 Independiente

Paquistán	 Independiente

Palaos	 Independiente
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Palestina	 Independiente

Panamá	 Independiente

Papúa Nueva Guinea	 Independiente

Paraguay	 Independiente

Perú	 Independiente

Filipinas	 Independiente

Polonia	 Independiente

Rumania	 Independiente

Federación Rusa	 Independiente

Ruanda	 Independiente

San Cristóbal y Nieves	 Independiente

Santa Lucía	 Independiente

San Vicente y las Granadinas	 Independiente

Samoa	 Independiente

Serbia	 Independiente

Seychelles	 Independiente

Sierra Leona	 Independiente

Eslovenia	 Independiente

Islas Salomón	 Independiente

Somalia	 Independiente

Sudáfrica	 Independiente

Sudán	 Independiente

Surinam	 Independiente

Suazilandia	 Independiente

Taiwán	 Independiente

Tayikistán	 Independiente

Tanzania	 Independiente

Tailandia	 Independiente

Trinidad y Tobago	 Independiente

Turquía	 Independiente

Turkmenistán	 Independiente

Uganda	 Independiente

Ucrania	 Independiente

Uruguay	 Independiente

Uzbekistán	 Independiente
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Vanuatu	 Independiente

Venezuela	 Independiente

Yemen	 Independiente

Zambia	 Independiente

Zimbabue	 Independiente

Andorra	 Mixto

Argentina	 Mixto

Belice	 Mixto

Burundi	 Mixto

Camerún 	 Mixto

Cabo Verde	 Mixto

República Centroafricana	 Mixto

Chad 	 Mixto

Congo (Brazzaville)	 Mixto

Costa de Marfil	 Mixto

Cuba	 Mixto

Yibuti	 Mixto

Guinea Ecuatorial	 Mixto

Francia	 Mixto

Gabón	 Mixto

Hungría	 Mixto

Islandia	 Mixto

Japón	 Mixto

Laos	 Mixto

Madagascar	 Mixto

Maldivas	 Mixto

Mali	 Mixto

Mónaco	 Mixto

Países Bajos	 Mixto

Portugal	 Mixto

Senegal	 Mixto

Eslovaquia	 Mixto

España	 Mixto

Timor Oriental	 Mixto

Togo	 Mixto
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Fuente: IDEA Internacional (2006) y Proyecto ACE, sede Perú. 

Tokelau	 Mixto

Brunei	 No existe

Birmania	 No existe

China	 No existe

Vaticano	 No existe

Libia	 No existe

Qatar	 No existe

Arabia Saudí	 No existe

Emiratos Árabes Unidos	 No existe

Modelo de administración electoralPaís
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al
 e
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io
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 c

óm
pu

to
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-
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 c
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 d
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 d
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 d
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ci
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es

.
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 d
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 d
ía

s,
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m
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 d
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da
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 e
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ió
n

.

Ó
rg

an
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de

 p
ro
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ar
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su
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do
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ri
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n
al
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or
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es
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o 
de

 p
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l I
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st

itu
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Fe

de
ra

l E
le

ct
or

al
 

es
 e

l e
n

ca
rg
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o 

de
 p

ro
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ar

 lo
s 
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lta
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1 	
E
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o 

fu
e 
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 p
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n
ci
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os

 d
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14
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rt
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 d
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 1
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 a

l 
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 L

ey
 

E
le

ct
or

al
.

A
rt

s.
 3
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 y

 3
17
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l C
ód

ig
o 

E
le

ct
or

al
.

E
sc

ru
tin

io

-	
E

l 
n

ú
m

er
o 

d
e 

el
ec

to
re

s 
qu

e 
vo

tó
 e

n
 

la
 c

as
ill

a.
-	

E
l 

n
úm

er
o 

de
 v

ot
os

 e
m

iti
do

s 
a 

fa
vo

r 
de

 c
ad

a 
un

o 
de

 lo
s 
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rt

id
os

 p
ol
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ic

os
 o

 
ca

n
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da
to

s.
-	

E
l n

úm
er

o 
de

 v
ot
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 n

ul
os

.
-	

E
l 

n
úm

er
o 

de
 b

ol
et

as
 s

ob
ra

n
te

s 
de

 
ca

da
 e

le
cc

ió
n

.

Te
rm

in
ad

as
 l

as
 v

ot
ac

io
n

es
 y

 fi
rm

ad
a 

el
 

ac
ta

 d
e 

ci
er

re
, l

a 
Ju

n
ta

 R
ec

ep
to

ra
 d

e 
Vo

-
to

s 
pr

oc
ed

er
á 

a 
re

al
iz

ar
 e

l e
sc

ru
tin

io
 e

n
 

el
 m

is
m

o 
lo

ca
l d

e 
la

 v
ot

ac
ió

n
 y

 a
 la

 v
is

ta
 

de
 lo

s 
fi

sc
al

es
. 

	
Pa

ra
 t

al
 e

fe
ct

o 
se

 a
br

ir
án

 l
as

 u
rn

as
, 

pr
ev

ia
 c

on
st

at
ac

ió
n

 d
e 

su
 e

st
ad

o.
 

	
Se

 c
on

ta
rá

n
 y

 e
xa

m
in

ar
án

 l
as

 b
ol

e-
ta

s 
el

ec
to

ra
le

s 
pa

ra
 v

er
ifi

ca
r 

si
 s

u 
ca

n
-

ti
da

d 
co

rr
es

po
n

de
 a

 l
a 

de
 l

as
 p

er
so

n
as

 
qu

e 
vo

ta
ro

n
.

Te
rm

in
ad

a 
la

 v
ot

ac
ió

n
, l

os
 m

ie
m

br
os

 d
e 

la
 m

es
a 

pr
oc

ed
er

án
 a

l 
es

cr
ut

in
io

 y
 c

on
-

te
o 

de
 v

ot
os

. E
l T

ri
bu

n
al

 E
le

ct
or

al
 q

ue
da
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cu
lta

do
 p
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a 
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gl

am
en

ta
r 

el
 e

sc
ru

tin
io

 
de

 lo
s 

vo
to
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en

 la
s 

m
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as
 d

e 
vo

ta
ci

ón
.
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 c
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an
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s 
pa

ra
 la
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an
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ió
n

 y
 o

fi
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ci
al

iz
ac

ió
n

 d
e 
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su

lta
do

s

Sí
D

es
pu

és
 d

e 
tr

es
 d

ía
s,

 
co

m
o 

m
áx

im
o,

 d
e 

re
al

i-
za

da
 la

 e
le

cc
ió

n
.
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o

U
n

a 
ve

z 
te

rm
in

ad
o 

el
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cr

ut
in

io
 d

e 
la

s 
ac

ta
s.

Ó
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E
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or
al

 
re
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a 
la

 d
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ci
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 d
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s 
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 la
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 p
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y 
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n
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 A
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m
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ea

 
N
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n
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sí
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m
o 

pa
ra
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s 
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pu

ta
ci

on
es

 d
el
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rl
am

en
to

 C
en

-
tr

oa
m

er
ic

an
o.

E
l T

ri
bu

n
al

 
E

le
ct

or
al

 e
s 

el
 

en
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rg
ad

o 
de

 
pr
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ar
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 lo
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s

Sí

Sí
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au
n
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e 

n
o 

ex
pr

es
am

en
te
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Si
 a

lg
un

o 
de

 lo
s 

m
ie

m
br

os
 d

e 
la

 
m

es
a 

de
 su

fr
ag

io
 

o 
al

gú
n 

pe
rs

on
er

o 
im

pu
gn

an
 u

na
 o

 v
a-

ri
as

 c
éd

ul
as

, l
a 

m
es

a 
de

 su
fr

ag
io

 r
es

ue
lv

e 
in

m
ed

ia
ta

m
en

te
 

la
 im

pu
gn

ac
ió

n.
 S

i 
és

ta
 e

s d
ec

la
ra

da
 in

-

Pa
ís

Pa
ra

gu
ay

Pe
rú

Fu
en

te

A
rt

s.
 2

21
 y

 2
27

 
de

l C
ód

ig
o 

E
le

ct
or

al
.

A
rt

s.
 2

78
, 2

79
 

y 
32

2 
de

 la
 L

ey
 

O
rg

án
ic

a 
de

 
E

le
cc

io
n

es
.

E
sc

ru
tin

io

   
 E

l D
ec

re
to

 R
eg

la
m

en
ta

ri
o 

de
 la

s 
E

le
c-

ci
on

es
 G

en
er

al
es

 s
er

á 
pr

om
ul

ga
do

 e
n

 e
l 

B
ol

et
ín

 E
le

ct
or

al
 p

or
 l

o 
m

en
os

 u
n

 a
ñ

o 
an

te
s 

de
 la

s 
el

ec
ci

on
es

.

E
l 

vo
to

 e
s 

se
cr

et
o,

 p
er

o 
el

 e
sc

ru
tin

io
 e

s 
pú

bl
ic

o.
 T

er
m

in
ad

a 
la

 v
ot

ac
ió

n
 c

om
en

-
za

rá
 e

l 
es

cr
ut

in
io

. C
ua

lq
ui

er
 e

le
ct

or
 t

ie
-

n
e 

de
re

ch
o 

a 
pr

es
en

ci
ar

lo
 e

n
 s

ile
n

ci
o,

 a
 

la
 d

is
ta

n
ci

a 
pr

ud
en

ci
al

 q
ue

 d
is

po
n

ga
 e

l 
pr

es
id

en
te

 d
e 

m
es

a,
 q

ui
en

 ti
en

e 
la

 fa
cu

l-
ta

d 
de

 o
rd

en
ar

 e
n

 f
or

m
a 

in
m

ed
ia

ta
 l

a 
ex

pu
ls

ió
n

 d
e 

la
s 

pe
rs

on
as

 q
ue

, 
de

 c
ua

l-
qu

ie
r 

m
od

o,
 e

n
to

rp
ez

ca
n

 o
 p

er
tu

rb
en

 e
l 

es
cr

ut
in

io
.

Fi
rm

ad
a 

el
 a

ct
a 

de
 s

uf
ra

gi
o,

 l
a 

m
es

a 
de

 
su

fr
ag

io
 p

ro
ce

de
 a

 r
ea

liz
ar

 e
l 

es
cr

ut
in

io
 

en
 e

l 
m

is
m

o 
lo

ca
l 

en
 q

ue
 s

e 
ef

ec
tu

ó 
la

 
vo

ta
ci

ón
 y

 e
n

 u
n

 so
lo

 a
ct

o 
pú

bl
ic

o 
in

in
te

-
rr

um
pi

do
. A

bi
er

ta
 e

l á
n

fo
ra

, e
l p

re
si

de
n

-
te

 d
e 

la
 m

es
a 

de
 s

uf
ra

gi
o 

co
n

st
at

a 
qu

e 
ca

da
 c

éd
ul

a 
es

té
 c

or
re

ct
am

en
te

 v
is

ad
a 

co
n

 s
u 

fi
rm

a 
y 

qu
e 

el
 n

úm
er

o 
de

 c
éd

ul
as

 
de

po
si

ta
da

s 
en

 é
st

a 
co

in
ci

da
 c

on
 e

l 
n

ú-
m

er
o 

de
 v

ot
an

te
s 

qu
e 

ap
ar

ec
e 

en
 e

l a
ct

a 
de

 s
uf

ra
gi

o.
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pa
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 la

 tr
an
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ió
n

 y
 o

fi
-

ci
al

iz
ac

ió
n

 d
e 

re
su

lta
do

s

N
o

U
n

a 
ve

z 
co

n
cl

ui
do

 e
l 

es
cr

ut
in

io
.

Sí
U

n
a 

ve
z 

te
rm

in
ad

o 
el

 
có

m
pu

to
 g

en
er

al
 y

 q
ue

 
se

 h
ay

an
 r

es
ue

lto
 la

s 
im

pu
gn

ac
io

n
es

 s
ob

re
 la

s 
el

ec
ci

on
es

.

Ó
rg

an
o 

en
ca

rg
ad

o 
de

 p
ro

cl
am

ar
 

re
su

lta
do

s

el
ec

to
s 

en
 la

 c
on

-
tie

n
da

 e
le

ct
or

al
.

E
l T

ri
bu

n
al

 
Su

pe
ri

or
 d

e 
Ju

st
ic

ia
 E

le
ct

or
al

 
es

 e
l e

n
ca

rg
ad

o 
de

 p
ro

cl
am

ar
 

lo
s 

re
su

lta
do

s 
ofi

ci
al

es
.

E
l J

ur
ad

o 
N

ac
io

-
n

al
 d

e 
E

le
cc

io
n

es
 

pr
oc

la
m

a 
a 

la
 

fó
rm

ul
a 

u 
op

ci
ón

 
ga

n
ad

or
a 

co
m

o 
pr

es
id

en
te

 y
 

vi
ce

pr
es

id
en

te
.
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ce
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ar
 la

 c
éd

ul
a.

 
D

e 
ha

be
r 

ap
el

ac
ió

n
 

ve
rb

al
, é

st
a 

co
ns

ta
 e

n
 

fo
rm

a 
ex

pr
es

a 
en

 e
l 

ac
ta

, b
aj

o 
re

sp
on

-
sa

bi
lid

ad
. E

n 
es

te
 

ca
so

 la
 c

éd
ul

a 
no

 e
s 

es
cr

ut
ad

a 
y 

se
 c

ol
oc

a 
en

 u
n 

so
br

e 
es

pe
ci

al
 

qu
e 

se
 e

nv
ía

 a
l J

ur
ad

o 
E

le
ct

or
al

 E
sp

ec
ia

l. 
Si

 la
 im

pu
gn

ac
ió

n 
es

 
de

cl
ar

ad
a 

fu
nd

ad
a,

 
la

 c
éd

ul
a 

no
 e

s e
sc

ru
-

ta
da

 y
 se

 p
ro

ce
de

 e
n

 
ig

ua
l f

or
m

a 
qu

e 
en

 e
l 

ca
so

 a
nt

er
io

r.

Sí
In

m
ed

ia
ta

m
en

te
 

de
sp

ué
s d

e 
co

nc
lu

i-
da

s l
as

 e
le

cc
io

ne
s,

 
la

 Ju
nt

a 
E

le
ct

or
al

 
co

m
en

za
rá

 a
 le

va
nt

ar
 

un
a 

re
la

ci
ón

 p
ro

vi
-

si
on

al
 d

el
 r

es
ul

ta
do

 
de

 lo
s c

om
ic

io
s e

n
 

su
s j

ur
is

di
cc

io
ne

s 

Pa
ís

R
ep

úb
lic

a 
D

om
in

ic
an

a

Fu
en

te

A
rt

s.
 1

26
, 1

27
 

y 
13

9 
de

 la
 L

ey
 

E
le

ct
or

al
.

E
sc

ru
tin

io

Te
rm

in
ad

a 
la

 v
ot

ac
ió

n
, 

se
 p

ro
ce

de
rá

 a
l 

es
cr

ut
in

io
 d

e 
lo

s 
vo

to
s,

 e
l 

cu
al

 e
st

ar
á 

a 
ca

rg
o 

de
 c

ad
a 

co
le

gi
o 

el
ec

to
ra

l.
	

Se
 a

br
ir

á 
la

 u
rn

a 
y 

se
 s

ac
ar

án
 d

e 
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ta
 

la
s 

bo
le

ta
s 

qu
e 

fu
er

on
 d

ep
os

ita
da

s,
 c

on
-

tá
n

do
la

s p
ar

a 
co

n
fr

on
ta

r 
su

 n
úm

er
o 

co
n

 
el

 d
e 
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to
re

s 
in
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ri

to
s 

en
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l f
or

m
ul

ar
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es

pe
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al
 d

e 
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rr
en

te
s.

 S
e 

po
n

dr
án

 
ap

ar
te

 lo
s 

so
br

es
 q

ue
 c

on
te

n
ga

n
 b

ol
et

as
 

pr
ot
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ta

da
s 

y 
se

 v
er
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ca

rá
 s

i 
el

 n
úm

er
o 
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ió
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 y
 o
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-

ci
al
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ió
n

 d
e 
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su

lta
do

s

Sí
U

n
a 

ve
z 

te
rm

in
ad

o 
el

 
có

m
pu

to
 g

en
er

al
 y

 q
ue

 
se

 h
ay

an
 r

es
ue

lto
 la

s 
 

im
pu

gn
ac

io
n

es
 s

ob
re

 la
s 

el
ec

ci
on

es
.

Ó
rg

an
o 

en
ca

rg
ad

o 
de

 p
ro

cl
am

ar
 

re
su

lta
do

s

L
a 

Ju
n

ta
 

E
le

ct
or

al
 e

n
ví

a 
lo

s 
re

su
lta

do
s 

a 
la

 A
sa

m
bl

ea
 

N
ac

io
n

al
, q

ue
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n

ca
rg

ad
a 

de
 p

ro
cl

am
ar

 
lo

s 
re
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lta

do
s 

ofi
ci
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es
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s
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ec
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as
, b

as
ad

a 
en

 la
s r

el
ac

io
ne

s d
e 

vo
ta

ci
ón

 a
 q

ue
 se

 
re

fie
re

n 
lo

s a
rt

íc
ul

os
 

13
6,

 1
37

 y
 1

38
 d

e 
la

 p
re

se
nt

e 
le

y.
 

D
ic

ho
 c

óm
pu

to
 se

 
co

nt
in

ua
rá

 si
n 

in
te

-
rr

up
ci

ón
 c

ad
a 

dí
a,

 
de

sd
e 

la
s o

ch
o 

de
 

la
 m

añ
an

a 
ha

st
a 

la
s 

ci
nc

o 
de

 la
 ta

rd
e,

 p
or

 
lo

 m
en

os
, y

 d
eb

er
á 

qu
ed

ar
 te

rm
in

ad
o 

de
nt

ro
 d

e 
un

 p
er

io
-

do
 n

o 
m

ay
or

 a
 d

os
 

dí
as

, a
 m

en
os

 q
ue

 
el

lo
 n

o 
fu

er
e 

po
si

bl
e 

po
r 

ca
us

as
 in

su
pe

ra
-

bl
es

, c
as

o 
en

 e
l c

ua
l 

se
 h

ar
á 

co
ns

ta
r 

el
 

m
ot

iv
o 

en
 e

l a
ct

a 
co

rr
es

po
nd

ie
nt

e.

N
o
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ís

U
ru

gu
ay

Fu
en

te

A
rt

s.
 1
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 y

 1
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de

 la
 L

ey
 d

e 
E

le
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io
n

es
.
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ru
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io

de
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 c
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n
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de
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 e

l 
n

úm
er

o 
de
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e-
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ar

ac
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n
es

 d
e 

pr
ot

es
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s 
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e 
h

ay
an
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id

o 
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en

ta
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s y
 c
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 la
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n

ot
ac

io
n

es
 h
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h
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al
 r

es
pe
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o 

en
 e

l a
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a 
de

l c
ol

eg
io
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le
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o-

ra
l. 
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 s
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te
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n

 b
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et
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n
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n
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os
. L

ue
go

, e
l s

ec
re

ta
ri

o 
de

sd
ob

la
rá

 
la

 b
ol

et
a 

y 
le

er
á 

en
 v

oz
 a

lta
 l

a 
de

n
om

i-
n

ac
ió

n
 d

e 
la

 a
gr

up
ac

ió
n

 o
 p

ar
tid

o 
a 

qu
e 

co
rr

es
po

n
da

 y
 s

e 
la

 p
as

ar
á 

al
 p

re
si

de
n

te
, 

qu
ie

n
 l

a 
ex

am
in

ar
á 

y 
ex

h
ib

ir
á 

a 
lo

s 
de

-
m

ás
 m

ie
m

br
os

 y
 d

el
eg

ad
os

 p
re

se
n

te
s.

Te
rm

in
ad

a 
la

 v
ot

ac
ió

n
 y

 fi
rm

ad
a 

el
 a

ct
a 

de
 c

la
us

ur
a,

 s
e 

pr
oc

ed
er

á 
a 

ab
ri

r 
la

 u
rn

a 
y 

a 
re

tir
ar

 y
 c

on
ta

r 
lo

s 
so

br
es

 q
ue

 h
ub

ie
-

ra
 e

n
 é

st
a,

 c
om

pr
ob

án
do

se
 s

i s
u 

n
úm

er
o 

co
n

cu
er

da
 c

on
 e

l q
ue

 in
di

qu
e 

la
 li

st
a 

or
-

Se
 c

on
te

m
pl

an
 p

la
zo

s 
pa

ra
 la

 tr
an

sm
is

ió
n

 y
 o

fi
-

ci
al

iz
ac

ió
n

 d
e 

re
su

lta
do

s

Sí
U

n
a 

ve
z 

te
rm

in
ad

o 
el

 
có

m
pu

to
 g

en
er

al
. 

Ó
rg

an
o 

en
ca

rg
ad

o 
de

 p
ro

cl
am

ar
 

re
su

lta
do

s

L
a 

C
or

te
 E

le
ct

o-
ra

l e
s 

la
 e

n
ca

rg
a-

da
 d

e 
pr

oc
la

m
ar

 
lo

s 
re

su
lta

do
s 



341

Se
 c

on
te

m
pl

an
 

pl
az

os
 p

ar
a

el
 r

ec
ue

n
to

 d
e 

vo
to

s

Sí
L

a 
Ju

nt
a 

N
ac

io
na

l 
E

le
ct

or
al

 y
 la

s 
Ju

nt
as

 E
le

ct
or

al
es

, 
es

ta
s ú

lti
m

as
 b

aj
o 

la
 su

pe
rv

is
ió

n 
de

 la
 

pr
im

er
a,

 te
nd

rá
n

 
la

 o
bl

ig
ac

ió
n 

de
 

re
al

iz
ar

 e
l p

ro
ce

so
 

de
 to

ta
liz

ac
ió

n 
en

 e
l 

la
ps

o 
de

 4
8 

ho
ra

s.
 

E
n 

ca
so

 d
e 

qu
e 

la
s 

Ju
nt

as
 E

le
ct

or
al

es
 

no
 h

ub
ie

se
n 

to
ta

-
liz

ad
o 

en
 e

l l
ap

so
 

pr
ev

is
to

, l
a 

Ju
nt

a 
N

ac
io

na
l E

le
ct

or
al

 
po

dr
á 

re
al

iz
ar

 la
 

to
ta

liz
ac

ió
n.

Pa
ís

Ve
n

ez
ue

la

Fu
en

te

A
rt

s.
 1

08
 y

 
11

6 
de

 la
 L

ey
 

O
rg

án
ic

a 
de

 
Pr

oc
es

os
 E

le
c-

to
ra

le
s.

E
sc

ru
tin

io

di
n

al
. S

e 
m

an
te

n
dr

án
 s

ep
ar

ad
os

 y
 s

in
 e

s-
cr

ut
ar

 lo
s s

ob
re

s q
ue

 c
on

tie
n

en
 v

ot
os

 o
b-

se
rv

ad
os

, 
lo

s 
qu

e 
se

rá
n

 e
m

pa
qu

et
ad

os
. 

E
n

 l
as

 e
n

vo
ltu

ra
s 

se
 d

ej
ar

á 
co

n
st

an
ci

a,
 

fi
rm

ad
a 

po
r 

el
 p

re
si

de
n

te
 y

 e
l s

ec
re

ta
ri

o 
de

 la
 c

om
is

ió
n

 r
ec

ep
to

ra
, d

el
 n

úm
er

o 
de

 
so

br
es

.

E
l 

ac
to

 d
e 

es
cr

ut
in

io
 e

s 
el

 p
ro

ce
so

 m
e-

di
an

te
 e

l 
cu

al
 s

e 
co

n
ta

bi
liz

an
 y

 e
m

ite
n

 
lo

s 
re

su
lta

do
s 

de
 l

a 
m

es
a 

el
ec

to
ra

l 
de

 
m

an
er

a 
ág

il,
 e

fe
ct

iv
a 

y 
tr

an
sp

ar
en

te
. 

E
l 

es
cr

ut
in

io
 s

e 
ef

ec
tu

ar
á 

un
a 

ve
z 

qu
e 

fi
n

a-
lic

e 
el

 a
ct

o 
de

 v
ot

ac
ió

n
. E

l 
pr

es
id

en
te

 o
 

la
 p

re
si

de
n

ta
 d

e 
la

 m
es

a 
el

ec
to

ra
l a

n
un

-
ci

ar
á,

 e
n

 v
oz

 a
lta

, e
l i

n
ic

io
 d

el
 m

is
m

o.

Se
 c

on
te

m
pl

an
 p

la
zo

s 
pa

ra
 la

 tr
an

sm
is

ió
n

 y
 o

fi
-

ci
al

iz
ac

ió
n

 d
e 

re
su

lta
do

s

Sí
U

n
a 

ve
z 

te
rm

in
ad

o 
el

 
có

m
pu

to
 g

en
er

al
 y

 q
ue

 
se

 h
ay

an
 r

es
ue

lto
 la

s 
im

pu
gn

ac
io

n
es

 s
ob

re
 la

s 
el

ec
ci

on
es

.

Ó
rg

an
o 

en
ca

rg
ad

o 
de

 p
ro

cl
am

ar
 

re
su

lta
do

s

ofi
ci

al
es

 d
e 

la
 

el
ec

ci
ón

.

E
l C

on
se

jo
 N

a-
ci

on
al

 E
le

ct
or

al
 

pr
oc

ed
er

á 
a 

pr
oc

la
m

ar
 a

 lo
s 

ca
n

di
da

to
s 

qu
e 

h
ub

ie
se

n
 r

es
ul

ta
-

do
 e

le
ct

os
.

Fu
en

te
: e

la
bo

ra
ci

ón
 p

ro
pi

a.



342

Cuadro 3

Elecciones realizadas durante el periodo de 1980 a 1989

Cono Sur

Argentina 

Brasil

Chile

Paraguay

Uruguay

Región Andina

Bolivia

Colombia

Ecuador

Perú

Venezuela

Centroamérica,
Norteamérica
y el Caribe

México

Costa Rica

El Salvador

Guatemala

Honduras

Nicaragua

Panamá

República 
Dominicana

1980 198819841982 19861981 198919851983 1987País

Fuente: elaboración propia con base en datos del Latinobarómetro de 1995 a 2010, 
así como con información proporcionada por cada organismo electoral de los países 
de la región.
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Cuadro 5

Misiones de observación electoral organizadas por Capel2

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Argentina 	 1985	 3 de noviembre	 Legislativas

	 1989	 14 de mayo	 Generales

	 1991	 27 de octubre	 Legislativas

	 1993	 3 de octubre	 Municipales

	 1995	 14 de mayo	 Generales

	 1997	 26 de octubre	 Legislativas y municipales

	 1999	 24 de octubre	 Presidenciales

	 2003	 27 de abril	 Presidenciales

	 2007	 28 de octubre	 Presidenciales

	 2009	 28 de junio	 Legislativas

	 2011	 14 de agosto	 Primarias

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Bolivia 	 1985	 14 de julio	 Generales

	 1989	 7 de mayo	 Generales

	 1989	 3 de diciembre	 Municipales

	 1991	 1 de diciembre	 Municipales

	 1993	 6 de junio	 Generales

	 1995	 3 de diciembre	 Municipales

	 1997	 1 de junio	 Generales

	 2002	 30 de junio	 Generales

	 2004	 8 de diciembre	 Municipales

	 2005	 18 de diciembre	 Generales

	 2006	 2 de julio	 Asamblea Constituyente y
			   referéndum autonómico

	 2008	 10 de agosto	 Referéndum revocatorio

	 2009	 6 de diciembre	 Generales y referéndums
			   autonómicos

	 2010	 4 de abril	 Regionales y municipales

2	 Capel continúa organizando misiones de observación electoral en el marco de 
los diversos tipos de elecciones que se realizan en la mayoría de los países de la región.
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	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Brasil	 1989	 15 de noviembre	 Presidenciales

	 1989	 17 de diciembre	 Generales

	 1994	 3 de octubre	 Generales

	 1998	 4 de octubre	 Generales

	 2002	 6 de octubre	 Generales

	 2002	 27 de octubre	 Segunda vuelta 
			   de elecciones generales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Colombia 	 1986	 25 de mayo	 Generales

	 1990	 27 de mayo	 Generales y referéndum

	 1990	 9 de diciembre	 Asamblea Constituyente

	 1991	 27 de octubre	 Legislativas

	 1991	 27 de octubre	 Locales

	 1994	 13 de marzo	 Congreso y consulta popular

	 1994	 29 de mayo	 Presidenciales

	 1994	 19 de junio	 Presidenciales

	 1994	 30 de octubre	 Corporaciones públicas

	 1997	 26 de octubre	 Legislativas y municipales

	 1998	 31 de mayo	 Presidenciales

	 2000	 20 de octubre	 Municipales

	 2002	 26 de mayo	 Presidenciales

	 2002	 10 de marzo	 Legislativas

	 2003	 26 de octubre	 Referéndum

	 2006	 12 de mayo	 Legislativas

	 2007	 28 de octubre	 Municipales

	 2010	 14 de marzo	 Legislativas

	 2010	 30 de mayo	 Presidenciales

	 2010	 20 de junio	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales
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	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Costa Rica	 1986	 2 de febrero	 Generales

	 1990	 4 de febrero	 Generales

	 1994	 6 de febrero	 Generales

	 1998	 1 de febrero	 Generales

	 1999	 7 de noviembre	 Plebiscito local

	 2002	 7 de abril	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2002	 1 de diciembre	 Alcaldes

	 2006	 5 de febrero	 Generales

	 2006	 3 de diciembre	 Municipales

	 2007	 7 de octubre	 Referéndum

	 2010	 7 de febrero	 Presidenciales y legislativas

	 2010	 5 de diciembre	 Municipales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Chile	 1988	 5 de octubre	 Plebiscito

	 1989	 14 de diciembre	 Presidenciales

	 1993	 11 de diciembre	 Presidenciales y legislativas

	 1996		  Municipales

	 1997		  Legislativas

	 1999		  Presidenciales

	 2000		  Presidenciales

	 2001		  Legislativas

	 2004		  Municipales

	 2005		  Generales

	 2006		  Presidenciales

	 2008		  Municipales

	 2009		  Presidenciales y parlamentarias

	 2010		  Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales
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	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Ecuador	 1986	 1 de junio 	 Legislativas

	 1988	 31 de enero	 Generales

	 1988	 8 de mayo	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1990	 17 de junio	 Legislativas parciales

	 1992	 17 de mayo	 Generales

	 1992	 5 de julio	 Segunda vuelta 
			   de elecciones presidenciales

	 1994	 1 de mayo	 Legislativas y municipales

	 1995	 14 de mayo	 Plebiscito

	 1996	 19 de mayo	 Generales

	 1996	 7 de julio	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1997	 30 de noviembre	 Asamblea Nacional

	 1998	 31 de mayo 	 Generales

	 1998	 12 de julio  	 Presidenciales

	 2002	 24 de noviembre 	 Generales

	 2002	 20 de octubre  	 Presidenciales

	 2004	 17 de octubre    	 Seccionales

	 2006	 15 de octubre    	 Presidenciales

	 2006	 26 de noviembre     	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2007	 15 de abril       	 Consulta popular

	 2007	 30 de septiembre	 Asamblea Constituyente

	 2008	 16 de marzo       	 Elecciones provinciales

	 2008	 28 de septiembre   	 Referéndum

	 2009	 26 de abril	 Generales

	 2009	 14 de junio	 Representantes ante el
			   Parlamento Andino y 
			   miembros de Juntas 
			   Parroquiales Rurales

	 2011	 7 de mayo	 Referéndum
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	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

El Salvador	 1985	 31 de marzo	 Municipales y legislativas

	 1988	 20 de marzo	 Municipales y legislativas

	 1989	 19 de marzo	 Presidenciales

	 1991	 10 de marzo	 Legislativas, municipales
			   y Parlamento Centroamericano.

	 1994	 20 de marzo	 Generales

	 1994	 24 de abril	 Generales

	 1997	 16 de mayo	 Municipales y legislativas

	 1999	 7 de marzo	 Generales

	 2000	 12 de marzo	 Legislativas y municipales

	 2003	 16 de marzo	 Legislativas

	 2004	 21 de marzo	 Presidenciales

	 2006	 12 de marzo	 Municipales

	 2009	 18 de enero	 Legislativas y municipales

	 2009	 15 de marzo	 Presidenciales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Guatemala	 1985	 3 de noviembre	 Generales

	 1985	 12 de diciembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1988	 24 de abril	 Municipales

	 1990	 11 de noviembre	 Generales

	 1991	 6 de enero	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1993	 9 de mayo	 Municipales

	 1994	 30 de enero	 Plebiscito

	 1994	 14 de agosto	 Legislativas

	 1995	 12 de noviembre	 Generales

	 1996	 7 de enero	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1998	 26 de octubre	 Consulta popular

	 1999	 7 de enero	 Generales

	 1999	 26 de diciembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2003	 9 de noviembre	 Generales
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	 2003	 28 de diciembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2007	 9 de septiembre	 Generales

	 2007	 4 de noviembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Haití	 1987	 20 de marzo	 Referéndum

	 1987	 29 de noviembre	 Generales

	 1990	 16 de noviembre	 Generales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Honduras	 1985	 29 de noviembre	 Generales

	 1988	 4 de diciembre	 Elecciones internas de los
			   partidos Liberal y Nacional

	 1989	 26 de noviembre	 Generales

	 1993	 28 de noviembre	 Generales

	 1997	 30 de noviembre	 Generales

	 2001	 25 de noviembre	 Generales

	 2005	 27 de noviembre	 Generales

	 2008	 30 de noviembre	 Primarias

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Jamaica	 2007	 3 de septiembre	 Generales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

México	 1994	 21 de agosto	 Generales

	 1997	 6 de julio	 Legislativas y municipales

	 2000	 2 de julio	 Generales

	 2003	 6 de julio	 Municipales

	 2006	 2 de julio	 Generales

	 2009	 2-6 de julio	 Federales y locales
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	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Nicaragua	 1989	 5 de noviembre	 Municipales

	 1990	 25 de febrero	 Generales

	 1994	 27 de febrero	 Locales

	 1996	 20 de octubre	 Generales

	 1998	 1 de marzo	 Locales

	 2001	 4 de noviembre	 Generales

	 2004	 7 de noviembre	 Municipales

	 2006	 5 de noviembre	 Generales

	 2008	 9 de noviembre	 Alcaldes, vicealcaldes
			   y concejales

 

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Panamá	 1991	 27 de enero	 Legislativas

	 1992	 15 de noviembre	 Referéndum

	 1994	 8 de mayo	 Generales

	 1998	 30 de agosto	 Referéndum

	 1999	 2 de mayo	 Generales

	 2004	 2 de mayo	 Generales

	 2006	 22 de octubre	 Referéndum

	 2009	 3 de mayo	 Generales

	 2010	 24 de octubre	 Elecciones del Congreso
			   General Comarca 

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Paraguay	 1988	 14 de febrero	 Generales

	 1989	 1 de mayo	 Generales

	 1991	 26 de mayo	 Municipales

	 1993	 9 de mayo	 Generales

	 1998	 10 de mayo	 Generales

	 2000	 13 de agosto	 Vicepresidente

	 2001	 18 de noviembre	 Alcaldes e intendentes

	 2003	 27 de abril	 Generales

	 2008	 20 de abril	 Generales
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	 2010	 7 de noviembre	 Municipales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Perú 	 1985	 14 de abril	 Generales

	 1989	 12 de noviembre	 Municipales

	 1990	 8 de abril	 Presidenciales

	 1990	 10 de junio	 Presidenciales

	 1995	 9 de abril	 Generales

	 2001	 8 de abril	 Generales

	 2001	 3 de junio	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2006	 19 de noviembre	 Municipales

	 2007	 1 de julio	 Municipales complementarias

	 2011	 10 de abril	 Elecciones presidenciales

	 2011	 5 de junio	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Puerto Rico	 1998	 13 de diciembre	 Plebiscito

	 2000	 7 de noviembre	 Generales

	 2004	 2 de noviembre	 Generales

	 2008	 4 de noviembre	 Generales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

República	 1986	 16 de mayo	 Generales

Dominicana	 1990	 16 de mayo	 Generales

	 1994	 16 de mayo	 Generales

	 1996	 16 de mayo	 Presidenciales

	 1996	 30 de junio	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 1998	 30 de junio	 Legislativas

	 2000	 16 de mayo	 Presidenciales

	 2002	 30 de junio	 Legislativas

	 2004	 16 de mayo	 Presidenciales
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	 2006	 16 de mayo	 Legislativas y municipales

	 2008	 16 de mayo	 Presidenciales

	 2010	 16 de mayo	 Generales y municipales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Uruguay	 1989	 26 de noviembre	 Generales

	 1994	 27 de noviembre	 Generales

	 1999	 25 de abril	 Primarias

	 1999	 31 de octubre	 Generales

	 1999	 28 de noviembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones  presidenciales

	 2004	 31 de octubre	 Generales

	 2009	 28 de junio	 Primarias

	 2009	 25 de octubre	 Presidenciales y legislativas

	 2009	 29 de noviembre	 Segunda vuelta
			   de elecciones presidenciales

	 2010	 9 de mayo	 Municipales y departamentales

	 País	 Año	 Fecha	 Tipo de elecciones

Venezuela	 1989	 3 de diciembre	 Municipales

	 1993	 5 de diciembre	 Generales

	 1998	 6 de diciembre	 Presidencial

	 1999	 25 de abril	 Referéndum

	 1999	 15 de julio	 Asamblea Constituyente

	 1999	 15 de diciembre	 Referéndum

	 2000	 28 de mayo	 Generales

	 2004	 15 de agosto	 Referéndum

	 2005	 4 de diciembre	 Legislativas

	 2006	 3 de diciembre	 Presidencial

Fuente: IIDH/Capel. Recuperado de http://iidh-webserver.iidh.ed.cr/multic/User-
Files/Biblioteca/CAPEL/8_2011/3823.pdf
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Encuestas referidas a la importancia de la
administración electoral en América Latina

Como parte del trabajo de campo desarrollado especialmente 
para el presente documento, se realizaron encuestas a autorida-
des electorales, líderes de opinión, expertos y académicos de dife-
rentes países latinoamericanos, cuyos resultados son compartidos 
a continuación.4

La pregunta formulada fue la siguiente: ¿considera que la 
administración electoral latinoamericana ha tenido impacto y ha 
sido importante para el desarrollo y la consolidación de las demo-
cracias en la región? 

Las respuestas que ofrecieron los distintos profesionales en-
trevistados se pormenorizan en las siguientes páginas.

Nombre: Francisco Távara Córdova
Institución: Jurado Nacional de Elecciones
Cargo: presidente
País de donde proviene el entrevistado: Perú

Es innegable el impacto que han tenido y tienen los organismos 
electorales en el mejoramiento y la consolidación de los sistemas 
democráticos de gobierno en América Latina. Esta importancia 
va en proporción directa a cómo se concibe constitucional y legal-
mente la autonomía e independencia de este tipo de instituciones 
y de los magistrados o funcionarios que las integran.

La autonomía constituye una precondición de la indepen-
dencia y la imparcialidad con las que deben actuar los organismos 
electorales. Cabe señalar que todo esto, para ser materializado, im-
plica dotar a la administración electoral de un presupuesto suficien-
te para la realización de actividades y el cumplimiento de metas. 

4	 Las entrevistas se realizaron en el periodo 2011-2013, por lo que quizá algunos 
de los cargos que han sido consignados no continúen vigentes en la actualidad.
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Los organismos electorales son una pieza fundamental para 
el sostenimiento de los sistemas democráticos de gobierno por-
que planifican, organizan y califican los procesos electorales, que 
son parte sustancial de una democracia. Sin embargo, resulta ne-
cesario enfatizar que, si bien los procesos electorales constituyen 
una parte fundamental del sistema democrático, pues una buena 
realización de los mismos garantiza el absoluto respeto y el fiel 
reflejo de la voluntad popular manifestada en las urnas, una de-
mocracia no se agota en éstos.

Finalmente, para lograr un impacto positivo en la demo-
cratización latinoamericana, los organismos de la administración 
electoral deben actuar y resolver con autonomía e independencia. 
Ejemplo de esto es el caso peruano luego de la recuperación de la 
institucionalidad democrática a partir del periodo 2000-2001, mo-
mento a partir del cual el prestigio y la credibilidad de los organis-
mos electorales han venido en aumento debido, justamente, a la 
constancia en su accionar autónomo e independiente, habiendo 
garantizado la realización de elecciones libres y transparentes a 
partir de ese momento hasta la actualidad, por lo que ya nadie 
pone en tela de juicio los resultados de los procesos electorales en 
el país. Más allá de esto, existe, obviamente a nivel de la región, 
una preocupación por parte de los organismos electorales por 
mejorar sus procedimientos internos y acercarse mucho más al 
ciudadano de a pie, como, por ejemplo, a través de actividades 
educativas, la implementación del voto electrónico, así como la 
reducción de los plazos para proclamar los resultados finales de 
una elección. 



361

Nombre: Wilfredo Penco
Institución: Corte Electoral 
Cargo: vicepresidente 
País de donde proviene el entrevistado: Uruguay

Sí ha impactado, aunque el tema no se debería agotar con esa pre-
gunta, porque en realidad lo que ha existido es un doble impacto, 
una retroalimentación entre organismos electorales y democracia. 
Efectivamente, los organismos electorales funcionaron en épocas 
de dictaduras con todas las limitaciones, casos en los cuales muchas 
veces la administración electoral estuvo sometida. Pero el adve-
nimiento de la democracia hizo que la administración electoral se 
desarrolle, se potencie y evolucione en estos últimos años. 

El desarrollo del derecho constitucional y la propia demo-
cratización de los países latinoamericanos marcaron una clara 
tendencia en el siglo XX, que es la de crear organismos electorales 
independientes, y, por ende, la democracia ha terminado influyen-
do en la administración electoral. Así pues, puedo señalar que la 
democracia impacta sobre la administración electoral en cuanto a 
su desarrollo y competencias. Podría mencionar incluso que, a ma-
yor democracia, mayor fuerza de los organismos electorales.

Así mismo, América Latina posee rasgos democráticos pecu-
liares y característicos, como, por ejemplo, que la Corte Electoral 
de Uruguay es la más antigua de América y que el Tribunal Cali-
ficador de Chile es el más antiguo previsto en una constitución 
latinoamericana. Si bien ambas instituciones en comparación con 
otros organismos electorales en la región no se han desarrollado 
en cuanto a infraestructura y recursos, tienen mucha influencia y 
prestigio en la vida política y democrática de sus respectivos paí-
ses, y el sistema electoral en sentido amplio funciona muy bien en 
cada uno de éstos. Esto demuestra ese doble impacto al cual he 
hecho referencia.
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Nombre: Joseph Thompson
Cargo: director ejecutivo 
Institución: Instituto Interamericano de Derechos Humanos
País de donde proviene el entrevistado: Costa Rica

Estoy convencido de que la labor de los organismos electorales ha 
sido determinante para la recuperación y la consolidación de la 
democracia en América Latina. Esto por varias razones. En primer 
lugar, por su naturaleza misma, ya que el tratarse de entidades au-
tónomas, especializadas y permanentes hace que tengan la misión 
de reflexionar sobre cómo perfeccionar la democracia más allá 
de las elecciones. Esto es particularmente evidente no sólo en la 
forma en que se relacionan con otros organismos en numerosos 
proyectos de cooperación horizontal, sino en la creación de ins-
tancias especializadas, por ejemplo, en la educación para la vida 
en democracia, que claramente rebasa lo electoral; en la reflexión 
acerca de la equidad en las contiendas (financiamiento de la polí-
tica, acceso a medios de comunicación, etc.), en la generación de 
propuestas para mejorar las condiciones en que se enmarcan los 
procesos electorales o en la doctrina especializada que han pro-
ducido los organismos en temas que se extienden mucho más allá 
del campo electoral (hay incluso revistas especializadas, lo que 
pone de manifiesto un esfuerzo por comparar y compartir).

El modelo latinoamericano de administración electoral ha 
hecho que la consolidación de la democracia tome mucho en con-
sideración estos temas, contribución a la doctrina y a la educación 
para la democracia si uno se circunscribe al día de las elecciones.

Los organismos electorales han realizado, además, un es-
fuerzo notable y descomunal para reconstruir sus democracias, 
lo cual no se restringe a hacer bien las elecciones, sino que se 
tienen que generar las condiciones de carácter preelectoral, 
como, por ejemplo, registros confiables, reglas del juego claras, 
reforma electoral, participación activa de la ciudadanía. El tema 
postelectoral ha sido también muy importante en lo que tiene 
que ver con el manejo y el procesamiento de la información, y 
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los organismos electorales vienen obteniendo un enorme ren-
dimiento de todos estos datos, contribuyendo con los académi-
cos que trabajan estos temas. 

Nombre: Rebeca Arias
Cargo: coordinadora residente y representante residente en Perú
Institución: Sistema de las Naciones Unidas y Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo en el Perú, respectivamente
País de donde proviene la entrevistada: El Salvador

Los organismos electorales en la región de América Latina sí han 
contribuido al fortalecimiento de la democracia en las últimas 
décadas. Hoy en día, los regímenes democráticos son la regla y 
no la excepción en nuestra región, y esto no sería posible sin la 
existencia de instituciones electorales independientes que garan-
ticen elecciones libres, justas y transparentes. Esto ha contribuido 
a afianzar la democracia electoral. En este contexto, vale destacar 
el esfuerzo que los organismos electorales en la mayoría de los 
países han venido realizando para su fortalecimiento institucional 
a fin de efectuar con mayor eficiencia y transparencia sus funcio-
nes y ganarse la credibilidad y la confianza de la población, lo que 
también contribuye al fortalecimiento de la democracia.

Cabe señalar que el PNUD (2004), en su texto La democra-
cia en América Latina, presentó el índice de democracia electoral 
(IDE), que mide los regímenes democráticos en la región con base 
en cuatro variables: derecho al voto (¿tienen todos los adultos de-
recho al voto?), elecciones limpias (¿se desenvuelve el proceso elec-
toral sin irregularidades que constriñan la expresión autónoma 
de las preferencias de los votantes y alteren el conteo fidedigno 
de los votos?), elecciones libres (¿es ofrecido al electorado un 
rango de alternativas que no son constreñidas por restricciones 
legales o de hecho?) y cargos públicos electos (¿son las eleccio-
nes el medio de acceso a los principales cargos públicos de un 
país?, ¿los electos asumen sus cargos públicos y permanecen en 
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éstos los plazos estipulados?). El IDE arrojó un valor para 2002 
de 0.93 (máximo 1), subiendo de 0.28 en 1977, 0.69 en 1985 y 
0.86 en 1990. En 2008 alcanzó un máximo de 0.96 (PNUD-OEA, 
2010, p. 65). 

Sin embargo, vale destacar que, a partir de esos muy impor-
tantes logros, persisten desafíos que las autoridades electorales y 
otros actores públicos enfrentan. Si bien los niveles de participa-
ción electoral son elevados en la mayoría de los países de América 
Latina, se han detectado caídas o bajos niveles relativos en el ejer-
cicio del voto, en particular en importantes grupos poblacionales: 
jóvenes, pueblos indígenas, afrodescendientes. También persisten 
significativos niveles de subrepresentación de mujeres en cargos elec-
tivos —aunque ha mejorado paulatinamente en los últimos años—, 
así como de esos grupos poblacionales (jóvenes, pueblos indígenas, 
afrodescendientes). Finalmente, cabe subrayar la importancia 
de los esfuerzos por asegurar condiciones equitativas de acceso 
a los medios de comunicación en las campañas políticas, como 
la transparencia en el financiamiento. El PNUD, como otras or-
ganizaciones internacionales, ha apoyado y continuará prestando 
su asistencia para fortalecer a las autoridades electorales en sus 
funciones, como en contribuir en las respuestas a los desafíos.

Nombre: Fernando Tuesta Soldevilla
Institución: Centro de Asesoría y Promoción Electoral, Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, entre otras
Cargo: consultor internacional y experto en temas electorales
País de donde proviene el entrevistado: Perú

Sí ha impactado. El primer factor que sustenta mi respuesta es el 
rendimiento institucional. En efecto, la legitimidad de las elec-
ciones se funda en determinados criterios que cada vez más se 
han estandarizado, como la transparencia, la eficiencia, etcéte-
ra. Y eso en general se ha cumplido, justamente por el desempeño 
de los organismos electorales. Las elecciones son un componen-
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te importante en Latinoamérica y el desempeño de la adminis-
tración electoral ha sido fundamental para encaminar procesos 
democráticos. En América Latina, los casos en los que el des-
empeño de los organismos electorales es un componente más 
de los problemas de nuestras democracias han sido frecuentes. 
En el Perú, por ejemplo, en 2000 se realizaron elecciones que 
carecieron de legitimidad, que terminaron afectando la demo-
cracia peruana. Este hecho fue corregido a partir de 2001, con 
la realización de diversos procesos electorales que han sido ca-
talogados por la comunidad internacional como limpios, justos 
y transparentes.

Hay un segundo factor que quisiera explicar: en casi toda 
América Latina se le han entregado nuevas atribuciones y funcio-
nes a los organismos electorales, desde la supervisión del dinero 
en las campañas hasta las elecciones internas de los partidos polí-
ticos, además de las elecciones que se producen en casi todos los 
ámbitos donde hay comicios en la sociedad civil. La mayor o me-
nor autonomía que tienen los organismos electorales según cada 
país tiene que ver con su desempeño institucional.

Antes de los 80, las elecciones eran cuestionadas, pero en 
la actualidad han adquirido cada vez una mayor autonomía. Sin 
embargo, hay nubarrones en los últimos años en algunos países 
donde la concentración del poder no ha sido la excepción para 
los organismos electorales, como los casos de Venezuela, Nicara-
gua, Bolivia, por señalar algunos. 

Finalmente, me gustaría añadir que la administración elec-
toral latinoamericana ha sido significativamente más importante, 
teniendo en cuenta que la globalización ha permitido tener crite-
rios estandarizados, experiencias que se comparten entre países. 
Hoy circulan información, métodos y experiencias que son toma-
dos en cuenta, estándares que hacen de América Latina la región 
de mayor asociación de organismos electorales en el mundo. La 
administración electoral está, pues, más consolidada y contribuye 
al desarrollo de nuestros países. 
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Nombre: Lenin Housse
Institución: Consejo Nacional Electoral
Cargo: director de relaciones internacionales
País de donde proviene el entrevistado: Ecuador

Desde mi perspectiva, que se basa en un reconocimiento de los pro-
cesos democráticos en la región, considero que sí ha impactado. 
Definitivamente, la gestión electoral ha impactado en forma positiva.

La democracia en América Latina se construyó a través de 
sistemas electorales que se basan fundamentalmente en elecciones. 
Así mismo, los organismos electorales han evidenciado mejoras en 
su gestión a través de procesos innovadores y tecnología de punta.

Recordemos que en la década de los 80 los organismos elec-
torales eran seriamente cuestionados, como, por ejemplo, el caso 
de México, que trascendió incluso a nivel internacional. Los mexi-
canos tuvieron, pues, que poner su mayor esfuerzo para llevar a 
cabo una mejora sustancial de sus procesos con la finalidad de 
revertir esa realidad. Así mismo, siempre los procesos electora-
les generaron mucha tensión en las sociedades latinoamericanas. 
Esto, poco a poco, se ha ido corrigiendo.

Me gustaría añadir que el impacto ha sido positivo en la 
medida en que los organismos electorales han mejorado en sus 
propias prácticas; existen en la actualidad diversos mecanismos de 
cooperación entre éstos, lo cual ha sido indudablemente benefi-
cioso. No sólo se comparte información referida a la tecnología, 
sino también a nivel de procesos, y en la actualidad se cuentan con 
sistemas de registro electoral confiables. Ahora bien, no obstante 
que en América Latina la democratización se produjo muy especial-
mente a través de procesos electorales, se vienen implementando 
también otro tipo de prácticas que impactan sobre la democracia, 
como la participación directa de la ciudadanía.

Finalmente, termino señalando que el impacto a nivel de la 
gestión electoral ha sido y es diverso, no sólo en la organización 
del proceso (metodologías estandarizadas), pues también existe 
innovación cualitativa, así como una concepción de la normativa 
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que garantiza los derechos políticos de la ciudadanía, igualdad de 
género, igualdad para las poblaciones indígenas; se trabaja la me-
todología de la observación electoral. Todos éstos son impactos 
positivos que proceden de la gestión electoral. De igual modo, los 
lineamientos políticos que derivan de la gestión han ido cambian-
do de acuerdo con los nuevos tiempos. 

Nombre: Percy Medina Masías
Institución: IDEA Internacional
Cargo: jefe de misión para el Perú
País de donde proviene el entrevistado: Perú

La salud de una democracia depende de innumerables factores, 
como la cultura democrática, la vigencia de derechos y libertades, 
la salud de las instituciones, la vigencia del Estado de derecho, 
entre muchos otros. Pero la credibilidad de las elecciones es un 
tema emblemático que define si estamos frente a una democracia 
u otro tipo de régimen. Sabemos que no bastan las elecciones para 
configurar una democracia, pero éstas son indispensables para de-
finir un régimen democrático. En América Latina hemos pasa-
do, en la mayoría de los países, de administraciones electorales 
bastante precarias a autoridades cada vez más profesionales, in-
dependientes y creíbles. Precisamente por venir de una historia 
de fraudes, manipulaciones de procesos electorales e injerencia 
política del poder en turno en las elecciones, hemos ido diseñan-
do mecanismos, competencias y procedimientos más seguros que 
los que existen en países de más larga tradición democrática. Ese 
tránsito ha tenido progresivo impacto en la credibilidad de las 
elecciones y, por ende, en la de las democracias latinoamericanas.

Además, saldada la deuda de las administraciones electora-
les con la integridad de los procesos electorales (aún existen pero 
son excepcionales los casos en los que se alega fraude), los orga-
nismos electorales empiezan a desarrollar nuevas tareas. Es el caso 
de los centros de investigación y formación ciudadana, de los pro-
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yectos para tener elecciones de mejor calidad, de los esfuerzos por 
fortalecer los valores democráticos y un largo etcétera. Es decir, 
hoy muchas administraciones electorales no solamente organizan 
elecciones free and fair, sino que ayudan con la democracia en es-
tos campos que diríamos contribuyen con su calidad.

Nombre: Luis Nunes Bertoldo
Institución: Instituto Nacional Demócrata e IDEA Internacional
Cargo: consultor experto
País de donde proviene el entrevistado: Venezuela

La respuesta es afirmativa. Basta con ver un par de ejemplos: 1) el 
caso del Perú, donde, hasta la caída del régimen de Fujimori, su 
periodo estuvo marcado por unos organismos electorales afectos 
al gobierno en turno, los magistrados y los funcionarios de la alta 
dirección fueron presionados y extorsionados, en contubernio 
con congresistas, el Tribunal Constitucional y otros organismos, 
favoreciendo con las reglas del juego a la candidatura oficial y ha-
ciéndose de la vista gorda ante las innumerables irregularidades 
cometidas contra los otros candidatos. Yo pude verlo de primera 
mano porque era el jefe residente de la Misión de Observación 
Electoral del Centro Carter y del National Democratic Institute 
en la elección de 2000, así como observé el cambio radical en 
los organismos electorales cuando se organizaron las nuevas elec-
ciones de 2001, con personas idóneas para el cargo, como Fer-
nando Tuesta en la ONPE o el doctor Manuel Sánchez-Palacios 
Paiva en el JNE. En unas de sus primeras declaraciones, el doctor 
Sánchez-Palacios Paiva comentó cómo encontró la excesiva con-
centración de poder en manos de la Presidencia del JNE, donde 
toda decisión estaba centralizada en el presidente del mismo (has-
ta la compra de computadoras); b) el caso de Venezuela, donde 
después de la Constitución de 1999 se reformó la organización 
electoral y se colocó al frente del Consejo Nacional Electoral a 
rectores afines al régimen en turno, nombrados por una mayoría 
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de oficialistas en la Asamblea Nacional. Ejemplos palpables son 
los casos de Jorge Rodríguez, quien fue presidente del organis-
mo electoral venezolano y posteriormente fue designado vicepre-
sidente de la república, y de ahí ha ocupado otros importantes 
cargos en el Poder Ejecutivo de Venezuela y en el partido en el 
gobierno, siendo también miembro del Movimiento Bolivariano 
Revolucionario (MBR), semilla del actual Partido Socialista Uni-
do de Venezuela (PSUV); y el de la actual presidenta del Consejo 
Nacional Electoral, Tibisay Lucena, y tres rectoras más del mismo 
organismo (cuatro de sus cinco integrantes), quienes no ocultan 
su afinidad al régimen, siendo “descarada” su participación en 
los actos fúnebres del expresidente Chávez, pues ostentaron 
los símbolos del organismos electoral; además, incumplieron la 
promesa de auditar íntegramente el proceso electoral del 14 de 
abril de 2013 en Venezuela (compromiso asumido ante el país y 
la Unasur).

Estos casos dibujan claramente cómo los organismos pue-
den parcializarse y orientar los procesos electorales según conve-
niencias políticas y no a la luz de unas elecciones justas, libres y 
transparentes, independientes de las presiones políticas del régi-
men en turno. Sin duda, esto impacta negativamente en el siste-
ma democrático de cada país.

En la otra cara de la moneda: ¿acaso alguien duda, por 
ejemplo, de los resultados electorales en Chile o en Brasil? Los 
sistemas electorales, los organismos electorales que los componen 
y los funcionarios al frente de los cargos son la garantía o no del 
cabal funcionamiento de las elecciones en cada país y, por ende, 
impactan en cada sistema democrático.
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Nombre: Manuel Sánchez-Palacios Paiva
Institución: Jurado Nacional de Elecciones
Cargo: expresidente (periodo 2000-2004)
País de donde proviene el entrevistado: Perú

La presencia de un organismo electoral autónomo e independien-
te que garantice la pureza de los procesos electorales y decida 
en forma inapelable los contenciosos electorales surgió como una 
necesidad y respuesta a la anterior historia electoral del Perú y, 
con ese propósito, el constituyente de 1931 le dio al Jurado Nacio-
nal de Elecciones el rango de poder del Estado. La Constitución 
de 1979 y la vigente, si bien por razones doctrinarias ya no lo ubi-
can como un poder del Estado, lo reconocen como la máxima au-
toridad electoral, cuyas decisiones en esa materia son irrevisables.

Esto que es historia en el Perú encuentra desarrollos simi-
lares en la legislación comparada latinoamericana. Y aun cuando 
será difícil hallar dos administraciones electorales iguales, en to-
das se distinguirá por igual la presencia de una autoridad supre-
ma que tendrá la última palabra en materia electoral. Es que los 
organismos electorales institucionalizados con esas atribuciones, 
en su actuar, se constituyen en garantes de la pureza de los pro-
cesos electorales, de la autenticidad de la expresión mayoritaria y 
del cumplimiento de los principios constitucionales y electorales. 
Desde luego, la norma constitucional será confirmada por la au-
toridad moral que debe emanar de esos organismos, integrados 
para ello por personas de ejecutoria intachable.

En su actuar, el organismo electoral se constituirá en au-
ditor, supervisor y contralor de los procedimientos electorales, 
considerando para ello una dependencia especializada en su or-
ganización. En ese sentido, por ejemplo, el Jurado Nacional de 
Elecciones (2000-2004), como una de sus primeras medidas, res-
tableció dentro de su organigrama a la entonces suprimida Ge-
rencia de Fiscalización Electoral. No obstante, de tanto en tanto 
sucede que alguien que accedió al poder político con el propósito 
de continuar en éste y de burlar la voluntad mayoritaria busca 
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controlar la administración electoral. Entonces surge el dedo acu-
sador de la prensa libre democrática y de la comunidad interna-
cional que lo pone en evidencia. La OEA, las ONG especializadas 
y las mismas asociaciones de organismos electorales tienen pre-
sencia en ese sentido. Una situación excepcional de esa naturale-
za confirma la regla y la necesidad de contar con un organismo 
electoral de autoridad suprema de naturaleza constitucional. 

Pero la democracia no se satisface con el acto del sufragio. 
Nuestra población, mayoritariamente joven, guarda poca memoria 
de la historia y desconoce que la democracia todavía debe defen-
derse. Por eso, el organismo electoral ya no puede limitarse a vigilar 
el cumplimiento de las garantías y la pureza del acto electoral, 
pues además debe avanzar en el sentido de propugnar el perfec-
cionamiento y la difusión de las normas electorales, para que las pri-
maveras democráticas se conviertan en una estación permanente.

Nombre: Gerardo Távara Castillo
Institución: Asociación Civil Transparencia del Perú
Cargo: secretario general
País de donde proviene el entrevistado: Perú

Sí, ha tenido un impacto positivo en la democracia latinoamerica-
na por tres razones: la primera es de orden doctrinario. Uno de 
los rasgos de la democracia para ser sólida es la predictibilidad, la 
existencia de pocas sorpresas (en todos los ámbitos), y el hecho 
de tener reglas. Si haces “a”, los resultados son “b”, “c” o “d”, pero 
no “z”. Reduces los abusos de poder. Las democracias son diferen-
tes que las dictaduras. Factores importantes son saber lo que va a 
pasar con el voto, y en la democracia la autoridad procede de la 
elección popular; tener organismos electorales confiables y que 
el ciudadano sepa lo que se va a hacer y cómo se va a hacer y se 
van a respetar esas normas. Ésa no es una verdad de Perogrullo, 
puesto que anteriormente no ocurría eso, sobre todo en el Perú y 
en otros países latinoamericanos. No somos democracias de vieja 



372

data. Ahora los ciudadanos saben que su voto se va a respetar y eso 
se consigue con organismos electorales sólidos. 

La segunda razón es que en el Perú y en muchos países de 
la región los organismos electorales están dejando de ser simples 
organizadores de elecciones y se están convirtiendo en actores cla-
ves en el diseño electoral y político de sus respectivos países. Los 
organismos electorales no quieren ser meros operarios de elec-
ciones, quieren ser actores que participen de la discusión política, 
hasta el momento en el que haya que ponerles límites. Empujan 
e impulsan muchas reformas electorales (reemplazando muchas 
veces la labor del Congreso). No constituyen un actor tradicional, 
puesto que dinamizan la democracia y ponen a discutir cosas.

La tercera razón es el nivel de especialización al que van 
llegando los organismos electorales. En la actualidad, estas insti-
tuciones desarrollan herramientas electrónicas, voto electrónico, 
automatización de actas; todo esto ayuda. La labor ya no recae 
en manos de cualquiera. Las escuelas electorales y los congresos 
internacionales generan especialistas que no salen de las univer-
sidades. Es decir, contribuyen también a la academia; esto es una 
riqueza, una novedad. 

Nombre: Leonor Suárez Ognio
Institución: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
Cargo: oficial de programa
País de donde proviene la entrevistada: Perú

Sí, por varias razones relacionadas a los elementos básicos de la 
democracia. Este régimen requiere de instituciones y recursos que 
permitan que los procesos electorales se lleven a cabo. Si conside-
ramos que la democracia en América Latina tiene tres décadas de 
gobiernos elegidos por este sistema, debemos concluir que esto ha 
sido posible gracias a la actuación de los organismos que han per-
mitido que los ciudadanos ejerzan su derecho a elegir y ser elegi-
dos. Ciertamente, durante los tres últimos lustros de este periodo 
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también hemos asistido a diversas modificaciones constitucionales 
y legales que han tenido por objeto transformar las reglas del juego 
electoral y permitir que funcionarios en ejercicio puedan ser ree-
legidos (lo que a criterio de muchos limita la capacidad de elegir y 
ser elegidos). Aun en esos escenarios, ante la posibilidad de que la 
ciudadanía exprese su deseo o no de reelegir a ciertos funcionarios, 
se han demandado y se han tenido organismos electorales que han 
permitido que la democracia se exprese en su elemento más senci-
llo: la votación popular. Las denuncias por fraude o mala actuación 
de los organismos electorales no son suficientes para desmerecer el 
trabajo del sistema electoral en la región.

Por otro lado, la insatisfacción ciudadana por la calidad de la 
democracia ha estado mayoritariamente dirigida a una crítica a la 
aptitud de los gobernantes y representantes, que se traduce en un 
rechazo a los partidos políticos, que se perciben como corruptos 
y lejanos a los intereses de la población. En estos casos, han sido 
también los organismos electorales los que han permitido, cada vez 
más, la implementación de procesos participativos que han hecho 
que la democracia en América Latina, mayormente representativa, 
mute hacia sistemas participativos de democracia directa. Institu-
ciones como la consulta, el referendo, la revocatoria, etc., que no 
tenían mayor significado hace un par de décadas, han sido posibles 
gracias a la existencia de organismos que han permitido que diver-
sos tipos de demandas populares y proyectos de ley hayan transi-
tado de la iniciativa popular al gobierno o al Parlamento. Esto ha 
contribuido, en gran medida, a que la población reconozca que 
existen canales de expresión y participación (autogobierno).

Cuando vemos todo lo que les falta a nuestras democracias 
para consolidarse o mejorar, la tarea abrumadora en ciernes no 
nos deja apreciar positivamente lo ganado. Ciertamente, mientras 
los organismos electorales permitan que la voluntad popular sea 
expresada, seguirán constituyéndose como pilares del régimen. 
La pluralidad de opciones y la fortaleza del sistema de partidos 
políticos son asuntos en los que falta mucho, pero los avances, 
indudablemente, deben a los organismos de registro político y 
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electoral el hecho de que hoy América Latina ostente en el poder, 
en muchos casos, a quienes tradicionalmente estuvieron exclui-
dos del gobierno.

Nombre: Luis Benavente Gianella
Institución: Vox Populi Comunicación y Marketing
Cargo: director y experto en temas de comunicación
política y opinión pública
País de donde proviene el entrevistado: Perú

Sí, ha influido positiva y negativamente. Negativamente, por 
ejemplo, en el Perú, por lo que ocurrió en la época de Fujimo-
ri, en donde los organismos electorales estaban captados por el 
gobierno. Pero, por lo general, su influencia ha sido positiva, en 
primer lugar, por el tema de la confianza. Teniendo en cuenta 
este punto de vista, todos los ámbitos de la sociedad (institucional, 
ciudadano, medios de comunicación, etc.) confían en los organis-
mos electorales.

Según el grado de confianza, las instituciones públicas en 
el Perú podrían dividirse de la siguiente manera: primero, las 
vinculadas a lo político, las cuales se encuentran muy despres-
tigiadas, fundamentalmente por la corrupción; es el caso de las 
municipalidades, los gobiernos regionales, el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial, el Congreso de la República. Segundo, institucio-
nes públicas manejadas por tecnócratas, que son básicamente los 
organismos reguladores, con cierto prestigio en el país, que gozan 
de confianza y reputación; es el caso del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 
Intelectual (Indecopi), la Superintendencia Nacional de Aduanas 
y de Administración Tributaria (Sunat), el Banco Central de Re-
serva (BCR), el Organismo Supervisor de Inversión Privada en 
Telecomunicaciones (Osiptel), el Organismo Supervisor de la 
Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso Público (Osi-
tran), la Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento 
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(Sunass), etcétera. No son instituciones gerenciadas por políticos 
y constituyen organizaciones que se han ido consolidando en el 
tiempo y tienen una labor de soporte del crecimiento económico 
y de las políticas públicas. Tercero, los organismos electorales, los 
cuales tienen prestigio, reputación, etc., y, si bien tienen mucho 
por mejorar, sobre todo en el ámbito administrativo, gozan de la 
confianza ciudadana. Cabe señalar que en el Perú, desde 2001 en 
adelante, los organismos electorales han sido protagonistas de la 
historia democrática y política del país, impulsando o dando trá-
mite a iniciativas políticas importantes, como, por ejemplo, la no 
reelección presidencial.

Este concepto de generación de confianza ciudadana que 
ha ocurrido en el Perú puede también compartirse con la mayoría 
de los países latinoamericanos.

Nombre: Carlos Hakansson Nieto 
Institución: Universidad de Piura
Cargo: decano de la Facultad de Derecho, experto en temas electorales
País de donde proviene el entrevistado: Perú

La labor de los organismos electorales sí ha influido en los países 
de la región, especialmente en aquellos que poseen mayor conti-
nuidad democrática. No es lo mismo el desarrollo de Colombia y 
Chile (que cuentan con voto facultativo) que el de Venezuela o 
Ecuador (el primero con dudas sobre la credibilidad de sus resul-
tados electorales y el segundo con un marcado autoritarismo del 
presidente de la república que impide el saludable ejercicio de la 
separación de poderes). Por eso, el grado de impacto e influencia 
de los organismos electorales guarda una relación directa con el 
grado de desarrollo institucional en una comunidad política.  

En Iberoamérica se pueden apreciar tres conjuntos. El 
primero está compuesto por países como Chile y Colombia, 
que poseen un sistema de partidos sin una marcada polarización 
ideológica; el segundo, por los casos de Argentina, Perú y Uru-
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guay, en los que sí existen dificultades para lograr una concerta-
ción de centro ideológico, y, el tercero, por Bolivia, Ecuador, Ni-
caragua y Venezuela, con gobiernos personalistas y autoritarios. 
La influencia de los organismos electorales y su impacto positivo 
en las instituciones democráticas se perciben con mayor fuerza 
en el primer conjunto, con menos desarrollo en el segundo y 
muy limitados en el tercero. 

En el caso concreto de Perú, pese a su todavía corta con-
tinuidad democrática, pues en su historia republicana no ha te-
nido tres gobiernos democráticos consecutivos, el JNE, la ONPE 
y el Reniec han permitido una progresiva profesionalización de 
los procesos electorales, los cuales no sólo abarcan las elecciones 
generales, sino también los referéndums, las revocatorias, las ini-
ciativas legislativas ciudadanas y las propuestas de iniciativa de re-
forma constitucional, los que han contribuido en su asentamiento 
formal; no obstante, es el asentamiento material lo que determi-
nará la consolidación y el verdadero impacto de los organismos 
electorales en el país. En otras palabras, a través de los procesos 
electorales se debe lograr informar y sensibilizar a los ciudada-
nos sobre que la democracia, si bien no es perfecta, es el único 
sistema político que garantiza la libertad y, por tanto, el pleno 
desarrollo humano individual y en sociedad. Para lograr este ob-
jetivo, es necesario resolver el problema de aceptación del actual 
orden constitucional; si la Carta de 1993 sigue generando división 
ideológica en cuanto a su legitimidad de origen, sin reconocer su 
legitimidad de ejercicio (jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal, tres procesos electorales generales consecutivos, revocatorias, 
referéndums, etc.), los organismos electorales no tienen la “plata-
forma” (léase el marco constitucional) adecuada para reposar en 
ésta y promover el ejercicio de la ciudadanía.
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Nombre: Delia Guadalupe del Toro López  
Institución: Instituto Federal Electoral de México
Cargo: directora ejecutiva de Organización y Geografía Electoral
País de donde proviene la entrevistada: México

El principal rol que tienen los organismos electorales es el de ga-
rantizar la transición periódica y pacífica del poder en los Esta-
dos democráticos. Esta condición permite un nacimiento legal y 
legítimo a los gobiernos de turno, puesto que se forman con el 
reconocimiento ciudadano y la confianza de los actores políticos, 
lo que les permite un piso de gobernabilidad en sus primeras ac-
ciones de gobierno. Además de esto, es importante el papel de los 
organismos electorales en el fortalecimiento de la vida democrá-
tica, así como el régimen democrático de los partidos políticos.

En el caso mexicano, contar con organismos electorales in-
dependientes y autónomos respondió al desarrollo histórico, que 
transitó de un gobierno autoritario a un régimen democrático. El 
consenso de todas las fuerzas políticas del país trajo como conse-
cuencia en la reforma política de 1996 que se lograra ciudadani-
zar la toma de decisiones en el seno del órgano electoral federal, 
para que en su máximo órgano de dirección no interviniera el 
gobierno ni con voz ni con voto, aunque siguieron concurrien-
do los partidos políticos y los representantes parlamentarios con 
derecho a voz, pero sin voto. El alcance de esta reforma permitió 
llevar a cabo elecciones con un alto grado de credibilidad ciuda-
dana y confianza política en el país, hasta llegar en 2000, por vez 
primera, a una transición pacífica del poder, donde un partido 
de oposición (Partido Acción Nacional) ganó las elecciones fe-
derales al partido que había gobernado por 70 años consecutivos 
(Partido Revolucionario Institucional). De este modo se consoli-
dó la transición democrática electoral, pero nada más. Ésta tiene 
muchas asignaturas pendientes por resolver. 

Esto significa que hemos visto que los sistemas electorales 
son un elemento fundamental para la transición a la democracia, 
pero no son ni deben ser la panacea para arribar a un Estado 
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democrático consolidado. Esto depende, en mi opinión, de un 
eficaz desempeño del sistema electoral, así como del sistema de 
partidos y el sistema de gobierno adecuados a las realidades parti-
culares de cada país.

Un Estado con una democracia consolidada depende de la 
historia y la cultura de cada nación. En el caso de México se dio 
así porque partimos de una cultura de la desconfianza; por cier-
to, este modelo ha sido muy caro o ha implicado una inversión 
muy elevada, como se quiera ver. México se encuentra precisa-
mente en ese debate: ¿un instituto federal electoral o 32 institutos 
electorales estatales? El planteamiento del problema es complejo 
per se, ya que no podemos reducirlo a su costo económico, sino 
que debemos verlo en su contexto político, social, de órdenes de 
competencia estatal y federal, además de la soberanía de las enti-
dades federativas y el federalismo. 

Lo que observamos es que el modelo actual (dos organis-
mos electorales) ya no es eficaz por la duplicidad de funciones, 
entre lo local y lo federal, además de costar mucho dinero. Yo me 
inclino hacia un modelo electoral que mantenga a nivel federal 
sólo el registro federal de electores y a nivel de las entidades fede-
rativas la elección federal de los poderes Ejecutivo y Legislativo, 
así como la facultad de organizar sus elecciones locales. 

Nombre: Pedro Zamudio Godínez  
Institución: Instituto Federal Electoral de México
Cargo: vocal ejecutivo distrital
País de donde proviene el entrevistado: México

Tomando en cuenta que en la región latinoamericana se celebran 
elecciones desde hace casi 200 años, es de destacar el avance de 
la democracia procedimental a partir de la década de los 60 del 
siglo pasado, avance que necesariamente pasa por la integración 
de órganos electorales independientes, autónomos y eficaces para 
el desarrollo de procesos electorales ciertos y creíbles. Pese a re-
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conocer condiciones particulares de cada sistema político nacio-
nal, estoy convencido de que de la confianza que cada organismo 
electoral logre imbuir a los electores depende la participación de 
los mismos en las elecciones. Por ello, creo que aún tenemos ca-
mino que recorrer para lograr afianzar en la cultura política del 
latinoamericano promedio la confianza en su sistema político y, 
por ende, en sus procedimientos electorales.

Así mismo, es indudable que solamente con órganos elec-
torales independientes y autónomos, órganos que sean parte del 
Estado, pero que estén perfectamente separados y diferenciados 
del gobierno en turno, se puede avanzar en la consolidación de-
mocrática en la región, pasando de la democracia procedimental 
efectiva a la democracia como forma de vida.

Nombre: Arminda Balbuena Cisneros
Institución: Instituto Federal Electoral de México
Cargo: coordinadora del Centro para el Desarrollo Democrático
País de donde proviene la entrevistada: México

Para que todo este entramado teórico que es la democracia sea 
posible en un contexto nacional tangible, se necesita de los or-
ganismos electorales. Éstos fungen como un órgano burocrático 
y administrativo de los procesos electorales, pero también tienen 
una función simbólica y representativa de los valores esenciales de 
la democracia frente a la sociedad a la que atienden. Con lo pri-
mero me refiero a la operación de procedimientos que permiten 
organizar una elección con objetividad, transparencia e imparcia-
lidad. Con lo segundo quiero decir que los organismos electora-
les permiten a la ciudadanía tener la confianza de que su voto 
cuenta y a los partidos políticos confiar en que la competencia es 
justa. Si bien sabemos que “una sociedad democrática comienza, 
pero no se agota en el voto democrático”, es innegable la impor-
tancia de los organismos electorales para el resguardo de estos 
cimientos de la vida democrática mediante la institucionalización 
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de los procedimientos de competencia política. Así mismo, los 
organismos electorales importan porque perpetúan el respeto y el 
cumplimiento de estas reglas básicas del juego, al mismo tiempo 
que echan a andar los mecanismos que hacen posible modificar 
dichas reglas en pro del perfeccionamiento y la consolidación de 
nuestras democracias.

Se observa entonces que en México, como en otros países de 
América Latina, el papel de los organismos electorales autónomos 
es esencial, pues éstos cumplen funciones que corresponden al 
Estado sin someterse a los vaivenes de la coyuntura política, es de-
cir, sin sujetarse a los intereses de los partidos o de los órganos de 
gobierno; aunado a ello, son órganos que preservan el equilibrio 
y la organización constitucional. La autonomía garantiza la 
independencia en otros rubros además del político: en el rubro 
administrativo, porque al no estar subordinados a ninguna otra 
instancia administrativa pueden establecer su organización y 
estructura orgánica interna; en el rubro normativo o jurídico, por 
su capacidad para dictar las normas jurídicas que sean necesarias 
para el desempeño de sus funciones; y en el financiero, porque 
proyectan, aprueban y ejercen su presupuesto.

Nombre: Hugo Picado León
Institución: Instituto de Formación y Estudios para la 
Democracia del Tribunal Supremo de Elecciones de Costa Rica
Cargo: director
País de donde proviene el entrevistado: Costa Rica

La mayoría de los organismos electorales latinoamericanos sur-
gen en el periodo de diseño democrático producto de la tercera 
ola de democratización. En las postrimerías de la década de los 70 
y durante toda la década de los 80, se consideró que las elecciones 
serían un eslabón fundamental para la transición de regímenes 
autoritarios hacia la democracia. Las elecciones —bajo condicio-
nes mínimas de transparencia, free and fair— jugaron un papel 
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fundamental en la democratización y continúan siendo una exi-
gencia mínima para la subsistencia de las poliarquías.

Así mismo, la historia latinoamericana, marcada por el 
fraude electoral y diversas formas de manipulación indebida del 
electorado, requiere de organismos electorales independientes y 
suficientemente autónomos que garanticen la transparencia de 
los comicios. Hoy en día, además de la transparencia, hay una exi-
gencia social de equidad en la competencia partidista.

Nombre: Herbert Rolando Molina Sandoval  
Institución: Instituto de Formación y Capacitación Cívico-Política
y Electoral del Tribunal Supremo Electoral de Guatemala
Cargo: director ejecutivo
País de donde proviene el entrevistado: Guatemala

La importancia que han tenido los organismos electorales latinoa-
mericanos para el desarrollo y la consolidación de las democracias 
en América Latina proviene de haber unificado esfuerzos y firmar 
los instrumentos que en materia electoral se han realizado. Entre 
éstos se encuentran: la creación de la Asociación de Organismos 
Electorales de Centroamérica y el Caribe (Protocolo de Tikal), 
el Acta Constitutiva de la Asociación de Organismos Electorales 
de América del Sur (Protocolo de Quito) y el Acta Constitutiva 
de la Unión Interamericana de Organismos Electorales (Uniore). 
Éstos tienen el objetivo primordial de intercambiar experiencias 
para el perfeccionamiento de procesos electorales y lograr de esta 
forma regímenes democráticamente electos con principios regu-
lados en convenios internacionales sobre derechos humanos de 
primera generación, en donde se destaque el derecho a elegir y 
ser electo en igualdad de condiciones.

Así mismo, considero que el modelo latinoamericano de or-
ganismos electorales independientes y autónomos es el más ade-
cuado para contribuir con la consolidación de la democracia en la 
región, en virtud de que no hay intervención o no está supeditado 
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a organismo alguno del Estado. En Guatemala las decisiones y las 
resoluciones del Tribunal Supremo Electoral se encuentran apega-
das a la Constitución Política de la República, a la Ley Electoral y 
de Partidos Políticos, a su reglamento y a otras leyes concernientes 
a la materia. Al ser una institución autónoma, se respeta la voluntad 
popular, se realizan procesos electorales transparentes e indispen-
sables para el funcionamiento de una verdadera democracia.

Nombre: Elisabeth Luque Parigi
Institución: Tribunal Electoral de Panamá
Cargo: directora Nacional de Organización Electoral.
Departamento de Capacitación
País de donde proviene la entrevistada: Panamá

Los organismos electorales se han encaminado hacia la celebra-
ción de elecciones reales y transparentes, que constituyen la esen-
cia de la democracia. El desarrollo y la consolidación democrática 
que se lograron a través de los distintos procesos electorales reali-
zados permitieron el pluralismo político que llamaba a elecciones 
libres, donde se diera un sistema de partidos fuerte, con diversos 
actores y garantía de los derechos fundamentales en cuanto a la 
libertad de expresión a través del voto. Estas instituciones defi-
nieron nuevos espacios, cuyos límites se han ido trazando en vir-
tud del perfeccionamiento de cada sistema electoral. Esos límites 
definen hoy día una recta financiación de los partidos políticos, 
una buena regulación de la publicidad oficial y las campañas 
electorales, así como la educación cívica electoral que recibe la 
ciudadanía. El organismo electoral debe garantizar, entonces, 
la imparcialidad y la transparencia del proceso, además de la 
igualdad de oportunidades en la competitividad dentro del siste-
ma, destacando su función suprema como vigilante en el cumpli-
miento de las reglas electorales.

América Latina tiene como objetivo común fortalecer los 
regímenes democráticos. Cada realidad nacional es diferente y el 
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reto más importante de los organismos electorales es mantener 
su reputación, credibilidad y neutralidad, para asegurar la legiti-
midad de las autoridades electas permitiendo la gobernabilidad. 

Nombre: José Daniel González
Institución: Instituto de Altos Estudios del Poder Electoral
Cargo: director de investigación
País de donde proviene el entrevistado: Venezuela

La importancia es central. Si existe democracia es porque exis-
ten elecciones. La administración electoral no es accesoria. Si 
bien históricamente la autoridad electoral ha estado unas veces 
en el Ejecutivo, otras en el Judicial, otras en el Legislativo y otras 
de manera compartida, la consolidación por la vía de los hechos 
de organismos electorales con autonomía, aunque con compo-
sición pluripartidista en el siglo XX y luego con base en otros 
criterios (caso Venezuela), es la confirmación de la importancia 
de su papel como árbitros en nuestras democracias. Los orga-
nismos electorales se han convertido en tribunales sometidos 
a rigurosas exigencias por parte de la sociedad. Su rol ha sido 
vital. El órgano electoral es el que administra la producción de 
los otros poderes: elecciones presidenciales para el Ejecutivo, 
parlamentarias para el Poder Legislativo y, ahora en el caso de 
Bolivia, elecciones para jueces para el Poder Judicial. Por esta 
razón, en la República Bolivariana de Venezuela se crea el Poder 
Electoral. De este poder depende la existencia de los otros. Se 
comprenderá la importancia que tiene el órgano electoral en 
una democracia. 
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